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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES
Y SEGURIDAD SOCIAL

1327 Resolución de 15 de enero de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Acta del acuerdo relativo a las tablas salariales 
para los años 2018, 2019, 2020 y 2021 del Convenio colectivo estatal del 
sector de acción e intervención social.

Visto el texto del Acta en la que se contiene el acuerdo relativo a las tablas salariales 
para los años 2018, 2019, 2020 y 2021 del Convenio colectivo estatal del sector de acción e 
intervención social (código de convenio número 99100155012015), Acta que fue suscrita, 
con fecha 15 de noviembre de 2018, de una parte por la Asociación Estatal de Organizaciones 
y Acción e Intervención Social (OEIS), la Asociación Española de Empresas de Iniciativa 
Social y Servicios Sociales (AEEISSS), la Federación Empresarial de la Dependencia (FED) 
y la Federación de Asociaciones de Intervención Social (FAIS), en representación de las 
empresas del sector, y, de otra, por los sindicatos Unión General de Trabajadores (UGT) y 
Comisiones Obreras (CC.OO.), en representación de los trabajadores afectados, y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 90, apartados 2 y 3, de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre, y en el Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de 
convenios y acuerdos colectivos de trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.

Ordenar la inscripción de la citada Acta en el correspondiente Registro de convenios y 
acuerdos colectivos de trabajo, con funcionamiento a través de medios electrónicos de 
este centro directivo, con notificación a la Comisión Negociadora.

Segundo.

Disponer su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 15 de enero de 2019.–El Director General de Trabajo, Ángel Allué Buiza.

COMISIÓN NEGOCIADORA DEL CONVENIO COLECTIVO ESTATAL DE ACCIÓN E 
INTERVENCIÓN SOCIAL

15 de noviembre de 2018

Sede CCOO, calle Fernández de la Hoz, 12, Madrid

Acta

En Madrid, a 15 de noviembre de dos mil dieciocho, se reúnen previamente convocados 
al efecto los componentes de la Comisión Negociadora del Convenio colectivo Estatal de 
Acción e Intervención Social para proseguir con la negociación del Convenio.

Abierta la sesión, los componentes de la Comisión Negociadora han llegado al 
siguiente Acuerdo parcial de incrementos salariales, del que dejan constancia para su 
elevación a registro público, independientemente de la intención de éstos de proseguir el 
proceso de negociación en curso del Convenio colectivo. Se acuerda que el presente acta 
sea firmado por una persona por organización.
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En la conclusión de los acuerdos sobre tablas salariales que a continuación se detallan 
se han tenido en consideración los siguientes factores:

– La pérdida de poder adquisitivo de los trabajadores y trabajadoras del sector durante 
los años 2016 y 2017, equivalente a un acumulado del 0,7 por ciento para los dos años 
(resultante de la diferencia entre el IPC acumulado de cada uno de esos ejercicios y las 
subidas salariales efectivas acordadas durante ese periodo, del uno por ciento para cada 
uno de ellos)

– El Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva publicado en fecha 18 de julio 
de de 2018 por el que las representaciones patronal y sindical pactaron incrementos 
salariales del 2 al 3 por ciento entre los años 2018 y 2020.

– La sostenibilidad de las empresas y organizaciones del sector y su adaptación 
progresiva a incrementos conformes a los criterios expuestos anteriormente.

De conformidad con lo anterior, la representación patronal y sindical alcanzan los 
siguientes acuerdos:

– Establecer como definitivas las Tablas Salariales iniciales de 2017.

Año 2018.

La parte social y patronal acuerdan establecer un incremento del 1,2 por ciento sobre 
todos los conceptos e importes de las tablas salariales del 2017 del Convenio de Acción e 
Intervención Social. Dicho incremento se realizará con carácter retroactivo desde el 1 de 
enero de 2018, con el consiguiente pago de atrasos, sin que en ningún caso se rebase el 
31 de marzo de 2019 sin haber efectuado el pago de dichos atrasos.

Año 2019.

La parte social y patronal acuerdan establecer un incremento del 2 por ciento sobre 
todos los conceptos e importes de las tablas salariales del 2018 del Convenio de Acción e 
Intervención Social.

Año 2020.

La parte social y patronal acuerdan establecer un incremento del 2,5 por ciento sobre 
todos los conceptos e importes de las tablas salariales del 2019 del Convenio de Acción e 
Intervención Social.

Año 2021.

La parte social y patronal acuerdan establecer un incremento del 4,5 por ciento sobre 
todos los conceptos e importes de las tablas salariales del 2018 del Convenio de Acción e 
Intervención Social.

Se adjuntan los cuadros de cómo quedan las tablas salariales tras la aplicación de los 
porcentajes de incremento establecidos.

Por acuerdo de las partes se mandata a don Alberto Margalló Pascual, de la FSC-
CCOO, para que realice las gestiones oportunas para la publicación en el «BOE» de los 
acuerdos adoptados.

Y no habiendo más asuntos que tratar se levanta la sesión y de ella se levanta la 
presente acta que firman una persona por cada una de las organizaciones que conforman 
la Comisión Negociadora en prueba de conformidad, en el lugar y fecha arriba indicados.
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Tablas salariales 2018

Grupo profesional
Salario base bruto anual

–
Euros

0 24.569,72 
1 20.956,53 
2 18.912,49 
3 16.579.40 
4 14.452,78 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. responsabilidad

–
Euros

0 4.645,54 
1 3.613,19 
2 2.580,85 
3 0 
4 0 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. coordinación

–
Euros

Equipo de trabajo básico (3 personas) 516,17 
Equipo de trabajo intermedio 1 (de 4 a 5 personas) 1.032,34 
Equipo de trabajointermedio 2 (de 6 a 8 personas) 1.548,51 
Equipo de trabajo más de 8 personas 2.064,68 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. de proyecto

–
Euros

0 0 
1 2.374,38 
2 1.858,21 
3 1.548,51 
4 516,17 

Grupo profesional

Importe bruto anual c. de experiencia 
profesional

–
Euros

0 0 
1 748,44 
2 686,51 
3 624,57 
4 562,62 
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Tablas salariales 2019

Grupo profesional
Salario base bruto anual

–
Euros

0 25.061,11 
1 21.375,66 
2 19.290,74 
3 16.910,99 
4 14.741,83 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. responsabilidad

–
Euros

0 4.738,45 
1 3.685,46 
2 2.632,47 
3 0 
4 0 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. coordinación

–
Euros

Equipo de trabajo básico (3 personas) 526,49 
Equipo de trabajo intermedio 1 (de 4 a 5 personas) 1.052,99 
Equipo de trabajointermedio 2 (de 6 a 8 personas) 1.579,48 
Equipo de trabajo más de 8 personas 2.105,98 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. de proyecto

–
Euros

0 0 
1 2.421,87 
2 1.895,38 
3 1.579,48 
4 526,49 

Grupo profesional

Importe bruto anual c. de experiencia 
profesional

–
Euros

0 0 
1 763,42 
2 700,24 
3 637,06 
4 573,87 
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Tablas salariales 2020

Grupo profesional
Salario base bruto anual

–
Euros

0 25.687,64 
1 21.910,05 
2 19.773,01 
3 17.333,76 
4 15.110,38 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. responsabilidad

–
Euros

0 4.856,91 
1 3.777,59 
2 2.698,28 
3 0 
4 0 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. coordinación

–
Euros

Equipo de trabajo básico (3 personas) 539,66 
Equipo de trabajo intermedio 1 (de 4 a 5 personas) 1.079,31 
Equipo de trabajointermedio 2 (de 6 a 8 personas) 1.618,97 
Equipo de trabajo más de 8 personas 2.158,63 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. de proyecto

–
Euros

0 0 
1 2.482,42 
2 1.942,76 
3 1.618,97 
4 539,66 

Grupo profesional

Importe bruto anual c. de experiencia 
profesional

–
Euros

0 0 
1 782,50 
2 717,74 
3 652,99 
4 588,23 

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

9-
13

27
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

://
w

w
w

.b
oe

.e
s



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 28 Viernes 1 de febrero de 2019 Sec. III.   Pág. 9146

Tablas salariales 2021

Grupo profesional
Salario base bruto anual

–
Euros

0 26.843,59 
1 22.896,00 
2 20.662,79 
3 18.113,78 
4 15.790,35 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. responsabilidad

–
Euros

0 5.075,47 
1 3.947,59 
2 2.819,70 
3 0 
4 0 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. coordinación

–
Euros

Equipo de trabajo básico (3 personas) 563,94 
Equipo de trabajo intermedio 1 (de 4 a 5 personas) 1.127,88 
Equipo de trabajointermedio 2 (de 6 a 8 personas) 1.691,82 
Equipo de trabajo más de 8 personas 2.255,76 

Grupo profesional
Importe bruto anual c. de proyecto

–
Euros

0 0 
1 2.346,23 
2 1.836,18 
3 1.530,15 
4 563,94 

Grupo profesional

Importe bruto anual c. de experiencia 
profesional

–
Euros

0 0 
1 817,71 
2 750,04 
3 682,37 
4 614,70 
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Relación de asistentes:

Nombre Organización

Don Borja Fernández Álvarez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . OEIS.
Don Roberto Arranz de Diego . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . OEIS.
Don Xavier Puig Santularia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . AEEISSS.
Don José Ramón García-Albertos Constán . . . . . . . . . . AEEISSS.
Don José Alberto Echevarría García . . . . . . . . . . . . . . . FED.
Doña Mercedes González Pérez . . . . . . . . . . . . . . . . . . FAIS.
Doña María Pilar Mármol Bris . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . UGT.
Doña Araceli Díaz Plaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . UGT.
Doña Gloria Mora Campos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . UGT.
Don Rubén González García . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . UGT.
Don David Planell Bermejo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . CCOO.
Don Diego Rodríguez Villegas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . CCOO.
Don Álvaro Prieto Vegas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . CCOO.
Don José Luis Rodríguez García . . . . . . . . . . . . . . . . . . CCOO.
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Ley 45/2015, de 14 de octubre, de Voluntariado.

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 247, de 15 de octubre de 2015

Referencia: BOE-A-2015-11072

TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: sin modificaciones

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I

La Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado, reguló por vez primera, en el ámbito 
estatal, el voluntariado en nuestro país, lo que supuso un hito importante en su 
reconocimiento y fomento. Casi veinte años después, esta Ley se ha visto desbordada por la 
realidad de la acción voluntaria y se hace necesario un nuevo marco jurídico que responda 
adecuadamente a la configuración y a las dimensiones del voluntariado en los comienzos del 
siglo XXI.

Es de justicia reconocer que la situación del voluntariado en la actualidad es el resultado 
de la acción continuada, entregada y responsable de personas, que desde hace largo 
tiempo, tanto en España, como en el extranjero, y con diferentes motivaciones o desde 
distintas creencias, como, singularmente, es el caso de los misioneros, han invertido su 
esfuerzo, su dedicación y sus capacidades para consolidar la acción voluntaria.

En ese contexto, la presente Ley apuesta por un voluntariado abierto, participativo e 
intergeneracional que combina, con el necesario equilibrio, las dimensiones de ayuda y 
participación, sin renunciar a su aspiración a la transformación de la sociedad y enfocado 
más a la calidad que a la cantidad.

Esta Ley da cobertura a una acción voluntaria sin adjetivos, sin excluir, ningún ámbito de 
actuación en los que en estos años se ha consolidado su presencia y favorece que pueda 
promoverse no sólo en el Tercer Sector, sino en otros ámbitos más novedosos, como son las 
empresas, las universidades o las propias Administraciones públicas.

Asimismo, se valoran y reconocen las nuevas formas de voluntariado que en los últimos 
años han emergido con fuerza, como las que se traducen en la realización de acciones 
concretas y por un lapso de tiempo determinado, sin integrarse en programas globales o a 
largo plazo o las que se llevan a cabo por voluntarios a través de las tecnologías de la 
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información y comunicación y que no requieran la presencia física de los voluntarios en las 
entidades de voluntariado.

La norma tiene especialmente en cuenta que entre las motivaciones que llevan a las 
personas a ser voluntarias influyen los intereses personales, las creencias, los deseos y la 
satisfacción de sus expectativas y promueve, además el voluntariado a lo largo de toda la 
vida; las previsiones específicas respecto a las personas menores y mayores son dos claros 
ejemplos de ello.

Se pretende, en suma, que el nuevo marco legal sea útil y que en él se sientan acogidos 
todo tipo de organizaciones, cualquiera que sea su origen, tamaño y ámbito de actuación y 
todas los voluntarios, con independencia de cuál sea su motivación y el alcance de su 
compromiso.

II

La Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado y las diferentes normas de voluntariado 
de las comunidades autónomas coinciden en gran medida en las notas configuradoras y en 
los principios que inspiran la acción voluntaria: solidaridad, voluntariedad y libertad, gratuidad 
y vinculación a la entidad de voluntariado y a un programa de voluntariado.

Estos principios también han sido recogidos en los diferentes informes internacionales 
del voluntariado, tales como el Dictamen de 13 de diciembre de 2006 del Comité Económico 
y Social Europeo «Actividades de voluntariado, su papel en la sociedad europea y su 
impacto» o el Estudio sobre el voluntariado en la Unión Europea «Study on Volunteering in 
the European Union. Final Report», elaborado por la Education, Audiovisual & Culture 
Executive Agency presentado el 17 de febrero de 2010, que incorpora nuevas perspectivas 
de actuación en la acción voluntaria. Además, como conclusiones del Año Europeo del 
Voluntariado 2011, se aprobaron diferentes documentos, tales como la Comunicación de la 
Comisión Europea de 20 de septiembre de 2011, sobre «Políticas de la UE y voluntariado: 
Reconocimiento y fomento de actividades voluntarias transfronterizas» o las Resoluciones 
del Parlamento Europeo de 12 de junio de 2012, sobre el «Reconocimiento y el fomento de 
las actividades voluntarias transfronterizas en la UE» y de 10 de diciembre de 2013, sobre 
«El voluntariado y las actividades de voluntariado». La Propuesta de Directiva del 
Parlamento Europeo y del Consejo relativa a los «Requisitos de entrada y residencia de los 
nacionales de terceros países con fines de investigación, estudios, intercambio de alumnos, 
prácticas remuneradas y no remuneradas, servicios de voluntariado y colocación "au pair" de 
2013» también debe ser tenida en cuenta.

Más recientemente, el Reglamento (UE) núm. 375/2014, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 3 de abril de 2014, por el que se crea el Cuerpo Voluntario Europeo de Ayuda 
Humanitaria («iniciativa Voluntarios de Ayuda de la UE») y su Reglamento de Ejecución (UE) 
núm. 1244/2014, de la Comisión, de 20 de noviembre de 2014, han diseñado un nuevo 
marco europeo para el desarrollo del voluntariado humanitario durante el periodo 2014-2020.

La presente Ley no sólo no se aparta de ese núcleo esencial del actuar voluntario, sino 
que lo refuerza y lo adapta a las necesidades de un voluntariado del siglo XXI.

III

Tras delimitar en el Título Preliminar su objeto y ámbito de aplicación, y teniendo en 
cuenta las competencias de la Administración General del Estado, las comunidades 
autónomas, las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla y las entidades locales, en el Título I 
se define el voluntariado y se fijan sus requisitos. Para completar esta delimitación se 
añaden a las exclusiones ya contempladas en Ley 6/1996, de 15 de enero, la de los trabajos 
de colaboración social, las becas con o sin prestación de servicios o cualquier otra actividad 
análoga cuyo objetivo principal sea la formación, las prácticas no laborales en empresas o 
grupos empresariales y las prácticas académicas externas.

El interés general como elemento central del concepto de voluntariado y referente 
principal para deslindar la acción voluntaria, se erige en uno de los pilares fundamentales de 
la Ley. Referenciado a la mejora de la calidad de vida de las personas destinatarias de la 
acción voluntaria y de la sociedad en general o del entorno, el marco de actuación del 
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voluntariado se completa con la enumeración de los valores, principios y dimensiones de la 
acción voluntaria y con la descripción de los diversos ámbitos de actuación.

Por otra parte, la Ley impide que la acción voluntaria organizada sea causa justificativa 
de la extinción de contratos de trabajo por cuenta ajena tanto en el sector público como en el 
privado, con independencia de la modalidad contractual utilizada, o que pueda sustituir a las 
Administraciones públicas en funciones o servicios públicos a cuya prestación estén 
obligadas por ley.

IV

Más adelante, la Ley recoge el régimen jurídico del voluntariado diseñado para las 
entidades de voluntariado y los voluntarios, si bien la actividad de voluntariado carecería de 
sentido si no se protegiesen al máximo los derechos de las personas destinatarias de la 
acción voluntaria, por lo que también se incluyen diversas previsiones al respecto.

Se abordan, en primer lugar, en el Título II, los requisitos que ha de reunir el voluntario 
para tener tal condición, haciendo una especial referencia a los menores de edad y a las 
medidas de accesibilidad para personas con discapacidad y personas mayores.

En relación con los menores de edad se ha tenido especialmente en cuenta la 
ratificación por España en 2010 del Convenio del Consejo de Europa para la protección de 
los niños contra la explotación y el abuso sexual hecho en Lanzarote el 25 de octubre de 
2007 y la Directiva 2011/92/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre 
de 2011, relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los 
menores y la pornografía infantil que sustituye a la Decisión Marco 2004/68/JAI, del Consejo, 
de 22 de diciembre de 2003.

Así, para determinados programas de voluntariado se requiere que los voluntarios no 
hayan sido condenados por sentencia firme por delitos contra la libertad e indemnidad 
sexual, trata y explotación de menores y, en otros casos, se establece que no puedan tener 
la condición de voluntarios aquellas personas que hayan cometido delitos especialmente 
graves.

Seguidamente, se regulan el régimen de incompatibilidades, tanto, en el ámbito privado 
como en el público, y los derechos y deberes de la persona voluntaria.

Especial importancia se concede al acuerdo de incorporación, que se erige en el 
principal instrumento de definición y regulación de las relaciones entre el voluntario y la 
entidad de voluntariado, tanto en el momento de incorporación de aquélla, como el desarrollo 
posterior de su actuación voluntaria, que permitirá diferenciar al voluntariado de otras formas 
de prestación de servicios afines.

A continuación, se regulan en el título III las entidades de voluntariado y se fijan sus 
requisitos. Como novedad a destacar, se establece que en todo caso tendrán tal 
consideración las federaciones, confederaciones o uniones de entidades de voluntariado.

El régimen jurídico del voluntariado se cierra con la regulación de los derechos y deberes 
de las personas destinatarias de la acción voluntaria en el título IV.

V

A diferencia de otros modelos legislativos, la Ley 6/1996, de 15 de enero, del 
Voluntariado, no tuvo el carácter de legislación básica sino que vino a sumarse, en función 
de sus competencias, al panorama de la normativa existente en las comunidades autónomas 
definida por sus Estatutos de Autonomía y por su legislación específica. La presente Ley no 
pretende alterar en modo alguno esa distribución competencial, pero reclama un marco de 
cooperación entre las diferentes Administraciones públicas que sea especialmente proclive a 
la consolidación y desarrollo del voluntariado. Con ese propósito, se apuesta por fijar los 
medios y los sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, así como la 
acción conjunta en el ejercicio de sus competencias, con el fin de integrar las actuaciones de 
todas las Administraciones públicas en aquellos ámbitos donde ha sido tradicional su 
presencia en materia de voluntariado.

Para lograr ese objetivo, y con la misma vocación de cooperación, la Ley enumera en el 
título V las funciones de la Administración General del Estado. Para su ejecución se prevé, 
en la disposición adicional segunda, la regulación reglamentaria de dos órganos: una 
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Comisión Interministerial de Voluntariado cuya función será, siempre respetando las 
competencias de las comunidades autónomas, entidades locales y ciudades autónomas de 
Ceuta y Melilla, coordinar la actuación de los departamentos ministeriales con competencia 
sobre el voluntariado y un Observatorio Estatal del Voluntariado, con funciones de recogida, 
análisis, difusión y estudio de la información relativa al voluntariado en España.

El régimen legal se completa con la referencia, en el título VI, a las tradicionales 
actividades de fomento, como la subvención y los convenios de colaboración.

La cada vez mayor presencia del entorno empresarial y de la universidad en el ámbito 
del voluntariado tiene su reconocimiento en la ley. A tal efecto, se establecen las condiciones 
en las que las empresas y las universidades podrán promover y participar en programas de 
voluntariado que cumplan los requisitos establecidos en esta Ley.

Además, y como novedad, se recoge la llamada a empresas y Administraciones públicas 
a propiciar, de acuerdo con la legislación laboral y de empleo público y con pleno respeto a 
lo acordado en la negociación colectiva, mecanismos de adaptación del tiempo de trabajo 
que permitan a los trabajadores por cuenta ajena o empleados públicos participar en labores 
de voluntariado. A este respecto, la negociación colectiva se presenta como el cauce más 
apropiado para concretar y regular, dentro de los anteriores límites, estos mecanismos que 
faciliten a los ciudadanos compatibilizar y conciliar sus obligaciones laborales con su 
actividad de voluntariado. Asimismo, es igualmente novedosa la introducción de un sistema 
objetivo de reconocimiento de las competencias adquiridas por el voluntario.

Finalmente, la ley concluye con tres disposiciones adicionales, una transitoria, una 
derogatoria y siete finales. En primer lugar, se recoge una disposición adicional primera 
relativa al régimen legal del voluntariado en el ámbito de la protección civil cuya regulación 
se remite a la normativa específica; una segunda prevé la regulación por vía reglamentaria 
de una Comisión Interministerial de Voluntariado y de un Observatorio Estatal de 
Voluntariado y la tercera, la participación de personal del Sistema Nacional de Salud en 
emergencias humanitarias.

La disposición transitoria única se refiere a la adaptación de las entidades de 
voluntariado existentes a la nueva situación que se deriva de la ley.

Por su parte, la disposición derogatoria única deja sin efecto Ley 6/1996, de 15 de enero, 
del Voluntariado, la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia, de 11 de octubre 1994, por 
la que se regula la actividad de voluntariado en los centros públicos que impartan 
enseñanzas de régimen general y la Orden del Ministerio de Cultura, de 9 de octubre de 
1995, por la que se regula el voluntariado cultural.

Por último, se incluyen siete disposiciones finales. La primera se refiere a la modificación 
del artículo 31.4 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal 
estatutario de los servicios de salud en cuanto concierne a la homogeneidad de baremos de 
méritos, la segunda al necesario respeto a las competencias de las comunidades autónomas 
en el ámbito de la presente Ley; la tercera al alcance de la remisión que efectúa el artículo 
4.1 del Real Decreto Ley 7/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes de naturaleza 
tributaria, presupuestaria y de fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación; la 
cuarta al título competencial; la quinta a la ausencia de incremento de gasto público; la sexta 
a la habilitación para el desarrollo reglamentario y la séptima, y última, a la entrada en vigor 
de la presente ley.

TÍTULO PRELIMINAR

Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.

La presente ley tiene por objeto:

a) Promover y facilitar la participación solidaria de la ciudadanía en actuaciones de 
voluntariado realizadas a través de entidades de voluntariado, dentro y fuera del territorio del 
Estado y de acuerdo con los valores y principios del voluntariado.

b) Fijar los requisitos que deben reunir los voluntarios y el régimen jurídico de sus 
relaciones con las entidades de voluntariado y con las personas destinatarias de las 
actuaciones de voluntariado.
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c) Describir la cooperación que, en el ámbito de sus respectivas competencias, pueden 
llevar a cabo las Administraciones públicas, dentro del marco de la Constitución y de los 
Estatutos de Autonomía en materia de voluntariado.

d) Determinar las funciones de la Administración General del Estado en el ámbito de sus 
competencias en materia de voluntariado.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. Esta Ley será de aplicación a los voluntarios, destinatarios y entidades de voluntariado 
que participen, se beneficien o lleven a cabo programas de voluntariado de ámbito estatal o 
supraautonómico, ya se desarrollen dentro o fuera de España. También será de aplicación 
respecto de aquellos programas en los que el Estado tenga reconocida constitucionalmente 
su competencia, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las comunidades autónomas 
en materia de voluntariado por sus Estatutos de Autonomía así como también en su 
legislación específica.

2. Los programas de voluntariado a los que se aplica esta Ley serán los desarrollados en 
aquellos ámbitos en los que el Estado tenga reconocida constitucionalmente su intervención, 
ya se lleven a cabo dentro o fuera del territorio español. Asimismo, se aplicará a aquellos 
cuya ejecución exceda del territorio de una comunidad autónoma.

TÍTULO I

Del voluntariado

Artículo 3.  Concepto de voluntariado.

1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por voluntariado el conjunto de 
actividades de interés general desarrolladas por personas físicas, siempre que reúnan los 
siguientes requisitos:

a) Que tengan carácter solidario.
b) Que su realización sea libre, sin que tengan su causa en una obligación personal o 

deber jurídico y sea asumida voluntariamente.
c) Que se lleven a cabo sin contraprestación económica o material, sin perjuicio del 

abono de los gastos reembolsables que el desempeño de la acción voluntaria ocasione a los 
voluntarios de acuerdo con lo establecido en el artículo 12.2.d).

d) Que se desarrollen a través de entidades de voluntariado con arreglo a programas 
concretos y dentro o fuera del territorio español sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
21 y 22.

2. Se entiende por actividades de interés general, aquellas que contribuyan en cada uno 
de los ámbitos de actuación del voluntariado a que hace referencia el artículo 6 a mejorar la 
calidad de vida de las personas y de la sociedad en general y a proteger y conservar el 
entorno.

3. No tendrán la consideración de actividades de voluntariado las siguientes:

a) Las aisladas o esporádicas, periódicas o no, prestadas al margen de entidades de 
voluntariado.

b) Las ejecutadas por razones familiares, de amistad o de buena vecindad.
c) Las que se realicen en virtud de una relación laboral, funcionarial, mercantil o de 

cualquier otra mediante contraprestación de orden económico o material.
d) Los trabajos de colaboración social a los que se refiere el Real Decreto 1445/1982, de 

25 de junio, por el que se regulan diversas medidas de fomento del empleo.
e) Las becas con o sin prestación de servicios o cualquier otra actividad análoga cuyo 

objetivo principal sea la formación.
f) Las prácticas no laborales en empresas o grupos empresariales y las prácticas 

académicas externas.

4. Tendrán la consideración de actividades de voluntariado, aquellas que se traduzcan 
en la realización de acciones concretas y específicas, sin integrarse en programas globales o 
a largo plazo, siempre que se realicen a través de una entidad de voluntariado. Asimismo 
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también tendrán tal consideración, las que se realicen a través de las tecnologías de la 
información y comunicación y que no requieran la presencia física de los voluntarios en las 
entidades de voluntariado.

Artículo 4.  Límites a la acción voluntaria.

1. La realización de actividades de voluntariado no podrá ser causa justificativa de 
extinción del contrato de trabajo.

2. La realización de actividades de voluntariado tampoco podrá sustituir a las 
Administraciones públicas en el desarrollo de funciones o en la prestación de servicios 
públicos a los que están obligadas por ley.

Artículo 5.  Valores, principios y dimensiones de la acción voluntaria.

1. La acción voluntaria se basará y se desarrollará con arreglo a los siguientes valores:

a) Los que inspiran la convivencia en una sociedad democrática, participativa, justa, 
plural y comprometida con la igualdad, la libertad y la solidaridad.

b) Los que promueven la defensa del bien común y de los derechos fundamentales 
recogidos en la Constitución española, interpretados de conformidad con la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, la Convención de los Derechos del Niño de Naciones 
Unidas y la Convención de Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con 
Discapacidad, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y la Carta 
Social Europea.

c) Los que contribuyen a la equidad, la justicia y la cohesión social.
d) Los que fundamenten el despliegue solidario y participativo de las capacidades 

humanas.

2. Se consideran principios que fundamentan la acción voluntaria:

a) La libertad como opción personal del compromiso tanto de los voluntarios como de las 
personas destinatarias de la acción voluntaria.

b) La participación como principio democrático de intervención directa y activa en el 
espacio público y en las responsabilidades comunes y como generadora de ciudadanía 
activa y dimensión comunitaria.

c) La solidaridad con conciencia global que exige congruencia entre las actitudes y 
compromisos cotidianos y la eliminación de injusticias y desigualdades.

d) La complementariedad respecto a las actuaciones de las Administraciones públicas, 
entidades sin ánimo de lucro o profesionales que intervienen en cada uno de los ámbitos del 
voluntariado.

e) La autonomía e independencia en la gestión y la toma de decisiones.
f) La gratuidad del servicio que presta, no buscando beneficio económico o material.
g) La eficiencia que busca la optimización de los recursos pensando tanto en las 

personas destinatarias de la acción voluntaria, como en la acción voluntaria en su conjunto, 
en aras de la función social que ha de cumplir.

h) La igualdad de oportunidades de mujeres y hombres en todos los ámbitos de 
actuación del voluntariado.

i) La no discriminación de los voluntarios por razón de nacionalidad, origen racial o 
étnico, religión, convicciones ideológicas o sindicales, enfermedad, discapacidad, edad, 
sexo, identidad sexual, orientación sexual o cualquier otra condición o circunstancia personal 
o social.

j) La accesibilidad de las personas con discapacidad, de las personas mayores y de las 
que están en situación de dependencia.

3. Sin perjuicio de las particularidades de cada ámbito de actuación, se consideran 
dimensiones propias del voluntariado, entre otras, las siguientes:

a) El compromiso, la gratuidad y la entrega desinteresada de tiempo, capacidades y 
conocimientos de los voluntarios.

b) La acción complementaria en los diferentes campos de actuación del voluntariado.
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c) La conciencia crítica que contribuye a mejorar la relación de la persona con la 
sociedad.

d) La transformación tanto en la vertiente social, con el fin de encontrar nuevas bases 
para las relaciones sociales; como en la individual, con objeto de mejorar actitudes 
personales.

e) La dimensión pedagógica y de sensibilización social que recuerda, educa y conciencia 
en los valores que inspiran la acción voluntaria.

f) La investigación y reflexión sobre las acciones, métodos, planteamientos de trabajo y 
prácticas del voluntariado.

Artículo 6.  Ámbitos de actuación del voluntariado.

1. Se consideran ámbitos de actuación del voluntariado, entre otros, los siguientes:

a) Voluntariado social, que se desarrolla mediante la intervención con las personas y la 
realidad social, frente a situaciones de vulneración, privación o falta de derechos u 
oportunidades para alcanzar una mejor calidad de vida y una mayor cohesión y justicia 
social.

b) Voluntariado internacional de cooperación para desarrollo, vinculado tanto a la 
educación para el desarrollo como parte del proceso educativo y de transformación, como a 
la promoción para el desarrollo en lo relativo a la acción humanitaria y la solidaridad 
internacional, ya se realice en nuestro país, en países o territorios receptores de cooperación 
al desarrollo o en cualquier país donde se declare una situación de necesidad humanitaria, 
sin perjuicio de las actividades realizadas en este ámbito por los cooperantes, que se regirán 
por el Real Decreto 519/2006, de 28 de abril, por el que se establece el Estatuto de los 
cooperantes.

c) Voluntariado ambiental, que persigue disminuir el impacto negativo del ser humano 
sobre el medio ambiente y poner en valor el patrimonio natural existente, las especies 
animales y vegetales, los ecosistemas y los recursos naturales realizando, entre otras, 
acciones de protección y recuperación de la flora y fauna, la biodiversidad natural de los 
distintos hábitats, y defensa del medio forestal; de conservación y mejora del agua, de los 
ríos y otros elementos del medio hídrico; del litoral, de las montañas y demás elementos del 
paisaje natural; de educación y sensibilización medioambiental; de protección de los 
animales; y cualesquiera otras que contribuyan a proteger, conservar y mejorar el medio 
ambiente.

d) Voluntariado cultural, que promueve y defiende el derecho de acceso a la cultura y, en 
particular, la integración cultural de todas las personas, la promoción y protección de la 
identidad cultural, la defensa y salvaguarda del patrimonio cultural y la participación en la 
vida cultural de la comunidad.

e) Voluntariado deportivo, que contribuye a la cohesión ciudadana y social, sumando los 
valores propios del voluntariado con aquellos otros inherentes al deporte, apostando 
decididamente por fomentar la dimensión comunitaria en el desarrollo de la práctica 
deportiva en cualquiera de sus manifestaciones, incluido el voluntariado en deporte 
practicado por personas con discapacidad, con particular atención al paralímpico, y por 
favorecer un mayor y decidido compromiso de quienes practican deporte en la vida 
asociativa, como manera eficaz de promover su educación e inclusión social.

f) Voluntariado educativo, que como acción solidaria planificada e integrada en el 
sistema y la comunidad educativa mejore las posibilidades de realización de actividades 
extraescolares y complementarias contribuyendo, en particular, a compensar las 
desigualdades que pudieran existir entre los alumnos por diferencias sociales, personales o 
económicas, mediante la utilización, entre otros, de programas de aprendizaje-servicio.

g) Voluntariado socio-sanitario en el que se combinan, la promoción de la salud, la 
prevención de la enfermedad, la asistencia sanitaria, la rehabilitación y la atención social que 
va dirigida al conjunto de la sociedad o a los colectivos en situación de vulnerabilidad, y que, 
mediante una intervención integral y especializada en los aspectos físico, psicológico y 
social, ofrece apoyo y orientación a las familias y al entorno más cercano, mejorando las 
condiciones de vida.

h) Voluntariado de ocio y tiempo libre, que forma y sensibiliza en los principios y valores 
de la acción voluntaria mediante el desarrollo de actividades en el ámbito de la educación no 
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formal, que fomenten el desarrollo, crecimiento personal y grupal de forma integral, 
impulsando habilidades, competencias, aptitudes y actitudes en las personas, que 
favorezcan la solidaridad y la inclusión, y logren el compromiso, la participación y la 
implicación social.

i) Voluntariado comunitario, que favorece la mejora de la comunidad, y promueve la 
participación con mayor poder de decisión e iniciativa para resolver los problemas y exigir 
mayor calidad de vida en los espacios vitales más cercanos donde se desenvuelven los 
voluntarios, vertebrando una sociedad solidaria, activa, crítica, comprometida y 
corresponsable.

j) Voluntariado de protección civil, que colabora regularmente en la gestión de las 
emergencias, en las actuaciones que se determinen por el Sistema Nacional de Protección 
Civil sin perjuicio del deber de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o 
calamidad pública, como expresión y medio eficaz de participación ciudadana en la 
respuesta social a estos fenómenos, en los términos que establezcan las normas aplicables.

2. Reglamentariamente se regularán las condiciones en las que se llevará a cabo las 
actividades de voluntariado internacional de cooperación para el desarrollo, así como en 
aquellos otros ámbitos de actuación que, bien por el lugar en que se realizan, bien por la 
especialidad de las actividades, bien por el tiempo de desarrollo de éstas o por la 
combinación de algunas de las circunstancias anteriores, requieren de un tratamiento 
diferenciado.

Artículo 7.  De los programas de voluntariado.

1. Cada programa de voluntariado deberá tener el contenido mínimo siguiente:

a) Denominación.
b) Identificación del responsable del programa.
c) Fines y objetivos que se proponga.
d) Descripción de las actividades que comprenda.
e) Ámbito territorial que abarque.
f) Duración prevista para su ejecución.
g) Número de voluntarios necesario, el perfil adecuado para los cometidos que vayan a 

desarrollar y la cualificación o formación exigible.
h) Criterios para determinar, en su caso, el perfil de las personas destinatarias del 

programa.
i) Medios y recursos precisos para llevarlo a cabo.
j) Mecanismos de control, seguimiento y evaluación.

2. Cuando la Administración General del Estado financie programas de voluntariado, 
podrá exigir contenidos adicionales de acuerdo con la normativa de aplicación.

TÍTULO II

De los voluntarios

Artículo 8.  De los voluntarios.

1. Tendrán la condición de voluntarios las personas físicas que decidan libre y 
voluntariamente dedicar, todo o parte de su tiempo, a la realización de las actividades 
definidas en el artículo 3.2.

2. Los menores de edad podrán tener la condición de voluntarios siempre que se respete 
su interés superior de acuerdo con lo previsto en la legislación de aplicación y cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Los mayores de 16 y menores de 18 años deberán contar con el consentimiento de 
sus progenitores, tutores o representantes legales.

b) Los menores de 16 años y mayores de 12 podrán llevar a cabo acciones de 
voluntariado si cuentan con la autorización expresa de sus progenitores, tutores o 
representantes legales en la que se valorará si aquellas perjudican o no su desarrollo y 
formación integral.
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3. Las entidades de voluntariado deberán garantizar el derecho a la igualdad de 
oportunidades y a la accesibilidad universal de los voluntarios mayores, con discapacidad o 
en situación de dependencia, de manera que puedan ejercer, en igualdad de condiciones 
respecto del resto de los voluntarios, los derechos y deberes que les correspondan de 
acuerdo con esta Ley, erradicando cualquier posible forma de discriminación.

En estos casos, el consentimiento para su incorporación a la entidad de voluntariado, la 
información y formación y las actividades que se les encomienden, se deberán llevar a cabo 
en formatos adecuados y de acuerdo con sus capacidades y circunstancias personales, 
siguiendo las pautas marcadas por los principios de accesibilidad universal y diseño para 
todos, de manera que les resulten accesibles, usables y comprensibles.

4. Será requisito para tener la condición de voluntarios en entidades de voluntariado o 
programas cuyo ejercicio conlleve el contacto habitual con menores, no haber sido 
condenadas por sentencia firme por delitos contra la libertad e indemnidad sexual, trata y 
explotación de menores. A tal efecto, deberán acreditar esta circunstancia mediante la 
aportación de una certificación negativa del Registro Central de Penados por estos delitos.

5. No podrán ser voluntarias las personas que tengan antecedentes penales no 
cancelados por delitos de violencia doméstica o de género, por atentar contra la vida, la 
integridad física, la libertad, la integridad moral o la libertad e indemnidad sexual del otro 
cónyuge o de los hijos, o por delitos de tráfico ilegal o inmigración clandestina de personas, o 
por delitos de terrorismo en programas cuyos destinatarios hayan sido o puedan ser víctimas 
de estos delitos. Esta circunstancia se acreditará mediante una declaración responsable de 
no tener antecedentes penales por estos delitos.

Artículo 9.  Compatibilidad de la acción voluntaria.

1. Los trabajadores por cuenta ajena y los empleados públicos, sólo podrán realizar 
actividades de voluntariado fuera de la jornada laboral, sin perjuicio de lo establecido en el 
apartado 2 del artículo 20.

2. La condición de trabajador por cuenta ajena es compatible con la del voluntariado en 
la misma entidad de voluntariado en las condiciones que se establezcan en el acuerdo de 
incorporación, con el mismo límite que en el supuesto anterior.

3. Los voluntarios podrán tener la condición de socia o socio en la entidad de 
voluntariado en la que estén integrados y participar en los órganos de gobierno de la misma 
de conformidad con sus estatutos.

Artículo 10.  Derechos de los voluntarios.

1. Los voluntarios tienen los siguientes derechos:

a) Recibir regularmente durante la prestación de su actividad, información, orientación y 
apoyo, así como los medios materiales necesarios para el ejercicio de las funciones que se 
les encomienden.

b) Recibir en todo momento, a cargo de la entidad de voluntariado, y adaptada a sus 
condiciones personales, la formación necesaria para el correcto desarrollo de las actividades 
que se les asignen.

c) Ser tratadas en condiciones de igualdad, sin discriminación, respetando su libertad, 
identidad, dignidad y los demás derechos fundamentales reconocidos en los convenios, 
tratados internacionales y en la Constitución.

d) Participar activamente en la organización en que se inserten, colaborando en la 
elaboración, diseño, ejecución y evaluación de los programas o proyectos, de acuerdo con 
sus estatutos o normas de aplicación y, en la medida que éstas lo permitan, en el gobierno y 
administración de la entidad de voluntariado.

e) Estar cubiertos, a cargo de la entidad de voluntariado, de los riesgos de accidente y 
enfermedad derivados directamente del ejercicio de la acción voluntaria y de responsabilidad 
civil en los casos en los que la legislación sectorial lo exija, a través de un seguro u otra 
garantía financiera.

f) Ser reembolsadas por la entidad de voluntariado de los gastos realizados en el 
desempeño de sus actividades, de acuerdo con lo previsto en el acuerdo de incorporación y 
teniendo en cuenta el ámbito de actuación de voluntariado que desarrollen.
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g) Disponer de una acreditación identificativa de su condición de voluntario en la que 
conste, además, la entidad de voluntariado en la que participa.

h) Realizar su actividad de acuerdo con el principio de accesibilidad universal adaptado a 
la actividad que desarrollen.

i) Obtener reconocimiento de la entidad de voluntariado, por el valor social de su 
contribución y por las competencias, aptitudes y destrezas adquiridas como consecuencia 
del ejercicio de su labor de voluntariado.

j) Que sus datos de carácter personal sean tratados y protegidos de acuerdo con lo 
establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal.

k) Cesar en la realización de sus actividades como voluntario en los términos 
establecidos en el acuerdo de incorporación.

2. El ejercicio de la acción voluntaria no podrá suponer menoscabo o restricción alguna 
en los derechos reconocidos por ley a los voluntarios.

Artículo 11.  Deberes de los voluntarios.

Los voluntarios están obligados a:

a) Cumplir los compromisos adquiridos con las entidades de voluntariado en las que se 
integren, reflejados en el acuerdo de incorporación, respetando los fines y estatutos de las 
mismas.

b) Guardar la debida confidencialidad de la información recibida y conocida en el 
desarrollo de su acción voluntaria.

c) Rechazar cualquier contraprestación material o económica que pudieran recibir bien 
de las personas destinatarias de la acción voluntaria, bien de otras personas relacionadas 
con su acción voluntaria.

d) Respetar los derechos de las personas destinatarias de la acción voluntaria en los 
términos previstos en el artículo 16.

e) Actuar con la diligencia debida y de forma solidaria.
f) Participar en las tareas formativas previstas por la entidad de voluntariado para las 

actividades y funciones confiadas, así como en las que con carácter permanente se precisen 
para mantener la calidad de los servicios que presten.

g) Seguir las instrucciones de la entidad de voluntariado que tengan relación con el 
desarrollo de las actividades encomendadas.

h) Utilizar debidamente la acreditación personal y los distintivos de la entidad de 
voluntariado.

i) Respetar y cuidar los recursos materiales que ponga a su disposición la entidad de 
voluntariado.

j) Cumplir las medidas de seguridad y salud existentes en la entidad de voluntariado.
k) Observar las normas sobre protección y tratamiento de datos de carácter personal de 

acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y demás 
normativa de aplicación.

Artículo 12.  De las relaciones entre los voluntarios y la entidad de voluntariado.

1. La relación entre el voluntario y la entidad de voluntariado se establecerá siempre a 
través de la suscripción de un acuerdo de incorporación que constituye el instrumento 
principal de su definición y regulación.

2. El acuerdo de incorporación tendrá el contenido mínimo siguiente:

a) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, que habrá de 
respetar lo dispuesto en la presente Ley.

b) La descripción de las funciones, actividades y tiempo de dedicación que se 
compromete a realizar el voluntario.

c) En su caso, el régimen por el que se regulará la intervención de trabajadores 
asalariados o socios que participen en las actuaciones de voluntariado dentro de la propia 
entidad.

d) El régimen de gastos reembolsables que han de abonarse a los voluntarios, de 
conformidad con la acción voluntaria a desarrollar.
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e) La formación que se requiera para el cumplimiento de las funciones que tengan 
asignadas los voluntarios y, en su caso, el itinerario que deba seguirse para obtenerla.

f) La duración del compromiso, así como las causas y forma de desvinculación por 
ambas partes, que deberán respetar al máximo los derechos de las personas destinatarias 
de la acción voluntaria y el mejor desarrollo de los programas de voluntariado.

g) El régimen para dirimir los conflictos entre los voluntarios y la entidad de voluntariado.
h) El cambio de adscripción al programa de voluntariado o cualquier otra circunstancia 

que modifique el régimen de actuación inicialmente convenido.

3. El acuerdo de incorporación debe formalizarse por escrito, en duplicado ejemplar, e ir 
acompañado, cuando proceda, de la certificación negativa del Registro Central de Penados 
o de la declaración responsable a las que se refieren, respectivamente, los apartados 4 y 5 
del artículo 8.

4. Los conflictos que surjan entre los voluntarios y las entidades de voluntariado en el 
ejercicio de las actividades propias de voluntariado, se dirimirán por vía arbitral de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, si así se 
ha pactado en el acuerdo de incorporación y, en defecto de pacto, por la jurisdicción 
competente, de acuerdo con lo establecido en las normas procesales.

TÍTULO III

De las entidades de voluntariado

Artículo 13.  De las entidades de voluntariado.

1. Tendrán la consideración de entidades de voluntariado las personas jurídicas que 
cumplan los siguientes requisitos:

a) Estar legalmente constituidas e inscritas en los Registros competentes, de acuerdo 
con la normativa estatal, autonómica o de otro Estado miembro de la Unión Europea de 
aplicación.

b) Carecer de ánimo de lucro.
c) Estar integradas o contar con voluntarios, sin perjuicio del personal de estructura 

asalariado necesario para el funcionamiento estable de la entidad o para el desarrollo de 
actuaciones que requieran un grado de especialización concreto.

d) Desarrollar parte o la totalidad de sus actuaciones mediante programas de 
voluntariado diseñados y gestionados en el marco de las actividades de interés general, que 
respeten los valores, principios y dimensiones establecidos en el artículo 5 y se ejecuten en 
alguno de los ámbitos recogidos en el artículo 6.

2. En todo caso tendrán la consideración de entidades de voluntariado las federaciones, 
confederaciones o uniones de entidades de voluntariado legalmente constituidas en el 
ámbito estatal o autonómico o de la Unión Europea.

Artículo 14.  Régimen jurídico de las entidades de voluntariado.

1. Son derechos de las entidades de voluntariado:

a) Seleccionar a los voluntarios, sin discriminación alguna por razón de sexo, identidad 
sexual, orientación sexual, nacionalidad, origen racial o étnico, religión, convicciones 
ideológicas o sindicales, discapacidad, edad, o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social, de acuerdo con los fines u objetivos de la entidad, la naturaleza y 
características del cometido a desarrollar y las normas establecidas en su estatuto de 
funcionamiento interno.

b) Suspender la actividad de los voluntarios cuando se vea perjudicada gravemente la 
calidad o los fines de los programas de la entidad por su causa, o infrinjan gravemente el 
acuerdo de incorporación.

c) Concurrir a las medidas de fomento de la acción voluntaria establecidas por las 
Administraciones públicas o entidades privadas y recibir las medidas de apoyo material y 
técnico, orientadas al adecuado desarrollo de sus actuaciones.
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d) Participar a través de las federaciones, confederaciones o uniones de entidades de 
voluntariado en el diseño y ejecución de las políticas públicas de la Administración General 
del Estado.

e) Cualesquiera otros derechos reconocidos por el resto del ordenamiento jurídico 
referidos a la acción voluntaria.

2. Las entidades de voluntariado están obligadas a:

a) Elaborar sus propias normas de funcionamiento interno de acuerdo con la presente 
Ley y con la normativa que le sea de aplicación, atendiendo a principios democráticos, 
participativos y de transparencia.

b) Formalizar el acuerdo de incorporación con los voluntarios y cumplir los compromisos 
adquiridos.

c) Suscribir una póliza de seguro u otra garantía financiera, adecuada a las 
características y circunstancias de la actividad desarrollada por los voluntarios, que les cubra 
los riesgos de accidente y enfermedad derivados directamente de la actividad voluntaria.

d) Cubrir los gastos derivados de la prestación del servicio y, en su caso, reembolsar a 
los voluntarios, los gastos que les ocasione el desarrollo de su actividad, en las condiciones 
acordadas en el acuerdo de incorporación y adaptadas al ámbito de actuación de 
voluntariado que desarrollen, así como dotarlas de los medios materiales necesarios para el 
cumplimiento de sus cometidos.

e) Establecer sistemas internos de información y orientación adecuados sobre los fines, 
el régimen de funcionamiento de la entidad de acción voluntaria, la realización de las tareas 
que sean encomendadas a los voluntarios y la delimitación de dichas tareas con las 
funciones propias de los profesionales de las entidades.

f) Proporcionar a los voluntarios, de manera regular y de acuerdo con sus condiciones 
personales, la formación necesaria, tanto básica como específica, para el correcto desarrollo 
de sus actividades.

g) Facilitar la participación de los voluntarios en la elaboración, diseño, ejecución y 
evaluación de los programas en que intervengan y, en la medida que lo permita la normativa 
de aplicación, en los procesos de gestión y toma de decisiones de la entidad de voluntariado.

h) Efectuar el seguimiento y evaluación de las actividades programadas, garantizando la 
consecución de los objetivos previstos conforme a los principios de eficacia y rentabilidad 
social.

i) Facilitar a los voluntarios una acreditación que les habilite e identifique para el 
desarrollo de su actividad, donde conste la entidad de voluntariado en la que realiza la 
acción voluntaria.

j) Exigir el consentimiento o en su caso la autorización expresa y por escrito de los 
progenitores, tutores o representantes legales de los voluntarios menores de edad en las 
condiciones establecidas en el artículo 8.2.

k) Expedir a los voluntarios un certificado indicando la duración y las actividades 
efectuadas en los programas en los que ha participado.

l) Llevar un registro de acuerdos de incorporación y de altas y bajas de los voluntarios.
m) Cumplir la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y demás normativa de 

aplicación respecto a al tratamiento y protección de datos de carácter personal de los 
voluntarios o de las personas destinatarias de las actividades de voluntariado.

n) Observar las restantes obligaciones que se deriven de lo establecido en el 
ordenamiento jurídico de aplicación.

3. Las entidades de voluntariado responderán frente a terceros por los daños y perjuicios 
causados por los voluntarios que participen en sus programas, como consecuencia de la 
realización de actuaciones de voluntariado, de acuerdo con lo establecido en el Código Civil 
y demás normativa de aplicación, pudiendo suscribir a tal efecto una póliza de seguro, u otra 
garantía financiera que cubra la responsabilidad civil, que será obligatorio cuando la 
normativa sectorial lo exija.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 4 y 5 del artículo 8, las entidades de 
voluntariado podrán desarrollar programas de voluntariado en los que se contemplen los 
objetivos de reinserción de personas con antecedentes penales no caducados a través de la 
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acción voluntaria. En este caso, la entidad reflejará en el propio programa de voluntariado las 
características especiales del mismo.

TÍTULO IV

De las personas destinatarias de la acción voluntaria

Artículo 15.  De las personas destinatarias de la acción voluntaria.

1. A los efectos de la presente Ley, tendrán la consideración de personas destinatarias 
de la acción voluntaria las personas físicas y los grupos o comunidades en que se integren, 
tanto en el ámbito nacional como en el internacional, para los que el desarrollo de una 
actividad de voluntariado represente una mejora en su calidad de vida, ya sea a través del 
reconocimiento o defensa de sus derechos, la satisfacción de sus necesidades, el acceso a 
la cultura, la mejora de su entorno o su promoción e inclusión social.

2. En la determinación de las personas destinatarias de la acción voluntaria, no podrá 
discriminarse por razón de nacionalidad, origen racial o étnico, religión, convicciones 
ideológicas o sindicales, enfermedad, discapacidad, edad, sexo, identidad sexual, 
orientación sexual, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

3. Las actividades de voluntariado se realizarán con pleno respeto a la libertad 
ideológica, política, sindical o religiosa de las personas destinatarias de la acción voluntaria.

Artículo 16.  Derechos y deberes de las personas destinatarias de la acción voluntaria.

1. Las personas destinatarias de la acción voluntaria tienen los siguientes derechos:

a) A que la actuación de voluntariado sea desarrollada de acuerdo con programas que 
garanticen la calidad de las actuaciones y a que, en la medida de lo posible, se ejecuten en 
su entorno más inmediato, especialmente cuando de ellas se deriven servicios o 
prestaciones personales.

b) A que se garantice su dignidad e intimidad personal y familiar.
c) A recibir información y orientación suficiente y comprensible de acuerdo con sus 

condiciones personales, tanto al inicio como durante su ejecución, sobre las características 
de los programas de los que se beneficien o sean destinatarios, así como a colaborar en su 
evaluación.

d) A solicitar y obtener la sustitución del voluntario asignada, siempre que existan 
razones que así lo justifiquen y la entidad de voluntariado pueda atender dicha solicitud.

e) A prescindir o rechazar en cualquier momento la acción voluntaria, mediante renuncia 
por escrito o por cualquier otro procedimiento que deje constancia de su decisión.

f) A solicitar la intervención de la entidad de voluntariado para solucionar los conflictos 
surgidos con los voluntarios.

g) A que sus datos de carácter personal sean tratados y protegidos de acuerdo con la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

h) A cualquier otro derecho que se les pueda reconocer de acuerdo con la presente Ley 
y el resto del ordenamiento jurídico.

2. Son deberes de las personas destinatarias de la acción voluntaria:

a) Colaborar con los voluntarios y facilitar su labor en la ejecución de los programas de 
los que se beneficien o sean destinatarios.

b) No ofrecer satisfacción económica o material alguna a los voluntarios o a las 
entidades de voluntariado.

c) Observar las medidas técnicas y de seguridad y salud que se adopten y seguir las 
instrucciones que se establezcan en la ejecución de las actividades acordadas.

d) Notificar a la entidad de voluntariado con antelación suficiente su decisión de 
prescindir de los servicios de un determinado programa de voluntariado.

e) Cualquier otro que se derive de la presente Ley o de la normativa que resulte de 
aplicación.
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TÍTULO V

De las Administraciones públicas

Artículo 17.  De las Administraciones públicas.

1. Las Administraciones públicas con competencia en materia de voluntariado proveerán 
lo necesario para fijar los medios y sistemas de relación que hagan posible la información 
recíproca, la cooperación técnica y la acción conjunta en el ejercicio de sus competencias, 
con el fin de integrar sus actuaciones, contribuyendo con ello a mejorar la acción voluntaria y 
la participación solidaria de la ciudadanía.

2. Con pleno respeto a las competencias de las comunidades autónomas definidas en 
sus Estatutos de Autonomía, de las entidades locales y de las ciudades autónomas de Ceuta 
y Melilla y a la libertad de acción y autonomía de las entidades de voluntariado, se 
consideran como ámbitos de cooperación en los que puede hacerse efectivo lo establecido 
en el párrafo anterior, los siguientes:

a) La sensibilización a la sociedad sobre el valor de la acción voluntaria y el interés de su 
contribución a la construcción del capital social.

b) La promoción y el fomento de la participación social de la ciudadanía a través de 
entidades de voluntariado y, en particular de las personas mayores, en el contexto de las 
estrategias de envejecimiento activo, y la cooperación de las entidades de voluntariado con 
otras formas de participación social.

c) El diseño y desarrollo de planes y estrategias de voluntariado que sirvan para orientar, 
planificar y coordinar sus acciones en el ámbito de sus respectivas competencias.

d) El establecimiento de los instrumentos de asesoramiento, información, asistencia 
técnica y material a las entidades de voluntariado en todos aquellos aspectos que permitan 
un desempeño óptimo de la acción voluntaria.

e) La determinación de criterios comunes de evaluación, inspección y seguimiento de los 
fondos públicos asignados a las entidades de voluntariado, siempre que así lo permita la 
normativa estatal y autonómica de aplicación y con pleno respeto a las competencias de las 
comunidades autónomas.

f) El apoyo a las entidades de voluntariado en su labor de formación de los voluntarios 
para conseguir que sea regular, de calidad y acorde con sus condiciones personales.

g) El impulso del trabajo en red y de la creación de espacios y herramientas de 
colaboración en sus respectivos territorios, que permitan una relación continuada y fluida con 
las organizaciones sociales, empresariales, sindicatos más representativos y las 
universidades y cualesquiera otras entidades e instituciones públicas o privadas que puedan 
tener incidencia en el voluntariado.

h) El fomento entre los empleados públicos, de la participación en programas de 
voluntariado, de acuerdo con la legislación de empleo público y con pleno respeto a lo 
acordado en la negociación colectiva.

i) La contribución a la eficacia de la acción voluntaria, mediante la simplificación y 
agilización de los procedimientos administrativos que afecten a las entidades de 
voluntariado.

j) El establecimiento de mecanismos eficaces de supervisión y control del desarrollo de 
la actividad de voluntariado.

Artículo 18.  Funciones de la Administración General del Estado.

1. Sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas definidas en sus 
Estatutos de Autonomía, de las entidades locales y de las ciudades autónomas de Ceuta y 
Melilla, corresponderá a la Administración General del Estado:

a) Fijar, en el ámbito de sus competencias, las líneas generales de las políticas públicas 
en materia de voluntariado, de acuerdo con las demás Administraciones públicas con 
competencia en la materia, previa consulta a las entidades de voluntariado o federaciones de 
entidades de voluntariado más representativas en cada uno de los ámbitos de actuación del 
voluntariado.

b) Coordinar, a través del Ministerio que en su estructura orgánica cuente con una 
unidad administrativa con funciones específicas en materia de voluntariado, las acciones de 
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los diferentes órganos de la Administración General del Estado en los diferentes ámbitos de 
actuación del voluntariado.

c) Establecer, de acuerdo con las demás Administraciones públicas con competencia en 
la materia, los mecanismos de cooperación en materia de voluntariado.

d) Fijar, de acuerdo con las demás Administraciones públicas con competencia en la 
materia, criterios comunes de evaluación, inspección y seguimiento de los programas de 
voluntariado subvencionados por las Administraciones públicas con arreglo a lo establecido 
en el artículo 17.2.e).

e) Cooperar con las Administraciones públicas competentes en la materia y previa 
consulta a las entidades de voluntariado, federaciones, confederaciones o uniones de 
entidades de voluntariado más representativas en cada uno de los ámbitos de actuación del 
voluntariado, en la mejora de la formación de los voluntarios, de acuerdo con los criterios de 
regularidad, calidad y adaptación a las condiciones personales de los voluntarios 
establecidos en el artículo 17.2.f).

f) Favorecer, mediante programas de aprendizaje-servicio, entre otros, la formación en 
los principios y valores del voluntariado en todas las etapas, ciclos, grados, cursos y niveles 
del sistema educativo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 22.

g) Cooperar con las comunidades autónomas en la creación de un sistema de 
información común que, como herramienta compartida entre la Administración General del 
Estado, las comunidades autónomas, entidades locales y las ciudades autónomas de Ceuta 
y Melilla, permita fijar criterios comunes de diagnóstico, seguimiento y evaluación sobre los 
aspectos relacionados con el voluntariado.

h) Promover las actividades de investigación y estudio que contribuyan al mejor 
conocimiento de las necesidades, los recursos y las actuaciones en materia de acción 
voluntaria, mediante la puesta en marcha, entre otras iniciativas, de un Premio Nacional de 
Investigación sobre Voluntariado.

i) Impulsar los intercambios formativos y de buenas prácticas con base científica con 
voluntarios, entidades de voluntariado, federaciones, confederaciones o uniones de las 
mismas, entidades sin ánimo de lucro de ámbito nacional e internacional que faciliten la 
consecución de objetivos comunes en la acción voluntaria.

j) Promover actuaciones de voluntariado en colaboración con las entidades de 
voluntariado siempre que no supongan la sustitución de funciones o servicios públicos que la 
Administración esté obligada a prestar por ley y supeditadas en todo caso, a las necesidades 
del servicio o función que debieran ejecutar.

k) Proveer lo necesario para adaptar las previsiones de la normativa sobre seguridad y 
salud en el trabajo a los voluntarios, así como para incluirlas en los planes de igualdad de las 
entidades de voluntariado y, en su caso, en los de prevención del acoso sexual o por razón 
de sexo.

2. La colaboración de las entidades de voluntariado o federaciones, confederaciones o 
uniones de entidades de voluntariado con la Administración General del Estado y con las 
entidades de derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas o dependientes de 
aquélla, se ajustará a lo dispuesto en esta Ley y al resto de la normativa de aplicación y 
preferentemente se prestará a través de convenios o de acuerdos de colaboración entre 
ellas.

Artículo 19.  Colaboración de las entidades locales.

Las entidades locales como Administraciones públicas más cercanas a las personas 
destinatarias de las acciones de voluntariado, promoverán, en los términos previstos en la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, y en colaboración 
con el resto de las Administraciones y especialmente con las comunidades autónomas, el 
desarrollo del voluntariado en los ámbitos a que se refiere el artículo 6 de esta Ley, como 
instrumento para ampliar el conocimiento de la población respecto a los recursos 
comunitarios y para vincular a la ciudadanía con su contexto social, económico y cultural 
más próximo.
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TÍTULO VI

Del fomento y reconocimiento de la acción voluntaria

Artículo 20.  Medidas de fomento del voluntariado.

1. La Administración General del Estado podrá conceder subvenciones o establecer 
convenios con las entidades de voluntariado siempre que se cumplan los requisitos exigidos 
tanto en la legislación general sobre subvenciones como en esta Ley, y se realicen de 
acuerdo con criterios de publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no 
discriminación.

2. Las Administraciones públicas y las empresas o instituciones privadas podrán 
promover y facilitar, de acuerdo con la legislación laboral o de empleo público y con pleno 
respeto a lo acordado en la negociación colectiva, la adopción de medidas de reducción o 
adaptación de la jornada laboral, suspensiones de la relación laboral con reserva de puesto 
de trabajo o interrupciones de la prestación retribuidas o no, para que los trabajadores por 
cuenta ajena o empleados públicos, puedan ejercer sus labores de voluntariado.

Los términos concretos en que se vayan a desarrollar las medidas de reducción o 
adaptación de la jornada laboral mencionadas en el anterior párrafo deberán constar por 
escrito.

Artículo 21.  De la promoción del voluntariado desde las empresas.

1. Con el fin de fomentar una mayor visibilidad e impulso del voluntariado en la sociedad, 
las empresas podrán promover y participar en programas de voluntariado siempre que las 
actuaciones que realicen puedan calificarse como de interés general, se incluyan en alguno 
de los ámbitos de actuación de voluntariado y respeten los valores y principios que inspiran 
la acción voluntaria, de acuerdo con lo establecido en el Título I.

2. Las actuaciones de voluntariado de las empresas podrán llevarse a cabo mediante la 
incorporación de los trabajadores que decidan participar libre y voluntariamente como 
voluntarios en programas promovidos por entidades de voluntariado en colaboración con la 
empresa.

3. Reglamentariamente se establecerán las especialidades pertinentes a efectos de 
fomentar y facilitar que las Pymes promuevan y participen en programas de voluntariado.

Artículo 22.  De la promoción del voluntariado desde las universidades.

1. Las universidades, responsables de la formación universitaria de personas jóvenes y 
adultas, podrán promover el voluntariado dentro de sus ámbitos de actuación propios como 
son la formación, la investigación y la sensibilización de acuerdo con la normativa sectorial 
de aplicación.

2. Las actuaciones de voluntariado de las universidades tendrán como objetivo la 
formación y sensibilización de la comunidad universitaria en el voluntariado y podrán 
promoverse desde la propia universidad o con la participación de entidades de voluntariado. 
La intervención de los integrantes de la comunidad universitaria en estos programas será 
libre y voluntaria y no supondrá la sustitución de la Administración en las funciones o 
servicios públicos que esté obligada a prestar por ley.

3. Las universidades fomentarán la docencia y la investigación en todos sus niveles en 
torno al voluntariado. Para ello, podrán suscribir convenios de colaboración con las 
Administraciones públicas y con otras instituciones y organismos públicos o privados, 
quienes a su vez podrán solicitar a las universidades cursos, estudios, análisis e 
investigaciones.

4. Las universidades podrán establecer fórmulas de reconocimiento académico de las 
acciones de voluntariado realizadas por sus estudiantes, siempre y cuando cumplan los 
requisitos académicos establecidos en la correspondiente normativa de aplicación en 
materia de ordenación universitaria, y respeten los valores y principios del voluntariado 
establecidos en la presente Ley.
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Artículo 23.  Medidas de reconocimiento y valoración social del voluntariado.

Los voluntarios podrán disfrutar, en los términos y con el alcance que se establezcan 
reglamentariamente, de los beneficios que puedan establecerse con el exclusivo objeto del 
fomento, reconocimiento y valoración social de la acción voluntaria.

Artículo 24.  Acreditación y reconocimiento de las actuaciones de voluntariado.

1. La acreditación de la prestación de servicios voluntarios se efectuará mediante 
certificación expedida por la entidad de voluntariado en la que se haya realizado, en 
cualquier momento en que el voluntario lo solicite y, en todo caso, a la finalización del 
periodo de voluntariado. En ella deberán constar, como mínimo, además de los datos 
personales e identificativos del voluntario y de la entidad de voluntariado, la fecha de 
incorporación a la entidad y la duración, descripción de las tareas realizadas o funciones 
asumidas y el lugar donde se ha llevado a cabo la actividad.

2. El reconocimiento de las competencias adquiridas por el voluntario se realizará de 
conformidad con la normativa general de reconocimiento de las competencias adquiridas por 
experiencia laboral o por vías no formales de formación.

Disposición adicional primera.  Voluntariado en el ámbito de la protección civil.

La realización de actividades de voluntariado en el ámbito de la protección civil se 
regulará por su normativa específica, aplicándose la presente Ley con carácter supletorio.

Disposición adicional segunda.  Comisión Interministerial de Voluntariado y Observatorio 
Estatal de Voluntariado.

1. Reglamentariamente se regulará una Comisión Interministerial de Voluntariado cuya 
función será coordinar la actuación de los Departamentos ministeriales con competencia 
sobre el voluntariado de acuerdo con lo establecido en la presente Ley.

2. Reglamentariamente se regulará un Observatorio Estatal del Voluntariado como 
órgano colegiado de participación de las comunidades autónomas, las ciudades autónomas 
de Ceuta y Melilla, la Federación Española de Municipios y Provincias y las Federaciones, 
Confederaciones y Uniones de Entidades de Voluntariado.

Disposición adicional tercera.  Participación de personal del Sistema Nacional de Salud en 
emergencias humanitarias.

1. Podrá autorizarse la actividad de cooperación en emergencias humanitarias, conforme 
al concepto contenido en el apartado 3, bajo los parámetros del régimen de voluntariado en 
las acciones o proyectos que se promuevan, tanto por Organizaciones no Gubernamentales 
calificadas por la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) 
u Organismos Internacionales, siempre que se encuentren avalados por la AECID.

2. El personal que presta servicios en los Centros e Instituciones del Sistema Nacional 
de Salud podrá disfrutar de un permiso para participar en emergencias humanitarias. Este 
permiso tendrá la condición de no retribuido o retribuido parcialmente, tal y como se 
encuentra actualmente regulado para el personal estatutario de los servicios de salud, por el 
artículo 61.4 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco de los servicios de 
salud. Esta configuración del permiso es compatible con el carácter habitualmente 
profesional y remunerado de la actividad de cooperación en emergencias humanitarias, 
conforme a las condiciones establecidas en el Real Decreto 519/2006, de 28 de abril, por el 
que se establece el Estatuto de los Cooperantes. El profesional durante la vigencia del 
permiso mantendrá la reserva de la plaza y se le considerará en situación de servicio activo.

El personal estatutario y el personal funcionario de carrera tendrá derecho, durante la 
vigencia del permiso, al cómputo de este periodo a efectos de trienios. El personal 
estatutario también tendrá, además, derecho a su cómputo a efectos de carrera profesional.

La duración ordinaria del permiso será de tres meses. Este permiso se podrá prorrogar, 
con carácter extraordinario, hasta un máximo de seis meses, de duración total, de detectarse 
tal circunstancia, en función de las necesidades que se aprecien para prolongar la presencia 
de los profesionales en misiones humanitarias de emergencia a cargo de organizaciones 
humanitarias especializadas avaladas por la Agencia española de cooperación internacional 
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para el desarrollo (AECID). Este permiso, el que se conceda de forma extraordinaria, tendrá 
en todo caso, el carácter de no retribuido.

3. A los efectos de esta ley se entenderá por «emergencia humanitaria», la definición 
establecida por la Organización de Naciones Unidas, a través de su Oficina de Coordinación 
de Asuntos Humanitarios del Secretariado General y del Comité Internacional de Cruz Roja. 
Tendrán la misma consideración, las denominadas emergencias sobrevenidas, o las crisis 
humanitarias prolongadas en el tiempo que deberán comunicarse conjuntamente por la 
Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo y el Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. El programa de cooperación deberá estar liderado, 
bien por una Organización no Gubernamental calificada por la Agencia Española de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo y avalada oficialmente por el Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad o por una Organización Internacional, en los términos 
que en cada caso indique el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a través de 
la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

4. Conforme a lo ya establecido por el apartado g) del artículo 10.1 del Real Decreto 
519/2006, de 28 de abril, el tiempo de trabajo realizado durante el permiso para participar en 
proyectos de Cooperación Española en emergencias humanitarias será objeto de valoración 
como mérito, como servicios prestados a la Administración de la que dependan, tanto en los 
procesos selectivos para acceder a la condición de personal estatutario fijo, como en los 
procesos de provisión de plazas de personal estatutario, fijo y temporal, es decir, en aquellos 
de: selección, promoción interna, concurso, libre designación y movilidad.

El permiso al personal estatutario temporal estará condicionado a la vigencia de la plaza 
que ocupe el profesional y, en caso de extinción del nombramiento, supondrá la rescisión del 
permiso. Las comunidades autónomas revisarán sus normas o acuerdos de selección de 
personal temporal, a fin de evitar cualquier tipo de sanción por no atender la oferta que se 
les dirija, desde la bolsa de empleo temporal de su categoría, cuando esta se produzca en 
su ausencia, por encontrarse disfrutando de este permiso por cooperación en emergencias 
humanitarias.

5. Las comunidades autónomas regularán las condiciones y el procedimiento para la 
concesión del permiso para participar en emergencias humanitarias al personal estatutario, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 61.4 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del 
Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud, o al personal funcionario 
dependiente de su servicio de salud, tanto en su plazo ordinario, como en el extraordinario. 
En la medida de lo posible se otorgará dicho permiso mediante el trámite de urgencia.

También se regulará por las Administraciones autonómicas, en su caso, el 
reconocimiento de similares derechos y garantías, para los profesionales de instituciones 
sanitarias, cuyo régimen de vinculación sea, tanto el laboral, como el del funcionario de 
carrera.

Disposición transitoria única.  Adaptación de las entidades de voluntariado.

Las entidades de voluntariado que a la entrada en vigor de esta Ley estén integradas o 
cuenten con voluntarios deberán ajustarse a lo previsto en la misma en el plazo de un año a 
contar desde su entrada en vigor.

Disposición derogatoria.  
1. Queda derogada la Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado.
2. Quedan derogadas la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia, de 11 de octubre 

de 1994, por la que se regula la actividad de voluntariado en los centros públicos que 
impartan enseñanzas de régimen general y la Orden del Ministerio de Cultura, de 9 de 
octubre de 1995, por la que se regula el voluntariado cultural.

Disposición final primera.  Modificación del artículo 31.4 de la Ley 55/2003, de 16 de 
diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud en cuanto 
concierne a la homogeneidad de baremos de méritos.

El apartado 4 del artículo 31 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco 
del personal estatutario de los servicios de salud, queda redactado como sigue:
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«Los baremos de méritos en las pruebas selectivas para el acceso a 
nombramientos de personal estatutario se dirigirán a evaluar las competencias 
profesionales de los aspirantes a través de la valoración ponderada, entre otros 
aspectos, de su currículo profesional y formativo, de los más significativos de su 
formación pregraduada, especializada y continuada acreditada, de la experiencia 
profesional en centros sanitarios y de las actividades científicas, docentes y de 
investigación y de cooperación al desarrollo o ayuda humanitaria en el ámbito de la 
salud. Reglamentariamente y, con carácter básico, se regularán los principios y 
criterios que determinen las características comunes de los baremos de méritos que 
sean de aplicación en los procesos selectivos y de provisión de plazas y puestos que 
sean convocados para el acceso a la condición de personal estatutario, tanto de 
carácter fijo como de carácter temporal y, en los procedimientos de movilidad, 
conforme a lo previsto en el artículo 37.»

Disposición final segunda.  Respeto al ámbito competencial de las comunidades 
autónomas.

La presente Ley se aplicará sin perjuicio de las competencias atribuidas a las 
comunidades autónomas en materia de voluntariado por sus Estatutos de Autonomía así 
como también en su legislación específica.

Disposición final tercera.  Alcance de la remisión del Real Decreto-ley 7/2013, de 28 de 
junio, de medidas urgentes de naturaleza tributaria, presupuestaria y de fomento de la 
investigación, el desarrollo y la innovación a las actividades de interés general a la normativa 
de voluntariado.

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, la remisión que efectúa el Real 
Decreto Ley 7/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes de naturaleza tributaria, 
presupuestaria y de fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación, a la Ley 
6/1996, de 15 de enero del Voluntariado, deberá entenderse realizada a la presente Ley.

Disposición final cuarta.  Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.1.ª de la Constitución Española, en virtud 
del cual, el Estado tiene competencia exclusiva sobre la regulación de las condiciones 
básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y 
en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

Disposición final quinta.  No incremento del gasto público.

Las medidas incluidas en esta Ley no podrán suponer incremento del gasto público.

Disposición final sexta.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Gobierno para que en el plazo de seis meses a partir de la entrada en 
vigor de la presente Ley apruebe su Reglamento de ejecución.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley.

Madrid, 14 de octubre de 2015.

FELIPE R.
El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE TRABAJO Y ECONOMÍA SOCIAL
17633 Resolución de 18 de octubre de 2022, de la Dirección General de Trabajo, 

por la que se registra y publica el Convenio colectivo de acción e intervención 
social 2022-2024.

Visto el texto del Convenio Colectivo estatal de acción e intervención 
social 2022-2024 (código de convenio n.º: 99100155012015), que fue suscrito con 
fecha 7 de julio de 2022, de una parte por la Organización Estatal de Entidades de 
Intervención Social (OEIS), la Asociación Española de Empresas de Iniciativa Social y 
Servicios Sociales (AEEISSS), la Federación Empresarial de la Dependencia (FED) y la 
Federación de Asociaciones de Intervención Social (FAIS) en representación de las 
empresas del sector, y de otra por los sindicatos UGT y CC.OO. en representación de los 
trabajadores, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90, apartado 2 y 3, de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, Texto refundido aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y en el Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, 
sobre registro y depósito de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y 
planes de igualdad,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.

Ordenar la inscripción del citado Convenio colectivo en el correspondiente Registro 
de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad con 
funcionamiento a través de medios electrónicos de este Centro Directivo, con notificación 
a la Comisión Negociadora.

Segundo.

Disponer su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 18 de octubre de 2022.–La Directora General de Trabajo, Verónica Martínez 
Barbero.

CONVENIO COLECTIVO ESTATAL DE ACCIÓN E INTERVENCIÓN SOCIAL 2022-2024

CAPÍTULO I

Naturaleza jurídica del convenio y estructura de la negociación

PREÁMBULO

Las partes firmantes del presente Convenio coinciden en la necesidad de dar valor al 
marco sectorial como fórmula de estabilidad, homogeneidad y seguridad jurídica que 
permita el establecimiento de unas condiciones laborales homogéneas acordes con las 
necesidades económicas y sociales en cada momento.

Este Convenio será por tanto el marco mínimo de aplicación obligatoria para todas 
las entidades, organizaciones y/o empresas que no dispongan de convenio propio y para 
aquellas materias que no han sido reservadas como prioritarias para el convenio de 
empresa según el artículo 84.2 del TRET.

La convivencia de los convenios sectoriales, de convenios de empresa y acuerdos en 
el sector no debe ser motivo de conflicto ni cumplir, por tanto, un papel desestabilizador, 
sino más bien al contrario. La complementariedad entre los distintos niveles de 
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negociación debe ser lo suficientemente flexible como para adaptar en cada caso, la 
realidad de las entidades dentro del sector y responder así a las necesidades que se 
puedan dar en dicho ámbito.

Siendo así, las respectivas representaciones patronales y sindicales de las 
organizaciones sociales y empresas firmantes del presente Convenio colectivo, se 
comprometen a ser firmes en la defensa del marco sectorial y a que los convenios de 
empresa respeten el mismo de forma que sirvan como herramienta flexible y 
complementaria en las materias en las que el convenio de empresa tiene prioridad 
aplicativa.

Artículo 1. Partes firmantes.

Son partes firmantes del Convenio en representación de la parte sindical los 
sindicatos mayoritarios Unión General de los Trabajadores (UGT) y Comisiones Obreras 
(CCOO) y en representación de la parte patronal las asociaciones patronales 
representativas del sector de intervención social OEIS, AEEISSS, FED y FAIS.

Las partes firmantes se reconocen mutuamente legitimación para negociar y firmar el 
presente convenio Colectivo.

Artículo 2. Naturaleza Jurídica.

El presente convenio colectivo ha sido negociado al amparo del Título III del Estatuto 
de los Trabajadores y en particular de acuerdo a los artículos 83 y 84 del citado texto 
legal.

Sus disposiciones tienen naturaleza normativa y eficacia general, por lo que obligan 
a todas las entidades y empresas comprendidas dentro de su ámbito funcional, personal 
y territorial, de acuerdo con los principios establecidos en el presente capítulo.

Artículo 3. Estructura de la negociación colectiva en el sector, eficacia y concurrencia.

Al amparo de lo previsto en el artículo 84, en relación con el 83.2 del Estatuto de los 
Trabajadores, la concurrencia de convenios colectivos de ámbito inferior se resolverá, 
salvo disposición expresa de este Convenio, aplicándose el contenido del Convenio de 
ámbito inferior hasta la finalización de su vigencia natural, en cuyo momento la nueva 
negociación colectiva habrá de ajustarse a lo establecido en este convenio, que será de 
directo cumplimiento y obligada observancia en todas las negociaciones colectivas 
sectoriales y de empresa que durante su vigencia se lleven a cabo dentro de su ámbito 
funcional, en los términos fijados en su articulado, condiciones mínimas, y respetando lo 
señalado en el artículo 84 del Estatuto de los Trabajadores, relativo a los Convenios de 
empresa y respecto de las materias relacionadas en el mismo.

Se verán afectados por estas reglas de concurrencia aquellos convenios sectoriales 
de ámbito autonómico o provincial que sus ámbitos funcionales coincidan en parte o en 
su totalidad con el presente Convenio estatal siendo aquellos de prioridad aplicativa en 
relación a éste en lo que disponga en su articulado para el ámbito territorial afectado.

Las representaciones de las empresas y de los trabajadores que a la entrada en 
vigor de este Convenio se encuentren afectados por otros Convenios colectivos de 
empresa vigentes o con vinculación de subsidiariedad a un tercero, podrán adherirse 
expresamente al presente, o vincularse subsidiariamente al mismo, de común acuerdo 
de las partes legitimadas para ello, en los términos que determina el artículo 92.1 del ya 
citado texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, previa notificación 
conjunta a las partes signatarias de este Convenio colectivo estatal y a la Dirección 
General de Empleo.

El artículo relativo a cláusula de subrogación, al tratarse de materia reservada y 
condición mínima al presente convenio, será de aplicación obligatoria, sin necesidad de 
su incorporación a los Convenios colectivos de ámbito inferior, desde el momento de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado», y si algún convenio colectivo de ámbito 
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inferior tuviera regulación sobre esta materia, desde el momento de la finalización de su 
vigencia pactada.

De conformidad con el artículo 84.1, 84.3 y 84.4 del Estatuto de los Trabajadores, el 
presente Convenio no podrá ser afectado por otro de ámbito distinto en tanto esté en 
vigor. En cambio, durante su vigencia, podrá ser afectado en cualquier materia por lo 
dispuesto en convenio de ámbito autonómico o provincial respetando como condiciones 
mínimas las reguladas por el presente Convenio en las materias de período de prueba, 
las modalidades de contratación, la clasificación profesional, la jornada máxima anual de 
trabajo, el régimen disciplinario, las normas mínimas en materia de prevención de 
riesgos laborales y movilidad geográfica y funcional, así como la estructura y régimen 
salarial, la compensación y absorción de condiciones más beneficiosas y la subrogación.

El Convenio Colectivo Estatal de Acción e Intervención Social obliga por todo el 
tiempo de su vigencia a la totalidad de las entidades independientemente de la forma 
jurídica de su constitución y a los trabajadores comprendidos dentro de su ámbito de 
aplicación, según determina el artículo 82.3 del texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores y el artículo 37.1 de la Constitución Española, que garantiza su fuerza 
vinculante.

Los convenios colectivos de empresa o grupos de empresa únicamente tendrán 
prioridad aplicativa respecto del presente Convenio estatal o respecto de los convenios 
autonómicos o provinciales en las materias contempladas por el artículo 84.2 del 
Estatuto de los Trabajadores.

En las demás materias, serán consideradas como condiciones mínimas lo regulado 
en el presente Convenio y los autonómicos o provinciales para su ámbito territorial.

El presente Convenio tendrá carácter de derecho mínimo necesario para todas las 
empresas, autonomías y provincias que no cuenten con ningún acuerdo o convenio 
colectivo que les resulte aplicable y también para aquellos cuyo contenido normativo no 
regule alguna o algunas de las materias que constituyen su objeto.

CAPÍTULO II

Ámbitos y normas generales

Artículo 4. Ámbito territorial.

Este Convenio colectivo es de aplicación a todas las entidades y empresas, así como 
proyectos, que desarrollen su actividad en cualquier lugar del territorio del Estado 
español, sin perjuicio de la prevalencia de aplicación de los convenios de ámbito inferior 
existentes a nivel sectorial territorial y de empresa y que coincida en todo o parte del 
ámbito funcional del presente Convenio.

En la disposición adicional primera se regula el desarrollo territorial reconocido como 
preexistente, sin perjuicio de que se incorporen al mismo en el futuro nuevos acuerdos 
de ámbito territorial inferior al estatal.

Artículo 5. Ámbito personal.

El presente Convenio colectivo será de aplicación a todos los empleados que tengan 
contrato de trabajo por cuenta ajena con las entidades, organizaciones o empresas 
incluidas en su ámbito funcional.

Artículo 6. Ámbito temporal.

Este Convenio colectivo entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado» y estará en vigor hasta el 31 de diciembre del año 2024. No obstante 
sus efectos económicos se producirán a partir del 1 de abril de 2022, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la disposición transitoria primera.
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El presente Convenio quedará automáticamente prorrogado por anualidades, de no 
mediar denuncia expresa y por escrito del mismo. La denuncia deberá realizarla alguna 
de las partes firmantes del Convenio, en un plazo mínimo de tres meses antes de la 
finalización de su vigencia.

Si, en el plazo de doce meses a contar desde la denuncia, las partes no hubiesen 
alcanzado un acuerdo relativo a la negociación de un nuevo convenio que sustituya al 
presente, decidirán, de común acuerdo, si acuden o no al procedimiento de mediación o 
arbitraje voluntario previsto en la legislación vigente.

Denunciado el Convenio, salvo el deber de paz, el mismo continuará vigente y 
plenamente aplicable hasta que sea sustituido por el nuevo Convenio.

Una vez realizada la denuncia, el Convenio colectivo prorrogará su vigencia desde la 
fecha de la denuncia y hasta su sustitución por uno nuevo.

En todo caso, el presente Convenio continuará en vigor hasta su sustitución por el 
nuevo convenio o por el laudo arbitral a que se llegara, en su caso.

Artículo 7. Ámbito funcional.

El presente Convenio será de aplicación en todas aquellas empresas, asociaciones, 
fundaciones, centros, entidades u organizaciones similares (en adelante organizaciones) 
cuya actividad principal sea la realización de actividades de acción e intervención social, 
cuya naturaleza jurídica no sea de derecho público, o cuyo accionista único o principal 
no sea una administración pública.

Por acción e intervención social, se entienden las actividades o acciones, que se 
realizan de manera formal y organizada, que responden a necesidades sociales y ofrecen 
atención a personas que se encuentran en especial situación de vulnerabilidad social, 
cuyo propósito puede ser tanto detectar, prevenir, paliar, superar o corregir procesos de 
exclusión social, como promover procesos de inclusión y/o participación social.

Serán afectadas por este Convenio los ámbitos de la acción social, así como el 
socio-laboral o el socio-sanitario, pasando por lo socio-cultural y lo socio-educativo.

Este ámbito funcional se concreta en el Catálogo de Referencia de Servicios 
Sociales recogido en la Resolución de 23 de abril de 2013 de la Secretaría de Estado de 
Servicios Sociales y aquellas que puedan ser sustituidas, modificadas o incorporadas 
tanto por la Administración Central como por los respectivos gobiernos autonómicos, 
exceptuando aquellas que ya cuenten con un marco convencional regulador.

Asimismo, se verán afectadas por este Convenio todas las actividades, programas, 
servicios, recursos, etc., incluidos de forma genérica en la acción e intervención social 
enmarcada en la definición de los párrafos precedentes, para colectivos en situación, o 
riesgo de exclusión social salvo que estén reguladas por el actual ámbito funcional 
recogido en el Convenio Estatal de Reforma Juvenil y Protección Menores. Se entienden 
incluidas las actividades de animación socio-cultural, y ocio y tiempo libre desarrolladas 
para cumplimiento de las finalidades señaladas anteriormente salvo que les fuera de 
aplicación el Convenio de Ocio Educativo y Animación Sociocultural.

Así mismo quedan incluidas, de manera exclusiva, en el ámbito de este Convenio, la 
Cooperación Internacional y Ayuda al Desarrollo.

Al efecto de describir y precisar el presente ámbito funcional se complementa la 
definición del mismo con el catálogo de actividad que señala en la disposición final 
primera de este Convenio, este catálogo no es una descripción exhaustiva y definitiva del 
ámbito funcional de este Convenio pudiendo ser completada a propuesta de la Comisión 
Paritaria de Interpretación y Vigilancia del Convenio (CPIVC) del Convenio por la 
evolución del sector laboral aquí regulado, quien se reunirá al objeto de decidir la 
convocatoria de la comisión negociadora para adecuar el Convenio a la nueva situación.

Igualmente, de este ámbito funcional no podrá desgajarse ningún ámbito funcional 
menor, salvo que a propuesta de la Comisión Paritaria (CPIVC), se decidiera la 
convocatoria de la comisión negociadora para adecuar el Convenio a la nueva situación 
reduciendo del ámbito funcional, el menor ámbito pretendido, para evitar la concurrencia, 
modificación necesaria previa para habilitar la negociación de ámbitos menores. Al igual 
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que podrá recomendar y encomendar a futuras negociaciones y comisiones 
negociadoras la necesidad de desarrollos más exhaustivos y específicos dentro del 
presente Convenio de distintas actividades en sucesivas renovaciones del mismo. Las 
limitaciones de aplicación de este Convenio, están determinadas por la definición de su 
ámbito funcional y por las excepciones ya contenidas en este Convenio y relacionadas 
con las reglas de concurrencia y otras. A modo de ejemplo y sin que el mismo agote la 
descripción de todos ellos, algunos de los colectivos a los que nos referimos son: por 
grupos de edad, niños, adolescentes, jóvenes, adultos y personas mayores no regulados 
por otros convenios, colectivo de mujeres víctimas de violencia de género, otros 
colectivos de personas mayores que sufren maltrato por violencia intrafamiliar, 
inmigrantes, sin hogar, personas con trastornos por dependencia a cualquier tipo de 
adicción y ex adicción, la salud mental, desempleados y desempleadas, personas 
reclusas y ex reclusas, etc., en todos los casos personas o colectivos que se encuentran 
en riesgo y/o situación de exclusión social y sobre los que es necesario promover su 
inclusión social, entre otros.

Igualmente quedan afectadas por este Convenio Colectivo las divisiones, líneas de 
negocio, secciones u otras unidades dedicadas a la prestación de servicios del ámbito 
funcional, aun cuando la actividad de la organización en que se hallen integradas sea 
distinta o tenga más de una actividad perteneciente a diversos sectores, salvo que las 
condiciones pactadas para estas organizaciones sean más beneficiosas a las pactadas 
en este convenio, en cuyo caso el mismo será de mínimo garantizado.

Asimismo, quedan expresamente excluidas de la aplicación del presente Convenio 
las actividades reguladas por los convenios relacionados en la disposición adicional 
primera de este Convenio.

Artículo 8. Vinculación a la totalidad y revisión.

Todas las cláusulas pactadas en el presente Convenio colectivo serán revisadas en 
el supuesto en que por disposición legal, reglamentaria o por decisión judicial se 
declarase la nulidad de alguna o algunas de las cláusulas pactadas.

Las partes vendrán obligadas a iniciar las negociaciones en el plazo de un mes –o en 
el plazo de subsanación fijado por la Administración Laboral–, acordándose la nulidad, 
bien sólo de las cláusulas afectadas por la resolución judicial o bien la de todo el 
Convenio, si se estimara que la nulidad dictada afecta o puede afectar al conjunto del 
texto normativo.

En todo caso, si en el plazo de seis meses no se alcanzara acuerdo, el texto 
inicialmente pactado perderá su eficacia a todos los efectos. En tanto no transcurra dicho 
plazo se mantendrá provisionalmente vigente el contenido del Convenio no afectado por 
la Resolución Judicial que declare la nulidad o ilegalidad. Podrá estimarse la vinculación 
de las partes a un arbitraje o mediación en caso de desacuerdo.

Las condiciones del presente Convenio Colectivo forman un todo orgánico e 
indivisible y, a efectos de su aplicación, serán consideradas globalmente, asumiendo las 
partes su cumplimiento con vinculación a la totalidad del mismo.

En el caso de existir Convenios Colectivos concurrentes con éste, de ámbito inferior 
al mismo, ya sean Convenios de Sector, de ámbito autonómico, provincial o local, o 
convenios colectivos de empresa, no se podrá pretender la aplicación de una o varias de 
sus normas, olvidando el resto, sino que, a todos los efectos habrán de aplicarse y 
observarse un solo convenio colectivo en toda su integridad, de acuerdo a lo establecido 
en el Estatuto de los Trabajadores y lo recogido en el articulado del presente Convenio.

Artículo 9. Aplicación de las mejores condiciones.

9.1 Firmado y publicado este Convenio y habiendo desplegado todos sus efectos, 
si hubiere, previas al mismo, condiciones más beneficiosas de carácter personal 
implantadas por las organizaciones, o secciones, o unidades de producción de estas, 
cuando aquellas superen las especificadas en este Convenio de forma global y anual se 
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mantendrán en su totalidad de tal forma que ninguna persona trabajadora pueda verse 
perjudicada por la implantación de ningún apartado acordado en este Convenio.

Del mismo modo, cuando a la entrada en vigor de este convenio decayeran 
convenios, acuerdos y/o similares de ámbito inferior, independientemente de sus causas, 
las condiciones más beneficiosas en cómputo global y anual que disfrutasen los 
trabajadores y trabajadoras en plantilla en ese momento, pasarán a ser consideradas y 
reconocidas como condiciones más beneficiosas de carácter personal a título individual.

Las mejores condiciones económicas que se vinieran disfrutando anteriormente a la 
firma del presente Convenio, se integrarán en el Complemento Salarial Personal «ad 
personam». A decisión de cada entidad, dicho complemento podrá ser o no revalorizable 
anualmente acorde con los incrementos salariales que se produzcan derivados de los 
procesos de negociación.

De tomar la decisión de no revalorizar dicho complemento se deberá seguir un 
procedimiento que garantice que sólo se verán afectadas aquellas cantidades 
económicas cuya percepción deriva de algún concepto no recogido en el presente 
Convenio según lo siguiente:

1.º La masa salarial total que el trabajador o la trabajadora viniera disfrutando a la 
fecha de inicio de aplicación del presente Convenio, se distribuirá entre el Salario Base 
que le corresponda por su grupo profesional y el complemento salarial «ad personam» 
que recogerá la diferencia, si la hubiere, hasta alcanzar el total anual de dicha masa.

2.º Del denominado complemento salarial «ad personam» se extraerán y asignarán 
aquellos complementos económicos definidos en el presente Convenio de puesto de 
trabajo que le correspondan al trabajador, estos complementos tendrán la consideración 
de consolidados.

3.º Una vez adecuada la clasificación profesional y la aplicación salarial 
correspondiente, el complemento salarial «ad personam» resultante responderá a las 
mejores condiciones económicas de naturaleza personalísima que sobre lo estipulado en 
el presente Convenio viniera disfrutando el trabajador o la trabajadora. Dicho 
complemento tendrá carácter salarial consolidable.

9.2 Los trabajadores y trabajadoras que desarrollen su actividad profesional en el 
ámbito de cooperación internacional y/o ayuda humanitaria, tendrá garantizada la 
percepción económica, por el ejercicio de las mismas funciones, que tendría en el 
territorio nacional.

Artículo 10. Derecho supletorio.

Para lo no previsto en este Convenio se estará a lo establecido en el Estatuto de los 
Trabajadores, Ley Orgánica de Libertad Sindical, Estatuto del Cooperante, las demás 
disposiciones de carácter general y las reglamentaciones específicas de aplicación en el 
ámbito de la Acción e Intervención Social y de los Servicios Sociales, además de la 
legislación que sea de aplicación en esta materia y que se promulgue en el ámbito de las 
diferentes comunidades autónomas.

Artículo 11. Comisión Paritaria de Interpretación y Vigilancia del Convenio Colectivo 
(CPIVC).

Se crea una Comisión Paritaria (CPIVC) compuesta por 8 miembros que serán 
designados por cada una de las partes firmantes, sindical y patronal, en la forma que 
decidan las respectivas organizaciones y que de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 85.3.e) del Estatuto de los Trabajadores entenderá de las siguientes cuestiones:

A. Funciones generales:

1. Vigilancia, control y seguimiento de este Convenio.
2. Interpretación de la totalidad de los preceptos de este Convenio.
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3. Conocimiento previo y resolución de las cuestiones derivadas de la aplicación, 
inaplicación e interpretación del presente Convenio colectivo.

4. Recibir información de los acuerdos de carácter colectivo que regulen 
condiciones generales de trabajo en ámbitos territoriales inferiores.

5. Autorizar la apertura de nuevos ámbitos funcionales de negociación y que sean 
del mismo ámbito territorial de este Convenio.

6. Ser informada de la apertura de negociación en ámbitos territoriales inferiores.

B. Funciones específicas:

1. Conocer y entender de las diferencias de criterio que resultado de la aplicación 
de este Convenio pudieran surgir en la clasificación profesional de los trabajadores.

2. A instancia de alguna de las partes firmantes, mediar y/o intentar conciliar en su 
caso, y previo acuerdo de éstas a solicitud de las mismas, arbitrar en cuantas ocasiones 
y conflictos, todos ellos de carácter colectivo, puedan suscitar la aplicación de este 
Convenio.

3. Ante situaciones de desacuerdo en la Comisión Paritaria (CPIVC) en la 
interpretación de la aplicación de este Convenio en alguna de las siguientes materias:

a) Estructura de la negociación colectiva.
b) Subrogación empresarial.
c) Descuelgue salarial o inaplicación de convenio.
d) Denuncia, vigencia y ámbitos de aplicación.

Las partes convienen someter tal discrepancia al procedimiento de arbitraje 
contemplado en el Acuerdo sobre Solución Autónoma de Conflictos laborales (ASAC), 
cuya resolución será vinculante para ambas partes siempre que la misma tuviese tal 
carácter según la normativa del órgano emisor.

4. Conocer y entender de forma previa a cualquier vía jurisdiccional sobre el 
planteamiento de conflictos colectivos surgidos de la interpretación de este Convenio.

5. Ser informada en los procedimientos de modificación sustancial e inaplicación de 
las condiciones laborales colectivas en un plazo no superior a tres días laborales desde 
la fecha de su presentación a la representación legal de los trabajadores que 
corresponda por dicha modificación y en el resto de supuestos según lo dispuesto en la 
disposición adicional segunda de este Convenio.

6. Si durante la vigencia del presente Convenio se produjesen cambios en la 
legislación sobre materias que afecten a las normas contenidas en el mismo, la Comisión 
Paritaria (CPIVC) se reunirá al objeto de decidir si corresponde la convocatoria de la 
comisión negociadora para adecuar el Convenio a la nueva situación.

7. Se creará, en el marco de la Comisión Paritaria (CPIVC), una comisión 
específica para desarrollar una propuesta que trasladará a la Comisión Paritaria (CPIVC) 
con el fin de facilitar la integración del ámbito de cooperación internacional y ayuda 
humanitaria fuera del territorio español al contenido de este Convenio.

C) Funcionamiento Interno de la Comisión Paritaria (CPIVC):

La Comisión Paritaria (CPIVC) se constituirá dentro del mes siguiente a la firma del 
presente Convenio. Se reunirá, con carácter ordinario, una vez al semestre, y con 
carácter extraordinario a propuesta de cualquiera de las representaciones que la 
integran, tantas veces como se estime necesario. La convocatoria y reuniones se regirán 
por sus propias normas de funcionamiento que serán aprobadas por la propia Comisión 
Paritaria (CPIVC) en su primera reunión.

Las resoluciones de la Comisión Paritaria (CPIVC) requerirán, en cualquier caso, el 
voto favorable de la mayoría de cada una de las dos partes, sindical y patronal, de 
acuerdo con sus propias normas. Las resoluciones que interpreten el Convenio, tendrán 
la misma eficacia jurídica que la norma que haya sido interpretada.
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Se establece que en las cuestiones previas de su competencia que se promuevan 
ante la Comisión Paritaria (CPIVC), las mismas adoptarán, tanto en la promoción como 
en la Exposición sucinta y concreta del asunto, las siguientes cuestiones:

– Razones y fundamentos que entienda le asisten al proponente.
– Propuesta y/o petición concreta que se formula ante la Comisión Paritaria (CPIVC).

El escrito de propuesta se acompañará de cuantos documentos se entiendan 
necesarios para la mejor comprensión y resolución del asunto.

La Comisión Paritaria (CPIVC) dispondrá de un plazo no superior a 7 días hábiles 
para recabar la información complementaria que estime oportuna para la resolución de la 
cuestión planteada, pasado el cual, dispondrá de un plazo no superior a 30 días hábiles 
para resolver la cuestión suscitada.

Transcurrido dicho plazo sin producirse resolución o siendo ésta de desacuerdo, se 
entenderá que la Comisión renuncia a emitirlo y quedarán abiertas las vías de resolución 
de conflictos que correspondan según la naturaleza del asunto tratado.

A los efectos de facilitar las atribuciones de la Comisión Paritaria (CPIVC) las 
asociaciones de carácter patronal se comprometen a buscar y dotar los recursos 
suficientes y necesarios para su normal funcionamiento y en este sentido, quedará 
regulado en el reglamento de funcionamiento interno de la Comisión Paritaria (CPIVC). 
La CPIVC tendrá su domicilio a efectos de notificaciones en la sede de UGT (Servicios 
Públicos), Avenida de América, 25 3.ª planta (28002 Madrid). La CPIVC podrá modificar 
el mismo, garantizando su registro y publicación.

Artículo 12. Organización del trabajo.

De conformidad con la legislación vigente, la facultad y responsabilidad de la 
organización del trabajo, así como la evaluación e incentivación de la productividad, 
corresponderá a las entidades, sin merma de las atribuciones y derechos que la Ley 
confiere a los trabajadores y a las trabajadoras, así como a sus representantes legales.

La organización del trabajo se fundamenta, entre otros, en los principios siguientes:

– La adecuación de las plantillas de manera que permita un nivel de prestación del 
servicio de acuerdo, como mínimo, a los parámetros y requerimientos establecidos por 
las administraciones públicas.

– La racionalización y mejora de los procesos de tratamiento social, preventivos, de 
inclusión y de acompañamiento y promoción social.

– La profesionalización y promoción.
– La formación y reciclaje del personal.
– La eficacia en el trabajo.
– La eficiencia en el uso de todos los recursos.
– La valoración de los puestos atendiendo al ajuste entre el perfil del puesto y las 

aptitudes profesionales, la formación y la experiencia profesional del ocupante del 
mismo.

CAPÍTULO III

Contratación, sistemas de provisión de vacantes y promoción y extinción

Artículo 13. Subrogación.

1. Principio general.

Las partes firmantes del presente Convenio con el fin de dar cumplimiento a los 
principios de estabilidad y calidad del empleo de los trabajadores y trabajadoras del 
sector, acuerdan establecer un mecanismo de subrogación empresarial, por o para quien 
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suceda y/o capte parte de la actividad de otra organización, en los supuestos y 
condiciones que se detallan a continuación.

1.1 Normas y condiciones. Quedan expresamente excluidos de la aplicación del 
proceso de subrogación contenido en el presente artículo:

a) Los miembros de los órganos de gobierno de las instituciones, empresas y/o 
cooperativas, siempre que su actividad en la misma sólo comporte la realización de 
cometidos inherentes a su cargo.

b) El personal directivo en las mismas, independientemente de la forma jurídica de 
las organizaciones en las que ejerzan sus cargos directivos, mientras perciban 
complementos económicos vinculados al ejercicio de los mencionados cargos.

c) Los profesionales liberales y asesores técnicos, científicos o docentes vinculados 
a las instituciones o empresas en virtud de contrato civil y/o mercantil.

d) El personal que en régimen de beca de estudios realice actividades para las 
instituciones o empresas, vinculadas al desarrollo de sus estudios, formación o 
investigación, situación ya regulada mediante la firma del oportuno convenio de 
colaboración con las entidades educativas que correspondan.

e) El personal perteneciente a otras organizaciones distintas de la empleadora y 
que presten sus servicios profesionales para la misma en función de una 
subcontratación, contrata o puesta a disposición temporal de servicios.

f) El voluntariado social, que se regirá por lo dispuesto en las respectivas leyes de 
voluntariado.

g) Los miembros de comunidades religiosas que, en calidad de tales, presten su 
servicio en centros o programas sobre los que dichas órdenes ostenten la titularidad o la 
gestión.

h) Los cooperantes o expatriados mientras presten su servicio en misión o destino 
en el marco de la cooperación internacional para el desarrollo de sus organizaciones 
fuera del territorio nacional que se regirán específicamente por las Leyes de Cooperación 
Internacional para el desarrollo y el Estatuto del Cooperante.

El cambio de titularidad en el contrato de prestación de servicios o fórmula jurídica 
equivalente suscrito entre las entidades y/o empresas afectadas por el presente 
Convenio y los destinatarios de dicho servicio o clientes, así como la asunción por una 
entidad o empresa de parte o la totalidad de la actividad de otra, comporta que la nueva 
entidad y/o empresa adjudicataria del servicio o continuadora de la actividad, se 
subrogue en los derechos y obligaciones que el anterior tenía con respecto a sus 
trabajadores y trabajadoras, y socios y socias trabajadores y trabajadoras 
cooperativistas, con independencia de la modalidad de contrato de trabajo que se 
hubiera suscrito con las personas trabajadoras vinculadas al servicio.

La empresa o entidad que cese en la prestación del servicio tendrá que informar a 
los trabajadores y trabajadoras a subrogar sobre la razón social del nuevo titular y su 
domicilio siempre que sea posible.

En el momento de efectuar la subrogación, la empresa o entidad cesante tendrá que 
realizar y abonar la liquidación individual de la parte proporcional y haberes devengados 
a cada uno de los subrogados excepto las vacaciones pendientes de disfrutar.

Para el caso en que el trabajador o trabajadora tuviera vacaciones pendientes en el 
momento del cambio de titularidad, la empresa o entidad entrante le tendrá que permitir 
el disfrute de éstas, de acuerdo con el calendario laboral y de conformidad con la 
legislación vigente.

La empresa o entidad saliente tendrá que abonar a la empresa o entidad entrante –
en el momento de producirse la subrogación–, la cantidad económica que en concepto 
de vacaciones devengadas y pendientes de disfrute por parte de los trabajadores y 
trabajadoras subrogadas y su respectiva cotización.

El nuevo titular no tendrá obligación de subrogarse en la relación del trabajador y/o 
trabajadora que no haya prestado sus servicios en el centro, o espacio físico o proyecto 
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correspondiente durante los últimos seis meses inmediatamente anteriores a la 
finalización de la anterior contrata, servicio o titularidad, a no ser que el contrato de 
prestación de servicio suscrito por la Entidad saliente sea inferior a seis meses, en cuyo 
caso, se sumará el tiempo prestado por el concesionario inmediatamente anterior.

En caso de que por bajas, ausencias, excedencias, etc., el trabajador o la trabajadora 
haya sido sustituido por un interino, el nuevo titular o concesionario tiene que subrogar a los 
dos trabajadores en idénticas condiciones. Una vez resuelta la causa que había dado origen 
a la sustitución, el interino causará baja definitiva en la entidad o empresa saliente.

Si en el centro de trabajo prestan sus servicios trabajadores y/o trabajadoras con 
contrato fijo discontinuo o con contrato suspendido por causa legal –excepto aquellos 
que estén en situación de excedencia voluntaria según el artículo 46 del E.T. –, los seis 
meses a que se refiere el apartado anterior tienen que ser los inmediatamente anteriores 
a la suspensión de sus respectivos contratos.

Se entiende como tiempo de servicio los períodos de vacaciones, de incapacidad 
temporal o suspensión de contrato por causa legal, excepto la excedencia voluntaria 
recogida en el artículo 46 del E.T.

La entidad o empresa saliente, en un plazo de quince días desde que tiene 
conocimiento de la finalización de sus servicios y, en todo caso, antes de traspasar el 
servicio, tiene que entregar a la entidad o empresa que pase a hacerse cargo del servicio 
un documento que recoja los datos siguientes:

1. Número de trabajadores y trabajadoras en plantilla, afectados por la subrogación, 
con identificación del tipo de contrato.

2. Lista de trabajadores y trabajadoras incluidos en la subrogación, haciendo referencia 
a su modalidad de contratación así como aquellos que tuvieran reserva de puesto de trabajo 
por encontrarse en situación de incapacidad temporal o excedencia legal o forzosa.

3. Pactos existentes propios y subrogados.
4. Jornada y horario de trabajo pactado con cada trabajador y trabajadora, así como 

cualquier modificación efectuada en los últimos seis meses, con justificación de ésta.
5. Salarios pactados individualmente superiores al Convenio y justificación de 

cualquier modificación efectuada en los últimos seis meses. En todo caso, la entidad o 
empresa entrante no está obligada a respetar los incrementos salariales que se hayan 
producido en los últimos seis meses siempre que éstos no deriven de la aplicación del 
Convenio o de los pactos suscritos con la representación de los trabajadores, registrados 
y depositados en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos del ámbito geográfico 
que correspondiese con anterioridad a la nueva adjudicación y/o subrogación.

6. Calendario de vacaciones.
7. Certificado del organismo competente de estar al corriente de pago a la 

Seguridad Social.
8. Fotocopia –si existiera–, del Libro de visitas del centro.
9. Hojas de salarios o recibo de haberes de los trabajadores y trabajadoras 

subrogados de los últimos doce meses.
10. Recibos de liquidación de las partes proporcionales.
11. Fotocopias de los documentos de cotización y liquidación y pago de 

cotizaciones de los últimos doce meses.
12. De cada trabajador y trabajadora temporal que se subrogue se tiene que 

facilitar, junto con el contrato temporal vigente y sus prórrogas, el anterior contrato 
temporal –si lo hubiera– así como las liquidaciones, altas y bajas en la Seguridad Social 
entre contratos.

13. La entidad o empresa saliente tendrá que informar al nuevo titular de todos los 
asuntos laborales pendientes de organismos oficiales.

Para el personal que se vaya a subrogar, cuando sea necesario confrontar o suplir la 
información de la entidad o empresa saliente, se tendrá que facilitar al nuevo titular, 
antes de proceder a su subrogación, la documentación necesaria al efecto, si la tiene.
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En el caso de que en la plantilla afectada por la subrogación existan impagados, 
descubiertos de la Seguridad Social o irregularidades en salarios, generados por la 
entidad o empresa saliente u otros de anteriores, los trabajadores y trabajadoras tienen 
que ser igualmente subrogados por el nuevo titular, sin perjuicio que la responsabilidad 
por tales impagos, descubiertos o irregularidades continúen siendo de la entidad o 
empresa saliente. En todo caso, la entidad o empresa presunta infractora tendrá que 
responder por la totalidad de los perjuicios ocasionados por su incumplimiento.

En caso de que el destinatario del servicio o cliente decida unilateralmente cerrar o 
gestionar directamente el servicio de manera provisional o definitiva, tendrá que asumir 
al personal destinado al mencionado servicio.

No desaparece el carácter vinculante de la subrogación en el caso de que la 
administración suspendiese el servicio por un período no superior a un año.

Tanto la entidad o empresa entrante como la saliente tienen que comunicar a la 
representación legal de sus trabajadores la ejecución de la subrogación en el momento 
en que tengan conocimiento de la misma.

2. Garantías de la representación unitaria y sindical.

Se mantendrán los órganos de representación unitaria y sindical existentes en el 
momento de la subrogación, delegados, comités y secciones sindicales en los centros 
afectados, conforme a los siguientes criterios y salvaguardas:

a) Representación exclusivamente del centro objeto de subrogación: El 
mantenimiento de representación unitaria y sindical actual, nominativamente, así como 
de la lista de suplentes, que emanaron de las últimas elecciones sindicales, 
salvaguardando la capacidad de representación en el mismo centro y sobre el mismo 
colectivo en la empresa o entidad de destino, al igual que los derechos y garantías que 
emanan de su condición de representación legal de los trabajadores, todo ello hasta la 
realización de un nuevo proceso electoral sindical.

b) En otro caso: Si la subrogación supusiera la integración en un centro con 
representación, mantendrán los derechos y garantías que emanaban de su condición de 
representación legal de los trabajadores, todo ello hasta la realización de nuevo proceso 
electoral sindical. Sin ostentar la capacidad legal de representación en el nuevo centro 
pero con voz y derecho a participación de las relaciones laborales del mismo, junto a la 
representación existente.

La existencia de RLPT en el centro o en el proyecto objeto de subrogación deberá 
ser notificada por la entidad o empresa saliente a la entrante junto con el resto de la 
información que se establece en el presente artículo.

Con excepción a lo establecido en el párrafo anterior de este mismo apartado b), 
aquellos delegados/as de personal o miembros del comité de empresa, en su caso, que 
fueran fijos de plantilla de la entidad o empresa concesionaria saliente y que, dentro de 
los seis meses anteriores a la fecha efectiva del cambio de adjudicatario, hubieran sido 
trasladados y adscritos al centro de trabajo que es objeto de dicho cambio, tendrán la 
opción a incorporarse en la nueva empresa adjudicataria o a permanecer en la plantilla 
de la empresa concesionaria saliente, siempre que exista puesto de trabajo de su grupo 
profesional. En este último supuesto, el delegado, delegada, o miembro del comité 
deberá aceptar el puesto de trabajo que se le asigne conforme a la legislación laboral 
vigente.

Artículo 14. Provisión de vacantes y puestos de nueva creación.

Los sistemas de ingresos y provisión de vacantes se regirán por los principios de 
igualdad de oportunidades, transparencia, publicidad y competencia técnica.

A partir de la entrada en vigor del presente Convenio, para la cobertura de dichos 
puestos se hará en todo caso un proceso de comunicación interna en la que se ofrecerá 
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la plaza al personal de la empresa, centro o entidad, conforme a los criterios de 
selección que la empresa establezca en cada caso.

Se favorecerá la promoción interna del personal de la organización.
En cualquier caso, a partir de la firma del presente Convenio, todas las 

organizaciones a las que les es de aplicación el mismo, elaborarán una norma de 
aplicación interna, y obligado cumplimiento, que al menos contemple la exigencia de 
realizar en primer lugar la oferta de vacantes y plazas, que no se refirieran a puestos de 
confianza, a los trabajadores y trabajadoras de la entidad ofertante que al menos tengan 
seis meses de antigüedad reconocida. Esta normativa deberá contener también, al 
menos, las informaciones, procedimientos y derechos de participación y consulta. Una 
vez elaborada dicha normativa será comunicada a la Comisión Paritaria del Convenio 
(CPIVC) para su registro.

Artículo 15. Contratación.

Con el objetivo de dotar al sector de un modelo de relaciones laborales estable, que 
beneficie tanto a las entidades como al personal, que elimine las desigualdades en el 
acceso al empleo y las condiciones de trabajo con respecto a las mujeres, los jóvenes, 
los inmigrantes, las personas con discapacidades y para quienes tienen trabajo temporal 
o a tiempo parcial, que contribuya a la captación de talento de las entidades y empresas, 
a la reducción de la temporalidad y rotación del empleo, y con el fin de conseguir que la 
atención a los usuarios sea de la mayor calidad y más cualificada posible, se priorizará la 
contratación indefinida.

El personal con contratos temporales y con contratos fijos discontinuos y de duración 
determinada tendrá los mismos derechos que el personal con contrato de duración 
indefinida, sin perjuicio de las particularidades específicas de cada una de las 
modalidades contractuales en materia de extinción del contrato y de aquellas 
expresamente previstas en la Ley en relación con los contratos formativos.

En el ámbito del presente Convenio, los contratos, prórrogas o modificaciones de los 
mismos deberán formalizarse por escrito, teniendo la persona contratada el derecho a 
recibir una copia del contrato en el momento de la firma. Por otra parte, las 
organizaciones tendrán la obligación de poner a disposición de la representación legal de 
los trabajadores y trabajadoras la copia básica en un plazo breve, no superior a diez 
días, a contar desde la firma de éste.

Se utilizarán las modalidades que estén reguladas por la legislación vigente en cada 
momento.

A los efectos referidos al contenido mínimo del contrato y sus requisitos esenciales 
de validez se estará a dispuesto en el artículo 8.5 del E.T. y/o la legislación vigente en 
cada momento.

Artículo 16. Contratación indefinida.

Salvo las excepciones establecidas por la Ley y las indicadas en los artículos 
siguientes, el personal incluido en este Convenio se entenderá contratado por tiempo 
indefinido.

El personal contratado por las empresas y/o entidades sin pactar ninguna modalidad 
especial con respecto a la duración de su contrato se considerará fijo una vez 
transcurrido el periodo de prueba.

Todo el personal tendrá la condición de indefinido si transcurrido el plazo máximo de 
duración de la modalidad del contrato continúa desarrollando su actividad laboral salvo 
que de la propia naturaleza de la actividad se deduzca su carácter temporal.

1. Contratos fijos discontinuos: El contrato por tiempo indefinido fijo-discontinuo se 
concertará para la realización de trabajos de naturaleza estacional o vinculados a 
actividades productivas de temporada, o para el desarrollo de aquellos que no tengan 
dicha naturaleza pero que, siendo de prestación intermitente, tengan periodos de 
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ejecución ciertos, determinados o indeterminados. El contrato fijo-discontinuo podrá 
concertarse para el desarrollo de trabajos consistentes en la prestación de servicios en el 
marco de la ejecución de contratas mercantiles o administrativas, que, siendo 
previsibles, formen parte de la actividad ordinaria de la entidad o empresa.

El periodo máximo de inactividad en actividades estacionales, o de prestación 
intermitente con periodos de ejecución ciertos o inciertos vendrán determinadas por la 
propia naturaleza de la actividad o de los periodos de ejecución de la misma. En el 
marco de contratas mercantiles o administrativas o de modalidades de relación con la 
administración análogas a estas dentro del sector, los periodos de inactividad solo 
podrán producirse como plazos de espera de recolocación entre subcontrataciones y la 
duración máxima de la situación de inactividad de las personas trabajadoras será de 4 
meses, pudiendo extenderse a 5 meses cuando el periodo de actividad sea o hubiera 
sido igual o superior a 9 meses. Una vez cumplido dicho plazo, la empresa adoptará las 
medidas coyunturales o definitivas que procedan, en los términos previstos en la 
legislación laboral.

Los contratos fijos discontinuos podrán ser celebrados a tiempo parcial siempre que 
el mínimo de jornada sea de 18 horas semanales de promedio salvo que de acuerdo con 
los pliegos de contratación del servicio en el que se utilice esta modalidad de 
contratación se precise una jornada inferior. Sin perjuicio de lo anterior, las empresas o 
entidades que utilicen esta modalidad procurarán, en la medida de lo posible, que la 
jornada de dichos contratos no sea inferior a tres horas diarias.

En relación al contrato de trabajo fijo discontinuo se reconocen los siguientes 
derechos y consideraciones:

a) Las personas trabajadoras fijas-discontinuas tienen derecho a que su antigüedad 
se calcule teniendo en cuenta toda la duración de la relación laboral y no el tiempo de 
servicios efectivamente prestados, salvo para el cómputo de una eventual indemnización 
por despido.

b) Las personas trabajadoras fijas-discontinuas no podrán sufrir perjuicios por el 
ejercicio de los derechos de conciliación, ausencias con derecho a reserva de puesto de 
trabajo y otras causas justificadas en base a derechos reconocidos en la norma legal y 
en este convenio colectivo.

c) Las organizaciones o empresas deberán informar a las personas fijas-
discontinuas y a la representación legal de las personas trabajadoras sobre la existencia 
de puestos de trabajo vacantes de carácter fijo ordinario, de manera que aquellas 
puedan formular solicitudes de conversión voluntaria.

d) Así mismo la Empresa deberá informar a la RLPT del calendario con las 
previsiones de llamamiento anual, o, en su caso, semestral, así como los datos de las 
altas efectivas de las personas fijas discontinuas una vez se produzcan.

e) La empresa, con ocasión de la interrupción del contrato, al comunicar a los 
trabajadores dicha circunstancia, deberá entregar a la persona trabajadora una 
propuesta del documento de liquidación de las cantidades adeudadas, con dos días de 
antelación al cese en la actividad.

f) El contrato de trabajo fijo-discontinuo, conforme a lo dispuesto en el artículo 8.2, 
se deberá formalizar necesariamente por escrito y deberá reflejar los elementos 
esenciales de la actividad laboral, entre otros, la duración del periodo de actividad, la 
jornada y su distribución horaria, si bien estos últimos podrán figurar con carácter 
estimado, sin perjuicio de su concreción en el momento del llamamiento.

Forma y orden de llamamiento:

En todo caso tendrán preferencia de llamamiento los trabajadores y trabajadoras que 
hubieran pertenecido al servicio que se reanuda frente al resto de personas trabajadoras 
siendo llamados según las necesidades del servicio por orden de mayor a menor periodo 
de inactividad, en primer lugar, y de mayor antigüedad en la entidad o empresa en 
segundo lugar. En caso de que no se cubrieran todos los puestos de trabajo del servicio, 
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se procederá al llamamiento de otras personas trabajadoras de la entidad o empresa en 
situación de inactividad según las necesidades del servicio por orden de mayor a menor 
periodo de inactividad, en primer lugar, y de mayor antigüedad en la entidad o empresa 
en segundo lugar.

En todo caso para poder concurrir al llamamiento, las personas trabajadoras deberán 
cumplir los requisitos de titulación, experiencia y competencias del puesto de trabajo. El 
llamamiento sólo podrá efectuarse entre personas trabajadoras en situación de 
inactividad dentro de la entidad o empresa sin que en ningún caso pueda producirse con 
personas trabajadoras que, en su periodo de actividad, hubieran prestado servicios fuera 
de la provincia en que se haya desarrollado el servicio.

Las entidades o empresas podrán negociar con la RLPT el medio a través del cual 
puede efectuarse el llamamiento con el objeto de garantizar de manera fehaciente que el 
mismo se ha producido. En todo caso, este llamamiento podrá hacerse por carta 
certificada con acuse de recibo o mediante correo electrónico en las direcciones 
previamente acordadas entre la entidad o empresa y la persona trabajadora, debiendo 
informar de dicho llamamiento a la RLPT, en aquellos centros en los que hubiera de 
forma simultánea a la del trabajador/a y remitiendo un informe del resultado final del 
llamamiento efectuado a la mayor brevedad posible desde la realización de los mismos.

El llamamiento deberá efectuarse en la forma prevista en el párrafo anterior con la 
mayor antelación posible y en todo caso con al menos siete días naturales de antelación 
a la fecha de inicio de la prestación del servicio. Las personas fijas-discontinuas podrán 
ejercer las acciones extrajudiciales o judiciales que procedan en caso de falta de 
llamamiento, iniciándose el plazo para ello desde el momento en que tuviesen 
conocimiento de la misma.

En este sentido, se entenderá que no se ha producido el llamamiento:

a) Llegada la fecha prevista en la comunicación de la entidad o empresa para la 
reincorporación sin que se produjera ésta, salvo que la propia actividad no se hubiera 
reanudado.

b) Cuando el trabajador/a se viera preterido por la contratación de otro/a con menor 
tiempo de inactividad en el servicio o entidad/empresa o, en su defecto, de antigüedad 
en el servicio o entidad/empresa, en el puesto de trabajo y grupo profesional objeto del 
llamamiento, siempre que ambos reúnan las exigencias del puesto de trabajo ofertado.

c) Cuando la empresa comunique fehacientemente la decisión de extinguir el 
contrato de trabajo.

La persona trabajadora deberá responder al llamamiento en las 72 horas siguientes a 
haberse formulado este correctamente al efecto de garantizar el inicio del servicio. En 
caso de que no hubiera atendido al llamamiento en ese plazo, corresponderá la 
asignación del puesto de trabajo a la siguiente persona según el orden de llamamiento 
establecido en este Convenio, pasando inmediatamente al último puesto de la lista de 
personas trabajadoras que puedan concurrir a ese puesto. En caso de que hubiera un 
segundo o sucesivos llamamientos y el trabajador/a no atendiera a este o estos, se 
entenderá como renuncia a su puesto de trabajo equiparándose a una situación de baja 
voluntaria cuando hubiera transcurrido un mes desde el primer llamamiento.

Artículo 17. Contratación temporal.

Podrán celebrarse contratos de duración determinada en los siguientes supuestos:

Contratos por circunstancias de la producción

La realización de contratación eventual tendrá carácter excepcional en el sector de 
Intervención Social, vendrá determinada por el incremento sobrevenido de necesidades 
o por la realización de trabajos esporádicos y ocasionales de duración limitada.
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Se entenderá por circunstancias de la producción el incremento ocasional e 
imprevisible de la actividad y las oscilaciones, que, aun tratándose de la actividad normal 
de la entidad o empresa, generan un desajuste temporal entre el empleo estable 
disponible y el que se requiere, incluyendo las necesidades de contratación que se 
deriven del disfrute de vacaciones anuales, permisos retribuidos, necesidades de 
contratación derivadas de situaciones de emergencia nacional o internacional, etc.

La duración de estos contratos no podrá ser superior a 12 meses. En caso de que el 
contrato se hubiera concertado por una duración inferior a la máxima legal o 
convencionalmente establecida, podrá prorrogarse, mediante acuerdo de las partes, por 
una única vez, sin que la duración total del contrato pueda exceder de dicha duración 
máxima.

Igualmente, las empresas podrán formalizar contratos por circunstancias de la 
producción para atender situaciones ocasionales, previsibles y que tengan una duración 
reducida y delimitada en los términos previstos en este párrafo. Las empresas solo 
podrán utilizar este contrato un máximo de noventa días en el año natural, 
independientemente de las personas trabajadoras que sean necesarias para atender en 
cada uno de dichos días las concretas situaciones, que deberán estar debidamente 
identificadas en el contrato. Estos noventa días no podrán ser utilizados de manera 
continuada. Las empresas, en el último trimestre de cada año, deberán trasladar a la 
representación legal de las personas trabajadoras una previsión anual de uso de estos 
contratos.

Contratos por sustitución

Se realizará cuando se trate de sustituir a trabajadores o trabajadoras con derecho a 
reserva del puesto de trabajo, siempre que en el contrato de trabajo se especifique el 
nombre del sustituido y la causa de sustitución. El cese del personal con contrato de 
sustitución, tendrá lugar cuando se reintegre la persona a quien sustituya, en la forma y 
tiempo legalmente establecido.

La prestación de servicios podrá iniciarse antes de que se produzca la ausencia de la 
persona sustituida, coincidiendo en el desarrollo de las funciones el tiempo 
imprescindible para garantizar el desempeño adecuado del puesto y, como máximo, 
durante quince días. Asimismo, el contrato de sustitución podrá concertarse para 
completar la jornada reducida por otra persona trabajadora, cuando dicha reducción se 
ampare en causas legalmente establecidas o reguladas en el convenio colectivo y se 
especifique en el contrato el nombre de la persona sustituida y la causa de la sustitución. 
El contrato de sustitución podrá ser también celebrado para la cobertura temporal de un 
puesto de trabajo durante el proceso de selección o promoción para su cobertura 
definitiva mediante contrato fijo, sin que su duración pueda ser en este caso superior a 
tres meses, o el plazo inferior recogido en convenio colectivo, ni pueda celebrarse un 
nuevo contrato con el mismo objeto una vez superada dicha duración máxima.

Además de los supuestos regulados legal y reglamentariamente, se establecen las 
siguientes causas para su aplicación: suspensión de empleo y sueldo por razones 
disciplinarias, excedencia con reserva de puesto de trabajo, por promoción en período de 
prueba, permiso parental, maternidad o riesgo durante el embarazo, incapacidad 
temporal por baja médica u otros supuestos contemplados por ley.

Contratos formativos

1. El contrato formativo tendrá por objeto la formación en alternancia con el trabajo 
retribuido por cuenta ajena o el desempeño de una actividad laboral destinada a adquirir 
una práctica profesional adecuada a los correspondientes niveles de estudios, en los 
términos establecidos en el apartado 3 de este artículo.

2. El contrato de formación en alternancia, que tendrá por objeto compatibilizar la 
actividad laboral retribuida con los correspondientes procesos formativos en el ámbito de 
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la formación profesional, los estudios universitarios o del Catálogo de especialidades 
formativas del Sistema Nacional de Empleo, se realizará de acuerdo con las siguientes 
reglas:

a) Se podrá celebrar con personas que carezcan de la cualificación profesional 
reconocida por las titulaciones o certificados requeridos para concertar un contrato 
formativo para la obtención de práctica profesional.

Sin perjuicio de lo anterior, se podrán realizar contratos vinculados a estudios de 
formación profesional o universitaria con personas que posean otra titulación siempre 
que no haya tenido otro contrato formativo previo en una formación del mismo nivel 
formativo y del mismo sector productivo.

b) En el supuesto de que el contrato se suscriba en el marco de certificados de 
profesionalidad de nivel 1 y 2, y programas públicos o privados de formación en 
alternancia de empleo–formación, que formen parte del Catálogo de especialidades 
formativas del Sistema Nacional de Empleo, el contrato solo podrá ser concertado con 
personas de hasta treinta años.

c) La actividad desempeñada por la persona trabajadora en la empresa deberá 
estar directamente relacionada con las actividades formativas que justifican la 
contratación laboral, coordinándose e integrándose en un programa de formación 
común, elaborado en el marco de los acuerdos y convenios de cooperación suscritos por 
las autoridades laborales o educativas de formación profesional o Universidades con 
empresas y entidades colaboradoras.

d) La persona contratada contará con una persona tutora designada por el centro o 
entidad de formación y otra designada por la empresa. Esta última, que deberá contar 
con la formación o experiencia adecuadas para tales tareas, tendrá como función dar 
seguimiento al plan formativo individual en la empresa, según lo previsto en el acuerdo 
de cooperación concertado con el centro o entidad formativa. Dicho centro o entidad 
deberá, a su vez, garantizar la coordinación con la persona tutora en la empresa.

e) Los centros de formación profesional, las entidades formativas acreditadas o 
inscritas y los centros universitarios, en el marco de los acuerdos y convenios de 
cooperación, elaborarán, con la participación de la empresa, los planes formativos 
individuales donde se especifique el contenido de la formación, el calendario y las 
actividades y los requisitos de tutoría para el cumplimiento de sus objetivos.

f) Son parte sustancial de este contrato tanto la formación teórica dispensada por el 
centro o entidad de formación o la propia empresa, cuando así se establezca, como la 
correspondiente formación práctica dispensada por la empresa y el centro. 
Reglamentariamente se desarrollarán el sistema de impartición y las características de la 
formación, así como los aspectos relacionados con la financiación de la actividad 
formativa.

g) La duración del contrato será la prevista en el correspondiente plan o programa 
formativo, con un mínimo de tres meses y un máximo de dos años, y podrá desarrollarse 
al amparo de un solo contrato de forma no continuada, a lo largo de diversos periodos 
anuales coincidentes con los estudios, de estar previsto en el plan o programa formativo. 
En caso de que el contrato se hubiera concertado por una duración inferior a la máxima 
legal establecida y no se hubiera obtenido el título, certificado, acreditación o diploma 
asociado al contrato formativo, podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes, hasta 
la obtención de dicho título, certificado, acreditación o diploma sin superar nunca la 
duración máxima de dos años.

h) Solo podrá celebrarse un contrato de formación en alternancia por cada ciclo 
formativo de formación profesional y titulación universitaria, certificado de profesionalidad 
o itinerario de especialidades formativas del Catálogo de Especialidades Formativas del 
Sistema Nacional de Empleo.

No obstante, podrán formalizarse contratos de formación en alternancia con varias 
empresas en base al mismo ciclo, certificado de profesionalidad o itinerario de 
especialidades del Catálogo citado, siempre que dichos contratos respondan a distintas 
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actividades vinculadas al ciclo, al plan o al programa formativo y sin que la duración 
máxima de todos los contratos pueda exceder el límite previsto en el apartado anterior.

i) El tiempo de trabajo efectivo, que habrá de ser compatible con el tiempo dedicado 
a las actividades formativas en el centro de formación, no podrá ser superior al 65 por 
ciento, durante el primer año, o al 85 por ciento, durante el segundo, de la jornada 
máxima prevista en el convenio colectivo de aplicación en la empresa, o, en su defecto, 
de la jornada máxima legal.

j) No se podrán celebrar contratos formativos en alternancia cuando la actividad o 
puesto de trabajo correspondiente al contrato haya sido desempeñado con anterioridad 
por la persona trabajadora en la misma empresa bajo cualquier modalidad por tiempo 
superior a seis meses.

k) Las personas contratadas con contrato de formación en alternancia no podrán 
realizar horas complementarias ni horas extraordinarias, salvo en el supuesto previsto en 
el artículo 35.3. Tampoco podrán realizar trabajos nocturnos ni trabajo a turnos.

Excepcionalmente, podrán realizarse actividades laborales en los citados periodos 
cuando las actividades formativas para la adquisición de los aprendizajes previstos en el 
plan formativo no puedan desarrollarse en otros periodos, debido a la naturaleza de la 
actividad.

l) Se establece un período de prueba de 7 días naturales en estos contratos.
m) La retribución no podrá ser inferior al ochenta y cinco por ciento el primer año ni 

al noventa y cinco por ciento el segundo, respecto de la fijada en convenio para el grupo 
profesional y nivel retributivo correspondiente a las funciones desempeñadas, en 
proporción al tiempo de trabajo efectivo. En ningún caso la retribución podrá ser inferior 
al salario mínimo interprofesional en proporción al tiempo de trabajo efectivo.

3. El contrato formativo para la obtención de la práctica profesional adecuada al 
nivel de estudios se regirá por las siguientes reglas:

a) Podrá concertarse con quienes estuviesen en posesión de un título universitario 
o de un título de grado medio o superior, especialista, máster profesional o certificado del 
sistema de formación profesional, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 5/2002, 
de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, así como con 
quienes posean un título equivalente de enseñanzas artísticas o deportivas del sistema 
educativo, que habiliten o capaciten para el ejercicio de la actividad laboral.

b) El contrato de trabajo para la obtención de práctica profesional deberá 
concertarse dentro de los tres años, o de los cinco años si se concierta con una persona 
con discapacidad, siguientes a la terminación de los correspondientes estudios. No 
podrá suscribirse con quien ya haya obtenido experiencia profesional o realizado 
actividad formativa en la misma actividad dentro de la empresa por un tiempo superior a 
tres meses, sin que se computen a estos efectos los periodos de formación o prácticas 
que formen parte del currículo exigido para la obtención de la titulación o certificado que 
habilita esta contratación.

c) La duración de este contrato no podrá ser inferior a seis meses ni exceder de un 
año. Dentro de estos límites los convenios colectivos de ámbito sectorial estatal o 
autonómico, o en su defecto, los convenios colectivos sectoriales de ámbito inferior 
podrán determinar su duración, atendiendo a las características del sector y de las 
prácticas profesionales a realizar.

d) Ninguna persona podrá ser contratada en la misma o distinta empresa por 
tiempo superior a los máximos previstos en el apartado anterior en virtud de la misma 
titulación o certificado profesional. Tampoco se podrá estar contratado en formación en la 
misma empresa para el mismo puesto de trabajo por tiempo superior a los máximos 
previstos en el apartado anterior, aunque se trate de distinta titulación o distinto 
certificado.

A los efectos de este artículo, los títulos de grado, máster y doctorado 
correspondientes a los estudios universitarios no se considerarán la misma titulación, 
salvo que al ser contratado por primera vez mediante un contrato para la realización de 
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práctica profesional la persona trabajadora estuviera ya en posesión del título superior de 
que se trate.

e) Se establece un período de prueba de 7 días naturales en estos contratos.
f) El puesto de trabajo deberá permitir la obtención de la práctica profesional 

adecuada al nivel de estudios o de formación objeto del contrato. La empresa elaborará 
el plan formativo individual en el que se especifique el contenido de la práctica 
profesional, y asignará tutor o tutora que cuente con la formación o experiencia 
adecuadas para el seguimiento del plan y el correcto cumplimiento del objeto del 
contrato.

g) A la finalización del contrato la persona trabajadora tendrá derecho a la 
certificación del contenido de la práctica realizada.

h) Las personas contratadas con contrato de formación para la obtención de 
práctica profesional no podrán realizar horas extraordinarias.

i) La retribución por el tiempo de trabajo efectivo será la fijada en el convenio 
colectivo aplicable en la empresa para estos contratos o en su defecto la del grupo 
profesional y nivel retributivo correspondiente a las funciones desempeñadas. En ningún 
caso la retribución podrá ser inferior a la retribución mínima establecida para el contrato 
para la formación en alternancia ni al salario mínimo interprofesional en proporción al 
tiempo de trabajo efectivo.

j) Reglamentariamente se desarrollará el alcance de la formación correspondiente 
al contrato de formación para la obtención de prácticas profesionales, particularmente, 
en el caso de acciones formativas específicas dirigidas a la digitalización, la innovación o 
la sostenibilidad, incluyendo la posibilidad de micro acreditaciones de los sistemas de 
formación profesional o universitaria.

4. Son normas comunes del contrato formativo las siguientes:

a) La acción protectora de la Seguridad Social de las personas que suscriban un 
contrato formativo comprenderá todas las contingencias protegibles y prestaciones, 
incluido el desempleo y la cobertura del Fondo de Garantía Salarial.

b) Las situaciones de incapacidad temporal, nacimiento, adopción, guarda con fines 
de adopción, acogimiento, riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia y 
violencia de género interrumpirán el cómputo de la duración del contrato.

c) El contrato, que deberá formalizarse por escrito de conformidad con lo 
establecido en el artículo 8, incluirá obligatoriamente el texto del plan formativo individual 
al que se refieren los apartados 2. b), c), d), e), g), h) y k) y 3.e) y f), en el que se 
especifiquen el contenido de las prácticas o la formación y las actividades de tutoría para 
el cumplimiento de sus objetivos. Igualmente, incorporará el texto de los acuerdos y 
convenios a los que se refiere el apartado 2.e).

d) Los límites de edad y en la duración máxima del contrato formativo no serán de 
aplicación cuando se concierte con personas con discapacidad o con los colectivos en 
situación de exclusión social previstos en el artículo 2 de la Ley 44/2007, de 13 de 
diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción, en los casos en 
que sean contratados por parte de empresas de inserción que estén cualificadas y 
activas en el registro administrativo correspondiente. Reglamentariamente se 
establecerán dichos límites para adecuarlos a los estudios, al plan o programa formativo 
y al grado de discapacidad y características de estas personas.

e) Mediante convenio colectivo de ámbito sectorial, autonómico o, en su defecto, en 
los convenios colectivos sectoriales de ámbito inferior, o de empresa se podrán 
determinar los puestos de trabajo, actividades, niveles o grupos profesionales que 
podrán desempeñarse por medio de contrato formativo.

f) Las empresas que estén aplicando algunas de las medidas de flexibilidad interna 
reguladas en los artículos 47 y 47 bis podrán concertar contratos formativos siempre que 
las personas contratadas bajo esta modalidad no sustituyan funciones o tareas 
realizadas habitualmente por las personas afectadas por las medidas de suspensión o 
reducción de jornada.
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g) Si al término del contrato la persona continuase en la empresa, no podrá 
concertarse un nuevo periodo de prueba, computándose la duración del contrato 
formativo a efectos de antigüedad en la empresa.

h) Los contratos formativos celebrados en fraude de ley o aquellos respecto de los 
cuales la empresa incumpla sus obligaciones formativas se entenderán concertados 
como contratos indefinidos de carácter ordinario.

i) Reglamentariamente se establecerán, previa consulta con las administraciones 
competentes en la formación objeto de realización mediante contratos formativos, los 
requisitos que deben cumplirse para la celebración de los mismos, tales como el número 
de contratos por tamaño de centro de trabajo, las personas en formación por tutor o 
tutora, o las exigencias en relación con la estabilidad de la plantilla.

5. La empresa pondrá en conocimiento de la representación legal de las personas 
trabajadoras los acuerdos de cooperación educativa o formativa que contemplen la 
contratación formativa, incluyendo la información relativa a los planes o programas 
formativos individuales, así como a los requisitos y las condiciones en las que se 
desarrollará la actividad de tutorización.

Asimismo, en el supuesto de diversos contratos vinculados a un único ciclo, 
certificado o itinerario en los términos referidos en el apartado 2.h), la empresa deberá 
trasladar a la representación legal de las personas trabajadoras toda la información de la 
que disponga al respecto de dichas contrataciones.

6. En la negociación colectiva se fijarán criterios y procedimientos tendentes a 
conseguir una presencia equilibrada de hombres y mujeres vinculados a la empresa 
mediante contratos formativos. Asimismo, podrán establecerse compromisos de 
conversión de los contratos formativos en contratos por tiempo indefinido.

7. Las empresas que pretendan suscribir contratos formativos, podrán solicitar por 
escrito al servicio público de empleo competente, información relativa a si las personas a 
las que pretenden contratar han estado previamente contratadas bajo dicha modalidad y 
la duración de estas contrataciones. Dicha información deberá ser trasladada a la 
representación legal de las personas trabajadoras y tendrá valor liberatorio a efectos de 
no exceder la duración máxima de este contrato.

Artículo 18. Periodo de prueba.

Se estará a lo dispuesto en el artículo 14 del Estatuto de los Trabajadores.
La duración del período de prueba no podrá exceder de seis meses para los 

Técnicos titulados, ni de dos meses para los demás trabajadores.
Durante el período de prueba, tanto la persona contratada como la titularidad de la 

organización podrán resolver libremente el contrato de trabajo sin plazo de preaviso y sin 
derecho a indemnización.

Terminado el período de prueba el trabajador o trabajadora pasará a formar parte de 
la plantilla de la organización computándose a todos los efectos dicho período.

Cuando el personal temporal sea objeto de contrataciones sucesivas, no precisará 
período de prueba, siempre que la duración del contrato temporal anterior o contratos 
temporales anteriores fuese superior al período de prueba previsto para su grupo 
profesional.

La situación de incapacidad temporal, nacimiento y adopción, guarda con fines de 
adopción, acogimiento, riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia, y 
violencia de género, que afecten a la persona trabajadora durante el período de prueba, 
interrumpen el cómputo del mismo siempre que se produzca acuerdo entre las partes.

El trabajador o trabajadora que haya pasado un periodo de prueba para el ejercicio 
de su puesto de trabajo, no se verá sometido a otros periodos de prueba para ese mismo 
puesto de trabajo.
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Artículo 19. Reserva de plaza para personas con diversidad funcional.

Las entidades y empresas vinculadas por el presente convenio se comprometen, 
como mínimo, al cumplimiento estricto de las obligaciones vigentes en cada momento en 
materia de inserción laboral de personas con diversidad funcional.

La empresa, previo asesoramiento técnico pertinente, determinará cuales son los 
puestos de trabajo reservados para poder dar cumplimiento a esta finalidad, atendiendo 
a las características de los grados de discapacidad, así como a las adaptaciones 
necesarias al puesto.

Artículo 20. Cese voluntario.

El personal que voluntariamente desee causar baja en la empresa deberá notificarlo 
a la misma por escrito con una antelación mínima de un mes para los grupos 0 y I y 
quince días para el resto de grupos.

La falta de preaviso establecido facultará a la entidad contratante para deducir en el 
momento de la liquidación y finiquito, el equivalente diario de su retribución real por cada 
día de retraso respecto a la antelación establecida.

La empresa viene obligada a acusar recibo de la comunicación efectuada por el 
trabajador o trabajadora.

CAPÍTULO IV

Clasificación profesional

Artículo 21. Clasificación profesional.

1. Disposiciones generales:

1.1 Se entiende por sistema de clasificación profesional la ordenación jurídica por la 
que, con base técnica y organizativa, se contempla la inclusión de los trabajadores/ as 
en grupos profesionales que establecen de manera general los distintos cometidos 
laborales.

1.2 Se entiende por grupo profesional el que agrupa unitariamente las aptitudes 
profesionales, titulaciones y contenido general de la prestación. Dentro de un mismo 
grupo podrán coexistir distintas titulaciones y aptitudes profesionales, así como 
diferentes contenidos de la prestación, por cuanto podrán incluir distintas tareas, 
funciones, especialidades profesionales o responsabilidades asignadas a los 
trabajadores.

1.3 El sistema de clasificación profesional será la base sobre la que se regulará la 
forma de llevar a cabo la movilidad funcional y sus distintos supuestos.

1.4 El sistema de clasificación profesional será de aplicación a todo el personal 
cuyo trabajo se desarrolle dentro de la actividad enmarcada en el ámbito funcional de 
este convenio.

2. Aspectos básicos de clasificación:

2.1 Se establece el Sistema de clasificación profesional, fundamentalmente, 
atendiendo a los criterios que el artículo 22 del E.T. fija para la existencia de un grupo 
profesional: aptitudes profesionales, titulaciones y contenido general de la prestación.

2.2 La clasificación profesional se realiza en áreas de actividad y grupos 
profesionales por interpretación y aplicación de factores generales objetivos y por las 
tareas y funciones que desarrollan los trabajadores y trabajadoras. Estos, en función de 
la actividad profesional que desarrollan, serán adscritos a una determinada área de 
actividad y a un grupo profesional de los establecidos en el presente capítulo, 
circunstancias que definirán su posición en el esquema organizativo y retributivo de la 
empresa.
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La posesión por parte de un trabajador o trabajadora de alguna o todas las 
capacidades representativas de un grupo profesional determinado, no implica 
necesariamente su adscripción al mismo, sino que su clasificación estará determinada 
por la exigencia y el ejercicio efectivo de tales capacidades en las funciones 
correspondientes a su puesto de trabajo. En cualquier caso, dichos conocimientos por 
parte del trabajador/a le serán válidos y la empresa deberá tenerlos en cuenta en las 
promociones que se puedan plantear.

La clasificación profesional que se establece no obliga a disponer de todas las 
actividades, labores y/ o funciones que aquí quedan reflejadas en los distintos grupos 
profesionales y áreas de actividad si la necesidad, el carácter y el volumen de actividad 
de la empresa o entidad no lo requiere.

2.3 Los factores que orientarán la clasificación profesional de los trabajadores y 
que, por tanto, serán indicativos de la pertenencia de cada uno de éstos a un 
determinado grupo profesional, todo ello según los criterios determinados en el 
artículo 22 del E.T., son los que se definen a continuación:

2.3.1 Formación: Factor para cuya valoración se tendrá en cuenta el conjunto de 
conocimientos, experiencia y habilidades requeridos para el normal desempeño de un 
puesto de trabajo, referidos a una función o actividad empresarial. Este factor está 
formado por:

– Titulación: Considera el nivel inicial mínimo y suficiente de conocimientos teóricos 
que debe poseer una persona para llegar a desempeñar satisfactoriamente las funciones 
del puesto de trabajo.

– Especialización: Considera la exigencia de conocimientos especializados o 
complementarios a la formación inicial básica.

2.3.2 Iniciativa: Factor para cuya valoración se tendrá en cuenta el grado de 
seguimiento a normas, procedimientos o directrices para la ejecución de tareas o 
funciones.

2.3.3 Autonomía: Factor para cuya valoración se tendrá en cuenta el grado de 
dependencia jerárquica en el desempeño de las funciones, así como el grado de 
decisión y de acción concedido a una determinada ocupación para alcanzar los 
resultados establecidos.

2.3.4 Responsabilidad: Factor para cuya valoración se tendrá en cuenta el grado de 
autonomía de acción del titular de la función, el nivel de influencia sobre los resultados y 
la relevancia de la gestión sobre los recursos humanos, técnicos y productivos.

2.3.5 Mando: Factor para cuya valoración se tendrá en cuenta el grado de 
supervisión y ordenación de funciones y tareas, la capacidad de interrelación, las 
características del colectivo y el número de personas sobre las que ejerce el mando.

2.3.6 Complejidad: Factor para cuya valoración se tendrá en cuenta el número y el 
grado de integración de los diversos factores antes enumerados en la tarea o puesto 
encomendado.

3. Áreas funcionales:

Se entiende por áreas funcionales o de actividad las agrupaciones organizativas de 
la empresa, teniendo en cuenta tanto el contenido de los puestos que la componen como 
los objetivos esenciales que las definen. Orientarán asimismo, la trayectoria natural de 
una carrera profesional y la posible movilidad horizontal dentro de cada grupo 
profesional. Las áreas funcionales comunes a todos los grupos profesionales son las 
siguientes:

3.1 Área de intervención social y atención directa: Se integran en esta área de 
actividad todos los puestos de trabajo cuya misión es el desarrollo de la actividad 
profesional y técnica derivada de la propia naturaleza y objeto social del sector de 
Intervención Social, todo ello enmarcado en el ámbito funcional del presente Convenio.
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3.2 Área de planificación y gestión: Quedan encuadrados en esta área de actividad 
todos los puestos que tienen como funciones primordiales labores de planificación, 
control interno de la empresa, servicios administrativos transversales, gestión general de 
información y documentación de carácter técnico y/o administrativo y cuyo objetivo es 
dar soporte al área de intervención social y atención directa para el buen orden y 
funcionamiento de ésta. Agrupa cometidos propios de secretaría, gestión económica, 
administrativa y de recursos humanos, así como, en su caso, los de comercialización.

3.3 Área de servicios y actividades auxiliares no técnicas: agrupa los puestos de 
trabajo con funciones auxiliares y anexas a la actividad principal.

4. Grupos profesionales:

Las funciones o labores descritas para determinar el contenido general de la 
prestación a título de ejemplo en todos los grupos profesionales que a continuación se 
indican, tienen un carácter, enunciativo, no limitativo, y deben servir de referencia para la 
asignación de puestos análogos que ya existan con otra denominación, así como los que 
puedan surgir con posterioridad fruto de la propia evolución del sector.

Desde el momento en que exista en una empresa o entidad un trabajador o 
trabajadora que realice de forma habitual las funciones específicas de la definición de un 
grupo y actividad profesional, habrá de ser remunerado, por lo menos, con la retribución 
que a la misma se le asigna en este Convenio.

En aquellos supuestos en que sea precisa la adscripción a un grupo determinado y 
su correspondiente tarea o actividad profesional no venga recogida en el presente 
Convenio Colectivo, la misma será llevada a la Comisión Paritaria (CPIVC).

Los grupos profesionales son los siguientes:

Grupo profesional 0:

Criterios generales: El contenido general de la prestación vendrá determinado entre 
otras por funciones de coordinación, planificación, organización, dirección y control al 
más alto nivel de las distintas áreas de actividad de la empresa.

Las funciones del personal perteneciente a este grupo están dirigidas a la realización 
de las directrices empresariales u organizacionales orientadas a la eficaz utilización de 
los recursos humanos y materiales, asumiendo la responsabilidad de alcanzar los 
objetivos planificados. También se incluyen la toma de decisiones que afecten a 
aspectos fundamentales de la actividad de la empresa u organización y el desempeño de 
puestos directivos en las diversas áreas de actividad y departamentos.

El personal de este grupo profesional es designado libremente por la empresa 
valorando sus capacidades profesionales y personales.

Grupo profesional 1:

Criterios generales: En este grupo se incluyen diferentes supuestos, atendiendo a la 
conjugación de las funciones con los factores que influyen en la clasificación.

El contenido general de la prestación viene definido, entre otras, por funciones que 
requieren un alto grado de autonomía, conocimientos profesionales y responsabilidades 
que se ejercen sobre uno o varios departamentos o secciones de la organización. Parten 
de directrices muy amplias, debiendo dar cuenta de su gestión a los Directores de las 
áreas de actividad o departamentos existentes.

Funciones que consisten en la realización de tareas complejas y diversas, con 
objetivos definidos y con alto grado de exigencia en autonomía y responsabilidad.

Se incluyen, además, la realización de tareas complejas que pueden o no implicar 
responsabilidad de mando, y que en todo caso exigen un alto contenido intelectual o de 
interrelación humana. Pueden desarrollar la coordinación de colaboradores en su ámbito 
funcional o de actividad.

Formación: Titulación universitaria. Titulación superior de FP complementada con 
una dilatada experiencia profesional y/o formación especializada. O en su defecto, con 
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conocimientos adquiridos en el desempeño de su profesión, complementados con 
formación específica en el puesto de trabajo que sea equivalente a la titulación referida. 
En todo caso, se respetarán las exigencias de titulación específica para el desempeño 
de su profesión, en todos los puestos que así esté establecido por normativa legal.

En este grupo se incluyen actividades profesionales análogas a las referidas a 
continuación y que podrán dar lugar a la aplicación del «complemento de puesto de 
trabajo» que pudiera corresponder.

– De manera general y orientativa integrarán este grupo aquellos técnicos 
cualificados que asumen una complejidad alta en la solución de problemas asociados a 
la especialidad de su ámbito de actuación. Su marco de referencia está definido por las 
normativas legales y deontológicas relacionadas con la actividad que desarrollan, así 
como por las políticas definidas por la organización. Tareas que exigen alto contenido 
intelectual y realización de tareas complejas sin que necesariamente impliquen mando.

– Pueden ser responsables de proyectos, centros, programas o servicios de especial 
relevancia y singularidad con alto grado de decisión, autonomía y responsabilidad. 
Conjugan variables de tipo técnico, económico, organizativo y con elevado impacto de 
sus resultados en la organización.

– De igual manera pueden desarrollar la coordinación de colaboradores en su 
ámbito funcional.

A título orientativo podemos mencionar los puestos de: Economista, Educador Social, 
Graduado Social, Psicólogo, Trabajador Social o cualesquiera que sea la denominación 
que en cada organización se utilice siempre que la misma se corresponda con la 
definición de funciones arriba indicada.

Grupo profesional 2.

Criterios generales: Son puestos que exigen la comprensión y dominio de 
fundamentos teóricos y prácticos. Las decisiones que se toman y su nivel de autonomía 
están relacionadas con la aplicación de sistemas, pautas, procedimientos y métodos de 
trabajo previamente definidos.

Funciones: Consisten en la realización de tareas de complejidad media y 
caracterizadas por el desempeño de un conjunto de actividades profesionales operativas 
bien determinadas, con la capacidad de utilizar instrumentos y técnicas que conciernen 
principalmente a un trabajo de ejecución, que puede ser autónomo en el límite de dichas 
técnicas. Estas actividades se circunscriben a áreas de especialización profesional.

Formación: Formación profesional superior o de grado medio, o formación 
académica equivalente, complementada con conocimientos adquiridos por demostrada 
experiencia en su puesto de trabajo y complementado con formación específica 
necesaria para desarrollar la función del puesto de trabajo.

En este grupo se incluyen actividades profesionales análogas a las referidas a 
continuación a título orientativo y que podrán dar lugar a la aplicación del «complemento 
de puesto de trabajo» que pudiera corresponder: Técnico en Integración Social, Técnico 
en Animación Socio-cultural, Programador informático, Técnico de Administración y 
Finanzas. Cocinero titulado, Técnico administrativo, etc.

Grupo profesional 3:

Criterios generales: La autonomía y complejidad vienen dadas por el propio marco 
normativo o procedimental de las actividades y pueden tener responsabilidad operativa 
de actualización, tratamiento, disponibilidad y control de la información, documentación, 
especialmente en los puestos de apoyo administrativo.

Su responsabilidad está limitada por una supervisión directa y sistemática.
Funciones: tareas consistentes en la ejecución de actividad que, aun cuando se 

realicen bajo instrucciones precisas, requieren adecuados conocimientos profesionales y 
actitudes prácticas.
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Requieren conocimientos, destreza y dominio dentro de su especialidad enmarcada 
en un área de actividad funcional. Ejecutan actividades auxiliares y de soporte o apoyo a 
otros puestos o proyectos, correspondientes a procesos normalizados y bien definidos.

Formación: Requieren competencia derivada de la formación académica y/o 
profesional de grado medio, o equivalente, completados con una experiencia o titulación 
profesional necesaria para el desarrollo de su función.

En este grupo se incluyen actividades profesionales análogas a las referidas a 
continuación y que podrán dar lugar a la aplicación del «complemento de puesto de 
trabajo» que pudiera corresponder.

A título orientativo: Monitor de programa o taller, Auxiliar de servicio de ayuda a 
domicilio, Auxiliar Sociosanitario, Trabajador/a familiar, ayudante de cocina, personal de 
mantenimiento, auxiliar administrativo, etc.

Grupo profesional 4:

Criterios generales: Normalmente serán puestos de soporte auxiliar que siguen 
rutinas e instrucciones concretas simples y repetitivas.

Funciones: Tareas que consisten en actividades realizadas siguiendo un método de 
trabajo preciso, con alto grado de supervisión. Exigen conocimientos profesionales de 
carácter elemental y un periodo breve de adaptación.

Formación: La formación básica exigible es la ESO o formación profesional básica 
equivalente, que puede complementarse con formación específica de grado medio o 
experiencia profesional.

En este grupo se incluyen actividades profesionales análogas a las referidas a 
continuación.

A título orientativo: Portería, Ordenanza, Conserje, personal de limpieza, personal de 
almacén y repartidor, Telefonista.

Ambas partes manifiestan su interés en que los pliegos de condiciones que 
establezcan las administraciones para la contratación de servicios y/ o actividad 
enmarcado dentro del ámbito funcional de este Convenio de Acción e Intervención Social 
sean especialmente respetuosas con la clasificación profesional y salarial que quedan 
establecidos en el mismo.

Así mismo manifiestan su interés en que los requisitos de dichas convocatorias 
respeten escrupulosamente los términos establecidos para la adscripción al grupo 
profesional y nivel salarial correspondiente, según las funciones a desarrollar, la 
formación requerida y demás factores establecidos para ello de acuerdo a lo establecido 
en el presente Convenio colectivo.

Las condiciones laborales y salariales que se establecen en este Convenio no se 
verán afectadas por las condiciones establecidas en dichos pliegos.

CAPÍTULO V

Jornadas, vacaciones y permisos

Artículo 22. Jornada.

La jornada anual máxima de trabajo efectivo, durante la vigencia del presente 
convenio colectivo se establece en 1750 horas anuales para 2022, 1739 horas anuales 
para 2023 y 1728 horas para 2024. Dicha jornada opera como techo que en ningún caso 
podrá superarse para las personas trabajadoras del sector, sin perjuicio de que la 
jornada completa en las entidades o empresas del sector pudiera ser inferior a esta.

Los trabajadores y trabajadoras que a fecha de la entrada en vigor del Convenio 
realizasen la jornada máxima prevista en el Convenio Colectivo, podrán, por acuerdo con 
las entidades o empresas para las que efectuasen la prestación de sus servicios, 
concretar la reducción de jornada para 2023 y 2024 en días o medios días de descanso. 
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Así mismo donde la haya, la RLPT podrá negociar, como se implementa dicha reducción 
dentro del ámbito de negociación en la empresa.

Esta jornada anual será de validez para todo el personal contratado por las empresas 
o entidades en todos los servicios, sean de ciclo continuado o ciclo normal. Se entiende 
por ciclo continuado aquellas actividades que se desarrollan ininterrumpidamente 
durante las 24 horas del día los 365 días del año, entendiéndose por actividades de ciclo 
normal el resto de actividades que no se desarrollan de forma continuada.

Se define como jornada efectiva de trabajo aquella en la que el trabajador o 
trabajadora se encuentra en condiciones de desarrollar de forma real la actividad laboral, 
desde la hora de entrada a la de salida de su puesto de trabajo, considerándose también 
como horas de trabajo efectivo aquellas que se dedican a la coordinación interna o 
externa, planificación, programación, preparación, seguimiento, evaluación, redacción de 
informes o memorias, reuniones, compras, o cualquier otra tarea análoga o necesaria 
para el buen desarrollo del trabajo encomendado, siempre que se desarrollen en el 
centro de trabajo o lugar indicado por la empresa para ello.

Para quienes su actividad se desarrolle esencialmente en centros o lugares de 
trabajo no fijo o itinerante, el cómputo de la jornada ordinaria comenzará a partir del lugar 
de recogida o reunión establecido, o centro de control, tanto en la entrada como en la 
salida de los trabajos.

Siempre que la duración de la jornada sea de 6 horas o más de forma continuada, se 
establecerá un periodo de descanso durante la misma de 15 minutos de duración, que 
tendrán la consideración de tiempo efectivo de trabajo a todos los efectos.

Las excepciones al sistema y cómputo general de adscripción y concreción de 
régimen de jornada contemplado se concretarán mediante acuerdo entre la 
representación legal de los trabajadores y trabajadoras, y la dirección de la entidad, en 
particular para aquellas actividades o servicios que precisen ciclo continuado.

Las empresas y entidades vendrán obligadas a proceder anualmente a la publicación 
del calendario laboral general que comprenderá el horario de trabajo, la distribución 
anual de los días de trabajo, los festivos y los descansos generales. Dicha publicación se 
procurará realizar antes del 22 de diciembre del año precedente previa comunicación y 
consulta a la representación legal de los trabajadores.

Las organizaciones del sector procurarán establecer una flexibilidad horaria de un 
mínimo de media hora en la entrada y la salida siempre que las necesidades del servicio 
lo permitan.

Artículo 23. Trabajo nocturno.

Se consideran trabajo nocturno las horas trabajadas durante el periodo comprendido 
entre las veintidós horas y las seis de la mañana, percibiendo el complemento de 
nocturnidad o su compensación en períodos de descanso conforme a lo establecido en 
el presente convenio para el complemento de nocturnidad, de acuerdo a las horas 
trabajadas en dicho periodo

Así mismo, tendrá el carácter de festivo o domingo cuando la jornada nocturna se 
inicie la víspera de festivo o domingo.

Artículo 24. Horas extraordinarias.

Con objeto de fomentar una política social solidaria que favorezca la creación de 
empleo, se acuerda la supresión de las horas extraordinarias habituales y se recomienda 
a las organizaciones amparadas en este Convenio que en la medida de sus 
posibilidades sustituyan la realización de dichas horas por nuevas contrataciones o 
formas de organización del trabajo más efectivas.

En función del objetivo de empleo antes señalado y de las experiencias 
internacionales en esta materia, las partes firmantes del Convenio consideran positivo 
señalar a sus representantes la posibilidad de compensar preferentemente las horas 
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extraordinarias que de manera excepcional pudieran producirse por tiempo de descanso 
en lugar de su retribución y que se clasifican según lo siguiente:

1. Horas extraordinarias de fuerza mayor, de carácter obligatorio, que vengan 
exigidas por la necesidad de prevenir o reparar siniestros y otros análogos cuya no 
realización produzca evidentes y graves perjuicios a la propia organización o a terceros y 
que se compensarán en la proporción de por cada hora extraordinaria realizada, 1 hora 
y 20 minutos de descanso de lunes a viernes, y por cada hora extraordinaria realizada en 
sábados, domingos y/o festivos, 2 horas de descanso.

2. Horas extraordinarias de carácter voluntario necesarias por períodos punta de 
trabajo o circunstancias puntuales de producción y/o servicio cuando dichos períodos 
son imprevisibles, tales como ausencias imprevistas, la puesta en marcha de proyectos, 
cambios inesperados de turnos y otras análogas que se compensarán en la proporción 
de por cada hora realizada de lunes a viernes por, 1 hora y 20 minutos de descanso, y 
por cada hora extraordinaria realizada en sábados, domingos y/o festivos, 2 horas de 
descanso.

En caso de realizarse, se compensarán por períodos de descanso dentro de los 6 
meses siguientes a su realización.

Artículo 25. Descanso semanal.

Los trabajadores y trabajadoras tendrán derecho a un descanso semanal 
ininterrumpido de dos días.

En los supuestos en los que no se pueda garantizar que el descanso semanal 
coincida siempre en fin de semana, se procurará que al menos coincida en sábado y 
domingo en semanas alternas y se procurará como mínimo la libranza de un fin de 
semana completo cada dos fines de semana consecutivos de trabajo.

La semana que se trabaja en sábado y domingo, la libranza comprenderá dos días 
consecutivos de igual semana, salvo que los descansos semanales se hayan acumulado 
por periodos de tiempo superior, no pudiendo rebasar en ningún caso dichos periodos 
los catorce días.

Esta regla general no será de aplicación al personal contratado para la cobertura del 
servicio en festivos y/o fines de semana.

Para las jornadas de ciclo continuado en las que la actividad se desarrolla de lunes a 
domingo, todo el personal tendrá derecho a un descanso semanal continuado mínimo 
de 36 horas, al cual habrá que sumar las doce horas de descanso entre jornadas 
consecutivas. Este descanso se establecerá en un calendario de turnos.

Artículo 26. Vacaciones.

Todos los trabajadores y trabajadoras tendrán derecho a disfrutar de 23 días 
laborables de vacaciones por año trabajado o la parte proporcional que corresponda en 
función del tiempo trabajado. En todo caso, las vacaciones anuales comprenderán en 
cómputo de horas las que correspondan a la jornada diaria del trabajador o trabajadora 
por el número de días a que tenga derecho.

El período vacacional anual podrá disfrutarse hasta en dos períodos a elección del 
trabajador o trabajadora, pudiendo optarse por el fraccionamiento en tres períodos sólo 
en los supuestos en que se cuente con autorización expresa de su respectiva entidad, 
salvo cuando se trate de entidades, proyectos o servicios que tengan establecido una 
fecha de cierre por vacaciones.

La concreción de la fecha de las vacaciones se hará de mutuo acuerdo entre la 
entidad o empresa y el trabajador o trabajadora, y la entidad podrá excluir como período 
vacacional aquel en que se produzcan puntas o mayor carga de trabajo.

Las fechas de vacaciones han de ser conocidas con dos meses de antelación al 
inicio del posible disfrute. A tal efecto el personal deberá formalizar la solicitud de sus 
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periodos de preferencia con al menos tres meses de antelación respecto a la fecha de 
inicio del posible disfrute.

Cuando el período de vacaciones fijado en el calendario de vacaciones de la 
empresa coincida en el tiempo con una incapacidad temporal derivada del embarazo, el 
parto o la lactancia natural o con el período de suspensión del contrato de trabajo 
previsto en el artículo 48 puntos 4, 5 y 7 del Estatuto de los Trabajadores, se tendrá 
derecho a disfrutar las vacaciones en fecha distinta a la de la incapacidad temporal o a la 
del disfrute del permiso que por aplicación de dicho precepto le correspondiera, al 
finalizar el período de suspensión, aunque haya terminado el año natural a que 
correspondan.

En el supuesto de que el periodo de vacaciones coincida con una incapacidad 
temporal por contingencias distintas a las señaladas en el párrafo anterior que 
imposibilite al trabajador disfrutarlas, total o parcialmente, durante el año natural a que 
corresponden, el trabajador podrá hacerlo una vez finalice su incapacidad y siempre que 
no hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año en que se han 
originado.

En todo caso, a todo el personal se le procurará garantizar un mínimo de 10 días 
laborables continuados en periodo estival comprendido entre el 1 de junio y 30 de 
septiembre.

No obstante lo anterior en el caso de la cooperación internacional mientras desarrolle 
su labor fuera del territorio español la entidad y el trabajador podrán fijar un disfrute 
distinto de mutuo acuerdo de las partes.

El personal que cese durante el año, tendrá derecho al disfrute de su parte 
proporcional de vacaciones o a su compensación económica.

Artículo 27. Reducción de jornada.

Podrán disfrutar de una reducción de su jornada diaria de trabajo con la disminución 
proporcional del salario entre, al menos, un octavo y un máximo de la mitad de la 
duración de aquella:

– Los trabajadores y trabajadoras que, por razón de guardia legal, tengan a su 
cuidado directo una persona menor de doce años o una persona con situación de 
dependencia reconocida en grado severo o gran dependencia.

– Los trabajadores y trabajadoras que, por razón de guardia legal, tengan a su 
cuidado directo personas con discapacidad que no desempeñen una actividad retribuida.

– Los trabajadores y trabajadoras que precisen encargarse del cuidado directo de un 
familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad que por razones de edad, 
accidente o enfermedad no pudiera valerse por sí mismos y no desempeñen una 
actividad retribuida.

El progenitor, guardador con fines de adopción o acogedor permanente tendrá 
derecho a una reducción de la jornada de trabajo, con la disminución proporcional del 
salario de, al menos, la mitad de la duración de aquella, para el cuidado, durante la 
hospitalización y tratamiento continuado, del menor a su cargo afectado por cáncer 
(tumores malignos, melanomas y carcinomas), o por cualquier otra enfermedad grave, 
que implique un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la necesidad de su 
cuidado directo, continuo y permanente, acreditado por el informe del servicio público de 
salud u órgano administrativo sanitario de la comunidad autónoma correspondiente y, 
como máximo, hasta que el hijo o persona que hubiere sido objeto de acogimiento 
permanente o de guarda con fines de adopción cumpla los veintitrés años. El mero 
cumplimiento de los dieciocho años de edad por el hijo o el menor sujeto a acogimiento 
permanente o a guarda con fines de adopción no será causa de extinción de la reducción 
de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado directo, continuo y permanente.

Las personas trabajadoras que tengan la consideración de víctimas de violencia de 
género o de víctimas del terrorismo tendrán derecho, para hacer efectiva su protección o 
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su derecho a la asistencia social integral, a la reducción de la jornada de trabajo con 
disminución proporcional del salario o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través 
de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de 
ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa. También tendrán 
derecho a realizar su trabajo total o parcialmente a distancia o a dejar de hacerlo si este 
fuera el sistema establecido, siempre en ambos casos que esta modalidad de prestación 
de servicios sea compatible con el puesto y funciones desarrolladas por la persona.

Está reducción podrá ser mensual y disfrutarse en jornadas completas siempre que 
las necesidades organizativas y del puesto así lo permitan.

Si dos o más personas generasen este derecho por el mismo sujeto causante, las 
entidades o empresas podrán limitar su ejercicio simultáneo por razones justificadas de 
funcionamiento. La concreción horaria y la determinación del período de disfrute del 
permiso de reducción de jornada, cualquiera que sea el motivo que genere dicho 
derecho de disfrute de reducción de jornada, corresponderán a la trabajadora o 
trabajador, dentro de las diferentes formas de ordenación del tiempo existentes en la 
empresa.

Para ejercer este derecho el trabajador o trabajadora deberá preavisar por escrito, 
salvo causa de fuerza mayor con al menos 15 días de antelación, indicando la fecha en 
que iniciará la reducción de jornada así como las condiciones de la misma conforme a lo 
establecido en el presente artículo, así mismo deberá preavisar con quince días de 
antelación de la fecha en que se reincorporará a su jornada ordinaria.

Artículo 28. Licencias no retribuidas.

a) Licencias no retribuidas por motivos personales. El personal con una relación 
laboral continuada superior a un año podrá solicitar, por interés particular, una licencia no 
retribuida de una duración mínima de quince días naturales y máxima de tres meses 
consecutivos cada dos años, siempre que no esté disfrutando simultáneamente de este 
tipo de permiso más del 5 % del personal de la entidad o el 20 % de su equipo de trabajo 
o grupo profesional. La solicitud de la licencia deberá efectuarse con, al menos, quince 
días de antelación a la fecha en la que se pretenda comenzar a disfrutar.

b) Licencias no retribuidas por hospitalización o enfermedad grave del cónyuge, 
hijos, hijas o parientes hasta segundo grado de afinidad o consanguinidad. Podrá 
solicitar este permiso aquel trabajador, hombre o mujer que justifique la hospitalización 
mencionada. El trabajador, hombre o mujer interesado deberá solicitarlo con la mayor 
antelación posible. Este permiso será como máximo de ocho días naturales/año 
adicionales a los establecidos como licencia retribuida. La concesión de este permiso por 
parte de la Dirección de la empresa estará supeditada a necesidades del servicio y a su 
aprobación.

Artículo 29. Licencias retribuidas.

a) El personal tendrá derecho, mediante la oportuna justificación, a permisos 
retribuidos por los tiempos y causas siguientes:

1. Por razón de matrimonio propio o parejas de hecho, siempre que consten 
inscritas en el registro correspondiente, el trabajador o trabajadora tendrá derecho a una 
licencia de 15 días naturales. El trabajador o trabajadora que contraiga nuevo matrimonio 
o de nuevo constituya pareja de hecho siempre que consten inscritas en el registro 
correspondiente, cumpliendo los requisitos exigidos, tendrá derecho a la concesión de 
una nueva licencia de igual duración.

2. Tres días naturales de los cuales al menos dos serán laborales en el caso de 
nacimiento o adopción de un hijo o una hija en la misma provincia de residencia o un día 
más si es a más de 200 km.

3. Tres días naturales de los cuales al menos dos serán laborables en caso de 
accidente o enfermedad grave, intervención quirúrgica, hospitalización, intervención 
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quirúrgica sin hospitalización que precise reposo domiciliario o fallecimiento de parientes 
hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. Cuando por estos motivos el 
trabajador o trabajadora necesite trasladarse a más de 200 km, el permiso será de un 
día más. En los casos de hospitalización, intervención, enfermedad grave o accidente, se 
permitirá el fraccionamiento del permiso, disfrutar del mismo de manera discontinua 
mientras dure esta situación y hasta ocho días después del alta hospitalaria o diez días 
naturales contados a partir del día en que se produzca el hecho causante, inclusive. 
Podrán ampliarse estos días descontándolos de las vacaciones, previa solicitud del 
trabajador/a y siempre que lo permita la adecuada organización y buen funcionamiento 
del servicio.

4. Un día laborable por traslado de domicilio habitual.
5. El día de la ceremonia de matrimonio de familiares hasta el segundo grado de 

consanguinidad o afinidad.
6. Dos días laborables de asuntos propios a lo largo del año natural.

b) El personal tendrá derecho, mediante la oportuna justificación, a ausentarse de 
su puesto de trabajo por el tiempo indispensable:

1. Para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público y personal 
comprendido el ejercicio de derecho de sufragio activo, así como la pertenencia a un 
jurado o la asistencia a juicio cuando la presencia del trabajador sea indispensable.

2. Por el tiempo indispensable para la asistencia médica del propio trabajador en 
los Servicios Públicos de Salud.

3. Por el tiempo indispensable, para el acompañamiento en la asistencia médica en 
los Servicios Públicos de Salud de hijos menores de 12 años que deberá ser justificado 
posteriormente a la visita médica del menor.

4. Por el tiempo indispensable, para el acompañamiento en la asistencia médica a 
los Servicios Públicos de Salud hasta el primer grado de consanguinidad o afinidad de 
familiar con discapacidad, edad, accidente o enfermedad que no puedan valerse por sí 
mismos y no desempeñen actividad retribuida, siempre y cuando no se haya solicitado 
reducción de jornada por esta misma circunstancia.

c) Los padres tendrán derecho, mediante la oportuna justificación, a permisos 
retribuidos por los tiempos y causas siguientes:

1. Para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, 
que deban realizarse dentro de la jornada de trabajo, por el tiempo que duren los mismos 
hasta un máximo de 2 horas diarias.

2. Hasta un máximo de dos horas diarias para atender a hijos prematuros o recién 
nacidos que deban permanecer hospitalizados tras el parto durante el tiempo que dure la 
hospitalización, siempre y cuando no se haya solicitado reducción de jornada por esta 
misma circunstancia.

3. Hasta un máximo de 3 días laborables, para el sometimiento de técnicas de 
reproducción asistida previa justificación médica o clínica del tratamiento.

A los efectos de este artículo, el parentesco de consanguinidad o afinidad 
comprende:

Primer grado: Cónyuge, padres, suegros, hijos, yerno y nuera.
Segundo grado: Abuelos, hermanos, cuñados y nietos.

Artículo 30. Permisos por conciliación de la vida personal, familiar y laboral y por razón 
de violencia de género.

Siendo el interés de las partes firmantes del presente convenio mostrar su decidido 
apoyo a la mejora de medidas que favorezcan una mayor calidad de vida en la 
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consecución de la conciliación de la vida laboral, personal y familiar, acuerdan el 
presente artículo según lo siguiente:

1. Permisos retribuidos:

A. Permisos retribuidos por nacimiento:

El nacimiento, que comprende el parto y el cuidado de menor de doce meses, 
suspenderá el contrato de trabajo de la madre biológica durante 16 semanas, de las 
cuales serán obligatorias las seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores 
al parto, que habrán de disfrutarse a jornada completa, para asegurar la protección de la 
salud de la madre. En el supuesto de discapacidad del hijo o hija la suspensión tendrá 
una duración adicional de dos semanas, una para cada uno de los progenitores. Igual 
ampliación procederá en el supuesto de nacimiento múltiple por cada hijo o hija distinta 
del primero.

El nacimiento suspenderá el contrato de trabajo del progenitor distinto de la madre 
biológica durante 16 semanas, de las cuales serán obligatorias las seis semanas 
ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto, que habrán de disfrutarse a jornada 
completa, para el cumplimiento de los deberes de cuidado previstos en el artículo 68 del 
Código Civil.

En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el 
neonato deba permanecer hospitalizado a continuación del parto, el periodo de 
suspensión podrá computarse, a instancia de la madre biológica o del otro progenitor, a 
partir de la fecha del alta hospitalaria. Se excluyen de dicho cómputo las seis semanas 
posteriores al parto, de suspensión obligatoria del contrato de la madre biológica.

En los casos de parto prematuro con falta de peso y en aquellos otros en que el 
neonato precise, por alguna condición clínica, hospitalización a continuación del parto, 
por un periodo superior a siete días, el periodo de suspensión se ampliará en tantos días 
como el nacido se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas 
adicionales, y en los términos en que reglamentariamente se desarrolle.

En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el periodo de suspensión no se verá 
reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de descanso obligatorio, se 
solicite la reincorporación al puesto de trabajo.

La suspensión del contrato de cada uno de los progenitores por el cuidado de menor, 
una vez transcurridas las primeras seis semanas inmediatamente posteriores al parto, 
podrá distribuirse a voluntad de aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma 
acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la finalización de la suspensión obligatoria 
posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses. No obstante, la madre 
biológica podrá anticipar su ejercicio hasta cuatro semanas antes de la fecha previsible 
del parto. El disfrute de cada período semanal o, en su caso, de la acumulación de 
dichos períodos, deberá comunicarse a la entidad o empresa con una antelación mínima 
de quince días.

Este derecho es individual de la persona trabajadora sin que pueda transferirse su 
ejercicio al otro progenitor.

La suspensión del contrato de trabajo, transcurridas las primeras seis semanas 
inmediatamente posteriores al parto, podrá disfrutarse en régimen de jornada completa o 
de jornada parcial, previo acuerdo entre la empresa y la persona trabajadora, y conforme 
se determine reglamentariamente.

La persona trabajadora deberá comunicar a la empresa, con una antelación mínima 
de quince días, el ejercicio de este derecho en los términos establecidos, en su caso, en 
los convenios colectivos. Cuando los dos progenitores que ejerzan este derecho trabajen 
para la misma empresa, la dirección empresarial podrá limitar su ejercicio simultáneo por 
razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas por escrito.

En el plazo de cinco días desde la fecha del alumbramiento, se acompañará a la baja 
por parto expedida por el médico de familia, una fotocopia de la inscripción en el Libro de 
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Familia, acreditando el nacimiento, ante el departamento de administración o el que 
corresponda de la entidad que lo concede.

B. Permisos retribuidos por adopción, guarda con fines de adopción y acogimiento:

En los supuestos de adopción, de guarda con fines de adopción y de acogimiento, 
siempre que su duración no sea inferior a un año, de menores de seis años o de 
menores de edad mayores de seis años con discapacidad o que por sus circunstancias y 
experiencias personales o por provenir del extranjero, tengan especiales dificultades de 
inserción social y familiar debidamente acreditadas por los servicios sociales 
competentes de acuerdo con el artículo 45.1.d), la suspensión tendrá una duración de 
dieciséis semanas para cada adoptante, guardador o acogedor. Seis semanas deberán 
disfrutarse a jornada completa de forma obligatoria e ininterrumpida inmediatamente 
después de la resolución judicial por la que se constituye la adopción o bien de la 
decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.. En el 
supuesto de discapacidad del hijo o hija la suspensión tendrá una duración adicional de 
dos semanas, una para cada uno de los progenitores. Igual ampliación procederá en el 
supuesto de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiple por cada 
hijo o hija distinta del primero.

Las diez semanas restantes se podrán disfrutar en períodos semanales, de forma 
acumulada o interrumpida, dentro de los doce meses siguientes a la resolución judicial 
por la que se constituya la adopción o bien a la decisión administrativa de guarda con 
fines de adopción o de acogimiento. En ningún caso un mismo menor dará derecho a 
varios periodos de suspensión en la misma persona trabajadora. El disfrute de cada 
período semanal o, en su caso, de la acumulación de dichos períodos, deberá 
comunicarse a la empresa con una antelación mínima de quince días. La suspensión de 
estas diez semanas se podrá ejercitar en régimen de jornada completa o a tiempo 
parcial, previo acuerdo entre la empresa y la persona trabajadora afectada, en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

En los supuestos de adopción internacional, cuando sea necesario el desplazamiento 
previo de los progenitores al país de origen del adoptado, el periodo de suspensión 
previsto para cada caso en este apartado, podrá iniciarse hasta cuatro semanas antes 
de la resolución por la que se constituye la adopción.

Este derecho es individual de la persona trabajadora sin que pueda transferirse su 
ejercicio al otro adoptante, guardador con fines de adopción o acogedor.

La persona trabajadora deberá comunicar a la empresa, con una antelación mínima 
de quince días, el ejercicio de este derecho en los términos establecidos, en su caso, en 
los convenios colectivos. Cuando los dos adoptantes, guardadores o acogedores que 
ejerzan este derecho trabajen para la misma empresa, ésta podrá limitar el disfrute 
simultáneo de las diez semanas voluntarias por razones fundadas y objetivas, 
debidamente motivadas por escrito.

C. Permiso retribuido por lactancia:

Para facilitar la lactancia natural o artificial el/la trabajador/a podrá optar entre 
disfrutar entre las siguientes opciones:

a) Por un hijo o hija menor de nueve meses hasta una hora y media de ausencia 
del trabajo que podrá dividir hasta en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por 
una reducción de la jornada normal en una hora y media al inicio o al final de la jornada 
con la misma finalidad. Este derecho podrá ser ejercido indistintamente por uno u otro de 
los progenitores.

b) Por un hijo o hija menor de doce meses hasta una hora de ausencia del trabajo 
que podrá dividir hasta en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una 
reducción de la jornada normal en una hora al inicio o al final de la jornada con la misma 
finalidad. Este derecho podrá ser ejercido indistintamente por uno u otro de los 
progenitores.
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Por razones organizativas y de conciliación de la vida familiar, el trabajador o 
trabajadora podrá optar por acumular la lactancia con un permiso de 20 días naturales 
o 15 días laborales acordado con la entidad que lo conceda y sujeto a las necesidades 
organizativas de ésta.

Esta acumulación podrá disfrutarse en régimen de jornada completa o a tiempo 
parcial, pudiendo realizarse la opción en cualquier momento a lo largo del periodo. El 
tiempo de permiso para el cuidado de hijo o hija menor de nueve meses o doce meses 
es acumulable con la reducción de jornada por razones de guarda legal.

Cuando existan dos o más hijos o hijas menores de nueve meses o doce meses el 
tiempo de permiso se multiplicará por el número de hijos o hijas a cuidar.

Los permisos a los que hacen referencia los párrafos anteriores se concederán con 
plenitud de derechos económicos.

2. Permisos no retribuidos:

A. Permiso no retribuido por nacimiento, adopción, acogimiento, a petición de los 
progenitores, las semanas del periodo de suspensión por nacimiento, adopción, o 
acogimiento podrán ser ampliadas hasta en dos más debiendo ser disfrutadas de forma 
consecutiva a la finalización de aquel. Dichas semanas tendrán la consideración de 
permiso no retribuido y serán por cuenta del salario de la persona trabajadora.

B. Permiso no retribuido en caso de adopción internacional. Podrá solicitar este 
permiso aquel trabajador, hombre o mujer, que justifique que se encuentra en un proceso 
de adopción internacional cuando sea necesario el desplazamiento previo de los 
progenitores al país de origen del adoptado y siempre que el empleado/a cumpla con el 
requisito de un año de antigüedad en la empresa. El trabajador, hombre o mujer 
interesado deberá solicitarlo con una antelación mínima de quince días. Este permiso 
será como máximo de 15 días naturales. El trabajador, hombre o mujer, podrá además, 
caso de serle concedido el permiso mencionado, solicitar un anticipo de una 
mensualidad. La concesión de este permiso por parte de la Dirección de la empresa 
estará supeditada a necesidades del servicio y a su aprobación.

3. Vacaciones acumuladas:

En el supuesto de permiso por nacimiento y cuidado del menor por acogimiento y 
adopción, se permitirá disfrutar el periodo vacacional una vez finalizado el permiso, 
incluido, en su caso, el periodo acumulado por lactancia, aun cuando haya expirado el 
año natural a que tal período corresponda.

El nacimiento y cuidado del menor por acogimiento y adopción, que tenga lugar una 
vez iniciado el periodo vacacional que corresponda y durante su disfrute dará lugar a la 
interrupción del mismo, continuándose el disfrute de las vacaciones en las fechas 
inmediatas consecutivas a la finalización del permiso por maternidad y/o paternidad o, en 
su caso, del periodo acumulado de lactancia.

A los efectos de la acumulación prevista en este apartado, deberá tenerse en cuenta 
que en los supuestos de fecha prevista de parto posterior al 15 de septiembre, los 
trabajadores o trabajadoras habrán tenido que disfrutar como mínimo de 10 días hábiles, 
siendo los 13 restantes los que podrán, en su caso acumular, salvo que por acuerdo 
entre las personas trabajadoras y la entidad o empresa se establezca otra forma distinta 
de disfrute.

Artículo 31. Permiso para exámenes de titulaciones reconocidas oficialmente.

El trabajador o trabajadora tendrá derecho al disfrute de los permisos retribuidos 
necesarios para concurrir a exámenes, así como a una preferencia a elegir turno de 
trabajo, si tal es el régimen instaurado en la empresa, cuando curse con regularidad 
estudios para la obtención de un título reconocido oficialmente.

El trabajador o trabajadora tendrá derecho a la adaptación de la jornada ordinaria de 
trabajo para la asistencia a cursos de formación profesional o a la concesión del permiso 
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oportuno de formación o perfeccionamiento profesional con reserva del puesto de 
trabajo.

CAPÍTULO VI

Excedencia y jubilaciones

Artículo 32. Excedencia voluntaria.

El trabajador o trabajadora con al menos una antigüedad en la empresa de un año 
tiene derecho a que se le reconozca la posibilidad de situarse en excedencia voluntaria 
por un plazo no menor a cuatro meses y no mayor a cinco años. Este derecho sólo podrá 
ser ejercitado otra vez por el mismo trabajador o trabajadora si han transcurrido cuatro 
años desde el final de la anterior excedencia.

El personal excedente conserva sólo un derecho preferente al reingreso en las 
vacantes de igual o similar categoría a la suya que hubiera o se produjeran en la 
empresa.

Artículo 33. Excedencias legales.

Los trabajadores y las trabajadoras tendrán derecho a un periodo de excedencia de 
duración no superior a tres años para atender al cuidado de cada hijo o hija menor de 
tres años, tanto cuando lo sea por naturaleza, como por adopción, o en los supuestos de 
guarda con fines de adopción, a contar desde la fecha de nacimiento o, en su caso, de la 
resolución judicial o administrativa.

También tendrán derecho a un período de excedencia, de duración no superior a tres 
años, los trabajadores y las trabajadoras para atender al cuidado de un familiar hasta el 
segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente, 
enfermedad o discapacidad no pueda valerse por sí mismo, y no desempeñe actividad 
retribuida. La excedencia contemplada en el presente apartado, cuyo período de 
duración podrá disfrutarse de forma fraccionada, constituye un derecho individual de los 
trabajadores y las trabajadoras. No obstante, si dos o más personas de la misma 
empresa generasen este derecho por el mismo sujeto causante, el empresario podrá 
limitar su ejercicio simultáneo por razones justificadas de funcionamiento de la empresa.

Cuando un nuevo sujeto causante diera derecho a un nuevo período de excedencia, 
el inicio de la misma dará fin al que, en su caso, se viniera disfrutando.

El período en que el trabajador o trabajadora permanezca en situación de 
excedencia conforme a lo establecido en este artículo será computable a efectos de 
antigüedad y el trabajador o trabajadora tendrá derecho a la asistencia a cursos de 
formación profesional, a cuya participación deberá ser convocado o convocada por la 
empresa, especialmente con ocasión de su reincorporación.

Durante el primer año se tendrá derecho a la reserva de su puesto de trabajo.
No obstante, cuando el trabajador o trabajadora forme parte de una familia que tenga 

reconocida oficialmente la condición de familia numerosa, la reserva de su puesto de 
trabajo se extenderá hasta un máximo de 15 meses cuando se trate de una familia 
numerosa de categoría general, y hasta un máximo de 18 meses si se trata de categoría 
especial.

Artículo 34. Excedencia forzosa.

La excedencia forzosa, dará derecho a la conservación del puesto y al cómputo de la 
antigüedad de su vigencia, se concederá por la designación o elección para un cargo 
público que imposibilite la asistencia al trabajo. El reingreso deberá ser solicitado dentro 
del mes siguiente al cese en el cargo público.
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Asimismo podrán solicitar su paso a la situación de excedencia en la empresa los 
trabajadores y las trabajadoras que ejerzan funciones sindicales de ámbito provincial o 
superior mientras dure el ejercicio de su cargo representativo.

Artículo 35. Suspensión del contrato de trabajo.

Se tendrá derecho a la suspensión de su contrato en los casos y en las condiciones 
previstas en los artículos 45 a 48 del Estatuto de los Trabajadores.

Artículo 36. Jubilación.

Se aplicarán aquellas disposiciones normativas vigentes en lo relativo a la jubilación 
de los trabajadores y trabajadoras del sector que define el presente convenio.

CAPÍTULO VII

Derechos sindicales y de representación colectiva

Artículo 37. De los trabajadores y sus representantes.

En el marco de los artículos 7 y 129 de la Constitución española y artículo 4 del Texto 
Refundido del Estatuto de los Trabajadores se entiende inscrita la participación de los 
trabajadores en la Empresa, así como las distintas vías y procedimientos establecidos en 
el presente Convenio general.

Los trabajadores y trabajadoras tienen derecho a la asistencia y asesoramiento de 
sus representantes en los términos reconocidos en la Ley y en el presente Convenio.

Se entenderá por representantes de los trabajadores a los Comités de Empresa, 
Delegados de Personal y a los Delegados Sindicales de la Sección Sindical de Empresa 
(SSE), que tendrán las facultades, derechos, obligaciones y garantías señaladas para los 
mismos por la Ley Orgánica de libertad Sindical, Estatuto de los Trabajadores y el propio 
Convenio general.

Los comités de empresa, delegados y delegadas de personal o sindicales tendrán en 
el marco de lo dispuesto en los artículos 64 y siguientes del Estatuto de los Trabajadores 
y de lo dispuesto en la LOLS, las funciones y derechos allí reconocidos, sin perjuicio de 
que se acuerda citar y desarrollar los siguientes:

1. Tener información por escrito de todas las sanciones impuestas en su entidad 
por la aplicación del régimen sancionador, por las faltas graves o muy graves.

2. Conocer al menos trimestralmente las estadísticas, índice de absentismo y sus 
causas, los accidentes de trabajo, las enfermedades profesionales y sus consecuencias, 
los índices de siniestros, los estudios periódicos o puntuales del medio ambiente laboral 
y los mecanismos de prevención que utilizan.

3. De vigilancia en el cumplimiento de las normas vigentes en materia laboral, de 
Seguridad Social, ocupación y también en el resto de los pactos, condiciones y usos en 
vigor en la empresa, formulando, si es necesario, las acciones legales pertinentes ante la 
misma y los organismos o tribunales competentes.

4. De vigilancia y control de las condiciones de seguridad y salud laboral en el 
ejercicio del trabajo en la empresa, con las particularidades que prevé el artículo 19 del 
Estatuto de los Trabajadores y sin perjuicio de las competencias que la LPRL reconoce 
específicamente a los delegados de prevención.

5. Se dispondrá en todos los centros de trabajo de tablones de anuncios, de 
dimensiones suficientes y colocados en sitios visibles, para la información del comité de 
empresa y para cada una de las secciones sindicales. Su instalación será llevada a cabo 
por la empresa, de acuerdo con la representación sindical. Será responsabilidad de los 
representantes sindicales la colocación en los tablones de anuncios de aquellos avisos y 
comunicaciones que haya de efectuar y se crean pertinentes. Se facilitará la 
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comunicación a través de medios informáticos en los términos que se negocien en cada 
empresa o entidad.

6. Las entidades facilitarán a los comités de empresa, delegados de personal, y 
secciones sindicales, los locales y medios materiales que se estimen necesarios para el 
debido cumplimiento de sus funciones, en los términos que se negocien en cada 
empresa o entidad.

A) Asambleas:

Los trabajadores de una misma empresa o centro de trabajo tienen derecho a 
reunirse en asamblea de conformidad con lo establecido en los artículos 77 y siguientes 
del TRET. En el supuesto de acordarse con la Empresa que la asamblea tenga lugar en 
horas de trabajo se acordarán también las medidas oportunas para asegurar que su 
desarrollo no perjudique la prestación del servicio.

Los comités de empresa, delegados y delegadas de personal, secciones sindicales 
legalmente constituidas que sean representativas en el sector y/o que formen parte de 
los órganos de representación legal de las personas trabajadoras o un número de 
trabajadores y trabajadoras no inferior al 33 % de la plantilla, podrán convocar reuniones, 
con una antelación mínima de 48 horas, previa notificación por escrito a la empresa, 
aportando los nombres de las personas no pertenecientes a la empresa que vayan a 
asistir a la asamblea. Se acordará con la Dirección de la empresa las medidas oportunas 
para evitar perjuicios en la actividad normal de la empresa.

Artículo 38. De la representación de las personas trabajadoras.

1. Tendrán, dentro del ámbito exclusivo que les es propio, la capacidad, 
competencias y garantías que la ley y el presente Convenio general expresamente 
determinen en cada momento, así como las obligaciones inherentes al desempeño de 
sus funciones.

2. Dispondrán del crédito de horas mensuales retribuidas que la Ley determine. Se 
podrá acumular el crédito legal de horas de los distintos miembros del Comité de 
Empresa, delegados de personal y delegados sindicales, pertenecientes al mismo 
sindicato y dentro de la misma entidad. Deberá notificarse a la empresa, a través de sus 
representantes, por períodos trimestrales, la persona o personas en que se acumulen 
dichas horas, así como a cuenta de quién o quiénes se realiza la acumulación.

En el ámbito de empresa podrán acordarse criterios de acumulación, con la 
distribución y periodicidad que se fije en cada caso, mediante acuerdo entre los 
representantes de los trabajadores y la Dirección de cada empresa.

3. Sin rebasar el máximo legal, podrán ser consumidas las horas retribuidas de que 
disponen los miembros de la representación sindical, a fin de prever la asistencia de los 
mismos a Cursos de Formación organizados por sus Sindicatos, Institutos de Formación 
u otras Entidades.

4. En las empresas o, en su caso, en los centros de trabajo con plantilla que 
exceda de 100 trabajadores, las secciones sindicales que puedan constituirse por los 
trabajadores afiliados a los sindicatos que cuenten con presencia en los Comités de 
Empresa estarán representadas por un Delegado Sindical elegido por y entre sus 
afiliados en la empresa o en el centro de trabajo, en la forma y con los derechos y 
garantías previstos en la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical.

Las Secciones Sindicales que puedan constituirse, de conformidad con lo establecido 
en los estatutos de un sindicato, sin que cumplan los requisitos anteriormente señalados, 
podrán estar representadas también por un Delegado Sindical, que cumplirá las 
funciones de representar y defender los intereses del sindicato a quien representa, y de 
los afiliados del mismo en la Empresa y servir de instrumento de comunicación entre su 
central o Sindicato y la Dirección de las respectivas empresas, sin que en su caso ello 
pueda implicar la atribución de los derechos previstos para los delegados a que se 
refiere el apartado anterior, salvo acuerdo en el ámbito de empresa.
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CAPÍTULO VIII

Régimen disciplinario

Artículo 39. Principios informadores del régimen disciplinario.

Los preceptos sobre régimen disciplinario tienen como finalidad garantizar la normal 
convivencia y clima laboral, así como la ordenación técnica y la organización de las 
entidades, preservando las facultades disciplinarias de la dirección de las entidades en 
relación con la plantilla.

Para la aplicación de las sanciones establecidas en el presente convenio, en 
desarrollo del ejercicio del poder disciplinario, se habrán de tener en cuenta las 
circunstancias concurrentes en el supuesto sancionado, así como el tipo de conducta 
negligente o intencional, mantenida o esporádica, reincidente o no del trabajador 
afectado o trabajadora afectada.

Se inspiran y miden en función de:

– Grado de intencionalidad.
– Daño a los intereses y principios de la organización.
– Reiteración o reincidencia.

La actividad sancionadora deberá evitar las formas de aplicación sorpresiva del 
ejercicio del poder disciplinario, el cual se desarrollará respetando los principios de 
igualdad de trato, proporcionalidad, ponderación y ecuanimidad.

Artículo 40. Graduación de faltas.

Toda falta cometida por los trabajadores y trabajadoras y que sea constitutiva de un 
incumplimiento contractual culpable podrá ser sancionado por la dirección de la 
empresa, debiendo ser clasificada cada falta como leve, grave o muy grave.

A. Faltas leves:

1. El retraso, negligencia o descuido excusables en el cumplimiento de sus 
funciones.

2. La no comunicación al superior, con la debida antelación, de la falta de asistencia 
al trabajo por causa justificada, salvo que se pruebe imposibilidad de hacerlo.

3. Una falta de asistencia no justificada. A los efectos del presente régimen 
disciplinario tendrán la consideración de faltas de asistencia las faltas de puntualidad de 
más de cuatro horas o que representen al menos el 40 por ciento de la jornada laboral.

4. La modificación, no autorizada por el superior o no justificada, de los tiempos, 
tareas o lugares, previamente definidas asignados a cada tipo de trabajo.

5. La acumulación de hasta tres faltas de puntualidad sin causa justificada en un 
periodo de 30 días. A tal efecto no tendrá la consideración de falta de puntualidad la que 
sea de tiempo inferior a 10 minutos.

6. La dejación de alguna de las funciones propias del puesto de trabajo en el 
transcurso de una jornada.

7. No respetar, por negligencia, descuido o voluntad propia, las medidas y normas 
de seguridad para la prevención de riesgos laborales, cuando de ello pueda derivarse 
riesgo leve para la salud propia, de otros trabajadores o de los usuarios.

8. La ejecución deficiente de los trabajos encomendados de forma reiterada, 
siempre que de ello no se derivase perjuicio grave para los trabajadores y trabajadoras, 
las personas destinatarias, para la propia entidad o las administraciones públicas con las 
que se colabore.

9. La falta de aseo o limpieza personal.
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10. No aportar a la empresa dentro del plazo reglamentario los partes de baja o 
confirmación, así como, no comunicar en tiempo y forma los cambios de domicilio y en 
todo caso en un plazo de 10 días desde el empadronamiento de haberse producido.

B. Faltas graves:

1. El retraso, negligencia o descuido no excusables en el cumplimiento de sus 
funciones salvo lo dispuesto en el punto siguiente.

2. La acumulación de cuatro a cinco faltas de puntualidad en un periodo de 30 días 
naturales sin causa justificada.

3. La falta de asistencia al trabajo, sin causa justificada, de 2 días en el plazo de 30 
días naturales.

4. La dejación de alguna de las funciones propias del puesto de trabajo en el 
transcurso de dos jornadas en el periodo de un mes.

5. La comisión de hasta 3 faltas leves, aunque sean de distinta naturaleza en el 
plazo de cuatro meses y siempre que se hubiera sancionado con anterioridad y que 
quede constancia por escrito.

6. La desatención reiterada en el trato con los usuarios y/o con los compañeros y 
compañeras así como las ofensas tanto a compañeros y compañeras, como a cualquier 
otra persona con la que pueda relacionarse en el desempeño de su puesto de trabajo 
salvo que por su propia naturaleza pueda ser considerada como muy grave.

7. El uso impropio e inadecuado de equipamientos e instalaciones de la 
organización para asuntos personales o privados (impresoras, fotocopiadoras, teléfonos, 
Internet, etc.), reiterado y que cause grave perjuicio a la empresa salvo que por la propia 
naturaleza de los mismos dicho uso pudiera ser considerado como muy grave.

C. Faltas muy graves:

1. El retraso, negligencia o descuido no excusable en el cumplimiento de sus 
funciones que hubiera ocasionado un perjuicio muy grave a la empresa o Entidad.

2. La vulneración del deber de guardar secreto respecto a los datos de carácter 
personal que se conozcan en razón de las actividades que se realizan, así como el 
quebranto o violación de secretos de obligada reserva que produzca grave perjuicio a las 
Entidades y Empresas o que supongan una violación de la Ley de Protección de Datos 
así como la violación del secreto de la correspondencia, siempre y cuando y con carácter 
previo el trabajador hubiera recibido directrices al respecto.

3. La dejación de las funciones propias del puesto de trabajo durante 3 o más 
jornadas en un mes en caso de amonestación previa.

4. La simulación de enfermedad o accidente.
5. La falsedad o la ocultación de la información transmitida a los superiores 

respecto a las actividades realmente desarrolladas.
6. Las ofensas de naturaleza muy grave y en todo caso las agresiones físicas, los 

abusos de autoridad y los malos tratos verbales, físicos, psíquicos o morales a las 
personas destinatarias del servicio o sus familiares (vinculadas al servicio) a compañeros 
y compañeras, así como a profesionales de otras entidades con los que se colabore en 
la intervención.

7. No respetar e infringir, por negligencia, descuido o voluntad propia, las medidas y 
normas de seguridad para la prevención de riesgos laborales, cuando de ello pueda 
derivarse riesgo grave para la salud propia, de otros trabajadores y trabajadoras o las 
personas destinatarias del servicio.

8. El uso impropio e inadecuado de equipamientos e instalaciones de la 
organización para asuntos personales o privados que por su propia naturaleza puedan 
ser considerados muy graves (porque persigan un aprovechamiento económico propio, 
supongan la transgresión de la legislación vigente, etc.) y/o la apropiación de bienes 
materiales, electrónicos, telemáticos, documentales, económicos, etc. de los usuarios, de 
la Entidad o de otros trabajadores o trabajadoras.
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9. El fraude, la deslealtad y el abuso de confianza, así como cualquier conducta 
constitutiva de delito doloso.

10. La falta de asistencia al trabajo, sin causa justificada, de más de 3 días en el 
plazo de 30 días naturales.

11. La acumulación de 6 faltas de puntualidad o más en un periodo de 30 días 
naturales.

12. La indisciplina o la desobediencia reiterada en cualquier materia de trabajo.
13. El acoso sexual definido en Código Penal.
14. El acoso laboral.
15. La reincidencia en faltas graves, o muy graves, aunque sean de distinta 

naturaleza, dentro de un período de un año, cuando hayan mediado sanciones.
16. La vulneración grave del código ético y de conducta establecido por la 

organización.
17. El incumplimiento de los planes de seguridad establecidos por la organización 

en el país en el que está trabajando comprometiendo su seguridad personal y la de los 
demás miembros de la organización o a la organización en sí misma.

18. El acoso por homofobia-bifobia-transfobia.
19. Tráfico de estupefacientes.
20. Consumo de drogas en el centro de trabajo en presencia de personas en 

tratamiento de deshabituación que puedan ocasionar perjuicios en el mismo y consumo 
habitual de estupefacientes ante colectivos de especial vulnerabilidad sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 55 del presente convenio.

Artículo 41. Sanciones.

Las sanciones que podrán imponerse en función de la calificación de las faltas serán 
las siguientes:

1. Por faltas leves:

– Amonestación verbal.
– Amonestación por escrito.

2. Por faltas graves:

– Amonestación escrita.
– Suspensión de empleo y sueldo de 3 a 14 días.

3. Por faltas muy graves:

– Suspensión de empleo y sueldo de 15 a 30 días.
– Inhabilitación, por plazo no superior a un año, para el ascenso al grupo superior.
– Despido.

Artículo 42. Prescripción.

Las faltas leves prescribirán a los diez días, las graves a los veinte días y las muy 
graves a los sesenta días a partir de la fecha en que la Empresa tenga conocimiento de 
su comisión y, en todo caso, a los seis meses de haberse cometido.

Las sanciones graves y muy graves se comunicarán motivadamente por escrito al 
interesado/a para su conocimiento y efectos. La empresa notificará y solicitará la 
colaboración del comité de empresa o delegados/as de personal, para el mejor 
esclarecimiento de los hechos, y a la sección sindical si la empresa tuviera comunicación 
fehaciente de su afiliación o si lo solicitara el afectado/a.

Para la imposición de sanciones por falta muy grave será preceptiva la instrucción de 
expediente disciplinario informativo.

Este expediente se incoará previo conocimiento de la infracción, remitiendo al 
interesado pliego de cargos con exposición sucinta de los hechos constitutivos de falta. 
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De este expediente se dará traslado y solicitará la colaboración del comité de empresa o 
delegados y delegadas de personal, y a la sección sindical si la empresa tuviera 
comunicación fehaciente de su afiliación o si lo solicitara el afectado o afectada, para 
que, ambas partes y en el plazo de seis días naturales, puedan manifestar a la empresa 
lo que consideren conveniente para el esclarecimiento de los hechos.

En el caso de faltas muy graves la empresa podrá imponer la suspensión de empleo 
de modo cautelar, y se suspende el plazo de prescripción de la infracción mientras dure 
el expediente siempre que la duración de éste, en su conjunto, no supere el plazo de tres 
meses, a partir de la incoación del pliego de cargos, sin mediar culpa del trabajador 
expedientado o trabajadora expedientada.

Transcurrido el plazo de seis días naturales y aunque el comité, los delegados y 
delegadas, la sección sindical o el trabajador y trabajadora no hayan hecho uso del 
derecho que se les concede a formular alegaciones, se procederá a imponer al 
trabajador o trabajadora la sanción, en su caso, que se estime oportuna, de acuerdo a la 
gravedad de la falta y lo estipulado por el presente convenio.

Es absolutamente indispensable la tramitación de expediente contradictorio para la 
imposición de sanciones graves y muy graves, cuando se trate de miembros del comité 
de empresa, delegados y delegadas de personal o delegados o delegadas sindicales, 
tanto si se hallan en activo de sus cargos sindicales como si aún se hallan en el período 
reglamentario de garantías.

El incumplimiento de cualquiera de los trámites del presente artículo, únicamente en 
los procedimientos de imposición de sanciones por parte de la empresa, debe dejar nula 
la efectividad de la sanción, así como la calificación de la misma.

CAPÍTULO IX

Formación

Artículo 43. Comisión sectorial de formación.

A. Principios generales:

De conformidad con lo establecido en el artículo 23 del Estatuto de los Trabajadores, 
y para facilitar su formación y promoción profesional, los afectados por el presente 
convenio, tendrán derecho a ver facilitada la realización de estudios para la obtención de 
títulos académicos o profesionales reconocidos oficialmente, a la realización de cursos 
de perfeccionamiento profesionales organizados por la propia empresa, sindicatos u 
otros organismos, siempre que dicha formación tenga relación directa con el ámbito de 
actuación que recoge el presente Convenio.

La empresa y la representación de los trabajadores y trabajadoras reconocen como 
derecho derivado de la relación laboral el de la formación y promoción en el trabajo, 
salvando en cualquier caso las necesidades de organización y buen funcionamiento de 
la empresa.

La formación y capacitación de quien preste sus servicios en la empresa, centro o 
entidad, y de acuerdo con las necesidades de la misma, está abierta, sin discriminación 
de ningún tipo y con las únicas limitaciones que puedan provenir de los conocimientos 
previstos que deberán ser acreditados individualmente.

La formación es un factor básico para incrementar la motivación y la integración de 
los trabajadores/as, crear un mecanismo válido para articular la promoción y como 
proceso de mejora en la calidad de los servicios. Consecuentemente, la formación habrá 
de pasar a un primer plano en la preocupación de la empresa, por lo que esta se 
compromete a vincular la formación a los distintos procesos de carrera del personal y a 
la promoción.

Las acciones formativas que se clasifiquen por la dirección como de reconversión o 
reciclaje profesional, serán de asistencia obligatoria para quienes vayan dirigidas y se 
realizarán preferentemente dentro de la jornada laboral.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259 Viernes 28 de octubre de 2022 Sec. III.   Pág. 147711

cv
e:

 B
O

E-
A-

20
22

-1
76

33
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w.

bo
e.

es



La formación profesional en la empresa, centro o entidad, se orientará hacia los 
siguientes objetivos:

Favorecer la formación a lo largo de la vida de los trabajadores, mejorando su 
capacitación profesional y desarrollo personal.

Proporcionar a los trabajadores el reciclaje, la actualización o nueva adquisición de 
los conocimientos y las prácticas adecuados a las competencias profesionales 
requeridas en su puesto de trabajo, en el mercado de trabajo y a las necesidades de las 
empresas relacionadas con el ámbito de actuación del presente convenio.

Contribuir a la mejora de la productividad y competitividad de las empresas 
relacionadas con el ámbito de actuación del presente convenio.

Mejorar la empleabilidad de los trabajadores especializándolos en sus diversos 
grados, especialmente de los que tienen mayores dificultades de mantenimiento del 
empleo o de inserción laboral.

Promover que las competencias profesionales adquiridas por los trabajadores tanto a 
través de procesos formativos (formales y no formales), como de la experiencia laboral, 
sean objeto de acreditación.

Facilitar y promover la adquisición por los trabajadores y trabajadoras de títulos 
académicos y profesionales, relacionados con el ámbito de actuación del presente 
convenio, así como la ampliación de los conocimientos que les permitan aspirar a 
promociones profesionales.

Conocer las condiciones laborales de su puesto de trabajo en evitación de los 
riesgos laborales.

Cualquier otro objetivo que beneficie a la atención efectiva de los usuarios y 
usuarias, al trabajador o trabajadora y a la dinámica de la empresa, centro o entidad.

En el caso de que el trabajador o trabajadora realice una especialización profesional 
con cargo a la empresa para poner en marcha proyectos determinados o realizar un 
trabajo específico, se establecerá un período mínimo de permanencia en la misma 
mediante pacto individual y por escrito, que será puesto en conocimiento de la RLT, de 
manera que se pueda garantizar que se salvaguardan criterios de proporcionalidad y las 
garantías suficientes y resarcimiento proporcional en caso de su incumplimiento para 
todas las partes.

B. Desarrollo de la formación:

La comisión sectorial de formación a través de un estudio pormenorizado 
determinará las necesidades de formación, sobre cuya base se elaborará un plan de 
formación calendarizado anualmente de cursos a realizar por las empresas, todo ello en 
el plazo de nueve meses a la entrada en vigor del presente convenio.

La formación, cuando se determine como obligatoria, se impartirá preferentemente 
en horario laboral. En caso de que no pudiese ser en horario laboral, se entenderá que el 
tiempo destinado a formación, computa como trabajo efectivamente realizado.

De conformidad con lo establecido en el artículo 23 del Estatuto de los Trabajadores 
y para facilitar la formación y promoción profesional en el trabajo, los trabajadores/as 
afectados por el presente convenio, tendrán derecho a la adaptación de la jornada 
ordinaria de trabajo para la asistencia a cursos de formación o perfeccionamiento 
profesional con reserva del puesto de trabajo.

C. Permisos individuales de formación:

Los trabajadores/as afectados por el presente convenio podrán solicitar permisos 
individuales de formación en los términos acordados en el IV Acuerdo Nacional de 
Formación Continua y bajo el subsistema de formación profesional para el empleo 
regulado por el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo (BOE núm. 87, de 11 de abril) y 
por las diferentes disposiciones que lo desarrollan.
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Las empresas pondrán todos los medios para que quienes lo soliciten puedan 
acceder a esta modalidad de formación.

Las acciones formativas, aprobadas por la comisión sectorial de formación, para las 
cuales puede solicitarse permisos de formación deberán:

a) No estar en las acciones financiadas en el plan de formación de la empresa.
b) Estar dirigidas al desarrollo o adaptación de las cualidades técnico-profesionales 

del trabajador/a y a su formación personal.
c) Estar reconocidas por una titulación o acreditación oficial.
d) Quedan excluidas del permiso de formación las acciones formativas que no 

correspondan con la formación presencial. No obstante se admitirá la parte presencial de 
las acciones formativas realizadas mediante la modalidad a distancia.

D. Coste de la formación:

Para llevar a término los planes de formación elaborados por la comisión sectorial de 
formación del convenio, que se desarrollen en virtud del IV Acuerdo Nacional de 
Formación Continua las empresas, centros o entidades afectadas por el presente 
convenio colectivo, deberán adherirse al plan de formación que se organice, solicite y 
cogestione en el marco de dichos acuerdos.

E. Certificado de asistencia:

Los certificados de asistencia y aprovechamiento, así como las valoraciones y 
calificaciones obtenidas en dichos cursos, se harán constar en los expedientes de 
quienes los realicen, y tendrán relevancia en su promoción profesional.

F. Criterios de selección en la asistencia a cursos:

Tendrán preferencia en la asistencia a cursos los trabajadores no cualificados, los 
trabajadores de las PYMES, las mujeres y los hombres mayores de 45 años según se 
indica en la normativa reguladora, así como los que hayan participado en menos 
ocasiones en acciones formativas y aquellos otros que estén desempeñando puestos de 
trabajo relacionados directamente con la materia objeto del curso, o vayan a 
desarrollarlas en un futuro próximo, según la decisión organizativa de la empresa, centro 
o entidad, sin perjuicio de la previa consulta e información a la RLT de las acciones 
formativas y la organización de las mismas, así como la selección y el acceso. Se 
valorará, en su caso, como preferencia la condición de personal temporal.

CAPÍTULO X

Seguridad y salud laboral

Artículo 44. Principios generales.

Los centros y el personal de la entidad cumplirán las disposiciones sobre Seguridad y 
Salud Laboral contenidas en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales y la normativa que la desarrolla.

Para ello deberán nombrarse a personas delegadas de prevención y comités de 
seguridad y salud en los ámbitos en que la ley establece. Respecto a la designación, 
nombramiento, funciones y garantías de dichas personas delegadas se estará a lo 
previsto en la legislación vigente.

El crédito horario de las personas delegadas de prevención será el que corresponda 
como representantes de los trabajadores y trabajadoras en esta materia específica, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 68 e) del E.T y artículo 37 de la LPRL.
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Artículo 45. Servicios de prevención.

Las entidades deberán contar con un servicio de prevención propio o ajeno, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 10, del Reglamento de los Servicios de 
Prevención.

Su función fundamental será diseñar y aplicar el plan de prevención, que incluirá al 
menos:

Evaluación de los factores de riesgo que puedan afectar a la salud e integridad de los 
trabajadores y trabajadoras.

Determinación de las prioridades en la adopción de medidas preventivas adecuadas 
y la vigilancia de su eficacia.

Información y formación de los trabajadores y trabajadoras sobre la prevención de 
riesgos y protección de la salud en los puestos de trabajo.

Asegurar la prestación correcta de los primeros auxilios y planes de emergencia.
Vigilancia de la salud respecto de los riesgos derivados del trabajo.

Artículo 46. Vigilancia de la salud.

La organización garantizará a los trabajadores y trabajadoras a su servicio la 
vigilancia periódica de su estado de salud mediante los correspondientes 
reconocimientos médicos, en función de los riesgos inherentes al trabajo, con los 
protocolos básicos establecidos por los servicios de prevención.

Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador o la trabajadora 
preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo 
informe a la RLT, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea 
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de 
los trabajadores y trabajadoras o para verificar si el estado de salud de los mismos 
puede constituir un peligro para el mismo, para los demás trabajadores o para otras 
personas relacionadas con la organización o cuando así esté establecido en una 
disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de 
especial peligrosidad.

Artículo 47. Protección del personal especialmente sensible a determinados riesgos.

La empresa garantizará de manera específica la protección de los trabajadores y 
trabajadoras que, por sus propias características personales o estado biológico 
conocido, incluidos aquellas que tengan reconocida la situación de discapacidad, sean 
especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A tal fin, deberá tener en 
cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas, 
adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias.

Los trabajadores y trabajadoras no serán empleados o empleadas en aquellos 
puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado 
biológico o por su discapacidad debidamente reconocida, pudieran poner en peligro o 
causar daños a sí mismos, a los demás trabajadores y trabajadoras o a otras personas 
relacionadas con la organización.

Artículo 48. Información y formación en salud laboral.

En cumplimiento del deber de protección y según los artículos 18 y 19 de la LPRL, la 
organización deberá garantizar que cada trabajador y trabajadora reciba una información 
y formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el 
momento de su contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como 
cuando se produzcan cambios en las funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas 
tecnologías o cambios en los equipos de trabajo.
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Artículo 49. Seguridad y salud laboral.

En cumplimiento del deber de protección, la Empresa garantizará la seguridad y la 
salud del personal a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo y, en 
caso necesario, entregará con carácter previo a los trabajadores el protocolo de 
actuación para evitar los riesgos laborales y riesgos psicosociales.

Los centros y el personal de la entidad cumplirán las disposiciones sobre Seguridad y 
Salud Laboral contenidas en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales y la normativa que la desarrolla. Para ello deberán nombrarse los 
delegados de prevención y los comités de seguridad y salud en los ámbitos en que la ley 
establece. Respecto a la designación, nombramiento, funciones y garantías de los 
Delegados de Prevención, se estará a lo previsto en la legislación vigente.

Artículo 50. Participación del Personal en PRL.

A. Delegados de Prevención:

Los Delegados de Prevención son, de un lado, la base sobre la que se estructura la 
participación del personal en todo lo relacionado con la Salud Laboral en el ámbito de la 
empresa y, de otro, la figura especializada de representación en materia de Prevención 
de Riesgos Laborales.

El nombramiento, las competencias y facultades de los Delegados de Prevención 
serán las definidas en los artículos 35 y 36 de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales, así como las que emanen de las decisiones del Comité Central de Seguridad 
y Salud y las que se acuerden en el Reglamento del propio Comité, pudiendo ser 
nombrado Delegado de Prevención cualquier trabajador o trabajadora que la 
representación legal del personal del centro lo estime.

En cualquier caso, el tiempo dedicado a la formación en esta materia será 
considerado como tiempo de trabajo a todos los efectos y su coste no podrá recaer en 
ningún caso sobre los Delegados de Prevención.

El empresario deberá facilitar a los Delegados de Prevención el acceso a las 
informaciones y la formación en materia preventiva que resulten necesarios para el 
ejercicio de sus funciones. Sus competencias y facultades serán las recogidas en el 
artículo 36 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales.

A los Delegados de Prevención les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 37 
de la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, y en el artículo 65.2 del 
Estatuto de los Trabajadores, estando sujetos al sigilo profesional de las informaciones a 
que tuviesen acceso como consecuencia de su actuación en la empresa.

B. Comité de Seguridad y Salud Laboral:

Es el órgano paritario y colegiado de representación y participación periódica sobre 
actuaciones de los centros de trabajo en materia de Prevención de Riesgos Laborales.

Sus competencias y facultades serán las recogidas en el artículo 39 de la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales. El Comité de Seguridad y Salud se reunirá al menos 
trimestralmente con carácter ordinario y con carácter extraordinario siempre que lo solicite 
alguna de las representaciones en el mismo, justificando la necesidad urgente de la reunión.

CAPÍTULO XI

Retribuciones

Artículo 51. Estructura retributiva.

La estructura retributiva de este convenio está constituida por:

A) Salario base.
B) Complementos salariales.
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C) Otras percepciones compensatorias.
D) Pagas extraordinarias.

Todas las retribuciones contempladas en el presente capítulo tienen carácter de 
compensación bruta anual.

Todas las retribuciones, para los trabajadores o trabajadoras con jornada inferior a la 
jornada completa, serán proporcionales a las fijadas para un trabajador o trabajadora de 
igual grupo profesional que preste servicios a tiempo completo.

Se considerará salario la totalidad de las percepciones económicas de los 
trabajadores, en dinero o en especie, por la prestación profesional de los servicios 
laborales por cuenta ajena, ya retribuyan el trabajo efectivo, cualquiera que sea la forma 
de remuneración, o los períodos de descanso computables como de trabajo.

En ningún caso el salario en especie podrá superar el 30 por 100 de las 
percepciones salariales del trabajador.

No tendrán la consideración de salario las cantidades percibidas por el trabajador o 
trabajadora en concepto de indemnizaciones o suplidos por los gastos realizados como 
consecuencia de su actividad laboral, las prestaciones e indemnizaciones de la 
Seguridad Social y las indemnizaciones correspondientes a traslados, suspensiones o 
despidos. A tal efecto para el personal cooperante se entenderán incluidos en este 
concepto de suplidos, como consecuencia de su actividad laboral lo previsto en el 
articulado del Real Decreto 519/2006 de 28 de abril que regula el Estatuto de los 
Cooperantes en su integridad.

Por lo tanto, los conceptos salariales, establecidos en el presente convenio colectivo, 
serán los siguientes:

A) Salario base:

Es la parte de la retribución garantizada al trabajador o trabajadora atendiendo 
exclusivamente a una unidad de tiempo de forma que engloba la contraprestación 
económica por los servicios prestados por los trabajadores y trabajadoras durante su 
jornada de trabajo con independencia de los complementos que en su caso 
correspondan por desempeñar un puesto de trabajo específico.

Se percibirá en 14 pagas (12 mensualidades y 2 pagas extras), según lo estipulado 
para cada grupo profesional en la Tabla salarial bruta anual que se incluye en el anexo I.

Las dos pagas extraordinarias al año serán de devengo semestral, que se abonarán 
en los meses de junio y diciembre proporcionalmente al tiempo trabajado. La cuantía de 
dichas pagas incluirá exclusivamente el Salario base y los complementos personales que 
pudiera percibir el trabajador.

No obstante, mediante acuerdo con la representación legal de los trabajadores se 
podrá pactar el abono en doce pagas.

B) Complementos salariales:

Son las cantidades que, en su caso, deban adicionarse al salario base, atendiendo a 
circunstancias distintas a la unidad de tiempo y podrán ser:

1. Complementos salariales personales:

1.1 Complemento «ad personam»: Es el complemento que perciben los 
trabajadores y trabajadoras, en función de lo establecido en el artículo 9, «Aplicación de 
las mejores condiciones», con el fin de recoger las condiciones más beneficiosas de 
carácter personal o colectivo que pudieran venir disfrutando en el momento de aplicación 
del presente convenio y que superen lo recogido en el mismo.

Este complemento no será compensable, ni absorbible.
Aquellas empresas o entidades a las que obliga el presente Convenio colectivo 

garantizan a todo el personal las tablas salariales del Anexo I y adecuaran sus recibos 
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salariales a dichas tablas y computaran el excedente si lo hubiera en casilla aparte bajo 
el concepto de «Complemento de garantía ad personam».

1.2 Complemento Salarial Personal: Es aquel complemento salarial de naturaleza 
personal que recogerá aquellas cantidades que, respondiendo a situaciones de especial 
consideración distintas a aquellas por las que se percibe el salario base, puedan percibir 
los trabajadores o trabajadoras por encima del salario determinado en cada grupo 
profesional de la Tabla salarial incluida en este convenio en el anexo I.

2. Complementos salariales de puesto de trabajo:

Los complementos de puesto de trabajo son aquellos de índole funcional que 
retribuyen las características del puesto de trabajo o la forma de realizar la actividad 
profesional. La percepción de estos complementos depende exclusivamente del ejercicio 
de la actividad profesional en el puesto de trabajo, por lo que no tienen carácter 
consolidable en cuanto a su percepción una vez que dejen de producirse las 
circunstancias que los originaron.

Según lo anterior podemos distinguir:

2.1 Complemento de nocturnidad. El trabajo efectuado en horario nocturno (entre 
las 10 de la noche y las 6 de la mañana) será compensado en la forma establecida en 
este apartado por las horas efectuadas en dicho horario.

A elección del trabajador podrá compensarse económicamente o en tiempo de 
descanso equivalente. En el caso de compensación económica, ésta será del 25 % de 
su salario base, devengándose proporcionalmente al tiempo efectivamente trabajado en 
ese horario.

2.2 Complemento de trabajo a turnos. Se considera trabajo a turnos toda forma 
de organización del trabajo según la cual la prestación de los servicios de un mismo 
puesto de trabajo se realiza de manera sucesiva, según un cierto ritmo continuo o 
discontinuo y en días y/o horas diferentes durante un período determinado de días o 
semanas.

Los trabajadores/as sujetos a turnos tendrán asignado un complemento de turnicidad 
salvo que su salario se haya establecido atendiendo a que su trabajo sea originalmente a 
turnos e incluya, como mínimo, la compensación recogida en este artículo o se haya 
acordado la compensación de este trabajo por descansos.

En cualquier caso este complemento devengará por un mínimo del 15 % del salario 
base del trabajador en jornada ordinaria y proporcionalmente al tiempo efectivamente 
trabajado a turnos.

Los trabajos a turnos deberán ser comunicados con al menos un mes de antelación a 
los trabajadores afectados, antes del comienzo de los mismos.

2.3 Complemento de Responsabilidad, Coordinación y Proyecto:

a. Complemento salarial de responsabilidad: Es aquel que retribuye unas 
determinadas y específicas funciones y/o actividad singular que requiere una especial 
dedicación, responsabilidad y/o jefatura y que se abonará durante el tiempo que dure la 
realización de las mismas.

Lo percibirán los trabajadores o las trabajadoras que ejerzan responsabilidades o 
cargos de responsabilidad de índole funcional en departamentos, servicios áreas, 
unidades o centros adscritos y/o gestionados por la entidad.

b. Complemento Salarial de Coordinación: Es aquel complemento que retribuye las 
funciones derivadas de la coordinación de un equipo de trabajo integrado como mínimo 
por tres personas, así como el estar a cargo de los diferentes recursos necesarios para 
la consecución de los resultados específicos encomendados de un programa, unidad, 
centro, departamento, etc.
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Para el complemento de coordinación se establece una cuantía mínima de 500 euros 
y un máximo de 2.000 euros brutos año en base al número de integrantes y dificultad de 
coordinación del equipo de trabajo según la tabla del anexo II.

c. Complemento Salarial de Proyecto: A los efectos de este complemento se 
entiende por proyecto cualquier actividad que podamos dividir en tareas que no sean 
cíclicas, que puedan caracterizarse con precisión, interrelacionadas y coordinadas entre 
sí, que se realizan con el fin de producir determinados bienes y servicios capaces de 
satisfacer necesidades o resolver problemas, y limitación temporal en la ejecución del 
mismo.

En cualquier caso, de cumplirse los parámetros generales definidos anteriormente se 
entenderá por proyecto la participación en cualquier actividad que se desarrolle para un 
tercero ajeno a la entidad, mediante cualquier fórmula de relación contractual prevista en 
la legislación, siempre y cuando la misma no sea la actividad principal o la que la entidad 
desarrolla habitualmente.

d. Incompatibilidad de los Complementos de Responsabilidad, Coordinación y 
Proyecto. Cuando en un/a mismo/a trabajador o trabajadora pudiera concurrir más de un 
complemento de responsabilidad únicamente recibirá el correspondiente al plus de 
función más alto.

3. Complemento salarial de cantidad o calidad de trabajo: Estos complementos no 
tienen carácter consolidable y solo se percibirán mientras el trabajador o trabajadora 
desarrolle efectivamente la actividad y/o circunstancia que da derecho a ellos.

3.1 Complemento por Guardia y/o Expectativa:

A. Concepto:

Se entiende por guardia o expectativa el hecho por el que la persona trabajadora 
esta localizable telefónicamente en todo momento durante un periodo tiempo 
previamente establecido para la incorporación a la actividad laboral, fuera de su jornada 
habitual de trabajo en un tiempo máximo de 3 horas, con el fin de realizar trabajos o 
tareas que se requieran con carácter de urgencia.

Las entidades designaran los servicios, actividades, actuaciones y/o puestos que 
serán susceptibles de aplicar la guardia y organizaran, en su caso, a los trabajadores 
para su realización por turnos y periodos determinados que se encuentran en situación 
de guardia o expectativa. El calendario de guardia o expectativa deberá ser comunicado 
a las personas trabajadoras con al menos una semana de antelación antes del comienzo 
efectivo de la misma, o en su caso estableciendo una calendarización que permita 
conocer el turno con dicho margen de antelación, salvo razones de urgencia 
debidamente justificadas.

La aceptación del régimen de guardia o expectativa será voluntaria para el 
trabajador. El régimen de guardia o expectativa será de libre elección, en cualquier caso, 
para las personas trabajadoras mayores de 55 años, las trabajadoras que se encuentren 
en estado de gestación o aquellas personas trabajadoras que cuenten con hijos o hijas 
menores de 12 años.

No obstante si el número de personas que aceptasen el servicio de guardia fuera 
inferior al requerido para la correcta prestación del servicio, la dirección de la entidad 
cuando la realización de guardia forme parte del proyecto, programa o servicio de que se 
trate, podrá adscribir al turno de guardias a las personas que, vinculadas a dichos 
proyectos, programas o servicios, no se encuentren en situación de libre elección previa 
comunicación a la representación legal de los trabajadores si la hubiere. No obstante, en 
el supuesto de que aún en ese caso no se cubra el servicio con personal suficiente para 
prestarlo, las entidades y la representación legal de las personas trabajadoras se 
reunirán, a la mayor brevedad posible, para determinar la solución aplicable
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Las personas trabajadoras tendrán derecho a ser relevados de sus tareas de guardia 
durante los días de vacaciones, asuntos propios e incapacidad temporal y periodos de 
descanso que se disfruten por compensación.

Serán de aplicación al tiempo de trabajo efectivo la duración máxima de la jornada 
ordinaria de trabajo prevista en el artículo 34 del E.T. y los límites establecidos para las 
horas extraordinarias en su artículo 35 así como, en su caso, el régimen de horas 
extraordinarias previsto en el presente Convenio. Las personas trabajadoras no podrán 
realizar una jornada diaria presencial superior a 12 horas, incluidas, en su caso, las 
horas extraordinarias.

El régimen de guardia se configura de forma dual: por tiempo de guardia y tiempo de 
activación.

a) El de guardia (tiempo de disponibilidad), es el periodo de tiempo fuera del horario 
laboral de la persona trabajadora en que está localizable por la entidad telefónicamente.

b) El tiempo de activación de guardia es aquel periodo de tiempo fuera del horario 
laboral de la persona trabajadora, en el que se precisa por su parte la de su 
incorporación a la actividad laboral para atender los trabajos o tareas que sean 
requeridos,, en un periodo de 3 horas desde que le sea comunicado. Se considerará 
tiempo efectivo de trabajo el que comprenda la actuación requerida.

B. Complemento salarial:

Cuantía y tiempo de trabajo efectivo. Las personas trabajadoras que sean asignadas 
a un servicio de guardia en los términos anteriores percibirán un complemento salarial de 
guardia y expectativa por el periodo que permanezcan en tiempo de guardia. 
Adicionalmente a lo anterior, el tiempo de activación de guardia así como las llamadas 
telefónicas cuya duración sea superior a 20 minutos se considerará como tiempo efectivo 
de trabajo pudiendo ser compensado, por acuerdo mutuo, a elección de la Entidad 
económicamente o mediante periodos de descanso en los términos establecidos en el 
Convenio Colectivo para las horas extraordinarias, y en los casos de nocturnidad serán 
compensadas del mismo modo que los festivos, pudiendo ser acumulables, con carácter 
general, a otros permisos y vacaciones, siempre que no altere la organización del centro 
de trabajo, en cuyo caso deberá ser comunicado por escrito a la persona trabajadora.

La persona trabajadora percibirá un complemento salarial de 240 € cada vez que se 
encuentre en situación de expectativa de guardia por periodo mensual, percibiendo la 
parte proporcional en caso de periodo de disponibilidad inferior. En caso de que el 
tiempo de guardia corresponda a una semana completa el complemento salarial será 
de 60 euros.

Este complemento se devengará por el periodo de tiempo que la persona trabajadora 
se encuentre en situación de expectativa de guardia, durante dicho periodo temporal o 
turno, por lo que no es un complemento de devengo periódico, no siendo tampoco 
consolidable ni absorbible.

3.2 Complemento de plena dedicación:

Se entiende por plena dedicación el régimen de trabajo libremente aceptado por el 
trabajador/a por el cuál se compromete a la realización del tiempo de trabajo que sea 
necesario para el mejor desempeño de las funciones que tiene adjudicadas incluidas las 
eventuales prolongaciones de jornada. Los trabajadores/as adscritos a este régimen de 
trabajo percibirán una cantidad bruta anual equivalente como mínimo de un 10 % del 
Salario Bruto Anual que les corresponda por el grupo profesional al que se encuentren 
adscritos.

El complemento denominado Plena Dedicación compensa y satisface las eventuales 
prolongaciones de jornada que como consecuencia de las responsabilidades adquiridas 
en la actividad laboral del trabajador/a pudieran producirse de manera excepcional.
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La percepción de este complemento no supondrá modificación alguna en los 
derechos y obligaciones en lo referido al régimen de trabajo salvo en lo relativo a la 
ausencia de compensación por horas extraordinarias.

Este complemento es de libre aceptación por el trabajador/a sin que ello implique que 
con el transcurso del tiempo pueda consolidar derechos adquiridos en cuanto a su 
percepción en caso de dejar de efectuar la plena dedicación.

3.3 Complemento de Experiencia profesional:

De manera general, se establece que todos los trabajadores/as incluidos en el 
ámbito de aplicación del presente convenio, con la excepción de los encuadrados en el 
Grupo 0, con una experiencia profesional de tres años en la empresa o entidad, 
percibirán las cantidades anuales recogidas en la tabla siguiente:

Este complemento quedará consolidado y será revalorizable dentro de las 
retribuciones del trabajador y trabajadora, generándose dicho derecho una sola vez en la 
vida laboral del mismo. Sin perjuicio de las cantidades arriba indicadas, en las 
negociaciones de ámbito inferior a este convenio, se desarrollará este complemento 
atendiendo a las organización interna de las entidades y reconociendo el desarrollo 
profesional de los trabajadores/as derivado de la trayectoria y actuación profesional y de 
los conocimientos adquiridos y/o transferidos, en distintos periodos de tiempo.

Para la valoración de la experiencia y desarrollo profesional, se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios: Experiencia en la posición y/o función desarrollada. Nivel de 
capacitación y aptitud técnica adquirida. Grado de especialidad en la función técnica 
desarrollada.

C) Otras percepciones compensatorias.

1. Complemento por trabajo en sábados, domingos y festivos. Quienes realicen su 
jornada habitual u ordinaria de trabajo de acuerdo a lo establecido en su contrato, en 
sábados, domingos y/ o festivos, percibirán un complemento por cada hora trabajada 
equivalente al 25 por 100 del precio de la hora ordinaria, calculada sobre el salario base 
de la categoría que efectivamente se desarrolla.

Aquellos trabajadores que perciban el complemento de turnicidad percibirán, en caso 
de trabajar en sábados, domingos y/o festivos percibirán un complemento por cada hora 
trabajada equivalente al 10 por 100 del precio de la hora ordinaria, calculada sobre el 
salario base de la categoría que efectivamente se desarrolla.

Aquellos trabajadores contratados exclusivamente para trabajar sábados, domingos 
y/o festivos percibirán un complemento del 15 por 100 calculado sobre el salario base del 
grupo que efectivamente se desarrolla.

Estos complementos podrán ser compensados en tiempo de descanso equivalente 
en días completos cuyas fechas de disfrute se establecerán de común acuerdo con el 
trabajador.

2. Complemento por festivos de especial significación. Por su especial significado, 
el personal que preste sus servicios durante los días de navidad y año nuevo, desde el 
inicio del turno de noche del 24 al 25 de diciembre hasta la finalización del turno de tarde 
del día 25, y desde el inicio del turno de noche del 31 de diciembre al 1 de enero y hasta 
la finalización del turno de tarde del día 1 de enero, percibirá, a parte del complemento 
por cada hora trabajada equivalente al 25 por 100 del precio de la hora ordinaria, un 
descanso equivalente de dos horas por cada hora trabajada.

Artículo 52. Cobro durante el periodo de IT.

En los supuestos de incapacidad temporal por enfermedad profesional o accidente 
se complementará la prestación derivada de estas contingencias desde el primer día de 
enfermedad o accidente hasta alcanzar el 100 % de la base aplicable.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259 Viernes 28 de octubre de 2022 Sec. III.   Pág. 147720

cv
e:

 B
O

E-
A-

20
22

-1
76

33
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w.

bo
e.

es



En el supuesto de incapacidad temporal por enfermedad común se complementará la 
prestación derivada de esta contingencia desde el primer día de enfermedad común 
hasta alcanzar el 100 % de la base de contingencias comunes del mes anterior al del 
hecho causante.

No obstante lo anterior en el caso de que la incapacidad temporal por enfermedad 
común alcance un 10 % del total de los trabajadores de la plantilla de cada centro de 
trabajo, el complemento de los trabajadores de ese centro de trabajo por esta prestación 
podrá ser reducido hasta completar el 80 % de la base de contingencias comunes del 
mes anterior desde el primer día de enfermedad a aquellos trabajadores o trabajadoras 
con bajas inferiores a 15 días.

La aplicación de estos complementos sólo se producirá si previamente se ha 
justificado debidamente la situación de incapacidad temporal con el correspondiente 
parte de baja médica o de accidente y los sucesivos partes de confirmación.

CAPÍTULO XII

Medidas de carácter social

Artículo 53. Ropa de trabajo.

Cuando la empresa decida que su personal esté uniformado, de acuerdo a sus 
funciones, estará obligada a facilitar al menos dos uniformes, incluyendo una prenda de 
abrigo (siempre y cuando estén obligados a salir uniformados al exterior), y los pares de 
calzado que sean necesarios al año, homologados según la legislación vigente, los 
guantes de trabajo que sean necesarios, así como material desechable y los medios de 
protección personal de carácter preceptivo, adecuados al personal para el ejercicio de 
sus funciones. El personal estará obligado a usar, durante la realización de su trabajo, la 
ropa facilitada por la empresa, así como de su cuidado.

Artículo 54. Manutención y alojamiento.

El personal que atienda a los servicios de comedor y cocina tendrá derecho a 
manutención los días que ejerza su actividad laboral y coincida el horario de comidas 
con su jornada diaria. El personal interno tendrá derecho a manutención y alojamiento.

Artículo 55. Principios generales ante las adicciones y drogodependencias.

El consumo de drogas legales e ilegales implica problemas de salud con 
repercusiones individuales y colectivas. El inicio o incremento del consumo de drogas en 
el medio laboral viene en muchos casos determinado por condiciones de paro, 
precariedad o malas condiciones de trabajo. De ahí que se estime conveniente incluir en 
este convenio, con la excepción de lo concerniente al consumo de tabaco para lo que se 
estará a lo dispuesto en la normativa legal específica, el siguiente plan integral de 
propuestas, en su vertiente preventiva, asistencial, reinsertiva, participativa, no 
sancionadora, voluntaria y planificada:

– Preventiva. Se priorizarán medidas educativas, informativas y formativas que 
motiven la reducción y el uso inadecuado de drogas y promocionen hábitos saludables. 
Asimismo se potenciará la modificación de factores de riesgo y la mejora de las 
condiciones de trabajo.

– Asistencial. Se facilitará el acceso a los programas de tratamiento de las entidades 
del sector a aquel personal que lo solicite.

– Reinsertiva. El objetivo fundamental de toda acción es devolver la salud al sujeto y 
facilitar la reincorporación del personal a su puesto de trabajo.

– Participativa. Toda iniciativa o programa empresarial de carácter colectivo 
relacionada con las drogodependencias será consultada, con carácter previo, a la 
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representación legal de los trabajadores si la hubiere o en su defecto se informará a la 
plantilla.

No sancionadora. El personal que se acoja a un programa de tratamiento no podrá 
ser objeto de sanción o despido por esta causa o por las acciones derivadas de la misma 
y se le asegurará su reincorporación inmediata a su puesto de trabajo si es necesario.

Estos principios serán desarrollados en el ámbito de cada entidad junto con la 
representación legal de los trabajadores si la hubiera.

Artículo 56. Medidas de emergencia.

Según el artículo 20 de la Ley 31/1995, de prevención de riesgos laborales, el 
empleador, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la 
presencia de las personas atendidas deberá analizar las posibles situaciones de 
emergencia y adoptar las medidas necesarias en materia de primeros auxilios, lucha 
contra incendios y evacuación de los trabajadores y trabajadoras, designando para ello 
al personal encargado de poner en práctica esta medidas y comprobando 
periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá 
poseer la formación necesaria, ser suficiente en número y disponer del material 
adecuado, en función de las circunstancias antes señaladas.

Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empleador deberá organizar las 
relaciones que sean necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en 
materia de primeros auxilios, asistencia médica de urgencias, salvamento y lucha contra 
incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y la eficacia de las mismas.

Artículo 57. Gestión y protección medio ambiental.

Las partes firmantes de este Convenio Colectivo consideran necesario que las 
empresas del sector actúen de forma responsable y respetuosa con el medio ambiente, 
prestando atención a su defensa y protección.

La defensa de la salud en los lugares de trabajo no puede ser eficaz, si al mismo 
tiempo no se asume la responsabilidad propia en relación con la gestión de la 
repercusión medio ambiental de las actividades laborales y no abarca la defensa del 
medio ambiente. Por consiguiente hay que evaluar y prevenir las condiciones en las que 
se desarrolla el trabajo y también las repercusiones del mismo sobre este.

Esta responsabilidad exige que las empresas establezcan y pongan en práctica 
políticas, objetivos y programas en materia de medio ambiente y sistemas eficaces de 
gestión medio ambiental, por lo que deberá adoptarse una política en este sentido que 
contemple el cumplimiento de todos los requisitos normativos correspondientes, así como 
las responsabilidades derivadas de la acción empresarial en materia de medio ambiente.

Artículo 58. Cláusula general de no discriminación.

Se prohíbe toda discriminación en razón de raza, sexo, opción sexual, religión, etnia, 
opción política o sindical, o edad, en materia salarial y queda prohibida la distinta 
retribución del personal que ocupa puestos de trabajo iguales en una misma 
organización en razón de alguna de dichas cuestiones.

Tanto las mujeres como los hombres gozarán de igualdad de oportunidades en 
cuanto al empleo, la formación, la promoción y el desarrollo en su trabajo.

Mujeres y hombres recibirán igual salario a igual trabajo; asimismo, se les 
garantizará la igualdad en cuanto a sus condiciones de empleo en cualesquiera otros 
sentidos del mismo.

Se adoptarán las medidas oportunas a fin de que los puestos de trabajo, las 
prácticas laborales, la organización del trabajo y las condiciones laborales se orienten de 
tal manera que sean adecuadas tanto para las mujeres como para los hombres.

Asimismo las partes firmantes, se comprometen a trabajar desde la Comisión 
Paritaria la aplicación de Buenas Prácticas sobre la Igualdad de Oportunidades entre 
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Hombres y Mujeres en las Organizaciones del ámbito de la Intervención Social de 
acuerdo con los contenidos referidos en el marco de:

a) La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres.

b) La Declaración conjunta adoptada en la Cumbre sobre el Diálogo Social 
celebrada en Florencia, el 21 de octubre de 1995, en la que se adoptaron los acuerdos 
contenidos en el documento titulado: «Declaración conjunta relativa a la prevención de la 
discriminación racial y la xenofobia y fomento de la igualdad de trato en el lugar de 
trabajo».

c) Las observaciones, proposiciones y criterios generales de aplicación que reflejan 
la directiva 2002/73/CE aprobada por el Parlamento y la Comisión Europea, por la que 
se modifica la Directiva 76/207/CEE.

Artículo 59. Protección a la maternidad.

Si, tras efectuar la evaluación de riesgos por parte de la empresa y el comité de 
seguridad y salud, existiesen puestos de trabajo que puedan influir negativamente en la 
salud de la trabajadora, durante el embarazo o la lactancia, o del feto, el empleador 
deberá adoptar las medidas necesarias para evitar la exposición de la trabajadora a 
dicho riesgo. Cuando la adaptación no fuese posible, o a pesar de tal adaptación, las 
condiciones del puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer 
trabajadora embarazada o del feto, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o 
función diferente y compatible con su estado.

En el supuesto de que el cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente 
posible, o no pueda razonablemente exigirse por motivos justificados, podrá declararse 
el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo 
durante el embarazo, de acuerdo con lo contemplado en el artículo 45.1.e) del Estatuto 
de los Trabajadores, durante el período necesario para la protección de su seguridad o 
de su salud y mientras persista la imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o 
a otro puesto compatible con su estado.

Las personas trabajadoras tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a 
remuneración, para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al 
parto, previo aviso al empleador y justificación de la necesidad de su realización dentro 
de la jornada laboral.

Artículo 60. Protección de las víctimas de la violencia de género.

Según lo dispuesto en la Ley orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de 
protección integral contra la violencia de género se establece lo siguiente:

a) Reducción de su jornada de trabajo: La trabajadora víctima de violencia de 
género para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, 
tendrá derecho a una reducción de su jornada de trabajo con disminución proporcional 
de sus retribuciones en las condiciones recogidas en el artículo 27 (reducción de 
jornada) del presente convenio, con la salvedad del preaviso que en su caso 
corresponda y teniendo en cuenta los riesgos inherentes, en este caso será de dos días.

b) Permiso por razón de violencia de género sobre la mujer trabajadora: Las faltas 
de asistencia al trabajo de las trabajadoras víctimas de violencia de género, total o 
parcial, tendrán la consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en 
que así lo determinen los servicios sociales de atención o de salud según proceda.

c) Cambio de puesto de trabajo: La trabajadora víctima de violencia de género, por 
así determinarlo el órgano judicial correspondiente, servicios sociales y/o sanitarios 
podrá, atendiendo a su situación particular, solicitar cambio de puesto de trabajo. El 
puesto de trabajo al que opte será preferentemente del mismo nivel y grupo profesional. 
Podrá reordenar su jornada de trabajo dentro de las diferentes formas de ordenación del 
tiempo existentes en la empresa.
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d) Suspensión temporal del contrato de trabajo: La trabajadora víctima de violencia 
de género puede decidir abandonar temporalmente su puesto de trabajo, obligada como 
consecuencia de ser víctima de la violencia de género. La duración de este periodo de 
suspensión no puede exceder, inicialmente, de 6 meses. Salvo, que de las actuaciones 
de tutela judicial se requiera, por la efectividad del derecho de protección de la víctima, la 
continuidad de la suspensión. En este caso, el juez puede prorrogar la suspensión por 
períodos de tres meses, con un máximo de 18 meses. Durante este periodo se tendrá 
derecho a la reserva del puesto de trabajo.

e) Extinción del contrato: La trabajadora víctima de violencia de género podrá 
extinguir su contrato.

f) Permiso no retribuido: La trabajadora víctima de violencia de género podrá 
solicitar permiso no retribuido dependiendo de las circunstancias personales.

g) Anticipo preferente: La trabajadora víctima de violencia de género podrá acceder 
a un anticipo sobre nómina o préstamo preferente con el fin de hacer frente a los gastos 
derivados de su situación, con tal fin solicitará informe a los servicios sociales 
competentes que acredite esta necesidad y evalué las cuantías asumibles por la 
trabajadora para restituir esta cantidad.

Artículo 61. Igualdad de oportunidades y no discriminación.

En las organizaciones del sector la igualdad de oportunidades entre mujeres y 
hombres ha sido un elemento básico de la gestión de los Recursos Humanos y 
constituye uno de los principios fundamentales por el que se rigen estas organizaciones

Las organizaciones del sector que tengan 50 o más personas en plantilla están 
obligadas a realizar la implantación de un plan de igualdad de empresa. Además de ser 
recomendable para quienes tengan menos personal.

– Prevenir y eliminar las situaciones de desigualdad entre hombres y mujeres que 
pudiera haber en la empresa.

– Equilibrar el número de mujeres y hombres que componen la plantilla de la 
empresa.

– Facilitar la estabilidad y permanencia de la mujer en el trabajo, así como disminuir 
la parcialidad de sus contratos.

– Facilitar la incorporación y permanencia de la mujer al trabajo a través de 
procedimientos de selección y formación inicial.

– Equilibrar la presencia femenina o masculina en aquellos lugares o categorías 
donde exista una menor representatividad.

– Garantizar la igualdad de posibilidades en el desarrollo profesional de mujeres y 
hombres.

– Favorecer el acceso a la formación de toda la plantilla y fundamentalmente de 
quien se incorpore de permisos o suspensiones de trabajo.

– Garantizar un sistema retributivo, por todos los conceptos, que no genere 
discriminación en razón de sexo.

– Conciliar la ordenación del tiempo de trabajo para el personal con puestos de 
responsabilidad, mediante la adopción de medidas que hagan compatible la vida 
personal, familiar y laboral.

– Introducción de la perspectiva de género en la comunicación interna y externa de 
la empresa.

– Elaboración de un protocolo para la prevención y tratamiento del acoso sexual, por 
razón de sexo y acoso moral o mobbing.

– Utilización de acciones positivas, consistentes en otorgar el puesto de trabajo, en 
igualdad de condiciones, al candidato/a cuyo sexo esté subrepresentado en el puesto de 
trabajo a cubrir.

– Planificar cursos de formación encaminados a difundir las políticas de Igualdad y la 
perspectiva de género en el trabajo de las organizaciones.
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Aplicación tanto sobre el RDL 901/2020 y las materias a tratar, como selección y 
contratación, clasificación profesional, formación, promoción, condiciones de trabajo, 
retribuciones, derechos de conciliación, infrarrepresentación femenina, prevención de 
acoso sexual y por razón de sexo, también el RDL 902/2020 con la obligatoriedad de la 
valoración de puestos de trabajo y la correspondiente auditoría retributiva

El plan de acuerdo a la Ley 3/2007 tendrá que realizarse con una metodología de 
trabajo y en determinadas fases:

1.ª fase: Análisis. La empresa facilitará los datos solicitados por la Comisión de 
trabajo creada para la puesta en marcha del plan, y se analizará la información aportada 
con el fin de poder tener una composición de lugar relativa a la situación que tiene que 
ser objeto de estudio.

2.ª fase: Diagnóstico. Se conseguirán las conclusiones del análisis previo y así, se 
determinarán los campos prioritarios/concretos de actuación.

3.ª fase: Definición de medidas a tomar. Se definirán las medidas a tomar en las 
distintas materias que tienen que desarrollarse en este plan.

4.ª fase: Aplicación/ejecución de medidas. Se pondrán en marcha las medidas 
definidas.

5.ª fase: Seguimiento y evaluación. Se creará la Comisión de Igualdad cuya misión 
será revisar periódicamente el equilibrio de sexos en la empresa, así como la igualdad 
de oportunidades de hombres y mujeres, garantizar la aplicación de las medidas y 
analizar las cuales se han llevado a término; todo eso con el objeto de evaluar su 
resultado y proponer nuevas acciones. También llevará a cabo el procedimiento de 
denuncia del acoso.

La Comisión de Igualdad en su primera reunión deberá dotarse de un reglamento de 
funcionamiento que incluya los nombres de las personas que la constituyen, a quién 
representan y su porcentaje de representatividad conforme resultado de elecciones 
sindicales; así como la periodicidad de las reuniones.

No se contabilizará dentro del crédito de horas legalmente establecido, el tiempo 
empleado para desarrollar esta labor y conseguir la igualdad efectiva entre mujeres y 
hombres en la empresa.

De las reuniones se levantará acta que deberá recoger, entre otras cosas, los temas 
tratados, los acuerdos alcanzados, los documentos presentados y la fecha de la 
siguiente reunión. En caso de desacuerdo se hará constar en la misma las posiciones 
definitivas de cada parte

Artículo 62. Funciones de la comisión paritaria (CPIVC) del convenio en materia de 
igualdad.

Con el fin de promover, interpretar, implantar y aplicar correctamente la ley 3/2007, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres que tuvo su entrada en vigor el 24 de 
marzo de 2007, la Comisión Paritaria (CPIVC) del Convenio tendrá las siguientes 
funciones en materia de igualdad, que podrá delegar en comisión específica si la hubiere:

Obtención, mediante encuestas u otros medios que se acuerden, de información 
anual sectorial de las medidas implantadas en las diferentes empresas y de las plantillas, 
disgregadas por categorías profesionales y género.

Asesoramiento a las empresas que lo soliciten sobre los derechos y obligaciones en 
materia de igualdad, así como en materia de implantación de planes.

Mediación y, en su caso, arbitraje, en aquellos casos que voluntaria y conjuntamente 
le sean sometidos por las partes afectadas y que versan sobre la aplicación o 
interpretación de los Planes de Igualdad.

Recabar información de las empresas sobre las incidencias y dificultades que pueda 
generar la aplicación de la Ley de Igualdad.
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Artículo 63. Protocolo de prevención contra el acoso.

En cumplimiento del artículo 48 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, las partes firmantes acuerdan el siguiente 
modelo de protocolo.

El objetivo del protocolo, es definir las pautas que nos permitirán identificar una 
situación de acoso moral, sexual o por razón de sexo, con el fin de solventar una 
situación discriminatoria y minimizar sus consecuencias, garantizando los derechos de 
las personas.

Los procedimientos de actuación deben desarrollarse bajo los principios de rapidez, 
confidencialidad, credibilidad y deben garantizar y proteger tanto la intimidad como la 
dignidad de las personas objeto de acoso. Además, se garantizarán y respetarán los 
derechos de las personas denunciadas.

Contenido del Protocolo de acoso:

1. Declaración de principios. Toda persona tiene derecho a recibir un trato cortés, 
respetuoso y digno, así como a la salvaguardia de sus derechos fundamentales de 
carácter laboral. Deben consolidarse las políticas de igualdad y no discriminación entre la 
plantilla, al tiempo que se propicia la concienciación colectiva respecto a este problema. 
Hay que mejorar las condiciones de trabajo de las personas empleadas y elevar el nivel 
de protección de la seguridad y salud de las mismas, no sólo velando por la prevención y 
protección frente a riesgos que pueden ocasionar menoscabo o daño físico, sino también 
frente a riesgos que puedan originar deterioro en la salud psíquica.

2. Definición de acoso moral. Toda conducta, práctica o comportamiento, realizada 
de forma sistemática o recurrente en el seno de una relación de trabajo, que suponga 
directa o indirectamente un menoscabo o atentado contra la dignidad de la persona, al 
cual se intenta someter emocional y psicológicamente de forma violenta u hostil, y que 
persigue anular su capacidad, promoción profesional o su permanencia en el puesto de 
trabajo, afectando negativamente al entorno laboral.

3. Tipos de acoso moral:

– Descendente (cargo superior hacia inferior).
– Horizontal (mismo nivel jerárquico).
– Ascendente (cargo inferior hacia superior).

4. Medidas preventivas de acoso moral:

– Comunicación a la plantilla de dichas medidas.
– Responsabilidad compartida y encomienda especial a directores y mandos sobre 

las mismas.
– Programas formativos en la empresa a este respecto. 5. Definición de acoso 

sexista. Cualquier comportamiento verbal, no verbal o físico dirigido contra una persona 
por razón de su sexo, y que se dé con el propósito, o el efecto de atentar contra la 
dignidad de una persona o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u 
ofensivo.

5. Cuando dicho acoso sea de índole sexual se considerará acoso sexual.
6. Propuesta de Modelo para el Procedimiento de actuación. Los receptores y 

encargados de canalizar las quejas y denuncias por acoso, será un órgano formado por 
al menos un representante de la RLT y una persona designada por la dirección de la 
entidad u organización, con formación y experiencia en esta materia.

– Procedimiento informal: El objetivo es resolver el problema extraoficialmente; en 
ocasiones, el hecho de manifestar al presunto agresor o agresora las consecuencias 
ofensivas e intimidatorias que se generan de su comportamiento, es suficiente para que 
se solucione el problema.
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El instructor o instructora se encargará de entrevistarse con la persona afectada y 
podrá tener reuniones con el presunto agresor/a y/o, en los casos de extrema necesidad 
con ambas partes, todo ello, con la finalidad de conseguir el esclarecimiento de la 
situación de acoso y alcanzar una solución aceptada por ambas partes.

En el plazo de diez días, contados a partir de la presentación de la denuncia, se 
elaborará un informe, que se pondrá, en primer lugar, en conocimiento de la persona 
denunciante.

– Procedimiento formal. Cuando el procedimiento informal no dé resultado o sea 
inapropiado para resolver el problema, se recurrirá al procedimiento formal. La 
instrucción concluirá con un informe, elaborado en un plazo máximo de treinta días, que 
se pondrá, en primer lugar, en conocimiento de la persona denunciante.

7. Resultado de la instrucción y acciones. Si existe acoso, se adoptaran las 
medidas correctoras y sancionadoras oportunas según el régimen disciplinario que le 
sea de aplicación a la persona denunciada. Si no se constatan situaciones de acoso, o 
no es posible la verificación de los hechos, se archivará el expediente.

Las denuncias, falsos alegatos o declaraciones que se demuestren como no 
honestas o dolosas, podrán ser constitutivas igualmente de actuación disciplinaria.

8. Seguimiento. El seguimiento de las denuncias se realizará en la Comisión de 
Igualdad u órgano constituido al efecto, con plena garantía de confidencialidad. En las 
comunicaciones realizadas durante el procedimiento, se recurrirá a un número de 
expediente, omitiéndose el nombre de la persona objeto del acoso.

9. Acción preventiva: Para prevenir las situaciones de acoso, desde la dirección de 
la empresa se fomentará:

– Información y sensibilización: Lanzamiento de una campaña informativa para 
enseñar cómo se puede advertir una situación de acoso, para informar de sus derechos 
y de los recursos con los que cuentan los trabajadores y trabajadoras, así como del 
Protocolo de Acoso.

– Formación: Con el compromiso de prevenir situaciones de acoso, se puede incluir 
esta materia en los programas de formación adecuados para ello. Dichos programas 
estarán especialmente dirigidos a todas las personas que tengan personal a su cargo.

Disposición transitoria primera. Complemento de guardia y expectativa.

La actualización salarial prevista en el Convenio Colectivo con efectos retroactivos a 
partir del 1 de abril se aplicará sobre el complemento de guardia que se viniera 
percibiendo de acuerdo al primer Convenio.

A partir de la entrada en vigor del presente Convenio se empezará a aplicar en la 
cuantía y forma prevista en el mismo, siendo de aplicación sobre este las actualizaciones 
acordadas por las partes a partir de enero de 2023.

Disposición adicional primera. Compromisos de negociación.

En un plazo máximo de seis meses la Comisión Negociadora del II Convenio de 
Acción e Intervención Social, abordará las materias referidas al trabajo a distancia, 
derechos digitales, derechos sindicales y flexibilidad horaria.

Disposición adicional segunda.

Los convenios reconocidos como preexistentes en el sector, incluyendo las 
actualizaciones de los mismos, y de obligado cumplimiento en los ámbitos que regulan son:

Ámbito catalán:

1. Convenio Colectivo del Sector del Lleure Educativo y Sociocultural de Catalunya. 
79002295012003.
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2. Convenio colectivo de trabajo de los trabajadores de atención domiciliaria y 
familiar de Catalunya. 79001525011999.

3. Convenio de Catalunya de Acción Social con niños, jóvenes, familias y otros en 
situación de riesgo. 79002575012007.

Ámbito vasco:

4. Convenio colectivo de Intervención social de Bizkaia. 48006185012006.
5. Convenio colectivo de Intervención Social de Álava. 01100025012015.
6. Convenio colectivo de Intervención social de Gipuzkoa. 2010025012011.

Ámbito País Valencia:

7. Convenio Colectivo para Empresas de Atención especializadas en el ámbito de 
la familia de Infancia y de Juventud de la Comunidad de Valencia. 8000545012003.

Y del ámbito estatal los siguientes:

8. Convenio Marcos Estatales de Ocio Educativo y Animación Sociocultural. 
99100055012011.

9. Convenio Estatal de Reforma Juvenil y Protección de Menores. 
99016175011900.

10. Convenio Colectivo de Centros y Servicios de atención a personas con 
Discapacidad. 99000985011981.

11. Convenio Colectivo de Enseñanza y Formación no Reglada. 99008825011994.
12. Convenio marco estatal de servicios de atención a las personas dependientes y 

desarrollo de la promoción de la autonomía personal. 99010825011997.

De igual modo en aquellas mesas de negociación legítimamente constituidas 
coincidentes parcial o totalmente con el ámbito funcional de este convenio a su entrada 
en vigor, no decae el deber de negociar y cerrar acuerdos. Debiendo ser considerados 
los ámbitos de aquellas mesas incluidos en esta disposición.

Disposición adicional tercera. Cláusula de inaplicación (descuelgue).

Si la situación y perspectivas económicas de una entidad pudieren verse 
negativamente afectadas como consecuencia de la aplicación de las condiciones 
económicas previstas en el presente Convenio, pudiendo verse afectadas en ambos 
casos las posibilidades de mantenimiento de empleo en la misma, la entidad podrá 
proceder a la inaplicación del régimen salarial establecido de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 82.3 del Estatuto de los Trabajadores.

Igualmente, de conformidad con lo establecido en el artículo 82.3 del E.T., cuando 
concurran causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, por acuerdo 
entre la empresa y los representantes de los trabajadores legitimados para negociar un 
convenio colectivo estatutario, es posible, previo desarrollo de un período de consultas 
(el previsto para la modificación de condiciones sustanciales de trabajo de carácter 
colectivo, artículo 41.4 del E.T.), inaplicar en la empresa las condiciones de trabajo 
previstas en el convenio colectivo aplicable, que afecten a las siguientes materias:

a) Jornada de trabajo.
b) Horario y la distribución del tiempo de trabajo.
c) Régimen de trabajo a turnos.
d) Sistema de remuneración y cuantía salarial.
e) Sistema de trabajo y rendimiento.
f) Funciones, cuando excedan de los límites previstos para la movilidad funcional.
g) Mejoras voluntarias de la acción protectora de la Seguridad Social.
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La solicitud de descuelgue la iniciará el empresario, quien la comunicará a la 
representación unitaria y sindical o en su ausencia, a la comisión de trabajadores 
designados según lo previsto en el artículo 41.4 del Estatuto de los Trabajadores así 
como a la Comisión Paritaria (CPIVC) del presente Convenio.

1. Tanto para el procedimiento de Inaplicación (art. 82.3 del E.T.), como los 
recogidos en los artículos 39.4 y 41 del E.T., dentro del ámbito funcional del presente 
convenio se deberá respetar el siguiente procedimiento acorde con el artículo 41.4 del 
E.T. con la Comisión Paritaria (CPIVC) de este Convenio, estando obligadas las 
empresas y entidades para no caer en defecto de forma a las siguientes:

2. Informar a la Comisión Paritaria (CPIVC), al tiempo que a la RLT o trabajadores, la 
intención de iniciar procedimiento, ya sea de modificación sustancial de las condiciones 
de trabajo o de inaplicación, conforme a lo expuesto en el artículo 41.4 del E.T.

3. Comunicar a la Comisión Paritaria (CPIVC), en defecto de RLT en algún ámbito 
afectado por el procedimiento, si el colectivo de trabajadores ha optado por delegar o 
designar de representación a los sindicatos representativos del sector y legitimados para 
formar parte de la comisión negociadora del convenio, conforme a lo expuesto en el 
artículo 41.4 del E.T. Los trabajadores en la empresa, en ausencia de representación 
legal de los trabajadores, tienen derecho a atribuir su representación en los sindicatos 
firmantes del presente Convenio.

4. Comunicar a la Comisión Paritaria (CPIVC), al tiempo que a la RLT o comisión 
de trabajadores, la comunicación de inicio de procedimiento o periodo de consultas 
conforme a lo expuesto en el artículo 41.4 del E.T.

5. Por si fuera necesaria la intervención de la Comisión Paritaria (CPIVC) en el 
procedimiento, la cual deberá resolver acordando por mayoría la autorización o no de lo 
solicitado en el plazo de siete días hábiles, conforme a lo expuesto en el artículo 82.3 del 
E.T., las empresas estarán obligadas a trasladar a la Comisión, al tiempo que a la RLT o 
comisión de trabajadores, la documentación que se aporte a lo largo del procedimiento. 
Y que mínimamente deberá componerse de la documentación relativa a balances, 
cuentas de resultados y, en su caso, informe de auditores o de censores de cuentas, que 
justifique un tratamiento diferenciado. Además, será necesaria la presentación de una 
memoria explicativa de las causas que motivan la solicitud, en la que se hará constar la 
situación económica y financiera de la empresa y la afectación al mantenimiento del 
empleo, asimismo explicarán las medidas de carácter general que hayan previsto para la 
viabilidad de la empresa y el mantenimiento del empleo. Más la legalmente pertinente.

6. En caso de acuerdo o el defecto del mismo, fuera del ámbito de la Comisión 
Paritaria (CPIVC) deberá ser formalmente comunicado a la Comisión Paritaria (CPIVC) 
del convenio, más la pertinente comunicación y registro ante la autoridad laboral.

7. Comunicación expresa por cualquiera de las partes para en caso de desacuerdo 
solicitar la intervención de la Comisión Paritaria en (CPIVC) el proceso, en virtud de las 
potestades conferidas en el artículo 82.3 del E.T.

8. El presente Convenio reflejará las direcciones y datos de contacto de la 
Comisión Paritaria (CPIVC) para facilitar las comunicaciones en tiempo real.

9. El acuerdo de inaplicación salarial, en su caso, deberá determinar con exactitud 
la retribución a percibir por los trabajadores de dicha empresa, pudiendo establecer si la 
negociación lo decidiera, en su caso y en atención a la desaparición de las causas que lo 
determinaron, una programación de la progresiva convergencia hacia la recuperación de 
las condiciones salariales establecidas en el presente convenio, sin que en ningún caso 
dicha inaplicación pueda superar el límite temporal que las partes determinen durante la 
negociación atendiendo a la coyuntura de las causas y como máximo, hasta la entrada 
en vigor de un nuevo convenio.

10. El acuerdo de inaplicación y la programación de la recuperación de las 
condiciones salariales no podrán suponer el incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en convenio relativas a la eliminación de las discriminaciones retributivas 
por razones de género.
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Disposición final primera. Catálogo de Actividad del II Convenio Colectivo Marco Estatal 
de Intervención Social.

Este Catálogo de Actividad se desarrolla y define al amparo, y en el marco, del 
artículo 1 del I Convenio Colectivo Marco Estatal de Intervención Social en el que se referencia.

No obstante señalar que este documento denominado «Catálogo de Actividad del I 
Convenio Colectivo Marco Estatal de Intervención Social» no es una relación que incluya 
totalmente, o describa de forma exhaustiva o cerrada, todos los servicios, 
equipamientos, programas, proyectos, áreas de gestión, de investigación, de diseño, de 
evaluación, de diagnóstico y de planificación estratégica de programas de acción social, 
o programas socio-educativos no regulados por otros convenios, o programas socio-
sanitarios o programas sociolaborales contenidos en el artículo 1 de este Convenio.

La Comisión Paritaria de este Convenio podrá ampliar esta relación, bien por qué 
encuentre otros servicios, equipamientos, programas, proyectos, áreas de gestión, de 
investigación etc., que no hubieran sido incluidos, y considere que están comprendidos 
en el ámbito funcional descrito en el artículo 7 de este Convenio, o bien porqué 
aparezcan nuevos servicios, equipamientos, programas, proyectos, áreas de gestión, de 
investigación etc., o se redefinan otros preexistentes, debido al carácter dinámico y 
cambiante de este sector laboral. Esta actuación de ampliación y/o reinterpretación la 
hará la Comisión Paritaria (CPIVC) con arreglo a lo señalado en el artículo 7 de este 
Convenio Colectivo y al desarrollo del mismo.

ANEXO I

Catálogo de actividad del ámbito funcional del convenio

Catálogo de actividad

Realizamos dos descriptivas, una en función de la tipología y situación de necesidad 
y otra por las áreas de intervención o ámbitos de actuación.

A. En función de la tipología de las prestaciones y la situación de necesidad

Toda actividad recogida en el Catálogo de Referencia de Servicios Sociales y 
desarrollada por distintas entidades para la implementación del mismo. Se exceptúan 
todas aquellas actividades excluidas por estar expresamente reguladas en los convenios 
colectivos mencionados en la Disposición Adicional primera del presente Convenio.

Dicho Catálogo recoge, identifica y define las prestaciones de referencia del Sistema 
Público de Servicios Sociales para el conjunto del Estado, y comprende la actividad 
derivada de la prestación de servicios:

Las prestaciones de servicios sociales de atención primaria y especializada, 
entendiendo como tales las actuaciones que realizan los equipos técnicos orientadas a 
atender las necesidades sociales y favorecer la inserción social de los ciudadanos y 
ciudadanas, familias y grupos de población. Estas prestaciones se pueden desarrollar 
desde equipamientos, programas, servicios, unidades administrativas y equipos 
multiprofesionales, entre otros. Se enumeran y desarrollan de manera agrupada en el 
Catálogo de Referencia de Servicios Sociales, en base a los siguientes ejes temáticos:

1) Información, orientación y asesoramiento.
2) Autonomía personal y atención en el domicilio. (Se excluyen los servicios de 

atención a personas en situación de dependencia). 3) Intervención y apoyo familiar.
4) Intervención y protección de menores. (Se excluye el acogimiento residencial).
5) Atención residencial. (Excluida la atención residencial a personas en situación de 

dependencia y personas con discapacidad).
6) Prevención e Inclusión social.
7) Protección jurídica. (Excluida la destinada a menores).
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B. En función de las áreas de intervención y/o ámbitos de actuación

1. Área de intervención psico-social y socio-educativa.

Conjunto de servicios, centros, equipos y programas dirigidos al desarrollo integral y 
continuo de personas, grupos y comunidades en su entorno, así como a la prevención, 
atención, actuación y compensación ante situaciones de desventaja y riesgo social, 
educativo y/o económico, desde un enfoque psico-socio-educativo, con exclusión 
expresa de aquellos servicios, centros, programas y colectivos específicos señalados en 
Convenio Estatal de Reforma Juvenil y Protección de Menores y el Convenio Estatal 
Marco de Ocio Educativo y ASC.

a. En este ámbito quedan comprendidas, entre otras, los siguientes servicios, 
equipamientos, programas, proyectos, acciones, actividades y otros similares o 
análogos:

1. Servicios y otros similares o análogos.
2. Servicios de primera acogida de inmigrantes.
3. Servicios de atención, información, asesoramiento, intervención y tratamiento 

para mujeres en general y especializados (víctimas de violencia de género, prostitutas, 
mujeres con problemáticas sociales específicas, etcétera).

4. Servicios de atención social en Juzgados.
5. Servicios de atención a víctimas de la violencia doméstica (infancia, mujeres, 

etcétera).
6. Servicio de ejecución de medidas penales alternativas a prisión, con exclusión de 

menores.
7. Servicios de tutela y acompañamiento a la inserción.
8. Servicios de mediación penal, civil, etc., en el ámbito de la justicia.
9. Otros.

b. Equipamientos, centros, pisos y estructuras análogas o similares:

1. Centros de día y centros abiertos para mujeres y otros colectivos en riesgo de 
exclusión social.

2. Centros de acogida (de acción educativa de estancia limitada para mujeres 
maltratadas, población en pobreza y/o otros colectivos en riesgo de exclusión social).

3. Pisos para mujeres protegidas por maltrato por motivos de género.
4. Centros de transeúntes y sin techo.
5. Comedores sociales.
6. Centros de noche y pensiones sociales.
7. Centros, pisos, o cualquier otro dispositivo residencial dirigido a otros colectivos 

en riesgo de exclusión social.
8. Otros.

c. Programas, proyectos y actividades similares o análogas:

1. Programas de atención, intervención y mediación, salvo la familiar ya incluida en 
otros convenios.

2. Otros.

2. Área de intervención sociolaboral:

Conjunto de servicios, centros, equipos y programas dirigidos a fomentar la 
integración social y a mejorar la calidad de vida a través de la búsqueda de espacios de 
empleo y ocupación que posibiliten el logro de la autonomía personal y económica, 
promoviendo el desarrollo armonizado de riqueza material y cultural en el ámbito local 
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mediante actividades específicas de integración laboral, promoción de la igualdad y 
desarrollo local.

a. En este ámbito quedan comprendidas, entre otras, los siguientes servicios, 
equipamientos, programas, proyectos, actuaciones, actividades y otros similares o 
análogos:

1. Servicios de inserción o reinserción sociolaboral.
2. Servicios de orientación profesional para el empleo y asistencia para la auto 

ocupación, itinerarios de inserción ocupacional.
3. Servicios de información, orientación, asesoramiento, intermediación y 

sensibilización empresarial.
4. Servicios integrales de mejora de la ocupabilidad para colectivos en riesgo de 

exclusión social.
5. Servicio de apoyo a la integración laboral en empresa ordinaria para colectivos 

en riesgo de exclusión social.
6. Servicios terapéuticos de orientación laboral (pre-talleres, oficinas técnicas 

laborales, etcétera).
7. Otros.

b. Equipamientos, centros, pisos y estructuras análogas o similares:

1. Pretalleres para el desarrollo personal, la integración social y compensar déficit 
socioeducativos a adolescencia y juventud en riesgo.

2. Centro de día para favorecer la inserción social de colectivos en situación de 
exclusión, preparación ocupacional y prelaboral.

3. Otros.

c. Programas, proyectos y actividades similares o análogas:

1. Acciones experimentales en cuanto a metodología y lo colectivo que sean 
innovadoras en la búsqueda de la inserción sociolaboral.

2. Acciones de orientación e información profesionalizadora.
3. Acciones de motivación laboral.
4. Programas de empleo con apoyo tutorial.
5. Otros.

Quedan expresamente excluidos los PCPI que están encuadrados en la enseñanza 
reglada.

3. Área de intervención sociosanitaria y asistencial:

Conjunto de servicios, centros, equipos y programas dirigidos a la atención tanto 
preventiva como asistencial hacia individuos, grupos o comunidades cuyas condiciones 
de salud física y, o psíquica, relacionadas a su vez con determinadas necesidades 
sociales requieran de una intervención multidisciplinar de orden biopsicosocial con el 
objeto de mejorar su calidad de vida.

a. En este ámbito quedan comprendidas, entre otras, los siguientes servicios, 
equipamientos, programas, proyectos, actuaciones, actividades y otros similares o 
análogos:

1. Servicios y otros similares o análogos:
2. Servicios psicosociales para favorecer el confort y calidad de vida de enfermos 

terminales.
3. Servicios de apoyo emocional al duelo.
4. Servicios de apoyo emocional del enfermo y a sus familias (afectados por el VIH, 

etcétera).
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5. Servicios de prevención del VIH y drogodependencias.
6. Servicios sociosanitarios de rehabilitación dirigidos a colectivos en situación de 

riesgo o exclusión social.
7. Servicios de atención asistencial a colectivos en grave dificultad social (ayuda 

alimentaría, comedores, roperos y otras necesidades básicas).
8. Servicios de Salud Mental Sobrevenida y Multicausal.
9. Servicios de emergencia social.
10. Servicios de coordinación entre recursos sanitarios y sociales.
11. Servicios de ayuda a refugiados.
12. Otros.
13. Equipamientos, centros, pisos y estructuras análogas o similares.
14. Acogida familiar para evitar o retrasar la institucionalización, con exclusión de 

menores.
15. Centros para transeúntes, viviendas o centros temporales como plataforma de 

trabajo por la inclusión e inserción social.
16. Centros residenciales para poblaciones en riesgo de exclusión social o en 

exclusión social con diversos factores de riesgo de exclusión o exclusión (tóxico-
dependencias, enfermedad mental, difícil inserción sociolaboral, etc.).

17. Centros de atención a personas con enfermedades terminales en situación de 
abandono, o con problemas de exclusión.

18. Centros y pisos para refugiados.
19. Centros de atención a las toxico dependencias y otras dependencias, 

especializados o integrales.
20. Centros, pisos o cualquier otro dispositivo residencial dirigido a otros colectivos 

en riesgo de exclusión social como elemento para trabajar la inclusión y la exclusión 
social.

21. Otros.

b. Programas, proyectos y actividades similares o análogas:

1. Programas sociosanitarios integrales para el tratamiento de adicciones.
2. Programas de desintoxicación, deshabituación en drogodependencias y 

reinserción social en drogodependencias: CAD, CAID, pisos.
3. Programas y servicios dirigidos a personas en situación de exclusión, o de gran 

exclusión, que intermedian entre estas y el mercado privado de vivienda para su 
inserción en estas, acompañándoles mediante acciones socioeducativas de 
reconstrucción de hábitos, apoyo psicosocial, apoyo pre-laboral, actividades de ocio, etc.

4. Programas de reducción de daños en drogodependencias (metadona y otros): 
Autobuses, centros de día...

5. Actividades de ocio y apoyo al enfermo hospitalizado.
6. Equipos de coordinación entre recursos sanitarios y sociales.
7. Otros.

4. Área de gestión, investigación, diseño, evaluación, diagnóstico y planificación 
estratégica de programas sociales:

Conjunto de servicios, centros, equipos y programas dirigidos a la planificación y 
administración de los recursos materiales tecnológicos y humanos, con vistas a 
sistematizar desde bases técnicas el desarrollo y supervisión de las labores, y la eficacia 
y eficiencia de las actuaciones de intervención social. Asimismo también los referidos al 
conjunto de servicios, centros, equipos y programas dirigidos a la consultoría para el 
diagnóstico, investigación, innovación y propuesta en el ámbito de la intervención social.
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En este ámbito quedan comprendidas, entre otras, los siguientes servicios, 
equipamientos, programas, proyectos, actuaciones, actividades y otros similares o 
análogos:

a. Servicios y otros similares o análogos:

1. Asesoría especializada y consultoría (accesibilidad y eliminación de barreras 
físicas y de la comunicación, organización de equipos...).

2. Servicios de formación orientados a profesionales de las áreas asistenciales, 
socio-sanitaria, de servicios sociales, psico-social y socioeducativa con las exclusiones 
ya señaladas.

3. Servicios de orientación, información, asesoramiento, acompañamiento y 
mediación a personas o familias para prevenir la pérdida de su vivienda o bien para la 
consecución de un alojamiento alternativo.

4. Otros.

b. Equipamientos, centros, pisos, estructuras, programas, proyectos y actividades 
similares o análogas.

1. Diseño de programas de intervención social y de proyectos de acción-
investigación.

2. Evaluación y análisis de resultados, difusión de buenas prácticas.
3. Coordinación de proyectos pluridisciplinares, interterritoriales (dirección de 

recursos y equipos, búsqueda de financiación pública y privada).
4. Investigación aplicada y detección de nuevas necesidades sociales, 

socioculturales, etc.
5. Diagnósticos y planificación estratégica en los servicios sociales, 

socioeducativos, con las exclusiones ya señaladas, e intervención social.
6. Otros.

ANEXO II

Incrementos salariales años 2022, 2023 y 2024

Las partes firmantes de este convenio acuerdan los siguientes incrementos salariales 
durante el periodo de vigencia del Convenio Colectivo en relación a las tablas salariales 
del año anterior.

– Un incremento del 2 por ciento en todos los conceptos salariales recogidos en el 
presente Convenio desde el 1 de abril de 2022.

– Un incremento del 3 por ciento en todos los conceptos salariales recogidos en el 
presente Convenio para la totalidad del año 2023.

– Un incremento del 2,5 por ciento en todos los conceptos salariales recogidos en el 
presente Convenio para la totalidad del año 2024.

Así mismo las partes acuerdan establecer un incremento no inferior al 2 por ciento en 
todos los conceptos salariales recogidos en el presente Convenio para el año 2025. A tal 
efecto las partes negociadoras del presente Convenio deberán reunirse en junio de 2023 
con el objeto de concretar la subida definitiva para ese año, debiendo negociar entre 
ellas de buena fe, teniendo en cuenta, entre otros factores, la evolución del poder 
adquisitivo de las personas trabajadoras hasta la fecha así como la coyuntura en la que 
se encuentren las entidades y empresas del sector.
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En virtud de lo anterior se establecen las siguientes tablas salariales:

Tablas salariales 2022

Incremento del 2 por ciento sobre tablas salariales de 2021 con efectos de 1 de abril 
de 2022

Grupo profesional
Salario base. Importe bruto anual 2022

–
Euros

0 27.380,46

1 23.353,92

2 21.076,05

3 18.476,06

4 16.106,16

Grupo profesional
C. Responsabilidad. Importe bruto anual 2022

–
Euros

0 5.176,98

1 4.026,54

2 2.876,09

3 0

4 0

Equipos

C. Coordinación. Importe bruto anual 
2022

–
Euros

Equipo de trabajo básico (3 personas). 575,22

Equipo de trabajo intermedio 1 (4 a 5 personas). 1.150,44

Equipo de trabajo intermedio 2 (6 a 7 personas). 1.725,66

Equipo de trabajo de 8 o más personas. 2.300,88

Grupos profesionales
C. Exp. Profesional. Importe bruto anual 2022

–
Euros

0 0

1 834,06

2 765,04

3 696,02

4 626,99
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Grupos profesionales
C. Proyecto. Importe bruto anual 2022

–
Euros

0 0

1 2.899,27

2 1.981,62

3 1.651,35

4 550,45

Tablas salariales 2023

Incremento del 3 por ciento sobre tablas salariales de 2022 con efectos de 1 de enero 
de 2023

Grupo profesional
Salario base. Importe bruto anual 2023

–
Euros

0 28.201,88

1 24.054,54

2 21.708,33

3 19.030,34

4 16.589,34

Grupo profesional
C. Responsabilidad. Importe bruto anual 2023

–
Euros

0 5.332,29

1 4.147,34

2 2.962,38

3 0

4 0

Equipos

C. Coordinación. Importe bruto anual 
2023

–
Euros

Equipo de trabajo básico (3 personas). 592,48

Equipo de trabajo intermedio 1 (4 a 5 personas). 1.184,95

Equipo de trabajo intermedio 2 (6 a 7 personas). 1.777,43

Equipo de trabajo de 8 o más personas. 2.369,90
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Grupos profesionales
C. Exp. Profesional. Importe bruto anual 2023

–
Euros

0 0

1 859,09

2 787,99

3 716,90

4 645,80

Grupos profesionales
C. Proyecto. Importe bruto anual 2023

–
Euros

0 0

1 2.986,25

2 2.041,06

3 1.700,89

4 566,97

Tablas salariales 2024

Incremento del 2,5 por ciento sobre tablas salariales de 2023 con efectos de 1 de enero 
de 2024

Grupo profesional
Salario base. Importe bruto anual 2024

–
Euros

0 28.906,92

1 24.655,90

2 22.251,04

3 19.506,10

4 17.004,08

Grupo profesional
C. Responsabilidad. Importe bruto anual 2024

–
Euros

0 5.465,60

1 4.251,02

2 3.036,44

3 0

4 0
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Equipos

C. Coordinación. Importe bruto anual 
2024

–
Euros

Equipo de trabajo básico (3 personas). 607,29

Equipo de trabajo intermedio 1 (4 a 5 personas). 1.214,57

Equipo de trabajo intermedio 2 (6 a 7 personas). 1.821,86

Equipo de trabajo de 8 o más personas. 2.429,15

Grupos profesionales
C. Exp. Profesional. Importe bruto anual 2024

–
Euros

0 0

1 880,56

2 807,69

3 734,82

4 661,95

Grupos profesionales
C. Proyecto. Importe bruto anual 2024

–
Euros

0 0

1 3.060.90

2 2.092,09

3 1.743,41

4 581,14
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 23 de septiembre de 2011

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley Orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El derecho fundamental de asociación, reconocido en el artículo 22 de la Constitución, y 
de antigua tradición en nuestro constitucionalismo, constituye un fenómeno sociológico y 
político, como tendencia natural de las personas y como instrumento de participación, 
respecto al cual los poderes públicos no pueden permanecer al margen.

Nuestra Constitución no es ajena a estas ideas y, partiendo del principio de libertad 
asociativa, contiene normas relativas a asociaciones de relevancia constitucional, como los 
partidos políticos (artículo 6), los sindicatos (artículos 7 y 28), las confesiones religiosas 
(artículo 16), las asociaciones de consumidores y usuarios (artículo 51) y las organizaciones 
profesionales (artículo 52), y de una forma general define, en su artículo 22, los principios 
comunes a todas las asociaciones, eliminando el sistema de control preventivo, contenido en 
la Ley 191/1964, de 24 de diciembre, de Asociaciones, y posibilitando su ejercicio.

Consecuentemente, la necesidad ineludible de abordar el desarrollo del artículo 22 de la 
Constitución, mediante Ley Orgánica al tratarse del ejercicio de un derecho fundamental 
(artículo 81), implica que el régimen general del derecho de asociación sea compatible con 
las modalidades específicas reguladas en leyes especiales y en las normas que las 
desarrollan, para los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones empresariales, las 
confesiones religiosas, las asociaciones deportivas, y las asociaciones profesionales de 
Jueces, Magistrados y Fiscales. Con este objetivo se establece un régimen mínimo y común, 
que es, además, el régimen al que se ajustarán las asociaciones no contempladas en la 
legislación especial.

Se ha optado por incluir en único texto normativo la regulación íntegra y global de todos 
estos aspectos relacionados con el derecho de asociación o con su libre ejercicio, frente a la 
posibilidad de distinguir, en sendos textos legales, los aspectos que constituyen el núcleo 
esencial del contenido de este derecho -y, por tanto, regulables mediante Ley Orgánica- de 
aquellos otros que por no tener ese carácter no requieren tal instrumento normativo.

Esa división hubiese resultado difícilmente viable por las siguientes razones: en primer 
lugar, en el texto actual se entrelazan, a veces como diferentes apartados de un mismo 
artículo, preceptos de naturaleza orgánica y ordinaria, por lo cual su separación hubiese 
conducido a una pérdida de calidad técnica de la norma y a una mayor dificultad en su 
comprensión, aplicación e interpretación ; y segundo, agrupando en un único texto -siempre 
diferenciando en función de la naturaleza orgánica o no- el código básico que regula el 
derecho de asociación, se favorece su conocimiento y manejo por parte de los ciudadanos, 
cuya percepción del derecho de asociación es básicamente unitaria en cuanto a su 
normativa reguladora, al menos en el ámbito estatal.

Es innegable, también, y así lo recuerda el Comité Económico y Social de la Unión 
Europea en su Dictamen de 28 de enero de 1998, la importancia que tienen las asociaciones 
para la conservación de la democracia.

Las asociaciones permiten a los individuos reconocerse en sus convicciones, perseguir 
activamente sus ideales, cumplir tareas útiles, encontrar su puesto en la sociedad, hacerse 
oír, ejercer alguna influencia y provocar cambios.
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Al organizarse, los ciudadanos se dotan de medios más eficaces para hacer llegar su 
opinión sobre los diferentes problemas de la sociedad a quienes toman las decisiones 
políticas. Fortalecer las estructuras democráticas en la sociedad revierte en el fortalecimiento 
de todas las instituciones democráticas y contribuye a la preservación de la diversidad 
cultural.

En este sentido, el legislador debe ser especialmente consciente, al regular el derecho 
de asociación, del mandato contenido en el artículo 9.2 de la Constitución, que deriva 
directamente de la configuración de nuestro Estado como social y democrático de derecho. 
Es en este marco legislativo donde la tarea asignada a los poderes públicos de facilitar la 
participación de los ciudadanos en todos los ámbitos sociales está llamada a encontrar su 
principal expresión. Esta filosofía impregna toda la norma, ya que uno de los instrumentos 
decisivos para que la participación sea real y efectiva es la existencia de un asociacionismo 
vigoroso. Ello debe hacerse compatible con el respeto a la libertad asociativa y con la no 
injerencia en su funcionamiento interno, para que bajo el pretexto del fomento no se cobijen 
formas de intervencionismo contrarias a nuestra norma suprema.

II

La presente Ley Orgánica, siguiendo nuestra tradición jurídica, limita su ámbito a las 
asociaciones sin fin de lucro, lo que permite dejar fuera del ámbito de aplicación de la misma 
a las sociedades civiles, mercantiles, industriales y laborales, a las cooperativas y 
mutualidades, y a las comunidades de bienes o de propietarios, cuyas finalidades y 
naturaleza no responden a la esencia comúnmente aceptada de las asociaciones, sin 
perjuicio de reconocer que el artículo 22 de la Constitución puede proyectar, 
tangencialmente, su ámbito protector cuando en este tipo de entidades se contemplen 
derechos que no tengan carácter patrimonial.

Tampoco pueden incluirse las corporaciones llamadas a ejercer, por mandato legal, 
determinadas funciones públicas, cuando desarrollen las mismas.

Por otro lado, la ilicitud penal de las asociaciones, cuya definición corresponde a la 
legislación penal, constituye el límite infranqueable de protección del derecho de asociación.

III

El derecho de asociación proyecta su protección desde una doble perspectiva ; por un 
lado, como derecho de las personas en el ámbito de la vida social, y, por otro lado, como 
capacidad de las propias asociaciones para su funcionamiento.

La Ley, a lo largo de su articulado y sistemáticamente ubicadas, expresamente 
desarrolla las dos facetas.

En cuanto a la primera, aparecen los aspectos positivos, como la libertad y la 
voluntariedad en la constitución de las asociaciones, paralelamente a la contemplación de la 
titularidad del derecho a constituir asociaciones, sin perjuicio de las condiciones que para su 
ejercicio establece la legislación vigente, y los derechos inherentes a la condición de 
asociado ; y los negativos, que implican que nadie pueda ser obligado a ingresar en una 
asociación o a permanecer en su seno.

La segunda recoge la capacidad de las asociaciones para inscribirse en el Registro 
correspondiente ; para establecer su propia organización en el marco de la Ley ; para la 
realización de actividades dirigidas al cumplimiento de sus fines en el marco de la legislación 
sectorial específica ; y, finalmente, para no sufrir interferencia alguna de las 
Administraciones, como tan rotundamente plasma el apartado 4 del artículo 22 de la 
Constitución, salvo la que pudiera venir determinada por la concurrencia de otros valores, 
derechos o libertades constitucionales que deban ser objeto de protección al mismo tiempo y 
nivel que el derecho de asociación.

IV

La creciente importancia que las asociaciones tienen en el tráfico jurídico aconseja, 
como garantía de quienes entren en dicho tráfico, que la Ley tome como punto de referencia 
en relación con su régimen de responsabilidad- el momento en que se produce la inscripción 
en el Registro correspondiente.
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Esta misma garantía hace necesaria la regulación de extremos importantes en el tráfico 
jurídico, como son el contenido del acta fundacional y de los Estatutos, la modificación, 
disolución y liquidación de las asociaciones, sus obligaciones documentales y contables, y la 
publicidad de la identidad de los miembros de los órganos de dirección y administración.

La consecuencia de la inscripción en el Registro será la separación entre el patrimonio 
de la asociación y el patrimonio de los asociados, sin perjuicio de la existencia, y posibilidad 
de exigencia, de la responsabilidad de aquéllos que, con sus actos u omisiones, causen a la 
asociación o a terceros daños o perjuicios.

V

Del contenido del artículo 22.3 de la Constitución se deriva que la Administración carece, 
al gestionar los Registros, de facultades que pudieran entrañar un control material de 
legalización o reconocimiento.

Por ello, se regula el procedimiento de inscripción en los límites constitucionales 
mencionados, estableciéndose la inscripción por silencio positivo en coherencia con el hecho 
de tratarse del ejercicio de un derecho fundamental.

VI

La presente Ley reconoce la importancia del fenómeno asociativo, como instrumento de 
integración en la sociedad y de participación en los asuntos públicos, ante el que los poderes 
públicos han de mantener un cuidadoso equilibrio, de un lado en garantía de la libertad 
asociativa, y de otro en protección de los derechos y libertades fundamentales que pudieran 
encontrarse afectados en el ejercicio de aquélla.

Resulta patente que las asociaciones desempeñan un papel fundamental en los diversos 
ámbitos de la actividad social, contribuyendo a un ejercicio activo de la ciudadanía y a la 
consolidación de una democracia avanzada, representando los intereses de los ciudadanos 
ante los poderes públicos y desarrollando una función esencial e imprescindible, entre otras, 
en las políticas de desarrollo, medio ambiente, promoción de los derechos humanos, 
juventud, salud pública, cultura, creación de empleo y otras de similar naturaleza, para lo 
cual la Ley contempla el otorgamiento de ayudas y subvenciones por parte de las diferentes 
Administraciones públicas conforme al marco legal y reglamentario de carácter general que 
las prevé, y al específico que en esa materia se regule legalmente en el futuro.

Por ello, se incluye un capítulo dedicado al fomento que incorpora, con modificaciones 
adjetivas, el régimen de las asociaciones de utilidad pública, recientemente actualizado, 
como instrumento dinamizador de la realización de actividades de interés general, lo que 
redundará decisivamente en beneficio de la colectividad.

No puede olvidarse, en este aspecto, el importante papel de los voluntarios, por lo que la 
Administración deberá tener en cuenta la existencia y actividad de los voluntarios en sus 
respectivas asociaciones, en los términos establecidos en la Ley 6/1996, de 15 de enero, del 
voluntariado.

VII

En el capítulo VII se contemplan las garantías jurisdiccionales, sin las cuales el ejercicio 
del derecho de asociación podría convertirse en una mera declaración de principios.

La aplicación de los procedimientos especiales para la protección de los derechos 
fundamentales de la persona, correspondientes en cada orden jurisdiccional, no ofrece duda 
alguna, en todos aquellos aspectos que constituyen el contenido fundamental del derecho de 
asociación.

Asimismo, el apartado 4 del artículo 22 de la Constitución es objeto de desarrollo, 
estableciéndose las causas de suspensión y disolución judicial de las asociaciones ; y, en 
cuanto a la tutela, en procedimiento ordinario, de los órdenes jurisdiccionales contencioso-
administrativo y civil, la Ley no modifica, en esencia, la situación preexistente, remitiéndose 
en cuanto a la competencia jurisdiccional a la Ley Orgánica del Poder Judicial.
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VIII

Otra de las novedades destacables de la Ley es la posibilidad de creación de los 
Consejos Sectoriales de Asociaciones como órganos de colaboración y asesoramiento, de 
los que forman parte representantes de las Administraciones y de las asociaciones, como 
marco de actuación común en los distintos sectores asociativos, dada su amplia diversidad, 
y que sirva de cauce de interlocución, para que el papel y la evolución de las asociaciones 
respondan a las necesidades actuales y futuras.

Es necesario que las asociaciones colaboren no sólo con las Administraciones, sino 
también con la industria y el comercio, las organizaciones empresariales y las 
organizaciones sindicales ; colaboración edificada sobre una relación de confianza mutua y 
de intercambio de experiencias, sobre todo en temas tales como el medio ambiente, cultura, 
educación, sanidad, protección social, lucha contra el desempleo, y promoción de derechos 
humanos. Con la creación de los Consejos Sectoriales de Asociaciones, se pretende 
canalizar y alentar esta colaboración.

IX

La presente Ley, en virtud de lo dispuesto en la disposición final primera, es claramente 
respetuosa con la doctrina del Tribunal Constitucional, que se contiene en la sentencia de 23 
de julio de 1998, en cuanto a la reserva de ley orgánica, y en lo que se refiere al sistema de 
distribución competencial que se desprende de la Constitución y de los Estatutos de 
Autonomía. Por ello, también se ha tenido en cuenta la legislación autonómica existente en 
materia de asociaciones.

El rango de ley orgánica, ex artículo 81.1 de la Constitución, alcanza, en los términos del 
apartado 1. de la disposición final primera, a los preceptos de la Ley considerados como 
elementos esenciales del contenido del derecho de asociación, que se manifiesta en cuatro 
dimensiones: en la libertad de creación de asociaciones y de adscripción a las ya creadas ; 
en la libertad de no asociarse y de dejar de pertenecer a las mismas ; en la libertad de 
organización y funcionamiento internos sin injerencias exteriores ; y en un conjunto de 
facultades de los asociados considerados individualmente frente a las asociaciones a las que 
pertenecen.

El artículo 149.1.1.ª de la Constitución habilita al Estado para regular y garantizar el 
contenido primario, las facultades elementales y los límites esenciales en aquello que sea 
necesario para garantizar la igualdad de todos los españoles, y la presente ley concreta 
dicha habilitación, en el ejercicio del derecho de asociación, en los aspectos relativos a la 
definición del concepto legal de asociación, así como en el régimen jurídico externo de las 
asociaciones, aspectos todos ellos que requieren un tratamiento uniforme.

El segundo de los títulos competenciales que se manifiesta en la Ley es el previsto en el 
artículo 149.1.6.ª de la Constitución, en cuanto se refiere a la legislación procesal y que 
responde a la necesidad de salvaguardar la uniformidad de los instrumentos jurisdiccionales.

La definición y régimen de las asociaciones declaradas de utilidad pública estatal tiene 
como finalidad estimular la participación de las asociaciones en la realización de actividades 
de interés general, y por ello se dicta al amparo del artículo 149.1.14.ª de la Constitución.

Las restantes normas de la Ley son sólo de aplicación a las asociaciones de 
competencia estatal, competencia que alcanzará a todas aquellas asociaciones para las 
cuales las Comunidades Autónomas no ostenten competencias exclusivas, y, en su caso, a 
las asociaciones extranjeras.

En definitiva, con la presente Ley se pretende superar la vigente normativa 
preconstitucional tomando como criterios fundamentales la estructura democrática de las 
asociaciones y su ausencia de fines lucrativos, así como garantizar la participación de las 
personas en éstas, y la participación misma de las asociaciones en la vida social y política, 
desde un espíritu de libertad y pluralismo, reconociendo, a su vez, la importancia de las 
funciones que cumplen como agentes sociales de cambio y transformación social, de 
acuerdo con el principio de subsidiariedad.
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CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente Ley Orgánica tiene por objeto desarrollar el derecho de asociación 
reconocido en el artículo 22 de la Constitución y establecer aquellas normas de régimen 
jurídico de las asociaciones que corresponde dictar al Estado.

2. El derecho de asociación se regirá con carácter general por lo dispuesto en la 
presente Ley Orgánica, dentro de cuyo ámbito de aplicación se incluyen todas las 
asociaciones que no tengan fin de lucro y que no estén sometidas a un régimen asociativo 
específico.

3. Se regirán por su legislación específica los partidos políticos ; los sindicatos y las 
organizaciones empresariales; las iglesias, confesiones y comunidades religiosas ; las 
federaciones deportivas ; las asociaciones de consumidores y usuarios ; así como 
cualesquiera otras reguladas por leyes especiales.

Las asociaciones constituidas para fines exclusivamente religiosos por las iglesias, 
confesiones y comunidades religiosas se regirán por lo dispuesto en los tratados 
internacionales y en las leyes específicas, sin perjuicio de la aplicación supletoria de las 
disposiciones de la presente Ley Orgánica.

4. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la presente Ley las comunidades de 
bienes y propietarios y las entidades que se rijan por las disposiciones relativas al contrato 
de sociedad, cooperativas y mutualidades, así como las uniones temporales de empresas y 
las agrupaciones de interés económico.

Artículo 2.  Contenido y principios.

1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de 
fines lícitos.

2. El derecho de asociación comprende la libertad de asociarse o crear asociaciones, sin 
necesidad de autorización previa.

3. Nadie puede ser obligado a constituir una asociación, a integrarse en ella o a 
permanecer en su seno, ni a declarar su pertenencia a una asociación legalmente 
constituida.

4. La constitución de asociaciones y el establecimiento de su organización y 
funcionamiento se llevarán a cabo dentro del marco de la Constitución, de la presente Ley 
Orgánica y del resto del ordenamiento jurídico.

5. La organización interna y el funcionamiento de las asociaciones deben ser 
democráticos, con pleno respeto al pluralismo. Serán nulos de pleno derecho los pactos, 
disposiciones estatutarias y acuerdos que desconozcan cualquiera de los aspectos del 
derecho fundamental de asociación.

6. Las entidades públicas podrán ejercitar el derecho de asociación entre sí, o con 
particulares, como medida de fomento y apoyo, siempre que lo hagan en igualdad de 
condiciones con éstos, al objeto de evitar una posición de dominio en el funcionamiento de la 
asociación.

7. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son 
ilegales.

8. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.
9. La condición de miembro de una determinada asociación no puede ser, en ningún 

caso, motivo de favor, de ventaja o de discriminación a ninguna persona por parte de los 
poderes públicos.

Artículo 3.  Capacidad.

Podrán constituir asociaciones, y formar parte de las mismas, las personas físicas y las 
personas jurídicas, sean éstas públicas o privadas, con arreglo a los siguientes principios:

a) Las personas físicas necesitan tener la capacidad de obrar y no estar sujetas a 
ninguna condición legal para el ejercicio del derecho.
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b) Los menores no emancipados de más de catorce años con el consentimiento, 
documentalmente acreditado, de las personas que deban suplir su capacidad, sin perjuicio 
del régimen previsto para las asociaciones infantiles, juveniles o de alumnos en el artículo 
7.2 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor.

c) Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Guardia Civil habrán de atenerse a lo 
que disponga su legislación específica para el ejercicio del derecho de asociación en lo que 
se refiere a asociaciones profesionales.

d) Los Jueces, Magistrados y Fiscales habrán de atenerse a lo que dispongan sus 
normas específicas para el ejercicio del derecho de asociación en lo que se refiere a 
asociaciones profesionales.

e) Las personas jurídicas de naturaleza asociativa requerirán el acuerdo expreso de su 
órgano competente, y las de naturaleza institucional, el acuerdo de su órgano rector.

f) Las asociaciones podrán constituir federaciones, confederaciones o uniones, previo el 
cumplimiento de los requisitos exigidos para la constitución de asociaciones, con acuerdo 
expreso de sus órganos competentes.

g) Las personas jurídico-públicas serán titulares del derecho de asociación en los 
términos del artículo 2.6 de la presente Ley, salvo que establezcan lo contrario sus normas 
constitutivas y reguladoras, a cuyo tenor habrá de atenerse, en todo caso, el ejercicio de 
aquél.

Artículo 4.  Relaciones con la Administración.

1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, fomentarán la 
constitución y el desarrollo de las asociaciones que realicen actividades de interés general.

2. La Administración no podrá adoptar medidas preventivas o suspensivas que 
interfieran en la vida interna de las asociaciones.

3. El otorgamiento de ayudas o subvenciones públicas y, en su caso, el reconocimiento 
de otros beneficios legal o reglamentariamente previstos, estará condicionado al 
cumplimiento de los requisitos establecidos en cada caso.

4. La Administración competente ofrecerá el asesoramiento y la información técnica de 
que disponga, cuando sea solicitada, por quienes acometan proyectos asociativos de interés 
general.

5. Los poderes públicos no facilitarán ningún tipo de ayuda a las asociaciones que en su 
proceso de admisión o en su funcionamiento discriminen por razón de nacimiento, raza, 
sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

6. Los poderes públicos no facilitarán ayuda alguna, económica o de cualquier otro tipo, 
a aquellas asociaciones que con su actividad promuevan o justifiquen el odio o la violencia 
contra personas físicas o jurídicas, o enaltezcan o justifiquen por cualquier medio los delitos 
de terrorismo o de quienes hayan participado en su ejecución, o la realización de actos que 
entrañen descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas de los delitos terroristas o de 
sus familiares.

Se considerará, a estos efectos, que una asociación realiza las actividades previstas en 
el párrafo anterior, cuando alguno de los integrantes de sus órganos de representación, o 
cualesquier otro miembro activo, haya sido condenado por sentencia firme por pertenencia, 
actuación al servicio o colaboración con banda armada en tanto no haya cumplido 
completamente la condena, si no hubiese rechazado públicamente los fines y los medios de 
la organización terrorista a la que perteneció o con la que colaboró o apoyó o exaltó.

Asimismo, se considerará actividad de la asociación cualquier actuación realizada por los 
miembros de sus órganos de gobierno y de representación, o cualesquiera otros miembros 
activos, cuando hayan actuado en nombre, por cuenta o en representación de la asociación, 
aunque no constituya el fin o la actividad de la asociación en los términos descritos en sus 
Estatutos.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de lo establecido en la legislación 
penal y en el artículo 30.4 de la presente Ley.
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CAPÍTULO II

Constitución de las asociaciones

Artículo 5.  Acuerdo de constitución.

1. Las asociaciones se constituyen mediante acuerdo de tres o más personas físicas o 
jurídicas legalmente constituidas, que se comprometen a poner en común conocimientos, 
medios y actividades para conseguir unas finalidades lícitas, comunes, de interés general o 
particular, y se dotan de los Estatutos que rigen el funcionamiento de la asociación.

2. El acuerdo de constitución, que incluirá la aprobación de los Estatutos, habrá de 
formalizarse mediante acta fundacional, en documento público o privado. Con el 
otorgamiento del acta adquirirá la asociación su personalidad jurídica y la plena capacidad 
de obrar, sin perjuicio de la necesidad de su inscripción a los efectos del artículo 10.

3. Lo establecido en este artículo se aplicará también para la constitución de 
federaciones, confederaciones y uniones de asociaciones.

Artículo 6.  Acta fundacional.

1. El acta fundacional ha de contener:

a) El nombre y apellidos de los promotores de la asociación si son personas físicas, la 
denominación o razón social si son personas jurídicas, y, en ambos casos, la nacionalidad y 
el domicilio.

b) La voluntad de los promotores de constituir una asociación, los pactos que, en su 
caso, hubiesen establecido y la denominación de ésta.

c) Los Estatutos aprobados que regirán el funcionamiento de la asociación, cuyo 
contenido se ajustará a las prescripciones del artículo siguiente.

d) Lugar y fecha de otorgamiento del acta, y firma de los promotores, o de sus 
representantes en el caso de personas jurídicas.

e) La designación de los integrantes de los órganos provisionales de gobierno.

2. Al acta fundacional habrá de acompañar, para el caso de personas jurídicas, una 
certificación del acuerdo válidamente adoptado por el órgano competente, en el que 
aparezca la voluntad de constituir la asociación y formar parte de ella y la designación de la 
persona física que la representará ; y, en el caso de las personas físicas, la acreditación de 
su identidad. Cuando los otorgantes del acta actúen a través de representante, se 
acompañará a la misma la acreditación de su identidad.

Artículo 7.  Estatutos.

1. Los Estatutos deberán contener los siguientes extremos:

a) La denominación.
b) El domicilio, así como el ámbito territorial en que haya de realizar principalmente sus 

actividades.
c) La duración, cuando la asociación no se constituya por tiempo indefinido.
d) Los fines y actividades de la asociación, descritos de forma precisa.
e) Los requisitos y modalidades de admisión y baja, sanción y separación de los 

asociados y, en su caso, las clases de éstos. Podrán incluir también las consecuencias del 
impago de las cuotas por parte de los asociados.

f) Los derechos y obligaciones de los asociados y, en su caso, de cada una de sus 
distintas modalidades.

g) Los criterios que garanticen el funcionamiento democrático de la asociación.
h) Los órganos de gobierno y representación, su composición, reglas y procedimientos 

para la elección y sustitución de sus miembros, sus atribuciones, duración de los cargos, 
causas de su cese, la forma de deliberar, adoptar y ejecutar sus acuerdos y las personas o 
cargos con facultad para certificarlos y requisitos para que los citados órganos queden 
válidamente constituidos, así como la cantidad de asociados necesaria para poder convocar 
sesiones de los órganos de gobierno o de proponer asuntos en el orden del día.

i) El régimen de administración, contabilidad y documentación, así como la fecha de 
cierre del ejercicio asociativo.
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j) El patrimonio inicial y los recursos económicos de los que se podrá hacer uso.
k) Causas de disolución y destino del patrimonio en tal supuesto, que no podrá desvirtuar 

el carácter no lucrativo de la entidad.

2. Los Estatutos también podrán contener cualesquiera otras disposiciones y condiciones 
lícitas que los promotores consideren convenientes, siempre que no se opongan a las leyes 
ni contradigan los principios configuradores de la asociación.

3. El contenido de los Estatutos no podrá ser contrario al ordenamiento jurídico.

Artículo 8.  Denominación.

1. La denominación de las asociaciones no podrá incluir término o expresión que induzca 
a error o confusión sobre su propia identidad, o sobre la clase o naturaleza de la misma, en 
especial, mediante la adopción de palabras, conceptos o símbolos, acrónimos y similares 
propios de personas jurídicas diferentes, sean o no de naturaleza asociativa.

2. No serán admisibles las denominaciones que incluyan expresiones contrarias a las 
leyes o que puedan suponer vulneración de los derechos fundamentales de las personas.

3. Tampoco podrá coincidir, o asemejarse de manera que pueda crear confusión, con 
ninguna otra previamente inscrita en el Registro en el que proceda su inscripción, ni con 
cualquier otra persona jurídica pública o privada, ni con entidades preexistentes, sean o no 
de nacionalidad española, ni con personas físicas, salvo con el consentimiento expreso del 
interesado o sus sucesores, ni con una marca registrada notoria, salvo que se solicite por el 
titular de la misma o con su consentimiento.

Artículo 9.  Domicilio.

1. Las asociaciones que se constituyan con arreglo a la presente Ley tendrán su 
domicilio en España, en el lugar que establezcan sus Estatutos, que podrá ser el de la sede 
de su órgano de representación, o bien aquél donde desarrolle principalmente sus 
actividades.

2. Deberán tener domicilio en España, las asociaciones que desarrollen actividades 
principalmente dentro de su territorio.

3. Sin perjuicio de lo que disponga el ordenamiento comunitario, las asociaciones 
extranjeras para poder ejercer actividades en España, de forma estable o duradera, deberán 
establecer una delegación en territorio español.

Artículo 10.  Inscripción en el Registro.

1. Las asociaciones reguladas en la presente Ley deberán inscribirse en el 
correspondiente Registro, a los solos efectos de publicidad.

2. La inscripción registral hace pública la constitución y los Estatutos de las asociaciones 
y es garantía, tanto para los terceros que con ellas se relacionan, como para sus propios 
miembros.

3. Los promotores realizarán las actuaciones que sean precisas, a efectos de la 
inscripción, respondiendo en caso contrario de las consecuencias de la falta de la misma.

4. Sin perjuicio de la responsabilidad de la propia asociación, los promotores de 
asociaciones no inscritas responderán, personal y solidariamente, de las obligaciones 
contraídas con terceros. En tal caso, los asociados responderán solidariamente por las 
obligaciones contraídas por cualquiera de ellos frente a terceros, siempre que hubieran 
manifestado actuar en nombre de la asociación.

CAPÍTULO III

Funcionamiento de las asociaciones

Artículo 11.  Régimen de las asociaciones.

1. El régimen de las asociaciones, en lo que se refiere a su constitución e inscripción, se 
determinará por lo establecido en la presente Ley Orgánica y en las disposiciones 
reglamentarias que se dicten en su desarrollo.
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2. En cuanto a su régimen interno, las asociaciones habrán de ajustar su funcionamiento 
a lo establecido en sus propios Estatutos, siempre que no estén en contradicción con las 
normas de la presente Ley Orgánica y con las disposiciones reglamentarias que se dicten 
para la aplicación de la misma.

3. La Asamblea General es el órgano supremo de gobierno de la asociación, integrado 
por los asociados, que adopta sus acuerdos por el principio mayoritario o de democracia 
interna y deberá reunirse, al menos, una vez al año.

4. Existirá un órgano de representación que gestione y represente los intereses de la 
asociación, de acuerdo con las disposiciones y directivas de la Asamblea General. Sólo 
podrán formar parte del órgano de representación los asociados.

Para ser miembro de los órganos de representación de una asociación, sin perjuicio de 
lo que establezcan sus respectivos Estatutos, serán requisitos indispensables: ser mayor de 
edad, estar en pleno uso de los derechos civiles y no estar incurso en los motivos de 
incompatibilidad establecidos en la legislación vigente.

5. En el caso de que los miembros de los órganos de representación puedan recibir 
retribuciones en función del cargo, deberán constar en los Estatutos y en las cuentas 
anuales aprobadas en asamblea.

Artículo 12.  Régimen interno.

Si los Estatutos no lo disponen de otro modo, el régimen interno de las asociaciones será 
el siguiente:

a) Las facultades del órgano de representación se extenderán, con carácter general, a 
todos los actos propios de las finalidades de la asociación, siempre que no requieran, 
conforme a los Estatutos, autorización expresa de la Asamblea General.

b) Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11.3, la Asamblea General se convocará 
por el órgano de representación, con carácter extraordinario, cuando lo solicite un número de 
asociados no inferior al 10 por 100.

c) La Asamblea General se constituirá válidamente, previa convocatoria efectuada- 
quince días antes de la reunión, cuando concurran a ella, presentes o representados, un 
tercio de los asociados, y su presidente y su secretario serán designados al inicio de la 
reunión.

d) Los acuerdos de la Asamblea General se adoptarán por mayoría simple de las 
personas presentes o representadas, cuando los votos afirmativos superen a los negativos. 
No obstante, requerirán mayoría cualificada de las personas presentes o representadas, que 
resultará cuando los votos afirmativos superen la mitad, los acuerdos relativos a disolución 
de la asociación, modificación de los Estatutos, disposición o enajenación de bienes y 
remuneración de los miembros del órgano de representación.

Artículo 13.  Régimen de actividades.

1. Las asociaciones deberán realizar las actividades necesarias para el cumplimiento de 
sus fines, si bien habrán de atenerse a la legislación específica que regule tales actividades.

2. Los beneficios obtenidos por las asociaciones, derivados del ejercicio de actividades 
económicas, incluidas las prestaciones de servicios, deberán destinarse, exclusivamente, al 
cumplimiento de sus fines, sin que quepa en ningún caso su reparto entre los asociados ni 
entre sus cónyuges o personas que convivan con aquéllos con análoga relación de 
afectividad, ni entre sus parientes, ni su cesión gratuita a personas físicas o jurídicas con 
interés lucrativo.

Artículo 14.  Obligaciones documentales y contables.

1. Las asociaciones han de disponer de una relación actualizada de sus asociados, llevar 
una contabilidad que permita obtener la imagen fiel del patrimonio, del resultado y de la 
situación financiera de la entidad, así como las actividades realizadas, efectuar un inventario 
de sus bienes y recoger en un libro las actas de las reuniones de sus órganos de gobierno y 
representación. Deberán llevar su contabilidad conforme a las normas específicas que les 
resulten de aplicación.
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2. Los asociados podrán acceder a toda la documentación- que se relaciona en el 
apartado anterior, a través de los órganos de representación, en los términos previstos en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal.

3. Las cuentas de la asociación se aprobarán anualmente por la Asamblea General.

Artículo 15.  Responsabilidad de las asociaciones inscritas.

1. Las asociaciones inscritas responden de sus obligaciones con todos sus bienes 
presentes y futuros.

2. Los asociados no responden personalmente de las deudas de la asociación.
3. Los miembros o titulares de los órganos de gobierno y representación, y las demás 

personas que obren en nombre y representación de la asociación, responderán ante ésta, 
ante los asociados y ante terceros por los daños causados y las deudas contraídas por actos 
dolosos, culposos o negligentes.

4. Las personas a que se refiere el apartado anterior responderán civil y 
administrativamente por los actos y omisiones realizados en el ejercicio de sus funciones, y 
por los acuerdos que hubiesen votado, frente a terceros, a la asociación y a los asociados.

5. Cuando la responsabilidad no pueda ser imputada a ningún miembro o titular de los 
órganos de gobierno y representación, responderán todos solidariamente por los actos y 
omisiones a que se refieren los apartados 3 y 4 de este artículo, a menos que puedan 
acreditar que no han participado en su aprobación y ejecución o que expresamente se 
opusieron a ellas.

6. La responsabilidad penal se regirá por lo establecido en las leyes penales.

Artículo 16.  Modificación de los Estatutos.

1. La modificación de los Estatutos que afecte al contenido previsto en el artículo 7 
requerirá acuerdo adoptado por la Asamblea General convocada específicamente con tal 
objeto, deberá ser objeto de inscripción en el plazo de un mes y sólo producirá efectos, tanto 
para los asociados como para los terceros, desde que se haya procedido a su inscripción en 
el Registro de Asociaciones correspondiente, rigiendo para la misma el sentido del silencio 
previsto en el artículo 30.1 de la presente Ley.

Las restantes modificaciones producirán efectos para los asociados desde el momento 
de su adopción con arreglo a los procedimientos estatutarios, mientras que para los terceros 
será necesaria, además, la inscripción en el Registro correspondiente.

2. La inscripción de las modificaciones estatutarias se sujetará a los mismos requisitos 
que la inscripción de los Estatutos.

Artículo 17.  Disolución.

1. Las asociaciones se disolverán por las causas previstas en los Estatutos y, en su 
defecto, por la voluntad de los asociados expresada en Asamblea General convocada al 
efecto, así como por las causas determinadas en el artículo 39 del Código Civil y por 
sentencia judicial firme.

2. En todos los supuestos de disolución deberá darse al patrimonio el destino previsto en 
los Estatutos.

Artículo 18.  Liquidación de la asociación.

1. La disolución de la asociación abre el período de liquidación, hasta el fin del cual la 
entidad conservará su personalidad jurídica.

2. Los miembros del órgano de representación en el momento de la disolución se 
convierten en liquidadores, salvo que los Estatutos establezcan otra cosa o bien los designe 
la Asamblea General o el juez que, en su caso, acuerde la disolución.

3. Corresponde a los liquidadores:

a) Velar por la integridad del patrimonio de la asociación.
b) Concluir las operaciones pendientes y efectuar las nuevas, que sean precisas para la 

liquidación.
c) Cobrar los créditos de la asociación.
d) Liquidar el patrimonio y pagar a los acreedores.
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e) Aplicar los bienes sobrantes de la asociación a los fines previstos por los Estatutos.
f) Solicitar la cancelación de los asientos en el Registro.

4. En caso de insolvencia de la asociación, el órgano de representación o, si es el caso, 
los liquidadores han de promover inmediatamente el oportuno procedimiento concursal ante 
el juez competente.

CAPÍTULO IV

Asociados

Artículo 19.  Derecho a asociarse.

La integración en una asociación constituida es libre y voluntaria, debiendo ajustarse a lo 
establecido en los Estatutos.

Artículo 20.  Sucesión en la condición de asociado.

La condición de asociado es intransmisible, salvo que los Estatutos dispongan otra cosa, 
por causa de muerte o a título gratuito.

Artículo 21.  Derechos de los asociados.

Todo asociado ostenta los siguientes derechos:

a) A participar en las actividades de la asociación y en los órganos de gobierno y 
representación, a ejercer el derecho de voto, así como a asistir a la Asamblea General, de 
acuerdo con los Estatutos.

b) A ser informado acerca de la composición de los órganos de gobierno y 
representación de la asociación, de su estado de cuentas y del desarrollo de su actividad.

c) A ser oído con carácter previo a la adopción de medidas disciplinarias contra él y a ser 
informado de los hechos que den lugar a tales medidas, debiendo ser motivado el acuerdo 
que, en su caso, imponga la sanción.

d) A impugnar los acuerdos de los órganos de la asociación que estime contrarios a la 
ley o a los Estatutos.

Artículo 22.  Deberes de los asociados.

Son deberes de los asociados:
a) Compartir las finalidades de la asociación y colaborar para la consecución de las 

mismas.
b) Pagar las cuotas, derramas y otras aportaciones que, con arreglo a los Estatutos, 

puedan corresponder a cada socio.
c) Cumplir el resto de obligaciones que resulten de las disposiciones estatutarias.
d) Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos de gobierno y 

representación de la asociación.

Artículo 23.  Separación voluntaria.

1. Los asociados tienen derecho a separarse voluntariamente de la asociación en 
cualquier tiempo.

2. Los Estatutos podrán establecer que, en caso de separación voluntaria de un 
asociado, éste pueda percibir la participación patrimonial inicial u otras aportaciones 
económicas realizadas, sin incluir las cuotas de pertenencia a la asociación que hubiese 
abonado, con las condiciones, alcances y límites que se fijen en los Estatutos. Ello se 
entiende siempre que la reducción patrimonial no implique perjuicios a terceros.
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CAPÍTULO V

Registros de Asociaciones

Artículo 24.  Derecho de inscripción.

El derecho de asociación incluye el derecho a la inscripción en el Registro de 
Asociaciones competente, que sólo podrá denegarse cuando no se reúnan los requisitos 
establecidos en la presente Ley Orgánica.

Artículo 25.  Registro Nacional de Asociaciones.

1. El Registro Nacional de Asociaciones, cuya dependencia orgánica se determinará 
reglamentariamente, tendrá por objeto la inscripción de las asociaciones, y demás actos 
inscribibles conforme al artículo 28, relativos a:

a) Asociaciones, federaciones, confederaciones y uniones de asociaciones de ámbito 
estatal y todas aquéllas que no desarrollen principalmente sus funciones en el ámbito 
territorial de una Comunidad Autónoma.

b) Asociaciones extranjeras que desarrollen actividades en España, de forma estable o 
duradera, que deberán establecer una delegación en territorio español.

Cuando el ámbito de actividad de la asociación extranjera sea principalmente el de una o 
varias Comunidades Autónomas, el Registro Nacional comunicará la inscripción a las 
referidas Comunidades Autónomas.

2. En el Registro Nacional de Asociaciones, además de las inscripciones a que se refiere 
el apartado 1, existirá constancia, mediante comunicación de la Administración competente, 
de los asientos de inscripción y disolución de las asociaciones, cuya inscripción o depósito 
de Estatutos en registros especiales sea legalmente obligatorio.

3. El Registro Nacional de Asociaciones llevará un fichero de denominaciones, para 
evitar la duplicidad o semejanza de éstas, que pueda inducir a error o confusión con la 
identificación de entidades u organismos preexistentes, incluidos los religiosos inscritos en 
su correspondiente registro.

4. Reglamentariamente se determinará la estructura y funcionamiento del Registro 
Nacional de Asociaciones.

Artículo 26.  Registros Autonómicos de Asociaciones.

1. En cada Comunidad Autónoma existirá un Registro Autonómico de Asociaciones, que 
tendrá por objeto la inscripción de las asociaciones que desarrollen principalmente sus 
funciones en el ámbito territorial de aquéllas.

2. En todo caso, los Registros comprendidos en este artículo deberán comunicar al 
Registro Nacional de Asociaciones los asientos de inscripción y disolución de las 
asociaciones de ámbito autonómico.

Artículo 27.  Cooperación y colaboración entre Registros.

Se establecerán los mecanismos de cooperación y colaboración procedentes entre los 
diferentes Registros de asociaciones.

Artículo 28.  Actos inscribibles y depósito de documentación.

1. La inscripción de las asociaciones deberá contener los asientos y sus modificaciones 
relativos a:

a) La denominación.
b) El domicilio.
c) Los fines y actividades estatutarias.
d) El ámbito territorial de actuación.
e) La identidad de los titulares de los órganos de gobierno y representación.
f) La apertura y cierre de delegaciones o establecimientos de la entidad.
g) La fecha de constitución y la de inscripción.
h) La declaración y la revocación de la condición de utilidad pública.
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i) Las asociaciones que constituyen o integran federaciones, confederaciones y uniones.
j) La pertenencia a otras asociaciones, federaciones, confederaciones y uniones o 

entidades internacionales.
k) La baja, suspensión o disolución de la asociación, y sus causas.

2. Estará depositada en los Registros de asociaciones la documentación siguiente, 
original o a través de los correspondientes certificados:

a) El acta fundacional y aquéllas en que consten acuerdos que modifiquen los extremos 
registrales o pretendan introducir nuevos datos en el Registro.

b) Los Estatutos y sus modificaciones.
c) La relativa a la apertura, traslado o clausura de delegaciones o establecimientos.
d) La referente a la incorporación o baja de asociaciones en federaciones, 

confederaciones y uniones ; y, en el Registro en que éstas se encuentren inscritas, la relativa 
a la baja o incorporación de asociaciones.

e) La que se refiera a la disolución y al destino dado al patrimonio remanente como 
consecuencia de la disolución de la entidad.

3. Las asociaciones extranjeras, válidamente constituidas con arreglo a su ley personal y 
a esta Ley, habrán de inscribir los datos a que se refieren las letras a), b), c), d), e) y f) del 
apartado 1, y además el cese de sus actividades en España ; y depositar los documentos a 
que se refieren las letras b), c) y e) del apartado 2, además de justificación documental de 
que se encuentran válidamente constituidas.

4. Cualquier alteración sustancial de los datos o documentación que obre en el Registro 
deberá ser objeto de actualización, previa solicitud de la asociación correspondiente, en el 
plazo de un mes desde que la misma se produzca.

Artículo 29.  Publicidad.

1. Los Registros de Asociaciones son públicos.
2. La publicidad se hará efectiva mediante certificación del contenido de los asientos, por 

nota simple informativa o por copia de los asientos y de los documentos depositados en los 
Registros o por medios informáticos o telemáticos que se ajustará a los requisitos 
establecidos en la normativa vigente en materia de protección de datos de carácter personal.

Artículo 30.  Régimen jurídico de la inscripción.

1. El plazo de inscripción en el correspondiente Registro será, en todo caso, de tres 
meses desde la recepción de la solicitud en el órgano competente.

Transcurrido el plazo de inscripción señalado en el párrafo anterior sin que se haya 
notificado resolución expresa, se podrá entender estimada la solicitud de inscripción.

La Administración procederá a la inscripción, limitando su actividad a la verificación del 
cumplimiento de los requisitos que han de reunir el acta fundacional y los Estatutos.

2. Cuando se adviertan defectos formales en la solicitud o en la documentación que la 
acompaña, o cuando la denominación coincida con otra inscrita o pueda inducir a error o 
confusión con ella, o cuando la denominación coincida con una marca registrada notoria 
salvo que se solicite por el titular de la misma o con su consentimiento, se suspenderá el 
plazo para proceder a la inscripción y se abrirá el correspondiente para la subsanación de 
los defectos advertidos.

3. Cuando la entidad solicitante no se encuentre incluida en el ámbito de aplicación de la 
presente Ley o no tenga naturaleza de asociación, la Administración, previa audiencia de la 
misma, denegará su inscripción en el correspondiente Registro de Asociaciones e indicará al 
solicitante cuál es el registro u órgano administrativo competente para inscribirla. La 
denegación será siempre motivada.

4. Cuando se encuentren indicios racionales de ilicitud penal en la constitución de la 
entidad asociativa, por el órgano competente se dictará resolución motivada, dándose 
traslado de toda la documentación al Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional competente, 
y comunicando esta circunstancia a la entidad interesada, quedando suspendido el 
procedimiento administrativo hasta tanto recaiga resolución judicial firme.

Cuando se encuentren indicios racionales de ilicitud penal en la actividad de la entidad 
asociativa, el órgano competente dictará resolución motivada, dando traslado de toda la 
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documentación al Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional competente, y comunicando 
esta circunstancia a la entidad interesada.

5. En los supuestos de los apartados 2 y 3 de este artículo podrán interponerse los 
recursos procedentes ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, y en el 
supuesto del apartado 4 ante el orden jurisdiccional penal.

CAPÍTULO VI

Medidas de fomento

Artículo 31.  Medidas de fomento.

1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
promoverán y facilitarán el desarrollo de las asociaciones y federaciones, confederaciones y 
uniones que persigan finalidades de interés general, respetando siempre la libertad y 
autonomía frente a los poderes públicos. Asimismo, las Administraciones públicas ofrecerán 
la colaboración necesaria a las personas que pretendan emprender cualquier proyecto 
asociativo.

2. La Administración General del Estado, en el ámbito de su competencia, fomentará el 
establecimiento de mecanismos de asistencia, servicios de información y campañas de 
divulgación y reconocimiento de las actividades de las asociaciones que persigan objetivos 
de interés general.

3. Las asociaciones que persigan objetivos de interés general podrán disfrutar, en los 
términos y con el alcance que establezcan el Ministerio o Ministerios competentes, de 
ayudas y subvenciones atendiendo a actividades asociativas concretas.

Las subvenciones públicas concedidas para el desarrollo de determinadas actividades y 
proyectos sólo podrán destinarse a ese fin y estarán sujetas a la normativa general de 
subvenciones públicas.

4. No beneficiarán a las entidades asociativas no inscritas las garantías y derechos 
regulados en el presente artículo.

5. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, podrán establecer 
con las asociaciones que persigan objetivos de interés general, convenios de colaboración 
en programas de interés social.

Artículo 32.  Asociaciones de utilidad pública.

1. A iniciativa de las correspondientes asociaciones, podrán ser declaradas de utilidad 
pública aquellas asociaciones en las que concurran los siguientes requisitos:

a) Que sus fines estatutarios tiendan a promover el interés general, en los términos 
definidos por el artículo 31.3 de esta Ley, y sean de carácter cívico, educativo, científico, 
cultural, deportivo, sanitario, de promoción de los valores constitucionales, de promoción de 
los derechos humanos, de víctimas del terrorismo, de asistencia social, de cooperación para 
el desarrollo, de promoción de la mujer, de promoción y protección de la familia, de 
protección de la infancia, de fomento de la igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de 
defensa del medio ambiente, de fomento de la economía social o de la investigación, de 
promoción del voluntariado social, de defensa de consumidores y usuarios, de promoción y 
atención a la personas en riesgo de exclusión por razones físicas, sociales, económicas o 
culturales, y cualesquiera otros de similar naturaleza.

b) Que su actividad no esté restringida exclusivamente a beneficiar a sus asociados, sino 
abierta a cualquier otro posible beneficiario que reúna las condiciones y caracteres exigidos 
por la índole de sus propios fines.

c) Que los miembros de los órganos de representación que perciban retribuciones no lo 
hagan con cargo a fondos y subvenciones públicas.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, y en los términos y condiciones que se 
determinen en los Estatutos, los mismos podrán recibir una retribución adecuada por la 
realización de servicios diferentes a las funciones que les corresponden como miembros del 
órgano de representación.

d) Que cuenten con los medios personales y materiales adecuados y con la organización 
idónea para garantizar el cumplimiento de los fines estatutarios.
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e) Que se encuentren constituidas, inscritas en el Registro correspondiente, en 
funcionamiento y dando cumplimiento efectivo a sus fines estatutarios, ininterrumpidamente 
y concurriendo todos los precedentes requisitos, al menos durante los dos años 
inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud.

2. Las federaciones, confederaciones y uniones de entidades contempladas en esta Ley 
podrán ser declaradas de utilidad pública, siempre que los requisitos previstos en el apartado 
anterior se cumplan, tanto por las propias federaciones, confederaciones y uniones, como 
por cada una de las entidades integradas en ellas.

Artículo 33.  Derechos de las asociaciones de utilidad pública.

Las asociaciones declaradas de utilidad pública tendrán los siguientes derechos:

a) Usar la mención "Declarada de Utilidad Pública" en toda clase de documentos, a 
continuación de su denominación.

b) Disfrutar de las exenciones y beneficios fiscales que las leyes reconozcan a favor de 
las mismas, en los términos y condiciones previstos en la normativa vigente.

c) Disfrutar de beneficios económicos que las leyes establezcan a favor de las mismas.
d) Asistencia jurídica gratuita en los términos previstos en la legislación específica.

Artículo 34.  Obligaciones de las asociaciones de utilidad pública.

1. Las asociaciones de utilidad pública deberán rendir las cuentas anuales del ejercicio 
anterior en el plazo de los seis meses siguientes a su finalización, y presentar una memoria 
descriptiva de las actividades realizadas durante el mismo ante el organismo encargado de 
verificar su constitución y de efectuar su inscripción en el Registro correspondiente, en el que 
quedarán depositadas. Dichas cuentas anuales deben expresar la imagen fiel del patrimonio, 
de los resultados y de la situación financiera, así como el origen, cuantía, destino y 
aplicación de los ingresos públicos percibidos.

Reglamentariamente se determinará en qué circunstancias se deberán someter a 
auditoría las cuentas anuales.

2. Asimismo, deberán facilitar a las Administraciones públicas los informes que éstas les 
requieran, en relación con las actividades realizadas en cumplimiento de sus fines.

Artículo 35.  Procedimiento de declaración de utilidad pública.

1. La declaración de utilidad pública se llevará a cabo en virtud de Orden del Ministro que 
se determine reglamentariamente, previo informe favorable de las Administraciones públicas 
competentes en razón de los fines estatutarios y actividades de la asociación, y, en todo 
caso, del Ministerio de Hacienda.

2. La declaración será revocada, previa audiencia de la asociación afectada e informe de 
las Administraciones públicas competentes, por Orden del Ministro que se determine 
reglamentariamente, cuando las circunstancias o la actividad de la asociación no respondan 
a las exigencias o requisitos fijados en el artículo 32, o los responsables de su gestión 
incumplan lo prevenido en el artículo anterior.

3. El procedimiento de declaración y revocación se determinará reglamentariamente. El 
vencimiento del plazo de resolución, en el procedimiento de declaración, sin haberse 
adoptado resolución expresa tendrá efectos desestimatorios.

4. La declaración y revocación de utilidad pública se publicará en el "Boletín Oficial del 
Estado".

Artículo 36.  Otros beneficios.

Lo dispuesto en el presente capítulo se entiende sin perjuicio de la competencia de las 
Comunidades Autónomas para la declaración de utilidad pública, a efectos de aplicar los 
beneficios establecidos en sus respectivos ordenamientos jurídicos, a las asociaciones que 
principalmente desarrollen sus funciones en su ámbito territorial, conforme al procedimiento 
que las propias Comunidades Autónomas determinen y con respeto a su propio ámbito de 
competencias.
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CAPÍTULO VII

Garantías jurisdiccionales

Artículo 37.  Tutela judicial.

El derecho de asociación regulado en esta Ley Orgánica será tutelado por los 
procedimientos especiales para la protección de los derechos fundamentales de la persona, 
correspondientes en cada orden jurisdiccional, y, en su caso, por el procedimiento de 
amparo constitucional ante el Tribunal Constitucional en los términos establecidos en su Ley 
Orgánica.

Artículo 38.  Suspensión y disolución judicial.

1. Salvo los supuestos de disolución por voluntad de los asociados, las asociaciones sólo 
podrán ser suspendidas en sus actividades, o disueltas, por resolución motivada de la 
autoridad judicial competente.

2. La disolución de las asociaciones sólo podrá declararse en los siguientes casos:

a) Cuando tengan la condición de asociación ilícita, de acuerdo con las leyes penales.
b) Por las causas previstas en leyes especiales o en esta ley, o cuando se declare nula o 

disuelta por aplicación de la legislación civil.

3. En los procesos a que se refiere el apartado anterior, el órgano judicial competente, de 
oficio o a instancia de parte, podrá acordar la suspensión provisional de la asociación hasta 
que se dicte sentencia.

Artículo 39.  Orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

El orden jurisdiccional contencioso-administrativo será competente en todas las 
cuestiones que se susciten en los procedimientos administrativos instruidos en aplicación de 
la presente Ley Orgánica, de conformidad con las reglas establecidas en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial y en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Artículo 40.  Orden jurisdiccional civil.

1. El orden jurisdiccional civil será competente, en los términos establecidos en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, en relación con las pretensiones derivadas del tráfico jurídico 
privado de las asociaciones, y de su funcionamiento interno.

2. Los acuerdos y actuaciones de las asociaciones podrán ser impugnados por cualquier 
asociado o persona que acredite un interés legítimo, si los estimase contrarios al 
ordenamiento jurídico, por los trámites del juicio que corresponda.

3. Los asociados podrán impugnar los acuerdos y actuaciones de la asociación que 
estimen contrarios a los Estatutos dentro del plazo de cuarenta días, a partir de la fecha de 
adopción de los mismos, instando su rectificación o anulación y la suspensión preventiva en 
su caso, o acumulando ambas pretensiones por los trámites establecidos en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

4. En tanto se resuelven las contiendas de orden interno que puedan suscitarse en las 
asociaciones, las solicitudes de constancia registral que se formulen sobre las cuestiones 
controvertidas sólo darán lugar a anotaciones provisionales.

Artículo 41.  Comunicaciones.

Los Jueces y Tribunales ordenarán la inclusión en los correspondientes Registros de 
Asociaciones de las resoluciones judiciales que determinen:

a) La inscripción de las asociaciones.
b) La suspensión o disolución de las asociaciones inscritas.
c) La modificación de cualquiera de los extremos de los Estatutos de las asociaciones 

inscritas.
d) El cierre de cualquiera de sus establecimientos.
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e) Cualesquiera otras resoluciones que afecten a actos susceptibles de inscripción 
registral.

CAPÍTULO VIII

Consejos Sectoriales de Asociaciones

Artículo 42.  Consejos Sectoriales de Asociaciones.

1. A fin de asegurar la colaboración entre las Administraciones públicas y las 
asociaciones, como cauce de participación ciudadana en asuntos públicos se podrán 
constituir Consejos Sectoriales de Asociaciones, como órganos de consulta, información y 
asesoramiento en ámbitos concretos de actuación.

2. Los Consejos Sectoriales de Asociaciones estarán integrados por representantes de 
las Administraciones públicas, de las asociaciones, y por otros miembros que se designen 
por sus especiales condiciones de experiencia o conocimiento, atendiendo a la distribución 
competencial concreta que en cada materia exista.

3. Reglamentariamente, y para cada sector concreto, se determinará su creación, 
composición, competencias, régimen de funcionamiento y adscripción administrativa.

Disposición adicional primera.  Declaración de utilidad pública de asociaciones.

1. Las asociaciones deportivas que cumplan lo dispuesto en el artículo 32 de esta Ley 
podrán ser declaradas de utilidad pública, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 10/1990, 
de 15 de octubre, del Deporte.

2. Asimismo, podrán ser declaradas de utilidad pública las demás asociaciones regidas 
por leyes especiales, que cumplan lo dispuesto en el artículo 32 de la presente Ley 
Orgánica.

3. El procedimiento para la declaración de utilidad pública de las asociaciones a que se 
refieren los apartados anteriores, y los derechos y obligaciones de las mismas, serán los 
determinados en los artículos 33, 34 y 35 de la presente Ley Orgánica.

Disposición adicional segunda.  Procedimientos de inscripción.

En los procedimientos de inscripción de asociaciones será de aplicación la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, en todas las cuestiones no reguladas en la presente 
Ley y sus normas de desarrollo.

Disposición adicional tercera.  Resolución extrajudicial de conflictos.

Las Administraciones públicas fomentarán la creación y la utilización de mecanismos 
extrajudiciales de resolución de conflictos que se planteen en el ámbito de actuación de las 
asociaciones.

Disposición adicional cuarta.  Cuestaciones y suscripciones públicas.

Los promotores de cuestaciones y suscripciones públicas, actos benéficos y otras 
iniciativas análogas de carácter temporal, destinadas a recaudar fondos para cualquier 
finalidad lícita y determinada, responden, personal y solidariamente, frente a las personas 
que hayan contribuido, de la administración y la inversión de las cantidades recaudadas.

Disposición transitoria primera.  Asociaciones inscritas.

1. Las asociaciones inscritas en el correspondiente Registro con anterioridad a la entrada 
en vigor de la presente Ley Orgánica estarán sujetas a la misma y conservarán su 
personalidad jurídica y la plenitud de su capacidad, pero deberán adaptar sus Estatutos en el 
plazo de dos años.

2. No obstante lo anterior, las asociaciones inscritas deberán declarar, en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica, que se encuentran en situación 
de actividad y funcionamiento, notificando al Registro en que se hallen inscritas la dirección 
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de su domicilio social, y la identidad de los componentes de sus órganos de gobierno y 
representación, así como la fecha de elección o designación de éstos.

Disposición transitoria segunda.  Asociaciones declaradas de utilidad pública.

En el plazo de un año se procederá a la publicación en el "Boletín Oficial del Estado" de 
la relación de asociaciones declaradas de utilidad pública por el Estado, con anterioridad a la 
entrada en vigor de la presente Ley Orgánica.

Disposición derogatoria única.  
Queda derogada la Ley 191/1964, de 24 de diciembre, reguladora de las asociaciones, y 

cuantas disposiciones se opongan a la presente Ley Orgánica.

Disposición final primera.  Carácter de la Ley.

1. Los artículos 1 ; 2 salvo apartado 6; 3 salvo apartado g) ; 4.2, 5 y 6; 10.1; 19; 21; 23.1; 
24; 29.1; 30.3 y 4 ; 37; 38; la disposición derogatoria única; y las disposiciones finales 
primera.1, segunda y cuarta tienen rango de Ley Orgánica, al constituir el desarrollo del 
derecho fundamental de asociación, contenido en el artículo 22 de la Constitución.

2. Los artículos 2.6 ; 3 g); 4.1, y 4; 5; 6; 7; 8; 9; 10.2, 3 y 4 ; 11; 13.2; 15; 17; 18.4; 22; 
25.2; 26; 27; 28 ; 30.1, 2 y 5; la disposición adicional cuarta y la disposición transitoria 
primera son de directa aplicación en todo el Estado, al amparo de lo previsto en el artículo 
149.1.1.a de la Constitución.

Atención: apartado declarado nulo e inconstitucional en cuanto hace referencia al art. 7.1.i) 
y al último inciso del art. 11.2.

3. Los artículos 39, 40 y 41 constituyen legislación procesal, dictada al amparo del 
artículo 149.1.6.ª de la Constitución.

4. Los artículos 32 a 36, la disposición adicional primera y la disposición transitoria 
segunda se dictan al amparo del artículo 149.1.14.ª de la Constitución, sin perjuicio de los 
regímenes tributarios forales vigentes en los Territorios Históricos del País Vasco y en la 
Comunidad Foral de Navarra.

5. Los restantes preceptos de la Ley serán de aplicación a las asociaciones de ámbito 
estatal.

Disposición final segunda.  Carácter supletorio.

Excepto en aquellos preceptos que tienen rango de Ley Orgánica, la presente Ley tiene 
carácter supletorio respecto de cualesquiera otras que regulen tipos específicos de 
asociaciones, o que incidan en el ámbito del derecho de asociación reconocido en el artículo 
22 de la Constitución, sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas.

Disposición final tercera.  Desarrollo.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la 
aplicación y desarrollo de la presente Ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.

La presente Ley Orgánica entrará en vigor a los dos meses de su publicación en el 
"Boletín Oficial del Estado".

Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta Ley Orgánica.
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Palma de Mallorca, 22 de marzo de 2002.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno en funciones,

MARIANO RAJOY BREY

Información relacionada

• Téngase en cuenta que las asociaciones, federaciones, confederaciones y uniones de 
asociaciones declaradas de utilidad pública e inscritas en el Registro Nacional de 
Asociaciones podrán presentar las cuentas y la memoria de actividades correspondientes al 
ejercicio económico de 2019 en el plazo de los cuatro meses siguientes a la fecha de 
finalización del estado de alarma, según establece el art. único de la Orden INT/395/2020, de 
8 de mayo, por la que se amplía el plazo de rendición de cuentas de las asociaciones de 
utilidad pública de ámbito estatal debido a la crisis sanitaria provocada por el COVID-19. Ref. 
BOE-A-2020-4899

Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
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Ley 43/2015, de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social.

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 243, de 10 de octubre de 2015

Referencia: BOE-A-2015-10922
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: sin modificaciones

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

El Tercer Sector de Acción Social se corresponde con esa parte de nuestra sociedad que 
siempre ha estado presente en las acciones que han tratado de hacer frente a las 
situaciones de desigualdad y de exclusión social. Si se considera que estas no están 
causadas por hechos coyunturales, sino por la persistencia de problemas estructurales 
económicos y sociales generadores de inequidad, el tejido social de entidades y 
asociaciones que conforman el hoy denominado Tercer Sector de Acción Social se ha 
postulado en todo momento como una vía de acción ciudadana alternativa, o a veces 
complementaria, respecto de la gestión institucional pública, con soluciones nacidas de la 
participación social orientadas a evitar que determinados grupos sociales se vean excluidos 
de unos niveles elementales de bienestar.

La actividad del Tercer Sector de Acción Social, de sus organizaciones y de las personas 
que lo componen, nace del compromiso con los derechos humanos y descansa en los 
valores de solidaridad, igualdad de oportunidades, inclusión y participación. El ejercicio de 
estos valores conduce a un desarrollo social equilibrado, a la cohesión social y a un modelo 
de organización en el que la actividad económica está al servicio de la ciudadanía.

A pesar de la positiva evolución seguida por nuestra sociedad, la marginación o la 
exclusión a la que se ven sometidos habitualmente determinados grupos aún no ha 
encontrado una adecuada corrección. De hecho, en los últimos treinta años, en los que se 
ha producido un desarrollo económico y social considerable, no se han erradicado las 
desigualdades, sino que estas han persistido, repercutiendo intensamente sobre la vida de 
los grupos de población más vulnerables.

Estos sectores sociales marginados, colocados en situaciones de vulnerabilidad o en 
riesgo de exclusión son el objetivo humano de las entidades del Tercer Sector de Acción 
Social, para cuyo desarrollo e inclusión convocan a la participación de la sociedad civil, 
llamando a una corresponsabilidad que concierne a toda la ciudadanía.

Desde esta posición privilegiada en el conocimiento de los problemas sociales y de los 
métodos para enfrentarlos, el Tercer Sector de Acción Social desempeña un papel crucial en 
el diseño y la ejecución de las políticas contra la pobreza y la exclusión social. En el ejercicio 
de este rol es reconocido el mérito de su capacidad integradora, de su papel activo en la 
concienciación y cohesión sociales.

Por todo ello, resulta necesario establecer un marco regulatorio, a nivel estatal, que 
ampare a las entidades del Tercer Sector de Acción Social, de acuerdo con el papel que 
deben desempeñar en la sociedad y los retos que han de acometer las políticas de inclusión.

Proporcionar un marco jurídico al Tercer Sector de Acción Social dimana mediata e 
inmediatamente de los principios, valores y mandatos de la Constitución española. Al 
establecer el texto constitucional, como propósito, lograr una sociedad democrática 
avanzada, y al definir como social y democrático de Derecho al Estado español, la norma 
fundamental está orientando la organización política, el ordenamiento jurídico y la acción de 
los poderes públicos a la profundización de la democracia, incrementando la participación en 
todas las esferas; a la protección de los derechos fundamentales y las libertades públicas, 
sin excepción de personas y grupos, y a la extensión gradual de los derechos sociales para 
toda la ciudadanía, asegurándose así una existencia digna, el libre desarrollo de la 
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personalidad y una vida en comunidad pacífica y equilibrada sustentada en la libertad, la 
justicia, la igualdad, el pluralismo político y la solidaridad.

En este sentido, esta ley tiene como objeto fortalecer la capacidad del Tercer Sector de 
Acción Social como interlocutor ante la Administración General del Estado para el diseño, 
aplicación y seguimiento de las políticas públicas en el ámbito social, con el fin de asegurar 
un desarrollo armónico de las políticas sociales, una identificación correcta de las 
necesidades de los grupos afectados y un óptimo aprovechamiento de los recursos.

Una de las prioridades del Gobierno es precisamente el impulso de esta interlocución, 
constituyendo un ejemplo sobresaliente de la misma en el ámbito del Ministerio de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad, la creación de la Comisión para el Diálogo Civil con la 
Plataforma del Tercer Sector de Acción Social. Desde su constitución en febrero de 2013, 
este órgano de participación institucional ha sido un eficaz foro de encuentro entre 
representantes de la Administración General del Estado y la Plataforma del Tercer Sector, 
que encuadra a las más importantes entidades, organizaciones y federaciones del Tercer 
Sector de Acción Social a nivel estatal. En su seno, y mediante el diálogo, se han 
conseguido impulsar conjuntamente importantes medidas de interés público para el Tercer 
Sector de Acción Social. Asimismo, como materialización de este principio de diálogo civil, y 
de colaboración activa, participación y consultas estrechas entre la Administración General 
del Estado y la representación del Tercer Sector de Acción Social, la Ley recoge la 
regulación por vía reglamentaria del Consejo Estatal de Organizaciones no 
Gubernamentales de Acción Social. Se trata de un órgano colegiado, de participación, que 
se configura como un ámbito de encuentro, diálogo, propuesta y asesoramiento en las 
políticas públicas de interés social, con la finalidad de institucionalizar la colaboración, 
cooperación y el diálogo permanentes entre el Departamento ministerial titular de las 
políticas sociales y de inclusión y la Plataforma del Tercer Sector.

La Ley, por tanto, garantiza la participación real y efectiva de las entidades del Tercer 
Sector de Acción Social, conforme al principio de diálogo civil, en los procedimientos de 
elaboración, desarrollo, ejecución, seguimiento y revisión de normas y políticas sociales, en 
el ámbito de la Administración del Estado, a través de órganos de participación, asegurando 
un mecanismo permanente de interlocución.

Aunque durante las últimas décadas el Tercer Sector de Acción Social se ha constituido 
como un actor destacado en la lucha contra las situaciones de mayor vulnerabilidad social, el 
desarrollo del conjunto de entidades no lucrativas orientadas al cumplimiento de objetivos de 
interés público, con la dimensión y relevancia que alcanza en la actualidad, se ha producido 
sin un amparo normativo propio de ámbito estatal.

Esta Ley surge con el fin último de establecer unos contornos jurídicos nítidos y una 
regulación propia, perfilando con claridad la naturaleza y los principios rectores de la 
actuación de las entidades que integran el Tercer Sector de Acción Social, cuya actuación no 
puede en ningún caso diluir la responsabilidad de la Administración General del Estado, ni 
tampoco competir o interferir con otras entidades comprometidas con la defensa de los 
intereses sociales ni con la actividad de los agentes sociales propiamente.

Así, la Ley establece una serie de principios rectores de la actuación de las entidades 
que integran el Tercer Sector de Acción Social, siendo algunos de ellos de naturaleza 
organizativa, tales como tener personalidad jurídica propia, ser de naturaleza jurídica 
privada, no tener ánimo de lucro, asegurar la participación democrática de sus miembros, o 
tener carácter altruista, y otros referidos a su actuación, como la autonomía en la gestión y 
toma de decisiones respecto a los poderes públicos, la transparencia en la gestión, promover 
la igualdad de oportunidades y de trato y la no discriminación entre todas las personas con 
especial atención al principio de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres y llevar 
a cabo objetivos de interés general y social.

Además, la ley prevé una serie de medidas de fomento de estas entidades, con el fin de 
apoyar y promover los principios del Tercer Sector de Acción Social, garantizar su 
sostenibilidad y su participación en las políticas sociales, y reconocer, con arreglo a los 
procedimientos que reglamentariamente se establezcan, su condición de entidades 
colaboradoras de la Administración General del Estado, conforme a lo previsto en la 
legislación vigente. En todo caso, y dentro del marco jurídico fiscal que sea de aplicación en 
cada momento, las entidades del Tercer Sector de Acción Social gozarán de los máximos 
beneficios fiscales reconocidos con carácter general en el régimen vigente de incentivos 
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fiscales a la participación privada en actividades de interés general, que se revisarán 
siempre que sea necesario, con el objeto de mejorarlo. Igualmente, se contemplan medidas 
de concienciación, para reforzar el papel de estas entidades y consolidar su imagen pública.

Finalmente, la Ley prevé la aprobación por el Gobierno, en el plazo de doce meses 
desde su entrada en vigor, de un programa de impulso de las entidades del Tercer Sector de 
Acción Social. Este programa contendrá diversas medidas, tales como la promoción, difusión 
y formación del Tercer Sector de Acción Social, su cooperación con los servicios públicos 
estatales, financiación, potenciación de los mecanismos de colaboración entre la 
Administración General del Estado y las entidades del Tercer Sector de Acción Social, con 
especial atención al uso de conciertos y convenios, así como la participación institucional, 
todo ello en aras de garantizar el reforzamiento del papel de las entidades del Tercer Sector 
de Acción Social en las políticas sociales, diseñadas y aplicadas en beneficio de las 
personas y grupos, que sufren condiciones de vulnerabilidad o que se encuentran en riesgo 
de exclusión social.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

El objeto de esta Ley es regular las entidades del Tercer Sector de Acción Social, 
reforzar su capacidad como interlocutoras ante la Administración General del Estado, 
respecto de las políticas públicas sociales y definir las medidas de fomento que los poderes 
públicos podrán adoptar en su beneficio.

Artículo 2.  Concepto.

1. Las entidades del Tercer Sector de Acción Social son aquellas organizaciones de 
carácter privado, surgidas de la iniciativa ciudadana o social, bajo diferentes modalidades, 
que responden a criterios de solidaridad y de participación social, con fines de interés 
general y ausencia de ánimo de lucro, que impulsan el reconocimiento y el ejercicio de los 
derechos civiles, así como de los derechos económicos, sociales o culturales de las 
personas y grupos que sufren condiciones de vulnerabilidad o que se encuentran en riesgo 
de exclusión social.

2. En todo caso, son entidades del Tercer Sector de Acción Social las asociaciones, las 
fundaciones, así como las federaciones o asociaciones que las integren, siempre que 
cumplan con lo previsto en esta Ley. Para la representación y defensa de sus intereses de 
una forma más eficaz, y de acuerdo con la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora 
del derecho de asociación, y con su normativa específica, las entidades del Tercer Sector de 
Acción Social podrán constituir asociaciones o federaciones que, a su vez, podrán agruparse 
entre sí.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.

Esta Ley es de aplicación a todas las entidades del Tercer Sector de Acción Social de 
ámbito estatal, siempre que actúen en más de una comunidad autónoma o en las Ciudades 
Autónomas de Ceuta y Melilla.

CAPÍTULO II

Principios rectores

Artículo 4.  Principios rectores.

Son principios rectores de las entidades del Tercer Sector de Acción Social de ámbito 
estatal, con independencia de su naturaleza jurídica:

a) Tener personalidad jurídica propia.
b) Ser de naturaleza jurídica privada.
c) No poseer ánimo de lucro y tener carácter altruista.
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d) Garantizar la participación democrática en su seno, conforme a lo que establece la 
normativa aplicable a la forma jurídica que adopte.

e) Actuar de modo transparente, tanto en el desarrollo de su objeto social como en el 
funcionamiento, gestión de sus actividades y rendición de cuentas.

f) Desarrollar sus actividades con plenas garantías de autonomía en su gestión y toma 
de decisiones respecto a la Administración General del Estado.

g) Contribuir a hacer efectiva la cohesión social, por medio de la participación ciudadana 
en la acción social, a través del voluntariado.

h) Actuar de modo que se observe efectivamente en su organización, funcionamiento y 
actividades el principio de igualdad de oportunidades y de trato y no discriminación con 
independencia de cualquier circunstancia personal o social, y con especial atención al 
principio de igualdad entre mujeres y hombres.

i) Llevar a cabo objetivos y actividades de interés general definidas así en una norma con 
rango de ley, y en todo caso, las siguientes actividades de interés social:

1.ª La atención a las personas con necesidades de atención integral socio-sanitaria.
2.ª La atención a las personas con necesidades educativas o de inserción laboral.
3.ª El fomento de la seguridad ciudadana y prevención de la delincuencia.

CAPÍTULO III

Participación

Artículo 5.  Participación.

Las entidades del Tercer Sector de Acción Social se incorporarán a los órganos de 
participación institucional de la Administración General del Estado, cuyo ámbito sectorial de 
actuación se corresponda con el propio de dichas entidades. La representación en dichos 
órganos corresponderá a aquellas organizaciones que tengan ámbito estatal y que integren 
mayoritariamente a las entidades del Tercer Sector de Acción Social.

CAPÍTULO IV

Acción de fomento

Artículo 6.  Medidas de fomento de las entidades del Tercer Sector de Acción Social de 
ámbito estatal.

1. Las medidas de fomento del Tercer Sector de Acción Social de ámbito estatal de la 
Administración General del Estado son:

a) Apoyar y promover los principios del Tercer Sector de Acción Social.
b) Adecuar los sistemas de financiación pública en el marco de la legislación de 

estabilidad presupuestaria y, en todo caso, de acuerdo con lo previsto en la normativa de la 
Unión Europea en materia de ayudas de Estado.

c) Fomentar la diversificación de las fuentes de financiación, especialmente mejorando la 
normativa sobre mecenazgo e impulsando la responsabilidad social empresarial.

d) Impulsar la utilización de los instrumentos normativos que en cada caso resulten más 
adecuados, para promover la inclusión social de personas y grupos que sufren condiciones 
de vulnerabilidad, personas y grupos en riesgo de exclusión social y de atención a las 
personas con discapacidad o en situación de dependencia.

e) Garantizar la participación del Tercer Sector de Acción Social en las distintas políticas 
sociales, de empleo, de igualdad y de inclusión, diseñadas en favor de las personas y grupos 
vulnerables y en riesgo de exclusión social.

f) Reconocer a las entidades del Tercer Sector de Acción Social, con arreglo a los 
procedimientos que reglamentariamente se establezcan, el estatuto de entidades 
colaboradoras de la Administración General del Estado.

g) Promocionar la formación y readaptación profesional de las personas, que desarrollen 
su actividad en entidades del Tercer Sector de Acción Social de ámbito estatal.
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h) Incluir en los planes de estudio de las diferentes etapas educativas, aquellos 
contenidos y referencias al Tercer Sector de Acción Social, precisos para su justa valoración 
como vía de participación de la ciudadanía y de los grupos en los que se integra la sociedad 
civil.

i) Promover las entidades del Tercer Sector de Acción Social como uno de los 
instrumentos relevantes para canalizar el ejercicio efectivo de los derechos a la participación 
social de la ciudadanía en una sociedad democrática avanzada.

j) Realizar medidas concretas, destinadas a dinamizar la participación de mujeres en el 
Tercer Sector de Acción Social.

k) Promover y apoyar aquellas iniciativas orientadas a la incorporación de criterios de 
gestión responsable en las entidades del Tercer Sector de Acción Social.

l) Fortalecer y promover prácticas y criterios de buen gobierno y de transparencia en 
estas organizaciones.

m) Potenciar y facilitar las iniciativas de cooperación entre empresas y entidades del 
Tercer Sector de Acción Social.

2. El Gobierno, a través de los Ministerios que tengan competencias sobre la materia, 
promoverá actuaciones de fomento, apoyo y difusión del Tercer Sector de Acción Social.

3. Asimismo, la Administración General del Estado y las comunidades autónomas y 
entidades locales podrán colaborar en la promoción de los principios del Tercer Sector de 
Acción Social. Especialmente, se podrán celebrar convenios de colaboración, para promover 
determinadas actuaciones específicas de fomento, difusión o formación.

Artículo 7.  Programa de impulso de las entidades del Tercer Sector de Acción Social.

El Gobierno aprobará, en el plazo de 12 meses, desde la entrada en vigor de esta Ley, 
un programa de impulso de las entidades del Tercer Sector de Acción Social. Este programa 
reflejará, entre otras, las siguientes medidas:

a) Promoción, difusión y formación del Tercer Sector de Acción Social.
b) Apoyo a la cultura del voluntariado, en los términos y condiciones que fije la 

legislación sobre voluntariado.
c) Cooperación con los servicios públicos.
d) Financiación pública de las entidades del Tercer Sector de Acción Social.
e) Acceso a la financiación, a través de entidades de crédito oficial.
f) Potenciación de los mecanismos de colaboración entre la Administración General del 

Estado y las entidades del Tercer Sector de Acción Social, para el desarrollo de programas 
de inclusión social de personas o grupos vulnerables en riesgo de exclusión social y de 
atención a las personas con discapacidad o en situación de dependencia, con especial 
atención al uso de los conciertos y convenios.

g) Participación institucional prevista en el artículo 5.

CAPÍTULO V

Órganos de participación

Artículo 8.  Consejo Estatal de Organizaciones no Gubernamentales de Acción Social.

Reglamentariamente se regulará el Consejo Estatal de Organizaciones no 
Gubernamentales de Acción Social, como un órgano colegiado de naturaleza 
interinstitucional y de carácter consultivo, adscrito a la Administración General del Estado, a 
través del Ministerio que tenga la competencia en materia de servicios sociales, concebido 
como ámbito de encuentro, diálogo, participación, propuesta y asesoramiento en las políticas 
públicas relacionadas con las actividades establecidas en la letra i) del artículo 4.

Artículo 9.  Comisión para el Diálogo Civil con la Plataforma del Tercer Sector.

Reglamentariamente se regulará la Comisión para el Diálogo Civil con la Plataforma del 
Tercer Sector, con la finalidad de institucionalizar la colaboración, cooperación y el diálogo 
permanentes entre el Ministerio, que tenga la competencia en materia de servicios sociales, 
y la Plataforma del Tercer Sector de Acción Social, constituida al amparo de la Ley Orgánica 
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1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de asociación, con el objetivo compartido de 
impulsar el reconocimiento del Tercer Sector de Acción Social como actor clave en la 
defensa de los derechos sociales, y lograr la cohesión y la inclusión social en todas sus 
dimensiones, evitando que determinados grupos de población especialmente vulnerables 
queden excluidos socialmente.

Disposición adicional primera.  Garantía del respeto al reparto de competencias 
constitucional y estatutariamente vigente.

La presente Ley se aplicará, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las 
comunidades autónomas en materia de asistencia social por sus Estatutos de Autonomía, 
así como en su legislación específica.

Disposición adicional segunda.  Inventario de entidades del Tercer Sector de Acción 
Social e información estadística.

1. El Ministerio competente en materias de servicios sociales, en colaboración con las 
comunidades autónomas, elaborará y mantendrá actualizado un inventario de las entidades 
del Tercer Sector de Acción Social. El inventario se organizará en función de los diferentes 
tipos de entidades, y en coordinación con los registros y catálogos existentes en las 
comunidades autónomas. La creación del inventario se realizará previo informe del Consejo 
Estatal de Organizaciones no Gubernamentales de Acción Social. El inventario tendrá 
carácter público, será accesible por medios electrónicos y conforme a las normas vigentes 
en materia de accesibilidad universal.

2. Asimismo, el Ministerio competente en materia de servicios sociales realizará, en 
coordinación con los demás departamentos ministeriales competentes y con las 
comunidades autónomas, y previo informe del Consejo Estatal de Organizaciones no 
Gubernamentales de Acción Social, las actuaciones que sean necesarias, para poder 
proporcionar una información estadística de las entidades del Tercer Sector de Acción 
Social, así como de sus organizaciones de representación.

Disposición adicional tercera.  Informe del Gobierno.

El Gobierno, en el plazo de dos años desde la aprobación del programa de impulso de 
las entidades del Tercer Sector, remitirá al Congreso de los Diputados un informe en el que 
se analizarán y evaluarán los efectos y las consecuencias de la aplicación de esta Ley.

Disposición adicional cuarta.  No incremento de gasto público.

La regulación incluida en esta Ley no podrá suponer incremento del gasto público, ni 
incremento de dotaciones, ni de retribuciones, ni de otros gastos de personal.

Disposición adicional quinta.  Actuaciones finalistas a través de la colaboración con el 
Tercer Sector de Acción Social.

El contenido de esta Ley se entiende, sin perjuicio de la capacidad del Estado para 
promover actuaciones finalistas a través de la colaboración con el Tercer Sector, en ámbitos 
de actuación derivados del ejercicio de sus competencias, en relación con colectivos 
específicos en condiciones de vulnerabilidad o que se encuentran en riesgo de exclusión 
social, con respeto a las competencias de las Comunidades Autónomas. En todo caso, 
cualquier actuación pública en relación con las entidades del Tercer Sector de Acción Social, 
debe estar sujeta al principio de concurrencia pública y a la aplicación de criterios objetivos y 
transparentes de concesión y adjudicación.

Disposición adicional sexta.  Pago de las obligaciones pendientes de las comunidades 
autónomas y entidades locales.

Las obligaciones pendientes de pago de las Comunidades Autónomas y las Entidades 
Locales con las Entidades del Tercer Sector de Acción Social, como resultado de convenios 
de colaboración suscritos en materia de servicios sociales, tendrán el tratamiento análogo al 
de otros proveedores, en los términos que legalmente se prevean.
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Disposición adicional séptima.  Ayudas y subvenciones públicas a las entidades del Tercer 
Sector de Acción Social.

En atención al interés general al que sirven y a las singularidades de su naturaleza y 
actividades, dentro del marco general de la normativa sobre subvenciones, las bases 
reguladoras de las convocatorias de la Administración General del Estado contemplarán las 
especialidades de las entidades del Tercer Sector de Acción Social en materia de apoyos, 
ayudas y subvenciones públicas.

Disposición transitoria única.  Subvenciones de concesión directa a entidades del Tercer 
Sector de Acción Social.

1. Durante el ejercicio 2015 y mientras se establece el procedimiento general, las 
entidades del Tercer Sector de Acción Social de ámbito estatal reconocidas como 
colaboradoras con la Administración General del Estado, de acuerdo con lo establecido en el 
Real Decreto-ley 7/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes de naturaleza tributaria, 
presupuestaria y de fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación, percibirán las 
subvenciones de concesión directa que se señalan a continuación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 22.2.b) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y en el artículo 66 del Reglamento que la desarrolla. En los casos en que se 
trate de federaciones, confederaciones, uniones o plataformas de entidades del Tercer 
Sector de Acción Social, podrán ser beneficiarias de las subvenciones las entidades de 
ámbito estatal asociadas dentro de las anteriores, lo cual se determinará, en su caso, en el 
convenio o en la resolución que canalice la subvención en los términos estipulados en el 
apartado 2, y en virtud de lo previsto en los artículos 11.2 y 11.3 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. Su abono se efectuará a las entidades, por los 
importes y con cargo a las aplicaciones del presupuesto de 2015 que se indican a 
continuación:

26.16.231F.480 «A instituciones para víctimas del terrorismo».

Fundación Víctimas del Terrorismo, por un importe de 105.000,00 euros.

26.16.231F.486 «Para actuaciones de acción social».

Cruz Roja Española, por un importe de 1.453.684,00 euros.
Cáritas Española, por un importe de 850.272,00 euros.
Fundación Acción contra el Hambre, por un importe de 70.000,00 euros.
Plataforma de ONG de Acción Social por un importe de 652.858,00 euros.
Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social en el Estado Español, por 

un importe de 420.652,00 euros.
Plataforma del Voluntariado de España, por un importe de 442.260,00 euros.
Plataforma del Tercer Sector, por un importe de 129.584,00 euros.

26.16.231G.483 «Para programas de infancia y familias».

Asociación de Familias y Mujeres del Medio Rural, por un importe de 70.000,00 euros.
Unión de Asociaciones Familiares, por un importe de 350.000,00 euros.
Plataforma de Organizaciones de Infancia, por un importe de 1.133.574,00 euros.
Confederación Española de Asociaciones de Padres y Padres de Alumnos, por un 

importe de 80.185,00 euros.
Confederación Católica Nacional de Padres de Familia y Padres de Alumnos, por un 

importe de 54.000,00 euros.
Federación Española de Familias Numerosas, por un importe de 228.000,00 euros.
Federación Nacional de Puntos de Encuentro para el Derecho de Visitas, por un importe 

de 40.000,00 euros.
Foro Español de la Familia, por un importe de 55.000,00 euros.
Federación Española de Bancos de Alimentos, por un importe de 85.000,00 euros.
Fundación Secretariado Gitano, por un importe de 211.431,00 euros.
Plataforma Khetané del Movimiento Asociativo Gitano del Estado Español, por un 

importe de 40.000 euros.
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26.17.231F.482 «Para programas de personas con discapacidad».

CNSE. Confederación Estatal de Personas Sordas, por un importe de 240.000,00 euros.
Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad, por un importe 

de 295.000,00 euros.
Confederación Autismo FESPAU, por un importe de 126.000 euros.
Confederación Autismo España, por un importe de 140.000,00 euros.
Confederación Española de Familias de Personas Sordas (Confederación FIAPAS) por 

un importe de 235.000,00 euros.
Confederación Española de Agrupaciones de Familiares y Personas con Enfermedad 

Mental (FEAFES Confederación Salud Mental España), por un importe de 187.000,00 euros.
Confederación Española de Organizaciones de Atención a las Personas con Parálisis 

Cerebral y Afines, por un importe de 165.000,00 euros.
FEAPS. Confederación Española de Organizaciones en Favor de las Personas con 

Discapacidad Intelectual o del Desarrollo, por un importe de 430.000,00 euros.
Confederación Española de Personas con Discapacidad Física y Orgánica, por un 

importe de 1.142.000,00 euros.
Down España-Federación Española de Instituciones para el Síndrome de Down, por un 

importe de 129.000,00 euros.
Federación de Asociaciones de Implantados Cocleares de España-Federación AICE, por 

un importe de 20.000,00 euros.
Federación de Asociaciones de Personas Sordociegas de España, por un importe 

de 25.000,00 euros.
Federación Española de Daño Cerebral, por un importe de 91.000,00 euros.
Federación Española de Enfermedades Raras, por un importe de 323.000,00 euros.
Federación Española de Sordoceguera. FESOCE, por un importe de 14.000,00 euros.
Federación Española para la Lucha contra la Esclerosis Múltiple, por un importe 

de 33.000,00 euros.
Fundación ONCE para la Cooperación e Inclusión Social de Personas con Discapacidad, 

por un importe de 153.000,00 euros.
Plataforma Representativa Estatal de Personas con Discapacidad Física, por un importe 

de 352.000,00 euros.

2. El objeto de estas subvenciones será el sostenimiento económico-financiero de las 
estructuras centrales de las entidades, que incluirá gastos corrientes y los derivados de 
funcionamiento ordinario de las mismas.

3. Los requisitos de los beneficiarios, su acreditación, los gastos subvencionables, el 
órgano competente para la concesión de las subvenciones, los plazos, la forma de 
justificación, entre otros, se regularán por lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones y su reglamento de desarrollo, así como por lo 
dispuesto por la resolución o convenio que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
65 y 66 del citado Reglamento, instrumentará cada subvención directa. La resolución o el 
convenio podrán contemplar que el abono de la subvención se realice en un único pago 
anticipado, de acuerdo con lo previsto en el artículo 34.4 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones y su reglamento de desarrollo.

Disposición final primera.  Legislación aplicable a las Entidades del Tercer Sector de 
Acción Social.

Las entidades del Tercer Sector de Acción Social se regirán por la legislación específica, 
que sea aplicable en función de la forma jurídica que hayan adoptado. La consideración de 
entidades del Tercer Sector de Acción Social, conforme a lo establecido en esta Ley, no 
excusa del cumplimiento de todos los requisitos y condiciones que establezca dicha 
legislación específica.

Disposición final segunda.  Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.1.ª de la Constitución que atribuye al 
Estado la competencia exclusiva sobre la regulación de las condiciones básicas que 
garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el 
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cumplimiento de los deberes constitucionales, excepto el segundo párrafo de la Disposición 
adicional segunda que se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.31.ª de la 
Constitución que atribuye al Estado la competencia en materia de Estadística para fines 
estatales.

Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.

El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, y previa consulta al Consejo Estatal de 
Organizaciones no Gubernamentales de Acción Social y a la Comisión para el Diálogo Civil 
con la Plataforma del Tercer Sector, dictará, respecto de las entidades del Tercer Sector de 
Acción Social de ámbito estatal, cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución de esta Ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley.

Madrid, 9 de octubre de 2015.

FELIPE R.
El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY

Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
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TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 29 de septiembre de 2022

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
Una parte importante de la actividad financiera del sector público se canaliza a través de 

subvenciones, con el objeto de dar respuesta, con medidas de apoyo financiero, a 
demandas sociales y económicas de personas y entidades públicas o privadas.

Desde la perspectiva económica, las subvenciones son una modalidad importante de 
gasto público y, por tanto, deben ajustarse a las directrices de la política presupuestaria. La 
política presupuestaria actual está orientada por los criterios de estabilidad y crecimiento 
económico pactados por los países de la Unión Europea, que, además, en España han 
encontrado expresión normativa en las leyes de estabilidad presupuestaria. Esta orientación 
de la política presupuestaria ha seguido un proceso de consolidación de las cuentas públicas 
hasta la eliminación del déficit público y se propone mantener, en lo sucesivo, el equilibrio 
presupuestario.

Este proceso de consolidación presupuestaria no sólo ha tenido unos efectos 
vigorizantes sobre nuestro crecimiento, sino que, además, ha fortalecido nuestros 
fundamentos económicos.

La Ley de Estabilidad Presupuestaria vino a otorgar seguridad jurídica y continuidad en 
la aplicación a los principios inspiradores de la consolidación presupuestaria, definiendo la 
envolvente de la actividad financiera del sector público e introduciendo cambios en el 
procedimiento presupuestario que han mejorado sustancialmente tanto la transparencia en la 
elaboración, ejecución y control del presupuesto como la asignación y gestión de los 
recursos presupuestarios en un horizonte plurianual orientado por los principios de eficacia, 
eficiencia y calidad de las finanzas públicas.

La austeridad en el gasto corriente, la mejor selección de las políticas públicas poniendo 
el énfasis en las prioridades de gasto, así como el incremento del control y de la evaluación, 
han reducido paulatinamente las necesidades de financiación del sector público y han 
ampliado las posibilidades financieras del sector privado, con efectos dinamizadores sobre la 
actividad, el crecimiento y desarrollo económico, y sobre la creación de empleo.

Definido el marco general del equilibrio presupuestario y, en particular, establecido un 
techo de gasto para el Estado -que le impide gastar más y le impele a gastar mejor-, es 
necesario descender a una esfera microeconómica para trasladar los principios rectores de 
la Ley de Estabilidad Presupuestaria a los distintos componentes del presupuesto.

La Ley General de Subvenciones tiene en cuenta esta orientación y supone un paso más 
en el proceso de perfeccionamiento y racionalización de nuestro sistema económico, 
incardinándose en el conjunto de medidas y reformas que se ha venido instrumentando 
desde que se iniciara el proceso de apertura y liberalización de la economía española.

En este sentido, cabe señalar que las reformas estructurales de los sectores más 
oligopolizados, las políticas para la estabilización macroeconómica y la modernización del 
sector público español -incluida la privatización parcial del sector público empresarial- han 
sido todas ellas medidas garantes de la eliminación de mercados cautivos, creando un 
entorno de libre, visible y sana competencia, con los grandes beneficios que ésta genera 
para todos los ciudadanos.
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Uno de los principios que va a regir la nueva Ley General de Subvenciones, que como 
ya se ha señalado están inspirados en los de la Ley de Estabilidad Presupuestaria, es el de 
la transparencia. Con este objeto, las Administraciones deberán hacer públicas las 
subvenciones que concedan, y, a la vez, la ley establece la obligación de formar una base de 
datos de ámbito nacional que contendrá información relevante sobre todas las subvenciones 
concedidas.

Esta mayor transparencia, junto con la gran variedad de instrumentos que se articulan en 
la ley, redunda de forma directa en un incremento de los niveles de eficiencia y eficacia en la 
gestión del gasto público subvencional.

En este sentido, una mayor información acerca de las subvenciones hará posible 
eliminar las distorsiones e interferencias que pudieran afectar al mercado, además de 
facilitar la complementariedad y coherencia de las actuaciones de las distintas 
Administraciones públicas evitando cualquier tipo de solapamiento.

En esta línea de mejora de la eficacia, la ley establece igualmente la necesidad de 
elaborar un plan estratégico de subvenciones, que introduzca una conexión entre los 
objetivos y efectos que se pretenden conseguir, con los costes previsibles y sus fuentes de 
financiación, con el objeto de adecuar las necesidades públicas a cubrir a través de las 
subvenciones con las previsiones de recursos disponibles, con carácter previo a su 
nacimiento y de forma plurianual.

Como elemento esencial de cierre de este proceso, la ley establece un sistema de 
seguimiento a través del control y evaluación de objetivos, que debe permitir que aquellas 
líneas de subvenciones que no alcancen el nivel de consecución de objetivos deseado o que 
resulte adecuado al nivel de recursos invertidos puedan ser modificadas o sustituidas por 
otras más eficaces y eficientes, o, en su caso, eliminadas.

Desde la perspectiva administrativa, las subvenciones son una técnica de fomento de 
determinados comportamientos considerados de interés general e incluso un procedimiento 
de colaboración entre la Administración pública y los particulares para la gestión de 
actividades de interés público.

Existe una gran diversidad de subvenciones de distinta naturaleza, que se conceden 
mediante procedimientos complejos, y, por lo tanto, deben ser objeto de un seguimiento y 
control eficaces.

Los recursos económicos destinados a las subvenciones en España han ido creciendo 
paulatinamente en los últimos años en los presupuestos de las distintas Administraciones 
públicas. Además, gran parte de las relaciones financieras entre España y la Unión Europea 
se instrumentan mediante subvenciones financiadas, total o parcialmente, con fondos 
comunitarios, que exigen, por tanto, la necesaria coordinación. Por otra parte, es igualmente 
necesario observar las directrices emanadas de los órganos de la Unión Europea en materia 
de ayudas públicas estatales y sus efectos en el mercado y la competencia.

La mejora de la gestión y el seguimiento de las subvenciones, la corrección de las 
insuficiencias normativas y el control de las conductas fraudulentas que se pueden dar en 
este ámbito son esenciales para conseguir asignaciones eficaces y eficientes desde esta 
modalidad de gasto y hacer compatible la creciente importancia de las políticas de 
subvenciones con la actual orientación de la política presupuestaria.

En la actualidad, esta materia, cuyo régimen jurídico fue modificado ampliamente por la 
Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991, y otras 
modificaciones posteriores, encuentra su regulación en los artículos 81 y 82 del texto 
refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1091/1988, de 23 de septiembre.

Con dichas modificaciones se trató de paliar, al menos en parte, la dispersión y la 
existencia de lagunas en aspectos muy relevantes que tradicionalmente han caracterizado la 
legislación española sobre subvenciones.

A su vez, el Tribunal de Cuentas y un creciente sector de la doctrina han venido 
propugnando la elaboración de una ley general de subvenciones que resuelva 
definitivamente la situación de inseguridad jurídica y las lagunas que todavía subsisten.

Por tanto, existe una clara conciencia de la necesidad de dotar a este importante ámbito 
de actividad administrativa de un régimen jurídico propio y específico que permita superar las 
insuficiencias del que viene a sustituir y contemple instrumentos y procedimientos que 
aseguren una adecuada gestión y un eficaz control de las subvenciones. En este sentido, la 
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Ley General de Subvenciones se dirige a regular con carácter general los elementos del 
régimen jurídico de las subvenciones y contiene los aspectos nucleares, generales y 
fundamentales de este sector del ordenamiento.

Por otra parte, la Ley General de Subvenciones es un instrumento legislativo de 
regulación de una técnica general de intervención administrativa que ha penetrado de 
manera relevante en el ámbito de todas las Administraciones públicas. El interés público 
demanda un tratamiento homogéneo de la relación jurídica subvencional en las diferentes 
Administraciones públicas.

La ordenación de un régimen jurídico común en la relación subvencional constituye una 
finalidad nuclear que se inspira directamente en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución 
Española, a cuyo tenor el Estado tiene la competencia exclusiva sobre las bases del régimen 
jurídico de las Administraciones públicas y sobre el procedimiento administrativo común.

En virtud de la competencia de regulación de las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas, y dejando a salvo la competencia de autogobierno que ostentan 
las comunidades autónomas, el Estado puede establecer principios y reglas básicas sobre 
aspectos organizativos y de funcionamiento de todas las Administraciones públicas, 
determinando así los elementos esenciales que garantizan un régimen jurídico unitario 
aplicable a todas las Administraciones públicas (SSTC núms. 32/1981, 227/1988 y 50/1999).

En materia de procedimiento administrativo común, el Tribunal Constitucional no ha 
reducido el alcance de esta materia competencial a la regulación del procedimiento, sino que 
en este ámbito se han incluido los principios y normas que prescriben la forma de 
elaboración de los actos, los requisitos de validez y eficacia, los modos de revisión y los 
medios de ejecución de los actos administrativos, incluyendo las garantías generales de los 
particulares en el seno del procedimiento (SSTC núms. 227/1988 y 50/1999).

En materia sancionadora, el Tribunal Constitucional ha señalado que las comunidades 
autónomas tienen potestad sancionadora en las materias sustantivas sobre las que ostentan 
competencias y, en su caso, pueden regular las infracciones y sanciones ateniéndose a los 
principios básicos del ordenamiento estatal, pero sin introducir divergencias irrazonables o 
desproporcionadas al fin perseguido respecto del régimen jurídico aplicable en otras partes 
del territorio, por exigencias derivadas del artículo 149.1.1.ª de la Constitución (SSTC núms. 
87/1985, 102/1985, 137/1986 y 48/1988).

Por ello ha declarado que pueden regularse con carácter básico, de manera general, los 
tipos de ilícitos administrativos, los criterios para la calificación de su gravedad y los límites 
máximos y mínimos de las correspondientes sanciones, sin perjuicio de la legislación 
sancionadora que puedan establecer las comunidades autónomas, que pueden modular 
tipos y sanciones en el marco de aquellas normas básicas (STC núm. 227/1988).

De acuerdo con lo señalado, constituye legislación básica la definición del ámbito de 
aplicación de la ley, las disposiciones comunes que definen los elementos subjetivos y 
objetivos de la relación jurídica subvencional, el régimen de coordinación de la actuación de 
las diferentes Administraciones públicas, determinadas normas de gestión y justificación de 
las subvenciones, la invalidez de la resolución de concesión, las causas y obligados al 
reintegro de las subvenciones, el régimen material de infracciones y las reglas básicas 
reguladoras de las sanciones administrativas en el orden subvencional.

II
Esta ley se estructura en un título preliminar y cuatro títulos más, y contiene 69 artículos, 

22 disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y 
tres disposiciones finales.

En el título preliminar se contienen las disposiciones generales sobre la materia, 
estructurando, a su vez, su contenido en dos capítulos. En el I se delimita el ámbito objetivo 
y subjetivo de la ley y en el II se contienen disposiciones comunes en las que se establecen 
los principios inspiradores y los requisitos para el otorgamiento de las subvenciones, la 
competencia para ello, obligaciones de beneficiarios y entidades colaboradoras, así como los 
requisitos para obtener tal condición, aprobación y contenido de las bases reguladoras de la 
subvención, publicación e información de las subvenciones concedidas, entre otros 
aspectos.
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En el ámbito objetivo de aplicación de la ley se introduce un elemento diferenciador que 
delimita el concepto de subvención de otros análogos: la afectación de los fondos públicos 
entregados al cumplimiento de un objetivo, la ejecución de un proyecto específico, la 
realización de una actividad o la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o 
por desarrollar. Si dicha afectación existe, la entrega de fondos tendrá la consideración de 
subvención y esta ley resultará de aplicación a la misma.

Quedan fuera de dicho ámbito objetivo de aplicación las prestaciones del sistema de la 
Seguridad Social y prestaciones análogas, las cuales tienen un fundamento constitucional 
propio y una legislación específica, no homologable con la normativa reguladora de las 
subvenciones. Los beneficios fiscales y beneficios en la cotización de la Seguridad Social, 
así como el crédito oficial, quedan, igualmente, fuera del ámbito de aplicación de la ley al no 
existir entrega de fondos públicos.

No obstante, cuando la Administración asuma la obligación de satisfacer a la entidad 
prestamista todo o parte de los intereses, tendrá la consideración de subvención a los 
efectos de esta ley.

Los créditos concedidos por la Administración que no tengan interés o con interés inferior 
al de mercado se regirán por las disposiciones de la ley que resulten adecuadas a su 
naturaleza, siempre que carezcan de normativa específica.

Por último, la ley excluye de su ámbito objetivo los premios que se otorguen sin la previa 
solicitud del beneficiario, así como las subvenciones electorales y a partidos políticos o 
grupos parlamentarios, por disponer estas últimas de su propia regulación, sin perjuicio de 
que se complete el régimen establecido por su propia normativa reguladora.

También se determina expresamente el carácter supletorio de la ley en relación con la 
concesión de subvenciones establecidas en normas de la Unión Europea o en normas 
nacionales de desarrollo o transposición de aquéllas, estableciéndose el régimen de 
responsabilidad financiera derivada de la gestión de fondos procedentes de la Unión 
Europea.

Se ha considerado necesario introducir en esta ley de forma expresa un conjunto de 
principios generales que deben inspirar la actividad subvencional, incluyendo un elemento de 
planificación, y procurando minimizar los efectos distorsionadores del mercado que pudieran 
derivarse del establecimiento de subvenciones.

Asimismo, y tomando como referencia la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, se recogen los principios que han de informar la gestión de subvenciones 
(igualdad, publicidad, transparencia, objetividad, eficacia y eficiencia), y los requisitos que 
deben necesariamente cumplirse para proceder al otorgamiento de subvenciones y para 
obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora.

Se ha ampliado la relación de obligaciones de los beneficiarios, incluyendo de forma 
expresa las de índole contable y registral, con el objeto de garantizar la adecuada realización 
de las actuaciones de comprobación y control financiero.

Cuando en la gestión y distribución de los fondos públicos participen entidades 
colaboradoras, se exige, en todo caso, la formalización de un convenio de colaboración entre 
dicha entidad colaboradora y el órgano concedente, en el que se regularán las condiciones y 
obligaciones asumidas por aquélla. En la propia ley se detalla el contenido mínimo que 
deben tener dichos convenios de colaboración.

Cuando la entidad colaboradora sea una entidad de derecho privado, su selección 
deberá realizarse de acuerdo con los principios de publicidad, concurrencia y objetividad. No 
obstante lo anterior, si los términos en los que se acuerde la colaboración se encontraran 
dentro del objeto del contrato de asistencia técnica, o de cualquier otro de los regulados en 
el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, será de aplicación plena esta norma, y no 
sólo los principios anteriormente enunciados, tanto para la selección de la entidad como para 
la determinación del régimen jurídico y efectos de la colaboración.

En relación con las bases reguladoras de la concesión de subvenciones, se amplía 
notablemente su contenido mínimo, con el objeto de clarificar y completar adecuadamente el 
régimen de cada subvención y facilitar las posteriores actuaciones de comprobación y 
control.
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III
El título I contiene las disposiciones reguladoras de los procedimientos de concesión y 

gestión, estructurando dicho contenido en cinco capítulos.
En el capítulo I se establece, como régimen general de concesión, el de concurrencia 

competitiva, un régimen que debe permitir hacer efectivos los principios inspiradores del 
otorgamiento de subvenciones previstos en la ley. La propuesta de concesión deberá 
formularse con la participación de un órgano colegiado que tendrá la composición que se 
determine en las bases reguladoras.

En dicho capítulo se prevén también aquellos supuestos en que la subvención puede 
concederse de forma directa.

En el capítulo II se regula el procedimiento de concesión en régimen de concurrencia 
competitiva, dotando al procedimiento de una gran flexibilidad. Se parte de la configuración 
de un procedimiento de mínimos, compuesto por las actuaciones y trámites imprescindibles 
al servicio de los principios de gestión anteriormente enunciados, dejando abierta la 
posibilidad de que las bases reguladoras establezcan aquellas fases adicionales que 
resulten necesarias a la naturaleza, objeto o fines de la subvención.

Con el fin de agilizar el procedimiento, se contempla la posibilidad de sustituir la 
presentación de documentación por una declaración responsable del solicitante, siempre que 
así se prevea en la normativa reguladora.

La acreditación de los datos contenidos en dicha declaración deberá requerirse antes de 
formular la propuesta de resolución del procedimiento.

Se prevé la posibilidad de emplear certificados telemáticos o transmisiones de datos, de 
acuerdo con lo establecido en la normativa reglamentaria que regule la utilización de 
técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General del Estado, 
conllevando la presentación de la solicitud de subvención, la autorización al órgano gestor 
para recabar los certificados a emitir por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y por 
la Tesorería General de la Seguridad Social.

Con la misma finalidad, en la instrucción del procedimiento se prevé la posibilidad de 
establecer una fase de preevaluación de las solicitudes a efectos de verificar determinadas 
condiciones o requisitos de carácter puramente administrativo y ajustar la fase de 
evaluación, más compleja, únicamente a aquellos solicitantes que hayan cumplido dichos 
requisitos.

Se prevé la reformulación de las solicitudes presentadas cuando el importe de la 
subvención que se propone sea inferior al que figura en la solicitud y su objeto sea financiar 
varias actividades a desarrollar por el solicitante. Este último deberá reformular la solicitud 
para adecuarla a la nueva cuantía y se remitirá, con la conformidad del órgano instructor, al 
competente para resolver.

En el capítulo III se regula el procedimiento de concesión directa, aplicable únicamente 
en los supuestos previstos en la ley, y caracterizado por la no exigencia del cumplimiento de 
los principios de publicidad y concurrencia. Cuando se trate de subvenciones en que se 
acredite la dificultad de convocatoria pública o existan razones excepcionales de interés 
público, social, económico o humanitario que la desaconsejen, la competencia para aprobar 
las normas que regulan la concesión directa se reserva al Gobierno, a propuesta del titular 
del departamento interesado.

En el capítulo IV se regula la gestión y justificación por el beneficiario y, en su caso, 
entidad colaboradora de las subvenciones concedidas. Se prevé expresamente la posibilidad 
del beneficiario de concertar con terceros la ejecución parcial de la actividad subvencionada, 
siempre que así se prevea en las bases reguladoras, con un límite establecido en la propia 
ley, sin perjuicio de que en las bases reguladoras se especifique otro distinto.

En materia de justificación se prevé el establecimiento por vía reglamentaria de un 
sistema de validación y estampillado de justificantes de gasto con el fin de evitar 
comportamientos fraudulentos y mejorar la eficacia de las actuaciones de comprobación y 
control.

En este capítulo se regulan igualmente los gastos que pueden tener la consideración de 
subvencionables, así como el límite cuantitativo a partir del cual no podrán ser 
subvencionados: el valor de mercado de los mismos.
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Esta última previsión se completa con la posibilidad que la ley reconoce a la 
Administración de comprobar los valores declarados por el beneficiario en la justificación del 
empleo de los fondos.

Por último, se recoge de forma expresa la facultad del órgano concedente de comprobar 
la realización de la actividad y el cumplimiento del objeto de la subvención por parte del 
beneficiario, así como la justificación por éste presentada.

En el capítulo V, procedimiento de gestión presupuestaria, se establece como regla 
general que el pago de la subvención exigirá la previa justificación por parte del beneficiario 
de la realización del objeto de la subvención, perdiéndose el derecho al cobro total o parcial 
de la subvención en caso contrario, así como cuando concurra alguna de las causas de 
reintegro contempladas en la ley. Tampoco podrá procederse al pago de la subvención 
mientras el beneficiario sea deudor por resolución de procedencia de reintegro o no esté al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.

Con el fin de facilitar la realización del objeto de la subvención por parte de los 
beneficiarios, se contempla la posibilidad de realizar pagos a cuenta y anticipados.

Igualmente, se prevé que la entidad concedente pueda acordar, como medida cautelar, 
la retención de cantidades pendientes de abonar, cuando se hubiese iniciado procedimiento 
de reintegro respecto del beneficiario o entidad colaboradora. La adopción de dicha medida 
cautelar deberá someterse al régimen jurídico previsto en la ley.

IV
El título II versa sobre el reintegro de subvenciones, estructurando su contenido en dos 

capítulos.
En el capítulo I se establece el régimen general de reintegros, regulándose en primer 

lugar los que derivan de la nulidad del acuerdo de concesión, para recoger a continuación 
las causas de reintegro.

De esta regulación cabe destacar la adecuación de las causas de reintegro a las 
obligaciones de beneficiarios y entidades colaboradoras.

El incumplimiento del resto de las obligaciones, así como la resistencia, excusa o 
negativa a las actuaciones de control, serán causa de reintegro cuando ello imposibilite 
verificar el empleo dado a los fondos percibidos, o el cumplimiento de la finalidad y de la 
realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o la concurrencia de 
subvenciones, ingresos o recursos para la misma finalidad.

Se prevé la posibilidad de que el reintegro se refiera únicamente a parte de la 
subvención concedida, siempre que el cumplimiento por parte del beneficiario se aproxime 
de forma significativa al cumplimiento total.

Este capítulo se completa con la regulación de la prescripción del derecho de la 
Administración para exigir el reintegro, concluyendo con la enumeración de los obligados al 
reintegro y responsables: de la obligación de reintegrar responden no sólo los beneficiarios y 
entidades colaboradoras, sino también los administradores de las sociedades mercantiles, o 
aquellos que ostenten la representación legal de otras personas jurídicas, los socios y 
partícipes en el capital de entidades disueltas y liquidadas y los herederos o legatarios en la 
forma y en los términos previstos en la ley.

En el capítulo II se establecen las líneas básicas del procedimiento de reintegro y la 
competencia para exigirlo, que será en todo caso de la entidad concedente.

En el supuesto de que la entidad concedente hubiera finalizado ya el procedimiento de 
reintegro, las cantidades liquidadas deberán ser tenidas en cuenta en las actuaciones que, 
en su caso, practique la Intervención General de la Administración del Estado.

V
El título III se encuentra dedicado al control financiero de subvenciones, introduciendo 

importantes novedades para la consecución de un control eficaz y garante de los derechos 
de beneficiarios y entidades colaboradoras.

En este título se establece la competencia para el ejercicio del control, los deberes y 
facultades del personal controlador, la obligación de colaboración de beneficiarios, entidades 
colaboradoras y terceros, las líneas básicas del procedimiento de control financiero y los 
efectos de los informes.
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Se establece expresamente el deber de colaboración, haciéndolo extensivo, en el ámbito 
del control financiero, no sólo a beneficiarios y entidades colaboradoras, sino también a 
terceros relacionados con el objeto de la subvención o con su justificación, determinándose, 
a su vez, cuáles son las facultades de la Intervención General de la Administración del 
Estado.

En el ejercicio del control financiero, el personal controlador tiene la consideración de 
agente de la autoridad, debiendo recibir de las autoridades y de quienes en general ejerzan 
funciones públicas la debida colaboración y apoyo.

El procedimiento de control financiero, una vez iniciado, se somete a un plazo específico 
con posibilidad de ampliación en determinados supuestos.

Se prevé la documentación de las actuaciones de control financiero en diligencias e 
informes, y se les otorga naturaleza de documentos públicos, haciendo prueba de los hechos 
que contengan, salvo que se acredite lo contrario.

Se adecua la regulación de los procedimientos de reintegro y su articulación con el 
control financiero de perceptores de subvenciones, de forma que las posibles discrepancias 
internas entre el órgano de control y los gestores se resuelvan internamente y no se 
trasladen a los particulares, reduciéndose la carga de formulación de alegaciones a un solo 
procedimiento.

VI
Otro de los objetivos que se persiguen con esta ley es el de tipificar adecuadamente las 

infracciones administrativas en materia de subvenciones, incluyendo una graduación del 
ilícito administrativo por razón de la conducta punible, y un régimen jurídico de sanciones 
acorde con la naturaleza de la conducta infractora. A tal efecto, el título IV contiene el nuevo 
régimen de infracciones y sanciones en esta materia, estructurando su contenido en dos 
capítulos.

En el capítulo I se tipifican las conductas de beneficiarios, entidades colaboradoras y 
terceros relacionados con el objeto de la subvención o su justificación, que son constitutivas 
de infracción administrativa, clasificándolas en leves, graves y muy graves. También se 
determina quiénes son responsables de dichas conductas y se enumeran los supuestos de 
exención de responsabilidad.

En el capítulo II se establecen las clases de sanciones, los criterios de graduación para 
la concreción de las mismas, y aquellas que corresponde imponer a conductas tipificadas 
como infracciones, en función de si son calificadas como leves, graves o muy graves. 
También se establece el plazo de prescripción de infracciones y sanciones y las causas de 
extinción de la responsabilidad derivada de las infracciones.

También se determina en este capítulo la competencia para imponer sanciones, 
recayendo en los titulares de los ministerios concedentes.

Por último, se especifican en este capítulo, respecto de las sanciones pecuniarias, 
determinados supuestos de responsabilidad subsidiaria y solidaria que afectan a los 
administradores de las sociedades mercantiles, o aquellos que ostenten la representación 
legal de otras personas jurídicas, y a los socios y partícipes en el capital de entidades 
disueltas y liquidadas en la forma y en los términos previstos en la ley.

Con la aplicación al articulado del texto de los criterios enunciados en esta exposición de 
motivos, se trata de conseguir una Ley General de Subvenciones que responda 
adecuadamente a las necesidades que la actividad subvencional de las Administraciones 
públicas exige actualmente en los distintos aspectos contemplados.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 12



TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Del ámbito de aplicación de la ley

Artículo 1.  Objeto.
Esta ley tiene por objeto la regulación del régimen jurídico general de las subvenciones 

otorgadas por las Administraciones públicas.

Artículo 2.  Concepto de subvención.
1. Se entiende por subvención, a los efectos de esta ley, toda disposición dineraria 

realizada por cualesquiera de los sujetos contemplados en el artículo 3 de esta ley, a favor 
de personas públicas o privadas, y que cumpla los siguientes requisitos:

a) Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios.
b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución 

de un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, 
ya realizados o por desarrollar, o la concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario 
cumplir las obligaciones materiales y formales que se hubieran establecido.

c) Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tenga por objeto el fomento 
de una actividad de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad pública.

2. No están comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley las aportaciones 
dinerarias entre diferentes Administraciones públicas, para financiar globalmente la actividad 
de la Administración a la que vayan destinadas, y las que se realicen entre los distintos 
agentes de una Administración cuyos presupuestos se integren en los Presupuestos 
Generales de la Administración a la que pertenezcan, tanto si se destinan a financiar 
globalmente su actividad como a la realización de actuaciones concretas a desarrollar en el 
marco de las funciones que tenga atribuidas, siempre que no resulten de una convocatoria 
pública.

3. Tampoco estarán comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley las 
aportaciones dinerarias que en concepto de cuotas, tanto ordinarias como extraordinarias, 
realicen las entidades que integran la Administración local a favor de las asociaciones a que 
se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local.

4. No tienen carácter de subvenciones los siguientes supuestos:

a) Las prestaciones contributivas y no contributivas del Sistema de la Seguridad Social.
b) Las pensiones asistenciales por ancianidad a favor de los españoles no residentes en 

España, en los términos establecidos en su normativa reguladora.
c) También quedarán excluidas, en la medida en que resulten asimilables al régimen de 

prestaciones no contributivas del Sistema de Seguridad Social, las prestaciones 
asistenciales y los subsidios económicos a favor de españoles no residentes en España, así 
como las prestaciones a favor de los afectados por el virus de inmunodeficiencia humana y 
de los minusválidos.

d) Las prestaciones a favor de los afectados por el síndrome tóxico y las ayudas sociales 
a las personas con hemofilia u otras coagulopatías congénitas que hayan desarrollado la 
hepatitis C reguladas en la Ley 14/2002, de 5 de junio.

e) Las prestaciones derivadas del sistema de clases pasivas del Estado, pensiones de 
guerra y otras pensiones y prestaciones por razón de actos de terrorismo.

f) Las prestaciones reconocidas por el Fondo de Garantía Salarial.
g) Los beneficios fiscales y beneficios en la cotización a la Seguridad Social.
h) El crédito oficial, salvo en los supuestos en que la Administración pública subvencione 

al prestatario la totalidad o parte de los intereses u otras contraprestaciones de la operación 
de crédito.
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i) Las ayudas económicas a las víctimas de violencias sexuales concedidas según lo 
establecido en el artículo 41 de la Ley Orgánica de garantía integral de la libertad sexual y en 
la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos 
y contra la libertad sexual.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación subjetivo.
Las subvenciones otorgadas por las Administraciones públicas se ajustarán a las 

prescripciones de esta ley.
1. Se entiende por Administraciones públicas a los efectos de esta ley:

a) La Administración General del Estado.
b) Las entidades que integran la Administración local.
c) La Administración de las comunidades autónomas.

2. Deberán asimismo ajustarse a esta ley las subvenciones otorgadas por los 
organismos y demás entidades de derecho público con personalidad jurídica propia 
vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones públicas en la medida en 
que las subvenciones que otorguen sean consecuencia del ejercicio de potestades 
administrativas.

Serán de aplicación los principios de gestión contenidos en esta ley y los de información 
a que se hace referencia en el artículo 20 al resto de las entregas dinerarias sin 
contraprestación, que realicen los entes del párrafo anterior que se rijan por derecho privado. 
En todo caso, las aportaciones gratuitas habrán de tener relación directa con el objeto de la 
actividad contenido en la norma de creación o en sus estatutos.

3. Los preceptos de esta ley serán de aplicación a la actividad subvencional de las 
Administraciones de las comunidades autónomas, así como a los organismos públicos y las 
restantes entidades de derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o 
dependientes de las mismas, de acuerdo con lo establecido en la disposición final primera.

4. Será igualmente aplicable esta ley a las siguientes subvenciones:

a) Las establecidas en materias cuya regulación plena o básica corresponda al Estado y 
cuya gestión sea competencia total o parcial de otras Administraciones públicas.

b) Aquellas en cuya tramitación intervengan órganos de la Administración General del 
Estado o de las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de aquélla, 
conjuntamente con otras Administraciones, en cuanto a las fases del procedimiento que 
corresponda gestionar a dichos órganos.

Artículo 4.  Exclusiones del ámbito de aplicación de la ley.
Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley:

a) Los premios que se otorguen sin la previa solicitud del beneficiario.
b) Las subvenciones previstas en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 

Electoral General.
c) Las subvenciones reguladas en la Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, de Financiación 

de los Partidos Políticos.
d) Las subvenciones a los grupos parlamentarios de las Cámaras de las Cortes 

Generales, en los términos previstos en los Reglamentos del Congreso de los Diputados y 
del Senado, así como las subvenciones a los grupos parlamentarios de las Asambleas 
autonómicas y a los grupos políticos de las corporaciones locales, según establezca su 
propia normativa.

Artículo 5.  Régimen jurídico de las subvenciones.
1. Las subvenciones se regirán, en los términos establecidos en el artículo 3, por esta ley 

y sus disposiciones de desarrollo, las restantes normas de derecho administrativo, y, en su 
defecto, se aplicarán las normas de derecho privado.

2. Las subvenciones que se otorguen por consorcios, mancomunidades u otras 
personificaciones públicas creadas por varias Administraciones públicas u organismos o 
entes dependientes de ellas y las subvenciones que deriven de convenios formalizados entre 
éstas se regularán de acuerdo con lo establecido en el instrumento jurídico de creación o en 
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el propio convenio que, en todo caso, deberán ajustarse a las disposiciones contenidas en 
esta ley.

Artículo 6.  Régimen jurídico de las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la 
Unión Europea.

1. Las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea se regirán por 
las normas comunitarias aplicables en cada caso y por las normas nacionales de desarrollo 
o transposición de aquéllas.

2. Los procedimientos de concesión y de control de las subvenciones regulados en esta 
ley tendrán carácter supletorio respecto de las normas de aplicación directa a las 
subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea.

Artículo 7.  Responsabilidad financiera derivada de la gestión de fondos procedentes de la 
Unión Europea.

1. Las Administraciones públicas o sus órganos o entidades gestoras que, de acuerdo 
con sus respectivas competencias, realicen actuaciones de gestión y control de las ayudas 
financiadas por cuenta de Fondos procedentes de la Unión Europea, asumirán las 
responsabilidades que se deriven de dichas actuaciones, incluidas las que sobrevengan por 
decisiones de los órganos de la Unión Europea, y especialmente en lo relativo al proceso de 
liquidación de cuentas y a la aplicación de la disciplina presupuestaria por parte de la 
Comisión Europea, de acuerdo con los siguientes regímenes:

a) (Anulado)
b) En los casos distintos de los previstos en la letra a) anterior, la determinación de la 

responsabilidad se realizará con arreglo a los trámites establecidos en el Título II de esta 
Ley.

Los órganos de la Administración General del Estado y las entidades dependientes o 
vinculadas a la misma que sean competentes para la coordinación de cada uno de los 
fondos o instrumentos europeos, o en su defecto, para proponer o coordinar los pagos de las 
ayudas de cada fondo o instrumento, previa audiencia de las entidades afectadas 
mencionadas en el apartado anterior, resolverán acerca de la determinación de las referidas 
responsabilidades financieras. De dichas resoluciones se dará traslado al órgano o entidad 
competente para la gestión del fondo en cada caso para hacerlas efectivas.

En defecto de pago voluntario, las compensaciones o retenciones que deban realizarse 
como consecuencia de las actuaciones señaladas en el apartado anterior se llevarán a cabo 
mediante la deducción de sus importes en los futuros libramientos que se realicen por cuenta 
de los citados fondos e instrumentos financieros de la Unión Europea, de acuerdo con la 
respectiva naturaleza de cada uno de ellos y, en su defecto, con las cantidades que deba 
satisfacer el Estado a la Administración o entidad responsable por cualquier concepto, 
presupuestario o no presupuestario, siempre que no se trate de recursos del sistema de 
financiación, de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.

2. La derivación de responsabilidad a sujetos distintos de los previstos en el apartado 
anterior se hará conforme a lo establecido en la letra b) del apartado anterior.

CAPÍTULO II
Disposiciones comunes a las subvenciones públicas

Artículo 8.  Principios generales.
1. Los órganos de las Administraciones públicas o cualesquiera entes que propongan el 

establecimiento de subvenciones, con carácter previo, deberán concretar en un plan 
estratégico de subvenciones los objetivos y efectos que se pretenden con su aplicación, el 
plazo necesario para su consecución, los costes previsibles y sus fuentes de financiación, 
supeditándose en todo caso al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

2. Cuando los objetivos que se pretenden conseguir afecten al mercado, su orientación 
debe dirigirse a corregir fallos claramente identificados y sus efectos deben ser mínimamente 
distorsionadores.
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3. La gestión de las subvenciones a que se refiere esta ley se realizará de acuerdo con 
los siguientes principios:

a) Publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación.
b) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados por la Administración otorgante.
c) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.

Artículo 9.  Requisitos para el otorgamiento de las subvenciones.
1. En aquellos casos en los que, de acuerdo con los artículos 87 a 89 del Tratado 

Constitutivo de la Unión Europea, deban comunicarse los proyectos para el establecimiento, 
la concesión o la modificación de una subvención, las Administraciones públicas o 
cualesquiera entes deberán comunicar a la Comisión de la Unión Europea los oportunos 
proyectos de acuerdo con el artículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en 
los términos que se establezcan reglamentariamente, al objeto que se declare la 
compatibilidad de las mismas. En estos casos, no se podrá hacer efectiva una subvención 
en tanto no sea considerada compatible con el mercado común.

2. Con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las 
normas que establezcan las bases reguladoras de concesión en los términos establecidos 
en esta ley.

3. Las bases reguladoras de cada tipo de subvención se publicarán en el "Boletín Oficial 
del Estado" o en el diario oficial correspondiente.

4. Adicionalmente, el otorgamiento de una subvención debe cumplir los siguientes 
requisitos:

a) La competencia del órgano administrativo concedente.
b) La existencia de crédito adecuado y suficiente para atender las obligaciones de 

contenido económico que se derivan de la concesión de la subvención.
c) La tramitación del procedimiento de concesión de acuerdo con las normas que 

resulten de aplicación.
d) La fiscalización previa de los actos administrativos de contenido económico, en los 

términos previstos en las leyes.
e) La aprobación del gasto por el órgano competente para ello.

Artículo 10.  Órganos competentes para la concesión de subvenciones.
1. Los Ministros y los Secretarios de Estado en la Administración General del Estado y 

los presidentes o directores de los organismos y las entidades públicas vinculados o 
dependientes de la Administración General del Estado, cualquiera que sea el régimen 
jurídico a que hayan de sujetar su actuación, son los órganos competentes para conceder 
subvenciones, en sus respectivos ámbitos, previa consignación presupuestaria para este fin.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la concesión de subvenciones de 
cuantía superior a 12 millones de euros requerirá la previa autorización del Consejo de 
Ministros o, en el caso de que así lo establezca la normativa reguladora de la subvención, de 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

En el caso de subvenciones concedidas en régimen de concurrencia competitiva, la 
autorización a que se refiere el párrafo anterior deberá obtenerse antes de la aprobación de 
la convocatoria cuya cuantía supere el citado límite.

En el caso de convocatorias que, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 23.2 b) de 
esta Ley y 58.2 de su Reglamento, fijen, además de la cuantía total máxima, una cuantía 
adicional, el importe indicado en el primer párrafo de este apartado debe entenderse por 
referencia al global que resulte de la cuantía máxima y la cuantía adicional prevista. Este 
importe global se reflejará en la propuesta de acuerdo que se someta a autorización, de 
forma que, una vez adoptado el acuerdo, la autorización se entenderá efectuada hasta ese 
importe. De no reflejarse en la propuesta de acuerdo la cuantía adicional será necesario 
recabar nueva autorización del Consejo de Ministros.

La referida autorización no implicará la aprobación del gasto, que, en todo caso, 
corresponderá al órgano competente.
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3. Las facultades para conceder subvenciones, a que se refiere este artículo, podrán ser 
objeto de desconcentración mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros.

4. La competencia para conceder subvenciones en las corporaciones locales 
corresponde a los órganos que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen 
local.

Artículo 11.  Beneficiarios.
1. Tendrá la consideración de beneficiario de subvenciones la persona que haya de 

realizar la actividad que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre en la situación que 
legitima su concesión.

2. Cuando el beneficiario sea una persona jurídica, y siempre que así se prevea en las 
bases reguladoras, los miembros asociados del beneficiario que se comprometan a efectuar 
la totalidad o parte de las actividades que fundamentan la concesión de la subvención en 
nombre y por cuenta del primero tendrán igualmente la consideración de beneficiarios.

3. Cuando se prevea expresamente en las bases reguladoras, podrán acceder a la 
condición de beneficiario las agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas, las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o patrimonio 
separado que, aun careciendo de personalidad jurídica, puedan llevar a cabo los proyectos, 
actividades o comportamientos o se encuentren en la situación que motiva la concesión de la 
subvención.

Cuando se trate de agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas sin 
personalidad, deberán hacerse constar expresamente, tanto en la solicitud como en la 
resolución de concesión, los compromisos de ejecución asumidos por cada miembro de la 
agrupación, así como el importe de subvención a aplicar por cada uno de ellos, que tendrán 
igualmente la consideración de beneficiarios. En cualquier caso, deberá nombrarse un 
representante o apoderado único de la agrupación, con poderes bastantes para cumplir las 
obligaciones que, como beneficiario, corresponden a la agrupación. No podrá disolverse la 
agrupación hasta que haya transcurrido el plazo de prescripción previsto en los artículos 39 y 
65 de esta ley.

Artículo 12.  Entidades colaboradoras.
1. Será entidad colaboradora aquella que, actuando en nombre y por cuenta del órgano 

concedente a todos los efectos relacionados con la subvención, entregue y distribuya los 
fondos públicos a los beneficiarios cuando así se establezca en las bases reguladoras, o 
colabore en la gestión de la subvención sin que se produzca la previa entrega y distribución 
de los fondos recibidos. Estos fondos, en ningún caso, se considerarán integrantes de su 
patrimonio.

Igualmente tendrán esta condición los que habiendo sido denominados beneficiarios 
conforme a la normativa comunitaria tengan encomendadas, exclusivamente, las funciones 
enumeradas en el párrafo anterior.

2. Podrán ser consideradas entidades colaboradoras los organismos y demás entes 
públicos, las sociedades mercantiles participadas íntegra o mayoritariamente por las 
Administraciones públicas, organismos o entes de derecho público y las asociaciones a que 
se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, así como las demás personas jurídicas públicas o privadas que 
reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que se establezcan.

3. Las comunidades autónomas y las corporaciones locales podrán actuar como 
entidades colaboradoras de las subvenciones concedidas por la Administración General del 
Estado, sus organismos públicos y demás entes que tengan que ajustar su actividad al 
derecho público. De igual forma, y en los mismos términos, la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos podrán actuar como entidades colaboradoras respecto de 
las subvenciones concedidas por las comunidades autónomas y corporaciones locales.

Artículo 13.  Requisitos para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora.
1. Podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las personas o 

entidades que se encuentren en la situación que fundamenta la concesión de la subvención 
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o en las que concurran las circunstancias previstas en las bases reguladoras y en la 
convocatoria.

2. No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las 
subvenciones reguladas en esta ley las personas o entidades en quienes concurra alguna de 
las circunstancias siguientes, salvo que por la naturaleza de la subvención se exceptúe por 
su normativa reguladora:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas o por delitos de prevaricación, 
cohecho, malversación de caudales públicos, tráfico de influencias, fraudes y exacciones 
ilegales o delitos urbanísticos.

b) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declarados 
insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declarados en concurso, salvo que en éste 
haya adquirido la eficacia un convenio, estar sujetos a intervención judicial o haber sido 
inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el 
período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

c) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la 
resolución firme de cualquier contrato celebrado con la Administración.

d) Estar incursa la persona física, los administradores de las sociedades mercantiles o 
aquellos que ostenten la representación legal de otras personas jurídicas, en alguno de los 
supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 
Administración General del Estado, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, o tratarse de 
cualquiera de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 
Régimen Electoral General, en los términos establecidos en la misma o en la normativa 
autonómica que regule estas materias.

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la 
Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en la forma que se determine 
reglamentariamente.

f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal.

g) No hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de subvenciones en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

h) Haber sido sancionado mediante resolución firme con la pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones conforme a ésta u otras leyes que así lo establezcan.

i) No podrán acceder a la condición de beneficiarios las agrupaciones previstas en el 
artículo 11.3, párrafo segundo cuando concurra alguna de las prohibiciones anteriores en 
cualquiera de sus miembros.

j) Las prohibiciones de obtener subvenciones afectarán también a aquellas empresas de 
las que, por razón de las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse 
que son continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras 
empresas en las que hubiesen concurrido aquéllas.

3. En ningún caso podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de 
las subvenciones reguladas en esta ley las asociaciones incursas en las causas de 
prohibición previstas en los apartados 5 y 6 del artículo 4 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 
de marzo, reguladora del Derecho de Asociación.

Tampoco podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las 
asociaciones respecto de las que se hubiera suspendido el procedimiento administrativo de 
inscripción por encontrarse indicios racionales de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, en tanto no recaiga resolución judicial firme en 
cuya virtud pueda practicarse la inscripción en el correspondiente registro.

3 bis. Para subvenciones de importe superior a 30.000 euros, cuando los solicitantes 
sean únicamente sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 3/2004, de 29 de 
diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las 
operaciones comerciales, no podrán obtener la condición de beneficiario o entidad 
colaboradora las empresas que incumplan los plazos de pago previstos en la citada ley.

Esta circunstancia se acreditará por parte de las sociedades que, de acuerdo con la 
normativa contable, puedan presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, de 
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conformidad con lo previsto en el artículo 26 del Reglamento de esta ley. Para las 
sociedades que, de acuerdo con la normativa contable, no puedan presentar cuenta de 
pérdidas y ganancias abreviada se establece la necesidad de acreditar el cumplimiento de 
los plazos legales de pago mediante certificación, emitida por auditor inscrito en el Registro 
Oficial de Auditores de Cuentas, que atenderá al plazo efectivo de los pagos de la empresa 
cliente con independencia de cualquier financiación para el cobro anticipado de la empresa 
proveedora.

4. Las prohibiciones contenidas en los párrafos b), d), e), f), g), h), i) y j) del apartado 2 y 
en los apartados 3 y 3 bis de este artículo se apreciarán de forma automática y subsistirán 
mientras concurran las circunstancias que, en cada caso, las determinen.

5. Las prohibiciones contenidas en los párrafos a) y h) del apartado 2 de este artículo se 
apreciarán de forma automática. El alcance de la prohibición será el que determine la 
sentencia o resolución firme. En su defecto, el alcance se fijará de acuerdo con el 
procedimiento determinado reglamentariamente, sin que pueda exceder de cinco años en 
caso de que la prohibición no derive de sentencia firme.

6. La apreciación y alcance de la prohibición contenida en el párrafo c) del apartado 2 de 
este artículo se determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 21, en relación con 
el artículo 20.c) del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2002, de 16 de junio.

7. La justificación por parte de las personas o entidades de no estar incursos en las 
prohibiciones para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora, señaladas en 
los apartados 2 y 3 de este artículo, podrá realizarse mediante testimonio judicial, 
certificados telemáticos o transmisiones de datos, de acuerdo con lo establecido en la 
normativa reglamentaria que regule la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y 
telemáticas por la Administración General del Estado o de las comunidades autónomas, o 
certificación administrativa, según los casos, y cuando dicho documento no pueda ser 
expedido por la autoridad competente, podrá ser sustituido por una declaración responsable 
otorgada ante una autoridad administrativa o notario público.

Artículo 14.  Obligaciones de los beneficiarios.
1. Son obligaciones del beneficiario:

a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el 
comportamiento que fundamenta la concesión de las subvenciones.

b) Justificar ante el órgano concedente o la entidad colaboradora, en su caso, el 
cumplimiento de los requisitos y condiciones, así como la realización de la actividad y el 
cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

c) Someterse a las actuaciones de comprobación, a efectuar por el órgano concedente o 
la entidad colaboradora, en su caso, así como cualesquiera otras de comprobación y control 
financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto nacionales como 
comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio de las 
actuaciones anteriores.

d) Comunicar al órgano concedente o la entidad colaboradora la obtención de otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que financien las actividades subvencionadas.

Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto como se conozca y, en todo caso, con 
anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos percibidos.

e) Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de concesión que se 
halla al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad 
Social, en la forma que se determine reglamentariamente, y sin perjuicio de lo establecido en 
la disposición adicional decimoctava de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

f) Disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás documentos 
debidamente auditados en los términos exigidos por la legislación mercantil y sectorial 
aplicable al beneficiario en cada caso, así como cuantos estados contables y registros 
específicos sean exigidos por las bases reguladoras de las subvenciones, con la finalidad de 
garantizar el adecuado ejercicio de las facultades de comprobación y control.
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g) Conservar los documentos justificativos de la aplicación de los fondos recibidos, 
incluidos los documentos electrónicos, en tanto puedan ser objeto de las actuaciones de 
comprobación y control.

h) Adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del artículo 18 de esta 
ley.

i) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el 
artículo 37 de esta ley.

2. La rendición de cuentas de los perceptores de subvenciones, a que se refiere el 
artículo 34.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal de Cuentas, se 
instrumentará a través del cumplimiento de la obligación de justificación al órgano 
concedente o entidad colaboradora, en su caso, de la subvención, regulada en el párrafo b) 
del apartado 1 de este artículo.

Artículo 15.  Obligaciones de las entidades colaboradoras.
1. Son obligaciones de la entidad colaboradora:

a) Entregar a los beneficiarios los fondos recibidos de acuerdo con los criterios 
establecidos en las bases reguladoras de la subvención y en el convenio suscrito con la 
entidad concedente.

b) Comprobar, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos 
determinantes para su otorgamiento, así como la realización de la actividad y el 
cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

c) Justificar la entrega de los fondos percibidos ante el órgano concedente de la 
subvención y, en su caso, entregar la justificación presentada por los beneficiarios.

d) Someterse a las actuaciones de comprobación que respecto de la gestión de dichos 
fondos pueda efectuar el órgano concedente, así como cualesquiera otras de comprobación 
y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto 
nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio 
de las actuaciones anteriores.

2. Cuando la Administración General del Estado, sus organismos públicos o las 
comunidades autónomas actúen como entidades colaboradoras, las actuaciones de 
comprobación y control a que se hace referencia en el párrafo d) del apartado anterior se 
llevarán a cabo por los correspondientes órganos dependientes de las mismas, sin perjuicio 
de las competencias de los órganos de control comunitarios y de las del Tribunal de 
Cuentas.

Artículo 16.  Convenios y contratos con Entidades Colaboradoras.
1. Se formalizará un convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente 

y la entidad colaboradora en el que se regularán las condiciones y obligaciones asumidas 
por ésta.

2. El convenio de colaboración no podrá tener un plazo de vigencia superior a cuatro 
años, si bien podrá preverse en el mismo su modificación y su prórroga por mutuo acuerdo 
de las partes antes de la finalización de aquél, sin que la duración total de las prórrogas 
pueda ser superior a la vigencia del período inicial y sin que en conjunto la duración total del 
convenio de colaboración pueda exceder de seis años.

No obstante, cuando la subvención tenga por objeto la subsidiación de préstamos, la 
vigencia del convenio podrá prolongarse hasta la total cancelación de los préstamos.

3. El convenio de colaboración deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.
b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser 

gestionadas por la entidad colaboradora.
c) Plazo de duración del convenio de colaboración.
d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo 

concedente, medios de constitución y procedimiento de cancelación.
e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes 

fases del procedimiento de gestión de las subvenciones.
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f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del 
período de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito 
de los fondos recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de 
entrega a los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo 
concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las 
condiciones para el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la 
misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por 
los beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de 
acreditación por parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los 
beneficiarios.

j) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad 
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación del 
cumplimiento de las condiciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los 
requisitos y obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en 
los supuestos regulados en el artículo 37 de esta ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de 
comprobación y control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de esta ley.

m) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.

4. Cuando las comunidades autónomas o las corporaciones locales actúen como 
entidades colaboradoras, la Administración General del Estado o los organismos públicos 
vinculados o dependientes de la misma suscribirán con aquéllas los correspondientes 
convenios en los que se determinen los requisitos para la distribución y entrega de los 
fondos, los criterios de justificación y de rendición de cuentas.

De igual forma, y en los mismos términos, se procederá cuando la Administración 
General del Estado o los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma 
actúen como entidades colaboradoras respecto de las subvenciones concedidas por las 
comunidades autónomas o las corporaciones locales.

5. En el supuesto de que las entidades colaboradoras sean personas sujetas a derecho 
privado se seleccionarán previamente mediante un procedimiento sometido a los principios 
de publicidad, concurrencia, igualdad y no discriminación y la colaboración se formalizará 
mediante convenio.

6. Cuando en virtud del objeto de la colaboración sea de aplicación plena la Ley 30/2007, 
de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público la selección de las entidades 
colaboradoras se realizará conforme a los preceptos establecidos en dicha Ley. En este 
supuesto, el contrato, que incluirá necesariamente el contenido mínimo previsto en el 
apartado 3 ó 4 de este artículo así como el que resulte preceptivo de acuerdo con la 
normativa reguladora de los contratos públicos, deberá hacer mención expresa al 
sometimiento del contratista al resto de las obligaciones impuestas a las entidades 
colaboradoras por esta Ley.

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional la disposición final 11 de la Ley 2/2008, 
de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2008-20744. que da redacción al título y a los apartados 5 y 6 
de este artículo, con los efectos establecidos en el fundamento jurídico 3.j), por Sentencia del 
TC 206/2013, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2014-223.

Artículo 17.  Bases reguladoras de la concesión de las subvenciones.
1. En el ámbito de la Administración General del Estado, así como de los organismos 

públicos y restantes entidades de derecho público con personalidad jurídica propia 
vinculadas o dependientes de aquélla, los ministros correspondientes establecerán las 
oportunas bases reguladoras de la concesión.
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Las citadas bases se aprobarán por orden ministerial, de acuerdo con el procedimiento 
previsto en el artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, y previo 
informe de los servicios jurídicos y de la Intervención Delegada correspondiente, y serán 
objeto de publicación en el "Boletín Oficial del Estado".

No será necesaria la promulgación de orden ministerial cuando las normas sectoriales 
específicas de cada subvención incluyan las citadas bases reguladoras con el alcance 
previsto en el apartado 3 de este artículo.

2. Las bases reguladoras de las subvenciones de las corporaciones locales se deberán 
aprobar en el marco de las bases de ejecución del presupuesto, a través de una ordenanza 
general de subvenciones o mediante una ordenanza específica para las distintas 
modalidades de subvenciones.

3. La norma reguladora de las bases de concesión de las subvenciones concretará, 
como mínimo, los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de la subvención.
b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para la obtención de la subvención y, 

en su caso, los miembros de las entidades contempladas en el apartado 2 y segundo párrafo 
del apartado 3 del artículo 11 de esta Ley; diario oficial en el que se publicará el extracto de 
la convocatoria, por conducto de la BDNS, una vez que se haya presentado ante ésta el 
texto de la convocatoria y la información requerida para su publicación; y forma y plazo en 
que deben presentarse las solicitudes.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad del inciso destacado en negrita 
del apartado 3.b) por Sentencia del TC 33/2018, de 12 de abril. Ref. BOE-A-2018-6825

c) Condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las personas jurídicas a las 
que se refiere el apartado 2 del artículo 12 de esta ley.

d) Procedimiento de concesión de la subvención.
e) Criterios objetivos de otorgamiento de la subvención y, en su caso, ponderación de los 

mismos.
f) Cuantía individualizada de la subvención o criterios para su determinación.
g) Órganos competentes para la ordenación, instrucción y resolución del procedimiento 

de concesión de la subvención y el plazo en que será notificada la resolución.
h) Determinación, en su caso, de los libros y registros contables específicos para 

garantizar la adecuada justificación de la subvención.
i) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario o de la entidad colaboradora, 

en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención y de la 
aplicación de los fondos percibidos.

j) Medidas de garantía que, en su caso, se considere preciso constituir a favor del órgano 
concedente, medios de constitución y procedimiento de cancelación.

k) Posibilidad de efectuar pagos anticipados y abonos a cuenta, así como el régimen de 
garantías que, en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

l) Circunstancias que, como consecuencia de la alteración de las condiciones tenidas en 
cuenta para la concesión de la subvención, podrán dar lugar a la modificación de la 
resolución.

m) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o 
recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes 
públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

n) Criterios de graduación de los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con 
motivo de la concesión de las subvenciones. Estos criterios resultarán de aplicación para 
determinar la cantidad que finalmente haya de percibir el beneficiario o, en su caso, el 
importe a reintegrar, y deberán responder al principio de proporcionalidad.

Artículo 18.  Publicidad de las subvenciones.
1. La Base de Datos Nacional de Subvenciones operará como sistema nacional de 

publicidad de subvenciones.
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2. A tales efectos, las administraciones concedentes deberán remitir a la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones información sobre las convocatorias y las resoluciones de 
concesión recaídas en los términos establecidos en el artículo 20.

3. Los beneficiarios deberán dar publicidad de las subvenciones y ayudas percibidas en 
los términos y condiciones establecidos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. En el caso de que se haga 
uso de la previsión contenida en el artículo 5.4 de la citada Ley, la Base de Datos Nacional 
de Subvenciones servirá de medio electrónico para el cumplimiento de las obligaciones de 
publicidad.

4. Los beneficiarios deberán dar la adecuada publicidad del carácter público de la 
financiación de programas, actividades, inversiones o actuaciones de cualquier tipo que sean 
objeto de subvención, en los términos reglamentariamente establecidos.

Artículo 19.  Financiación de las actividades subvencionadas.
1. La normativa reguladora de la subvención podrá exigir un importe de financiación 

propia para cubrir la actividad subvencionada. La aportación de fondos propios al proyecto o 
acción subvencionada habrá de ser acreditada en los términos previstos en el artículo 30 de 
esta ley.

2. La normativa reguladora de la subvención determinará el régimen de compatibilidad o 
incompatibilidad para la percepción de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para 
la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el apartado siguiente.

3. El importe de las subvenciones en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, 
aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, 
supere el coste de la actividad subvencionada.

4. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la 
subvención, y en todo caso la obtención concurrente de otras aportaciones fuera de los 
casos permitidos en las normas reguladoras, podrá dar lugar a la modificación de la 
resolución de concesión, en los términos establecidos en la normativa reguladora de la 
subvención.

5. Los rendimientos financieros que se generen por los fondos librados a los 
beneficiarios incrementarán el importe de la subvención concedida y se aplicarán igualmente 
a la actividad subvencionada, salvo que, por razones debidamente motivadas, se disponga 
lo contrario en las bases reguladoras de la subvención.

Este apartado no será de aplicación en los supuestos en que el beneficiario sea una 
Administración pública.

Artículo 20.  Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS).
1. La Base de Datos Nacional de Subvenciones tiene por finalidades promover la 

transparencia, servir como instrumento para la planificación de las políticas públicas, mejorar 
la gestión y colaborar en la lucha contra el fraude de subvenciones y ayudas públicas.

2. La Base de Datos recogerá información de las subvenciones; reglamentariamente 
podrá establecerse la inclusión de otras ayudas cuando su registro contribuya a los fines de 
la Base de Datos, al cumplimiento de las exigencias de la Unión Europea o a la coordinación 
de las políticas de cooperación internacional y demás políticas públicas de fomento.

El contenido de la Base de Datos incluirá, al menos, referencia a las bases reguladoras 
de la subvención, convocatoria, programa y crédito presupuestario al que se imputan, objeto 
o finalidad de la subvención, identificación de los beneficiarios, importe de las subvenciones 
otorgadas y efectivamente percibidas, resoluciones de reintegros y sanciones impuestas.

Igualmente contendrá la identificación de las personas o entidades incursas en las 
prohibiciones contempladas en las letras a) y h) del apartado 2 del artículo 13. La inscripción 
permanecerá registrada en la BDNS hasta que transcurran 10 años desde la fecha de 
finalización del plazo de prohibición.

3. La Intervención General de la Administración del Estado es el órgano responsable de 
la administración y custodia de la BDNS y adoptará las medidas necesarias para garantizar 
la confidencialidad y seguridad de la información.
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4. Estarán obligados a suministrar información las administraciones, organismos y 
entidades contemplados en el artículo 3; los consorcios, mancomunidades u otras 
personificaciones públicas creadas por varias Administraciones Públicas regulados en el 
artículo 5; las entidades que según ésta u otras leyes deban suministrar información a la 
base de datos y los organismos que reglamentariamente se determinen en relación a la 
gestión de fondos de la Unión Europea y otras ayudas públicas.

Serán responsables de suministrar la información de forma exacta, completa, en plazo y 
respetando el modo de envío establecido:

a) En el sector público estatal, los titulares de los órganos, organismos y demás 
entidades que concedan las subvenciones y ayudas contempladas en la Base de Datos.

b) En las Comunidades Autónomas, la Intervención General de la Comunidad Autónoma 
u órgano que designe la propia Comunidad Autónoma.

c) En las Entidades Locales, la Intervención u órgano que designe la propia Entidad 
Local.

La prohibición de obtener subvenciones prevista en las letras a) y h) del apartado 2 del 
artículo 13, será comunicada a la BDNS por el Tribunal que haya dictado la sentencia o por 
la autoridad que haya impuesto la sanción administrativa; la comunicación deberá concretar 
las fechas de inicio y finalización de la prohibición recaída; para los casos en que no sea así, 
se instrumentará reglamentariamente el sistema para su determinación y registro en la Base 
de Datos.

La cesión de datos de carácter personal que, en virtud de los párrafos precedentes, debe 
efectuarse a la Intervención General de la Administración del Estado no requerirá el 
consentimiento del afectado. En este ámbito no será de aplicación lo dispuesto en el 
apartado 1 del artículo 21 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal.

5. La información incluida en la Base de Datos Nacional de Subvenciones tendrá 
carácter reservado, sin que pueda ser cedida o comunicada a terceros, salvo que la cesión 
tenga por objeto:

a) La colaboración con las Administraciones Públicas y los órganos de la Unión Europea 
para la lucha contra el fraude en la obtención o percepción de ayudas o subvenciones a 
cargo de fondos públicos o de la Unión Europea.

b) La investigación o persecución de delitos públicos por los órganos jurisdiccionales o el 
Ministerio Público.

c) La colaboración con las Administraciones tributaria y de la Seguridad Social en el 
ámbito de sus competencias.

d) La colaboración con las comisiones parlamentarias de investigación en el marco 
legalmente establecido.

e) La colaboración con el Tribunal de Cuentas u órganos de fiscalización externa de las 
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus funciones.

f) La colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 
Terrorismo en el ejercicio de sus funciones de acuerdo con lo previsto en el artículo 8 de la 
Ley 12/2003, de 21 de mayo, de Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.

g) La colaboración con el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo 
de Capitales e Infracciones Monetarias en el cumplimiento de las funciones que le atribuye el 
artículo 45.4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y la 
financiación del terrorismo.

h) La colaboración con el Defensor del Pueblo e instituciones análogas de las 
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus funciones.

i) La colaboración con la Comisión Nacional de Defensa de los Mercados y la 
Competencia para el análisis de las ayudas públicas desde la perspectiva de la competencia.

En estos casos, la cesión de datos será realizada preferentemente mediante la 
utilización de medios electrónicos, debiendo garantizar la identificación de los destinatarios y 
la adecuada motivación de su acceso.

Se podrá denegar al interesado el derecho de acceso, rectificación y cancelación cuando 
el mismo obstaculice las actuaciones administrativas tendentes a asegurar el cumplimiento 
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de las obligaciones en materia de subvenciones y, en todo caso, cuando el afectado esté 
siendo objeto de actuaciones de comprobación o control.

6. Dentro de las posibilidades de cesión previstas en cada caso, se instrumentará la 
interrelación de la Base de Datos Nacional de Subvenciones con otras bases de datos, para 
la mejora en la lucha contra el fraude fiscal, de Seguridad Social o de subvenciones y 
Ayudas de Estado u otras ayudas. En cualquier caso, deberá asegurarse el acceso, 
integridad, disponibilidad, autenticidad, confidencialidad, trazabilidad y conservación de los 
datos cedidos.

7. Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tengan 
conocimiento de los datos contenidos en la base de datos estarán obligados al más estricto y 
completo secreto profesional respecto a los mismos. Con independencia de las 
responsabilidades penales o civiles que pudieren corresponder, la infracción de este 
particular deber de secreto se considerará siempre falta disciplinaria muy grave.

8. En aplicación de los principios recogidos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, la BDNS operará como 
sistema nacional de publicidad de las subvenciones. A tales efectos, y para garantizar el 
derecho de los ciudadanos a conocer todas las subvenciones convocadas en cada momento 
y para contribuir a los principios de publicidad y transparencia, la Intervención General de la 
Administración del Estado publicará en su página web los siguientes contenidos:

a) las convocatorias de subvenciones; a tales efectos, en todas las convocatorias sujetas 
a esta Ley, las administraciones concedentes comunicarán a la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones el texto de la convocatoria y la información requerida por la Base de Datos. La 
BDNS dará traslado al diario oficial correspondiente del extracto de la convocatoria, 
para su publicación, que tendrá carácter gratuito. La convocatoria de una subvención sin 
seguir el procedimiento indicado será causa de anulabilidad de la convocatoria.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad del inciso destacado en negrita 
del apartado 8.a) por Sentencia del TC 33/2018, de 12 de abril. Ref. BOE-A-2018-6825

b) las subvenciones concedidas; para su publicación, las administraciones concedentes 
deberán remitir a la Base de Datos Nacional de Subvenciones las subvenciones concedidas 
con indicación según cada caso, de la convocatoria, el programa y crédito presupuestario al 
que se imputen, beneficiario, cantidad concedida y objetivo o finalidad de la subvención con 
expresión de los distintos programas o proyectos subvencionados. Igualmente deberá 
informarse, cuando corresponda, sobre el compromiso asumido por los miembros 
contemplados en el apartado 2 y en el segundo párrafo del apartado 3 del artículo 11 y, en 
caso de subvenciones plurianuales, sobre la distribución por anualidades. No serán 
publicadas las subvenciones concedidas cuando la publicación de los datos del beneficiario 
en razón del objeto de la subvención pueda ser contraria al respeto y salvaguarda del honor, 
a la intimidad personal o familiar de las personas físicas en virtud de lo establecido en la Ley 
Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen, y haya sido previsto en su normativa reguladora. El 
tratamiento de los datos de carácter personal sólo podrá efectuarse si es necesario para la 
satisfacción del interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por el 
tercero o terceros a los que se comuniquen los datos, siempre que no prevalezca el interés o 
los derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran protección con arreglo 
al artículo 1.1 de la Directiva 95/46/CE.

c) La información que publiquen las entidades sin ánimo de lucro utilizando la BDNS 
como medio electrónico previsto en el segundo párrafo del artículo 5.4 de la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

Los responsables de suministrar la información conforme al apartado 4 de este artículo 
deberán comunicar a la BDNS la información necesaria para dar cumplimiento a lo previsto 
en este apartado.

9. La Base de Datos Nacional de Subvenciones podrá suministrar información pública 
sobre las sanciones firmes impuestas por infracciones muy graves. En concreto, se publicará 
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el nombre y apellidos o la denominación o razón social del sujeto infractor, la infracción 
cometida, la sanción que se hubiese impuesto y la subvención a la que se refiere, siempre 
que así se recoja expresamente en la sanción impuesta y durante el tiempo que así se 
establezca.

10. La Intervención General de la Administración del Estado dictará las Instrucciones 
oportunas para concretar los datos y documentos integrantes de la Base de Datos Nacional 
de Subvenciones, los plazos y procedimientos de remisión de la información, incluidos los 
electrónicos, así como la información que sea objeto de publicación para conocimiento 
general y el plazo de su publicación, que se fijarán de modo que se promueva el ejercicio de 
sus derechos por parte de los interesados.

Artículo 21.  Régimen de garantías.
El régimen de las garantías, medios de constitución, depósito y cancelación que tengan 

que constituir los beneficiarios o las entidades colaboradoras se establecerá 
reglamentariamente.

TÍTULO I
Procedimientos de concesión y gestión de las subvenciones

CAPÍTULO I
Del procedimiento de concesión

Artículo 22.  Procedimientos de concesión.
1. El procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de 

concurrencia competitiva. A efectos de esta ley, tendrá la consideración de concurrencia 
competitiva el procedimiento mediante el cual la concesión de las subvenciones se realiza 
mediante la comparación de las solicitudes presentadas, a fin de establecer una prelación 
entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración previamente fijados en las bases 
reguladoras y en la convocatoria, y adjudicar, con el límite fijado en la convocatoria dentro 
del crédito disponible, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los 
citados criterios.

En este supuesto, y sin perjuicio de las especialidades que pudieran derivarse de la 
capacidad de autoorganización de las Administraciones públicas, la propuesta de concesión 
se formulará al órgano concedente por un órgano colegiado a través del órgano instructor. La 
composición del órgano colegiado será la que establezcan las correspondientes bases 
reguladoras.

Excepcionalmente, siempre que así se prevea en las bases reguladoras, el órgano 
competente procederá al prorrateo, entre los beneficiarios de la subvención, del importe 
global máximo destinado a las subvenciones.

2. Podrán concederse de forma directa las siguientes subvenciones:

a) Las previstas nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado, de las 
Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales, en los términos recogidos en los 
convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

A efectos de lo establecido en el párrafo anterior, se entiende por subvención prevista 
nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado aquella en que al menos su 
dotación presupuestaria y beneficiario aparezcan determinados en los estados de gasto del 
Presupuesto. El objeto de estas subvenciones deberá quedar determinado expresamente en 
el correspondiente convenio de colaboración o resolución de concesión que, en todo caso, 
deberá ser congruente con la clasificación funcional y económica del correspondiente crédito 
presupuestario.

b) Aquellas cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto a la Administración por una 
norma de rango legal, que seguirán el procedimiento de concesión que les resulte de 
aplicación de acuerdo con su propia normativa.
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c) Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en que se acrediten razones 
de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que 
dificulten su convocatoria pública.

3. No podrán otorgarse subvenciones por cuantía superior a la que se determine en la 
convocatoria.

CAPÍTULO II
Del procedimiento de concesión en régimen de concurrencia competitiva

Artículo 23.  Iniciación.
1. El procedimiento para la concesión de subvenciones se inicia siempre de oficio.
2. La iniciación de oficio se realizará siempre mediante convocatoria aprobada por el 

órgano competente, que desarrollará el procedimiento para la concesión de las 
subvenciones convocadas según lo establecido en este capítulo y de acuerdo con los 
principios de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La convocatoria 
deberá publicarse en la BDNS y un extracto de la misma, en el "Boletín Oficial del Estado" 
de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 20.8. La convocatoria tendrá 
necesariamente el siguiente contenido:

a) Indicación de la disposición que establezca, en su caso, las bases reguladoras y del 
diario oficial en que está publicada, salvo que en atención a su especificidad éstas se 
incluyan en la propia convocatoria.

b) Créditos presupuestarios a los que se imputa la subvención y cuantía total máxima de 
las subvenciones convocadas dentro de los créditos disponibles o, en su defecto, cuantía 
estimada de las subvenciones.

c) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de la subvención.
d) Expresión de que la concesión se efectúa mediante un régimen de concurrencia 

competitiva.
e) Requisitos para solicitar la subvención y forma de acreditarlos.
f) Indicación de los órganos competentes para la instrucción y resolución del 

procedimiento.
g) Plazo de presentación de solicitudes, a las que serán de aplicación las previsiones 

contenidas en el apartado 3 de este artículo.
h) Plazo de resolución y notificación.
i) Documentos e informaciones que deben acompañarse a la petición.
j) En su caso, posibilidad de reformulación de solicitudes de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 27 de esta ley.
k) Indicación de si la resolución pone fin a la vía administrativa y, en caso contrario, 

órgano ante el que ha de interponerse recurso de alzada.
l) Criterios de valoración de las solicitudes.
m) Medio de notificación o publicación, de conformidad con lo previsto en el artículo 59 

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. Las solicitudes de los interesados acompañarán los documentos e informaciones 
determinados en la norma o convocatoria, salvo que los documentos exigidos ya estuvieran 
en poder de cualquier órgano de la Administración actuante, en cuyo caso el solicitante 
podrá acogerse a lo establecido en el párrafo f) del artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, siempre que se haga constar la fecha y el órgano o dependencia en 
que fueron presentados o, en su caso, emitidos, y cuando no hayan transcurrido más de 
cinco años desde la finalización del procedimiento al que correspondan.

En los supuestos de imposibilidad material de obtener el documento, el órgano 
competente podrá requerir al solicitante su presentación, o, en su defecto, la acreditación por 
otros medios de los requisitos a que se refiere el documento, con anterioridad a la 
formulación de la propuesta de resolución.
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La presentación telemática de solicitudes y documentación complementaria se realizará 
en los términos previstos en la disposición adicional decimoctava de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

A efectos de lo previsto en el apartado 3 de la citada disposición adicional decimoctava, 
la presentación de la solicitud por parte del beneficiario conllevará la autorización al órgano 
gestor para recabar los certificados a emitir por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria y por la Tesorería General de la Seguridad Social.

4. A efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores, la normativa reguladora de la 
subvención podrá admitir la sustitución de la presentación de determinados documentos por 
una declaración responsable del solicitante. En este caso, con anterioridad a la propuesta de 
resolución de concesión de la subvención se deberá requerir la presentación de la 
documentación que acredite la realidad de los datos contenidos en la citada declaración, en 
un plazo no superior a 15 días.

5. Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos en la norma de convocatoria, el 
órgano competente requerirá al interesado para que la subsane en el plazo máximo e 
improrrogable de 10 días, indicándole que si no lo hiciese se le tendrá por desistido de su 
solicitud, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 71 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 24.  Instrucción.
1. La instrucción del procedimiento de concesión de subvenciones corresponde al 

órgano que se designe en la convocatoria.
2. El órgano competente para la instrucción realizará de oficio cuantas actuaciones 

estime necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en 
virtud de los cuales debe formularse la propuesta de resolución.

3. Las actividades de instrucción comprenderán:

a) Petición de cuantos informes estime necesarios para resolver o que sean exigidos por 
las normas que regulan la subvención. En la petición se hará constar, en su caso, el carácter 
determinante de aquellos informes que sean preceptivos. El plazo para su emisión será de 
10 días, salvo que el órgano instructor, atendiendo a las características del informe solicitado 
o del propio procedimiento, solicite su emisión en un plazo menor o mayor, sin que en este 
último caso pueda exceder de dos meses.

Cuando en el plazo señalado no se haya emitido el informe calificado por disposición 
legal expresa como preceptivo y determinante, o, en su caso, vinculante, podrá interrumpirse 
el plazo de los trámites sucesivos.

b) Evaluación de las solicitudes o peticiones, efectuada conforme con los criterios, 
formas y prioridades de valoración establecidos en la norma reguladora de la subvención o, 
en su caso, en la convocatoria.

La norma reguladora de la subvención podrá contemplar la posibilidad de establecer una 
fase de preevaluación en la que se verificará el cumplimiento de las condiciones impuestas 
para adquirir la condición de beneficiario de la subvención.

4. Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano colegiado al que se refiere el apartado 1 
del artículo 22 de esta ley deberá emitir informe en el que se concrete el resultado de la 
evaluación efectuada.

El órgano instructor, a la vista del expediente y del informe del órgano colegiado, 
formulará la propuesta de resolución provisional, debidamente motivada, que deberá 
notificarse a los interesados en la forma que establezca la convocatoria, y se concederá un 
plazo de 10 días para presentar alegaciones.

Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en procedimiento ni sean 
tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por los 
interesados. En este caso, la propuesta de resolución formulada tendrá el carácter de 
definitiva.

Examinadas las alegaciones aducidas en su caso por los interesados, se formulará la 
propuesta de resolución definitiva, que deberá expresar el solicitante o la relación de 
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solicitantes para los que se propone la concesión de la subvención, y su cuantía, 
especificando su evaluación y los criterios de valoración seguidos para efectuarla.

El expediente de concesión de subvenciones contendrá el informe del órgano instructor 
en el que conste que de la información que obra en su poder se desprende que los 
beneficiarios cumplen todos los requisitos necesarios para acceder a las mismas.

5. La propuesta de resolución definitiva, cuando resulte procedente de acuerdo con las 
bases reguladoras, se notificará a los interesados que hayan sido propuestos como 
beneficiarios en la fase de instrucción, para que en el plazo previsto en dicha normativa 
comuniquen su aceptación.

6. Las propuestas de resolución provisional y definitiva no crean derecho alguno a favor 
del beneficiario propuesto, frente a la Administración, mientras no se le haya notificado la 
resolución de concesión.

Artículo 25.  Resolución.
1. Una vez aprobada la propuesta de resolución definitiva, y de acuerdo con lo previsto 

en el artículo 89 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y, en su caso, en la 
correspondiente norma o convocatoria, el órgano competente resolverá el procedimiento.

2. La resolución se motivará de conformidad con lo que dispongan las bases reguladoras 
de la subvención debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los 
fundamentos de la resolución que se adopte.

3. La resolución, además de contener el solicitante o relación de solicitantes a los que se 
concede la subvención, hará constar, en su caso, de manera expresa, la desestimación del 
resto de las solicitudes.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento no podrá 
exceder de seis meses, salvo que una norma con rango de ley establezca un plazo mayor o 
así venga previsto en la normativa de la Unión Europea. El plazo se computará a partir de la 
publicación de la correspondiente convocatoria, salvo que la misma posponga sus efectos a 
una fecha posterior.

En el supuesto de subvenciones tramitadas por otras Administraciones públicas en las 
que corresponda la resolución a la Administración General del Estado o a las entidades de 
derecho público vinculadas o dependientes de ésta, este plazo se computará a partir del 
momento en que el órgano otorgante disponga de la propuesta o de la documentación que la 
norma reguladora de la subvención determine.

5. El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado la resolución legitima a los 
interesados para entender desestimada por silencio administrativo la solicitud de concesión 
de la subvención.

Artículo 26.  Notificación de la resolución.
La resolución del procedimiento se notificará a los interesados de acuerdo con lo previsto 

en el artículo 58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La práctica de dicha 
notificación o publicación se ajustará a las disposiciones contenidas en el artículo 59 de la 
citada ley.

Artículo 27.  Reformulación de las solicitudes.
1. Cuando la subvención tenga por objeto la financiación de actividades a desarrollar por 

el solicitante y el importe de la subvención de la propuesta de resolución provisional sea 
inferior al que figura en la solicitud presentada, se podrá instar del beneficiario, si así se ha 
previsto en las bases reguladoras, la reformulación de su solicitud para ajustar los 
compromisos y condiciones a la subvención otorgable.

2. Una vez que la solicitud merezca la conformidad del órgano colegiado, se remitirá con 
todo lo actuado al órgano competente para que dicte la resolución.

3. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes deberá respetar el objeto, 
condiciones y finalidad de la subvención, así como los criterios de valoración establecidos 
respecto de las solicitudes o peticiones.
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CAPÍTULO III
Del procedimiento de concesión directa

Artículo 28.  Concesión directa.
1. La resolución de concesión y, en su caso, los convenios a través de los cuales se 

canalicen estas subvenciones establecerán las condiciones y compromisos aplicables de 
conformidad con lo dispuesto en esta ley.

Los convenios serán el instrumento habitual para canalizar las subvenciones previstas 
nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado, o en los de las corporaciones 
locales, sin perjuicio de lo que a este respecto establezca su normativa reguladora.

2. El Gobierno aprobará por real decreto, a propuesta del ministro competente y previo 
informe del Ministerio de Hacienda, las normas especiales reguladoras de las subvenciones 
reguladas en el párrafo c) del apartado 2 del artículo 22 de esta ley.

3. El real decreto a que se hace referencia en el apartado anterior deberá ajustarse a las 
previsiones contenidas en esta ley, salvo en lo que afecte a la aplicación de los principios de 
publicidad y concurrencia, y contendrá como mínimo los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de las subvenciones, con indicación del carácter singular de las 
mismas y las razones que acreditan el interés público, social, económico o humanitario y 
aquéllas que justifican la dificultad de su convocatoria pública.

b) Régimen jurídico aplicable.
c) Beneficiarios y modalidades de ayuda.
d) Procedimiento de concesión y régimen de justificación de la aplicación dada a las 

subvenciones por los beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras.

CAPÍTULO IV
Del procedimiento de gestión y justificación de la subvención pública

Artículo 29.  Subcontratación de las actividades subvencionadas por los beneficiarios.
1. A los efectos de esta ley, se entiende que un beneficiario subcontrata cuando 

concierta con terceros la ejecución total o parcial de la actividad que constituye el objeto de 
la subvención. Queda fuera de este concepto la contratación de aquellos gastos en que 
tenga que incurrir el beneficiario para la realización por sí mismo de la actividad 
subvencionada.

2. El beneficiario únicamente podrá subcontratar, total o parcialmente, la actividad 
cuando la normativa reguladora de la subvención así lo prevea. La actividad subvencionada 
que el beneficiario subcontrate con terceros no excederá del porcentaje que se fije en las 
bases reguladoras de la subvención. En el supuesto de que tal previsión no figure, el 
beneficiario podrá subcontratar hasta un porcentaje que no exceda del 50 por ciento del 
importe de la actividad subvencionada.

En ningún caso podrán subcontratarse actividades que, aumentando el coste de la 
actividad subvencionada, no aporten valor añadido al contenido de la misma.

3. Cuando la actividad concertada con terceros exceda del 20 por ciento del importe de 
la subvención y dicho importe sea superior a 60.000 euros, la subcontratación estará 
sometida al cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Que el contrato se celebre por escrito.
b) Que la celebración del mismo se autorice previamente por la entidad concedente de la 

subvención en la forma que se determine en las bases reguladoras.

4. No podrá fraccionarse un contrato con el objeto de disminuir la cuantía del mismo y 
eludir el cumplimiento de los requisitos exigidos en el apartado anterior.

5. Los contratistas quedarán obligados sólo ante el beneficiario, que asumirá la total 
responsabilidad de la ejecución de la actividad subvencionada frente a la Administración.

6. A efectos de lo previsto en el apartado anterior, los beneficiarios serán responsables 
de que en la ejecución de la actividad subvencionada concertada con terceros se respeten 
los límites que se establezcan en la normativa reguladora de la subvención en cuanto a la 
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naturaleza y cuantía de gastos subvencionables, y los contratistas estarán sujetos al deber 
de colaboración previsto en el artículo 46 de esta ley para permitir la adecuada verificación 
del cumplimiento de dichos límites.

7. En ningún caso podrá concertarse por el beneficiario la ejecución total o parcial de las 
actividades subvencionadas con:

a) Personas o entidades incursas en alguna de las prohibiciones del artículo 13 de esta 
ley.

b) Personas o entidades que hayan percibido otras subvenciones para la realización de 
la actividad objeto de contratación.

c) Intermediarios o asesores en los que los pagos se definan como un porcentaje de 
coste total de la operación, a menos que dicho pago esté justificado con referencia al valor 
de mercado del trabajo realizado o los servicios prestados.

d) Personas o entidades vinculadas con el beneficiario, salvo que concurran las 
siguientes circunstancias:

1.ª Que se obtenga la previa autorización expresa del órgano concedente.
2.ª Que el importe subvencionable no exceda del coste incurrido por la entidad vinculada. 

La acreditación del coste se realizará en la justificación en los mismos términos establecidos 
para la acreditación de los gastos del beneficiario.

e) Personas o entidades solicitantes de ayuda o subvención en la misma convocatoria y 
programa, que no hayan obtenido subvención por no reunir los requisitos o no alcanzar la 
valoración suficiente.

Artículo 30.  Justificación de las subvenciones públicas.
1. La justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de 

los objetivos previstos en el acto de concesión de la subvención se documentará de la 
manera que se determine reglamentariamente, pudiendo revestir la forma de cuenta 
justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o mediante la 
presentación de estados contables, según se disponga en la normativa reguladora.

2. La rendición de la cuenta justificativa constituye un acto obligatorio del beneficiario o 
de la entidad colaboradora, en la que se deben incluir, bajo responsabilidad del declarante, 
los justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez jurídica que permitan 
acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública. La forma de la cuenta 
justificativa y el plazo de rendición de la misma vendrán determinados por las 
correspondientes bases reguladoras de las subvenciones públicas.

A falta de previsión de las bases reguladoras, la cuenta deberá incluir declaración de las 
actividades realizadas que han sido financiadas con la subvención y su coste, con el 
desglose de cada uno de los gastos incurridos, y su presentación se realizará, como 
máximo, en el plazo de tres meses desde la finalización del plazo para la realización de la 
actividad.

3. Los gastos se acreditarán mediante facturas y demás documentos de valor probatorio 
equivalente con validez en el tráfico jurídico mercantil o con eficacia administrativa, en los 
términos establecidos reglamentariamente.

La acreditación de los gastos también podrá efectuarse mediante facturas electrónicas, 
siempre que cumplan los requisitos exigidos para su aceptación en el ámbito tributario.

Reglamentariamente, se establecerá un sistema de validación y estampillado de 
justificantes de gasto que permita el control de la concurrencia de subvenciones.

4. Cuando las actividades hayan sido financiadas, además de con la subvención, con 
fondos propios u otras subvenciones o recursos, deberá acreditarse en la justificación el 
importe, procedencia y aplicación de tales fondos a las actividades subvencionadas.

5. En el supuesto de adquisición de bienes inmuebles, además de los justificantes 
establecidos en el apartado 3 de este artículo, debe aportarse certificado de tasador 
independiente debidamente acreditado e inscrito en el correspondiente registro oficial.

6. Los miembros de las entidades previstas en el apartado 2 y segundo párrafo del 
apartado 3 del artículo 11 de esta ley vendrán obligados a cumplir los requisitos de 
justificación respecto de las actividades realizadas en nombre y por cuenta del beneficiario, 
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del modo en que se determina en los apartados anteriores. Esta documentación formará 
parte de la justificación que viene obligado a rendir el beneficiario que solicitó la subvención.

7. Las subvenciones que se concedan en atención a la concurrencia de una determinada 
situación en el perceptor no requerirán otra justificación que la acreditación por cualquier 
medio admisible en derecho de dicha situación previamente a la concesión, sin perjuicio de 
los controles que pudieran establecerse para verificar su existencia.

8. El incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención en los términos 
establecidos en este capítulo o la justificación insuficiente de la misma llevará aparejado el 
reintegro en las condiciones previstas en el artículo 37 de esta ley.

Artículo 31.  Gastos subvencionables.
1. Se consideran gastos subvencionables, a los efectos previstos en esta ley, aquellos 

que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, resulten 
estrictamente necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases 
reguladoras de las subvenciones. Cuando no se haya establecido un plazo concreto, los 
gastos deberán realizarse antes de que finalice el año natural en que se haya concedido la 
subvención.

En ningún caso el coste de adquisición de los gastos subvencionables podrá ser superior 
al valor de mercado.

2. Salvo disposición expresa en contrario en las bases reguladoras de las subvenciones, 
se considerará gasto realizado el que ha sido efectivamente pagado con anterioridad a la 
finalización del período de justificación determinado por la normativa reguladora de la 
subvención.

Cuando el beneficiario de la subvención sea una empresa, los gastos subvencionables 
en los que haya incurrido en sus operaciones comerciales deberán haber sido abonados en 
los plazos de pago previstos en la normativa sectorial que le sea de aplicación o, en su 
defecto, en los establecidos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.

3. Cuando el importe del gasto subvencionable supere las cuantías establecidas en la 
Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector público para el contrato menor, el 
beneficiario deberá solicitar como mínimo tres ofertas de diferentes proveedores, con 
carácter previo a la contracción del compromiso para la obra, la prestación del servicio o la 
entrega del bien, salvo que por sus especiales características no exista en el mercado 
suficiente número de entidades que los realicen, presten o suministren, o salvo que el gasto 
se hubiere realizado con anterioridad a la subvención.

La elección entre las ofertas presentadas, que deberán aportarse en la justificación, o, en 
su caso, en la solicitud de subvención, se realizará conforme a criterios de eficiencia y 
economía, debiendo justificarse expresamente en una memoria la elección cuando no 
recaiga en la propuesta económica más ventajosa.

4. En el supuesto de adquisición, construcción, rehabilitación y mejora de bienes 
inventariables, se seguirán las siguientes reglas:

a) Las bases reguladoras fijarán el período durante el cual el beneficiario deberá destinar 
los bienes al fin concreto para el que se concedió la subvención, que no podrá ser inferior a 
cinco años en caso de bienes inscribibles en un registro público, ni a dos años para el resto 
de bienes.

En el caso de bienes inscribibles en un registro público, deberá hacerse constar en la 
escritura esta circunstancia, así como el importe de la subvención concedida, debiendo ser 
objeto estos extremos de inscripción en el registro público correspondiente.

b) El incumplimiento de la obligación de destino referida en el párrafo anterior, que se 
producirá en todo caso con la enajenación o el gravamen del bien, será causa de reintegro, 
en los términos establecidos en el capítulo II del título II de esta ley, quedando el bien afecto 
al pago del reintegro cualquiera que sea su poseedor, salvo que resulte ser un tercero 
protegido por la fe pública registral o se justifique la adquisición de los bienes con buena fe y 
justo título o en establecimiento mercantil o industrial, en caso de bienes muebles no 
inscribibles.
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5. No se considerará incumplida la obligación de destino referida en el anterior apartado 
4 cuando:

a) Tratándose de bienes no inscribibles en un registro público, fueran sustituidos por 
otros que sirvan en condiciones análogas al fin para el que se concedió la subvención y este 
uso se mantenga hasta completar el período establecido, siempre que la sustitución haya 
sido autorizada por la Administración concedente.

b) Tratándose de bienes inscribibles en un registro público, el cambio de destino, 
enajenación o gravamen sea autorizado por la Administración concedente. En este 
supuesto, el adquirente asumirá la obligación de destino de los bienes por el período 
restante y, en caso de incumplimiento de la misma, del reintegro de la subvención.

6. Las bases reguladoras de las subvenciones establecerán, en su caso, las reglas 
especiales que se consideren oportunas en materia de amortización de los bienes 
inventariables. No obstante, el carácter subvencionable del gasto de amortización estará 
sujeto a las siguientes condiciones:

a) Que las subvenciones no hayan contribuido a la compra de los bienes.
b) Que la amortización se calcule de conformidad con las normas de contabilidad 

generalmente aceptadas.
c) Que el coste se refiera exclusivamente al período subvencionable.

7. Los gastos financieros, los gastos de asesoría jurídica o financiera, los gastos 
notariales y registrales y los gastos periciales para la realización del proyecto subvencionado 
y los de administración específicos son subvencionables si están directamente relacionados 
con la actividad subvencionada y son indispensables para la adecuada preparación o 
ejecución de la misma, y siempre que así se prevea en las bases reguladoras. Con carácter 
excepcional, los gastos de garantía bancaria podrán ser subvencionados cuando así lo 
prevea la normativa reguladora de la subvención.

En ningún caso serán gastos subvencionables:

a) Los intereses deudores de las cuentas bancarias.
b) Intereses, recargos y sanciones administrativas y penales.
c) Los gastos de procedimientos judiciales.

8. Los tributos son gasto subvencionable cuando el beneficiario de la subvención los 
abona efectivamente. En ningún caso se consideran gastos subvencionables los impuestos 
indirectos cuando sean susceptibles de recuperación o compensación ni los impuestos 
personales sobre la renta.

9. Los costes indirectos habrán de imputarse por el beneficiario a la actividad 
subvencionada en la parte que razonablemente corresponda de acuerdo con principios y 
normas de contabilidad generalmente admitidas y, en todo caso, en la medida en que tales 
costes correspondan al período en que efectivamente se realiza la actividad.

Artículo 32.  Comprobación de subvenciones.
1. El órgano concedente comprobará la adecuada justificación de la subvención, así 

como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la 
concesión o disfrute de la subvención.

2. La entidad colaboradora, en su caso, realizará, en nombre y por cuenta del órgano 
concedente, las comprobaciones previstas en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 15 de 
esta ley.

Artículo 33.  Comprobación de valores.
1. La Administración podrá comprobar el valor de mercado de los gastos 

subvencionados empleando uno o varios de los siguientes medios:

a) Precios medios de mercado.
b) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.
c) Estimación por referencia a los valores que figuren en los registros oficiales de 

carácter fiscal.
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d) Dictamen de peritos de la Administración.
e) Tasación pericial contradictoria.
f) Cualesquiera otros medios de prueba admitidos en derecho.

2. El valor comprobado por la Administración servirá de base para el cálculo de la 
subvención y se notificará, debidamente motivado y con expresión de los medios y criterios 
empleados, junto con la resolución del acto que contiene la liquidación de la subvención.

3. El beneficiario podrá, en todo caso, promover la tasación pericial contradictoria, en 
corrección de los demás procedimientos de comprobación de valores señalados en el 
apartado 1 de este artículo, dentro del plazo del primer recurso que proceda contra la 
resolución del procedimiento en el que la Administración ejerza la facultad prevista en el 
apartado anterior.

La presentación de la solicitud de tasación pericial contradictoria determinará la 
suspensión de la ejecución del procedimiento resuelto y del plazo para interponer recurso 
contra éste.

4. Si la diferencia entre el valor comprobado por la Administración y la tasación 
practicada por el perito del beneficiario es inferior a 120.000 euros y al 10 por ciento del valor 
comprobado por la Administración, la tasación del perito del beneficiario servirá de base para 
el cálculo de la subvención. En caso contrario, deberá designarse un perito tercero en los 
términos que se determinen reglamentariamente.

Los honorarios del perito del beneficiario serán satisfechos por éste. Cuando la tasación 
practicada por el perito tercero fuese inferior al valor justificado por el beneficiario, todos los 
gastos de la pericia serán abonados por éste, y, por el contrario, caso de ser superior, serán 
de cuenta de la Administración.

La valoración del perito tercero servirá de base para la determinación del importe de la 
subvención.

CAPÍTULO V
Del procedimiento de gestión presupuestaria

Artículo 34.  Procedimiento de aprobación del gasto y pago.
1. Con carácter previo a la convocatoria de la subvención o a la concesión directa de la 

misma, deberá efectuarse la aprobación del gasto en los términos previstos en la Ley 
General Presupuestaria o en las normas presupuestarias de las restantes Administraciones 
públicas.

2. La resolución de concesión de la subvención conllevará el compromiso del gasto 
correspondiente.

3. El pago de la subvención se realizará previa justificación, por el beneficiario, de la 
realización de la actividad, proyecto, objetivo o adopción del comportamiento para el que se 
concedió en los términos establecidos en la normativa reguladora de la subvención.

Se producirá la pérdida del derecho al cobro total o parcial de la subvención en el 
supuesto de falta de justificación o de concurrencia de alguna de las causas previstas en el 
artículo 37 de esta ley.

4. Cuando la naturaleza de la subvención así lo justifique, podrán realizarse pagos a 
cuenta. Dichos abonos a cuenta podrán suponer la realización de pagos fraccionados que 
responderán al ritmo de ejecución de las acciones subvencionadas, abonándose por cuantía 
equivalente a la justificación presentada.

También se podrán realizar pagos anticipados que supondrán entregas de fondos con 
carácter previo a la justificación, como financiación necesaria para poder llevar a cabo las 
actuaciones inherentes a la subvención. Dicha posibilidad y el régimen de garantías deberán 
preverse expresamente en la normativa reguladora de la subvención.

En ningún caso podrán realizarse pagos anticipados a beneficiarios cuando se haya 
solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declarados insolventes en 
cualquier procedimiento, hallarse declarado en concurso, salvo que en éste haya adquirido la 
eficacia un convenio, estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitados conforme 
a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de inhabilitación 
fijado en la sentencia de calificación del concurso.
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La realización de pagos a cuenta o pagos anticipados, así como el régimen de garantías, 
deberán preverse expresamente en la normativa reguladora de la subvención.

5. No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto el beneficiario no se halle al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social o 
sea deudor por resolución de procedencia de reintegro.

Artículo 35.  Retención de pagos.
1. Una vez acordado el inicio del procedimiento de reintegro, como medida cautelar, el 

órgano concedente puede acordar, a iniciativa propia o de una decisión de la Comisión 
Europea o a propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado o de la 
autoridad pagadora, la suspensión de los libramientos de pago de las cantidades pendientes 
de abonar al beneficiario o entidad colaboradora, sin superar, en ningún caso, el importe que 
fijen la propuesta o resolución de inicio del expediente de reintegro, con los intereses de 
demora devengados hasta aquel momento.

2. La imposición de esta medida cautelar debe acordarse por resolución motivada, que 
debe notificarse al interesado, con indicación de los recursos pertinentes.

3. En todo caso, procederá la suspensión si existen indicios racionales que permitan 
prever la imposibilidad de obtener el resarcimiento, o si éste puede verse frustrado o 
gravemente dificultado, y, en especial, si el perceptor hace actos de ocultación, gravamen o 
disposición de sus bienes.

4. La retención de pagos estará sujeta, en cualquiera de los supuestos anteriores, al 
siguiente régimen jurídico:

a) Debe ser proporcional a la finalidad que se pretende conseguir, y, en ningún caso, 
debe adoptarse si puede producir efectos de difícil o imposible reparación.

b) Debe mantenerse hasta que se dicte la resolución que pone fin al expediente de 
reintegro, y no puede superar el período máximo que se fije para su tramitación, incluidas 
prórrogas.

c) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, debe levantarse cuando desaparezcan 
las circunstancias que la originaron o cuando el interesado proponga la sustitución de esta 
medida cautelar por la constitución de una garantía que se considere suficiente.

TÍTULO II
Del reintegro de subvenciones

CAPÍTULO I
Del reintegro

Artículo 36.  Invalidez de la resolución de concesión.
1. Son causas de nulidad de la resolución de concesión:

a) Las indicadas en el artículo 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b) La carencia o insuficiencia de crédito, de conformidad con lo establecido en el artículo 
60 de la Ley General Presupuestaria y las demás normas de igual carácter de las 
Administraciones públicas sujetas a esta ley.

2. Son causas de anulabilidad de la resolución de concesión las demás infracciones del 
ordenamiento jurídico, y, en especial, de las reglas contenidas en esta ley, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. Cuando el acto de concesión incurriera en alguno de los supuestos mencionados en 
los apartados anteriores, el órgano concedente procederá a su revisión de oficio o, en su 
caso, a la declaración de lesividad y ulterior impugnación, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 102 y 103 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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4. La declaración judicial o administrativa de nulidad o anulación llevará consigo la 
obligación de devolver las cantidades percibidas.

5. No procederá la revisión de oficio del acto de concesión cuando concurra alguna de 
las causas de reintegro contempladas en el artículo siguiente.

Artículo 37.  Causas de reintegro.
1. También procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés 

de demora correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en 
que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro 
si es anterior a ésta, en los siguientes casos:

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u 
ocultando aquéllas que lo hubieran impedido.

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto o la no 
adopción del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, en los 
términos establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras 
de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el 
apartado 4 del artículo 18 de esta ley.

e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de comprobación y 
control financiero previstas en los artículos 14 y 15 de esta ley, así como el incumplimiento 
de las obligaciones contables, registrales o de conservación de documentos cuando de ello 
se derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos percibidos, el 
cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o la 
concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, 
procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la 
Unión Europea o de organismos internacionales.

f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las entidades 
colaboradoras y beneficiarios, así como de los compromisos por éstos asumidos, con motivo 
de la concesión de la subvención, siempre que afecten o se refieran al modo en que se han 
de conseguir los objetivos, realizar la actividad, ejecutar el proyecto o adoptar el 
comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención.

g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las entidades 
colaboradoras y beneficiarios, así como de los compromisos por éstos asumidos, con motivo 
de la concesión de la subvención, distintos de los anteriores, cuando de ello se derive la 
imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos percibidos, el cumplimiento del 
objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o la concurrencia de 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de 
cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea 
o de organismos internacionales.

h) La adopción, en virtud de lo establecido en los artículos 87 a 89 del Tratado de la 
Unión Europea, de una decisión de la cual se derive una necesidad de reintegro.

i) En los demás supuestos previstos en la normativa reguladora de la subvención.

2. Cuando el cumplimiento por el beneficiario o, en su caso, entidad colaboradora se 
aproxime de modo significativo al cumplimiento total y se acredite por éstos una actuación 
inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, la cantidad a reintegrar 
vendrá determinada por la aplicación de los criterios enunciados en el párrafo n) del 
apartado 3 del artículo 17 de esta ley o, en su caso, las establecidas en la normativa 
autonómica reguladora de la subvención.

3. Igualmente, en el supuesto contemplado en el apartado 3 del artículo 19 de esta ley 
procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad subvencionada, así 
como la exigencia del interés de demora correspondiente.
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Artículo 38.  Naturaleza de los créditos a reintegrar y de los procedimientos para su 
exigencia.

1. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público, 
resultando de aplicación para su cobranza lo previsto en la Ley General Presupuestaria.

2. El interés de demora aplicable en materia de subvenciones será el interés legal del 
dinero incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado establezca otro diferente.

Téngase en cuenta que el interés de demora a que se refiere el apartado 2 será el 3,75 por 
ciento hasta el 31 de diciembre de 2022, según establece la disposición adicional 46 de la Ley 
22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022. Ref. 
BOE-A-2021-21653

3. El destino de los reintegros de los fondos de la Unión Europea tendrá el tratamiento 
que en su caso determine la normativa comunitaria.

4. Los procedimientos para la exigencia del reintegro de las subvenciones, tendrán 
siempre carácter administrativo.

Artículo 39.  Prescripción.
1. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a reconocer o liquidar el 

reintegro.
2. Este plazo se computará, en cada caso:

a) Desde el momento en que venció el plazo para presentar la justificación por parte del 
beneficiario o entidad colaboradora.

b) Desde el momento de la concesión, en el supuesto previsto en el apartado 7 del 
artículo 30.

c) En el supuesto de que se hubieran establecido condiciones u obligaciones que 
debieran ser cumplidas o mantenidas por parte del beneficiario o entidad colaboradora 
durante un período determinado de tiempo, desde el momento en que venció dicho plazo.

3. El cómputo del plazo de prescripción se interrumpirá:

a) Por cualquier acción de la Administración, realizada con conocimiento formal del 
beneficiario o de la entidad colaboradora, conducente a determinar la existencia de alguna 
de las causas de reintegro.

b) Por la interposición de recursos de cualquier clase, por la remisión del tanto de culpa a 
la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así como por 
las actuaciones realizadas con conocimiento formal del beneficiario o de la entidad 
colaboradora en el curso de dichos recursos.

c) Por cualquier actuación fehaciente del beneficiario o de la entidad colaboradora 
conducente a la liquidación de la subvención o del reintegro.

Artículo 40.  Obligados al reintegro.
1. Los beneficiarios y entidades colaboradoras, en los casos contemplados en el artículo 

37 de esta ley, deberán reintegrar la totalidad o parte de las cantidades percibidas más los 
correspondientes intereses de demora, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo b) del 
apartado 5 del artículo 31 de esta ley en el ámbito estatal.

Esta obligación será independiente de las sanciones que, en su caso, resulten exigibles.
2. Los miembros de las personas y entidades contempladas en el apartado 2 y en el 

segundo párrafo del apartado 3 del artículo 11 de esta ley responderán solidariamente de la 
obligación de reintegro del beneficiario en relación a las actividades subvencionadas que se 
hubieran comprometido a efectuar.

Responderán solidariamente de la obligación de reintegro los representantes legales del 
beneficiario cuando éste careciera de capacidad de obrar.
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Responderán solidariamente los miembros, partícipes o cotitulares de las entidades a 
que se refiere el apartado 3 del artículo 11 en proporción a sus respectivas participaciones, 
cuando se trate de comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o 
patrimonio separado.

3. Responderán subsidiariamente de la obligación de reintegro los administradores de 
las sociedades mercantiles, o aquellos que ostenten la representación legal de otras 
personas jurídicas, que no realizasen los actos necesarios que fueran de su incumbencia 
para el cumplimiento de las obligaciones infringidas, adoptasen acuerdos que hicieran 
posibles los incumplimientos o consintieran el de quienes de ellos dependan.

Asimismo, los que ostenten la representación legal de las personas jurídicas, de acuerdo 
con las disposiciones legales o estatutarias que les resulten de aplicación, que hayan cesado 
en sus actividades responderán subsidiariamente en todo caso de las obligaciones de 
reintegro de éstas.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas, sus obligaciones de 
reintegro pendientes se transmitirán a los socios o partícipes en el capital que responderán 
de ellas solidariamente y hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que se les 
hubiera adjudicado.

5. En caso de fallecimiento del obligado al reintegro, la obligación de satisfacer las 
cantidades pendientes de restitución se transmitirá a sus causahabientes, sin perjuicio de lo 
que establezca el derecho civil común, foral o especial aplicable a la sucesión para 
determinados supuestos, en particular para el caso de aceptación de la herencia a beneficio 
de inventario.

CAPÍTULO II
Del procedimiento de reintegro

Artículo 41.  Competencia para la resolución del procedimiento de reintegro.
1. El órgano concedente será el competente para exigir del beneficiario o entidad 

colaboradora el reintegro de subvenciones mediante la resolución del procedimiento 
regulado en este capítulo, cuando aprecie la existencia de alguno de los supuestos de 
reintegro de cantidades percibidas establecidos en el artículo 37 de esta ley.

2. Si el reintegro es acordado por los órganos de la Unión Europea, el órgano a quien 
corresponda la gestión del recurso ejecutará dichos acuerdos.

3. Cuando la subvención haya sido concedida por la Comisión Europea u otra institución 
comunitaria y la obligación de restituir surgiera como consecuencia de la actuación 
fiscalizadora, distinta del control financiero de subvenciones regulado en el título III de esta 
ley, correspondiente a las instituciones españolas habilitadas legalmente para la realización 
de estas actuaciones, el acuerdo de reintegro será dictado por el órgano gestor nacional de 
la subvención. El mencionado acuerdo se dictará de oficio o a propuesta de otras 
instituciones y órganos de la Administración habilitados legalmente para fiscalizar fondos 
públicos.

Artículo 42.  Procedimiento de reintegro.
1. El procedimiento de reintegro de subvenciones se regirá por las disposiciones 

generales sobre procedimientos administrativos contenidas en el título VI de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de las especialidades que se establecen 
en esta ley y en sus disposiciones de desarrollo.

2. El procedimiento de reintegro de subvenciones se iniciará de oficio por acuerdo del 
órgano competente, bien por propia iniciativa, bien como consecuencia de orden superior, a 
petición razonada de otros órganos o por denuncia. También se iniciará a consecuencia del 
informe de control financiero emitido por la Intervención General de la Administración del 
Estado.

3. En la tramitación del procedimiento se garantizará, en todo caso, el derecho del 
interesado a la audiencia.
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4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro 
será de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse 
y ampliarse de acuerdo con lo previsto en los apartados 5 y 6 del artículo 42 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Si transcurre el plazo para resolver sin que se haya notificado resolución expresa, se 
producirá la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de continuar las actuaciones hasta su 
terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las actuaciones 
realizadas hasta la finalización del citado plazo.

5. La resolución del procedimiento de reintegro pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 43.  Coordinación de actuaciones.
El pronunciamiento del órgano gestor respecto a la aplicación de los fondos por los 

perceptores de subvenciones se entenderá sin perjuicio de las actuaciones de control 
financiero que competen a la Intervención General de la Administración del Estado.

TÍTULO III
Del control financiero de subvenciones

Artículo 44.  Objeto y competencia para el ejercicio del control financiero de subvenciones.
1. El control financiero de subvenciones se ejercerá respecto de beneficiarios y, en su 

caso, entidades colaboradoras por razón de las subvenciones de la Administración General 
del Estado y organismos y entidades vinculados o dependientes de aquélla, otorgadas con 
cargo a los Presupuestos Generales del Estado o a los fondos de la Unión Europea.

2. El control financiero de subvenciones tendrá como objeto verificar:

a) La adecuada y correcta obtención de la subvención por parte del beneficiario.
b) El cumplimiento por parte de beneficiarios y entidades colaboradoras de sus 

obligaciones en la gestión y aplicación de la subvención.
c) La adecuada y correcta justificación de la subvención por parte de beneficiarios y 

entidades colaboradoras.
d) La realidad y la regularidad de las operaciones que, de acuerdo con la justificación 

presentada por beneficiarios y entidades colaboradoras, han sido financiadas con la 
subvención.

e) La adecuada y correcta financiación de las actividades subvencionadas, en los 
términos establecidos en el apartado 3 del artículo 19 de este ley.

f) La existencia de hechos, circunstancias o situaciones no declaradas a la 
Administración por beneficiarios y entidades colaboradoras y que pudieran afectar a la 
financiación de las actividades subvencionadas, a la adecuada y correcta obtención, 
utilización, disfrute o justificación de la subvención, así como a la realidad y regularidad de 
las operaciones con ella financiadas.

3. La competencia para el ejercicio del control financiero de subvenciones corresponderá 
a la Intervención General de la Administración del Estado, sin perjuicio de las funciones que 
la Constitución y las leyes atribuyan al Tribunal de Cuentas y de lo dispuesto en el artículo 6 
de esta ley.

4. El control financiero de subvenciones podrá consistir en:

a) El examen de registros contables, cuentas o estados financieros y la documentación 
que los soporte, de beneficiarios y entidades colaboradoras.

b) El examen de operaciones individualizadas y concretas relacionadas o que pudieran 
afectar a las subvenciones concedidas.

c) La comprobación de aspectos parciales y concretos de una serie de actos 
relacionados o que pudieran afectar a las subvenciones concedidas.

d) La comprobación material de las inversiones financiadas.
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e) Las actuaciones concretas de control que deban realizarse conforme con lo que en 
cada caso establezca la normativa reguladora de la subvención y, en su caso, la resolución 
de concesión.

f) Cualesquiera otras comprobaciones que resulten necesarias en atención a las 
características especiales de las actividades subvencionadas.

5. El control financiero podrá extenderse a las personas físicas o jurídicas a las que se 
encuentren asociados los beneficiarios, así como a cualquier otra persona susceptible de 
presentar un interés en la consecución de los objetivos, en la realización de las actividades, 
en la ejecución de los proyectos o en la adopción de los comportamientos.

Artículo 45.  Control financiero de ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente 
con cargo a fondos comunitarios.

1. En las ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente con cargo a fondos 
comunitarios, la Intervención General de la Administración del Estado será el órgano 
competente para establecer, de acuerdo con la normativa comunitaria y nacional vigente, la 
necesaria coordinación de controles, manteniendo a estos solos efectos las necesarias 
relaciones con los órganos correspondientes de la Comisión Europea, de los entes 
territoriales y de la Administración General del Estado.

2. En las ayudas financiadas por el Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agraria, 
la Intervención General de la Administración del Estado realizará los cometidos asignados al 
servicio específico contemplado en el artículo 11 del Reglamento (CEE) n.º 4045/89 del 
Consejo de las Comunidades Europeas, de 21 de diciembre de 1989, relativo a los controles, 
por los Estados miembros, de las operaciones comprendidas en el sistema de financiación 
por el Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agraria (FEOGA), sección Garantía.

Los controles previstos en el Reglamento (CEE) n.º 4045/89 serán realizados, de 
acuerdo con sus respectivas competencias, por los siguientes órganos y entidades de 
ámbito nacional y autonómico:

a) La Agencia Estatal de Administración Tributaria.
b) Los órganos de control interno de las Administraciones de las comunidades 

autónomas.
La Intervención General de la Administración del Estado, como servicio específico para 

la aplicación del referido reglamento:
a) Elaborará los planes anuales de control en coordinación con los órganos de control de 

ámbito nacional y autonómico.
b) Será el órgano encargado de la relación con los servicios correspondientes de la 

Comisión de la Unión Europea en el ámbito del Reglamento (CEE) n.º 4045/89, centralizará 
la información relativa a su cumplimiento y elaborará el informe anual sobre su aplicación, 
según lo previsto en los artículos 9.1 y 10.1.

c) Efectuará los controles previstos en el plan anual cuando razones de orden territorial o 
de otra índole así lo aconsejen.

d) Velará por la aplicación en España, en todos sus términos, del Reglamento (CEE) n.º 
4045/89.

3. Los órganos de control de las Administraciones públicas, en aplicación de la normativa 
comunitaria, podrán llevar a cabo, además, controles y verificaciones de los procedimientos 
de gestión de los distintos órganos gestores que intervengan en la concesión y gestión y 
pago de las ayudas cofinanciadas con fondos comunitarios que permitan garantizar la 
correcta gestión financiera de los fondos comunitarios.

4. La Intervención General de la Administración del Estado y los órganos de control 
financiero del resto de las Administraciones públicas deberán acreditar ante el órgano 
competente los gastos en que hubieran incurrido como consecuencia de la realización de 
controles financieros de fondos comunitarios, a efectos de su financiación de acuerdo con lo 
establecido en la normativa comunitaria reguladora de gastos subvencionables con cargo a 
dichos fondos.
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Artículo 46.  Obligación de colaboración.
1. Los beneficiarios, las entidades colaboradoras y los terceros relacionados con el 

objeto de la subvención o su justificación estarán obligados a prestar colaboración y facilitar 
cuanta documentación sea requerida en el ejercicio de las funciones de control que 
corresponden, dentro del ámbito de la Administración concedente, a la Intervención General 
de la Administración del Estado, de las comunidades autónomas o de las corporaciones 
locales, así como a los órganos que, de acuerdo con la normativa comunitaria, tengan 
atribuidas funciones de control financiero, a cuyo fin tendrán las siguientes facultades:

a) El libre acceso a la documentación objeto de comprobación, incluidos los programas y 
archivos en soportes informáticos.

b) El libre acceso a los locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se 
desarrolle la actividad subvencionada o se permita verificar la realidad y regularidad de las 
operaciones financiadas con cargo a la subvención.

c) La obtención de copia o la retención de las facturas, documentos equivalentes o 
sustitutivos y de cualquier otro documento relativo a las operaciones en las que se deduzcan 
indicios de la incorrecta obtención, disfrute o destino de la subvención.

d) El libre acceso a información de las cuentas bancarias en las entidades financieras 
donde se pueda haber efectuado el cobro de las subvenciones o con cargo a las cuales se 
puedan haber realizado las disposiciones de los fondos.

2. La negativa al cumplimiento de esta obligación se considerará resistencia, excusa, 
obstrucción o negativa a los efectos previstos en el artículo 37 de esta ley, sin perjuicio de 
las sanciones que, en su caso, pudieran corresponder.

Artículo 47.  Facultades del personal controlador.
1. Los funcionarios de la Intervención General de la Administración del Estado, en el 

ejercicio de las funciones de control financiero de subvenciones, serán considerados agentes 
de la autoridad.

Tendrán esta misma consideración los funcionarios de los órganos que tengan atribuidas 
funciones de control financiero, de acuerdo con la normativa comunitaria.

2. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, así como los jefes o directores de 
oficinas públicas, organismos autónomos y otros entes de derecho público y quienes, en 
general, ejerzan funciones públicas o desarrollen su trabajo en dichas entidades deberán 
prestar la debida colaboración y apoyo a los funcionarios encargados de la realización del 
control financiero de subvenciones.

3. Los juzgados y tribunales deberán facilitar a la Administración, de oficio o a 
requerimiento de ésta, cuantos datos con trascendencia en la aplicación de subvenciones se 
desprendan de las actuaciones judiciales de las que conozcan, respetando, en su caso, el 
secreto de las diligencias sumariales.

4. El Servicio Jurídico del Estado deberá prestar la asistencia jurídica que, en su caso, 
corresponda a los funcionarios que, como consecuencia de su participación en actuaciones 
de control financiero de subvenciones, sean objeto de citaciones por órgano jurisdiccional.

5. La cesión de datos de carácter personal que se deba efectuar a la Intervención 
General de la Administración del Estado para el ejercicio de sus funciones de control 
financiero conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, en los apartados anteriores de este 
artículo o en otra norma de rango legal, no requerirá el consentimiento del afectado. En este 
ámbito no será de aplicación lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 21 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 48.  Deberes del personal controlador.
1. El personal controlador que realice el control financiero de subvenciones deberá 

guardar la confidencialidad y el secreto respecto de los asuntos que conozcan por razón de 
su trabajo.

Los datos, informes o antecedentes obtenidos en el ejercicio de dicho control sólo 
podrán utilizarse para los fines asignados al mismo, servir de fundamento para la exigencia 
de reintegro y, en su caso, para poner en conocimiento de los órganos competentes los 
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hechos que puedan ser constitutivos de infracción administrativa, responsabilidad contable o 
penal.

2. Cuando en la práctica de un control financiero el funcionario actuante aprecie que los 
hechos acreditados en el expediente pudieran ser susceptibles de constituir una infracción 
administrativa o de responsabilidades contables o penales, lo deberá poner en conocimiento 
de la Intervención General de la Administración del Estado a efectos de que, si procede, 
remita lo actuado al órgano competente para la iniciación de los oportunos procedimientos.

Artículo 49.  Del procedimiento de control financiero.
1. El ejercicio del control financiero de subvenciones se adecuará al plan anual de 

auditorías y sus modificaciones que apruebe anualmente la Intervención General de la 
Administración del Estado. Reglamentariamente se determinarán los supuestos en que, 
como consecuencia de la realización de un control, se pueda extender el ámbito más allá de 
lo previsto inicialmente en el plan.

No obstante, no será necesario incluir en el plan de auditorías y actuaciones de control 
financiero de la Intervención General de la Administración del Estado, las comprobaciones 
precisas que soliciten otros Estados miembros en aplicación de reglamentos comunitarios 
sobre beneficiarios perceptores de fondos comunitarios.

2. La iniciación de las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, 
entidades colaboradoras se efectuará mediante su notificación a éstos, en la que se indicará 
la naturaleza y alcance de las actuaciones a desarrollar, la fecha de personación del equipo 
de control que va a realizarlas, la documentación que en un principio debe ponerse a 
disposición del mismo y demás elementos que se consideren necesarios. Los beneficiarios y, 
en su caso, entidades colaboradoras deberán ser informados, al inicio de las actuaciones, de 
sus derechos y obligaciones en el curso de las mismas. Estas actuaciones serán 
comunicadas, igualmente, a los órganos gestores de las subvenciones.

Si durante el control las entidades colaboradoras o los beneficiarios cambian de domicilio 
deberán comunicarlo a la Intervención General de la Administración del Estado; las 
actuaciones de control realizadas en el domicilio anterior serán válidas en tanto no se 
comunique el cambio.

3. Cuando en el desarrollo del control financiero se determine la existencia de 
circunstancias que pudieran dar origen a la devolución de las cantidades percibidas por 
causas distintas a las previstas en el artículo 37, se pondrán los hechos en conocimiento del 
órgano concedente de la subvención, que deberá informar sobre las medidas adoptadas, 
pudiendo acordarse la suspensión del procedimiento de control financiero.

La suspensión del procedimiento deberá notificarse al beneficiario o entidad 
colaboradora.

4. La finalización de la suspensión, que en todo caso deberá notificarse al beneficiario o 
entidad colaboradora, se producirá cuando:

a) Una vez adoptadas por el órgano concedente las medidas que, a su juicio, resulten 
oportunas, las mismas serán comunicadas al órgano de control.

b) Si, transcurridos tres meses desde el acuerdo de suspensión, no se hubiera 
comunicado la adopción de medidas por parte del órgano gestor.

5. Cuando en el ejercicio de las funciones de control financiero se deduzcan indicios de 
la incorrecta obtención, destino o justificación de la subvención percibida, la Intervención 
General de la Administración del Estado podrá acordar la adopción de las medidas 
cautelares que se estimen precisas al objeto de impedir la desaparición, destrucción o 
alteración de las facturas, documentos equivalentes o sustitutivos y de cualquier otro 
documento relativo a las operaciones en que tales indicios se manifiesten.

Las medidas habrán de ser proporcionadas al fin que se persiga. En ningún caso se 
adoptarán aquéllas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación.

6. Las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades 
colaboradoras finalizarán con la emisión de los correspondientes informes comprensivos de 
los hechos puestos de manifiesto y de las conclusiones que de ellos se deriven.

Cuando el órgano concedente, en aplicación de lo dispuesto en el apartado 4 anterior, 
comunicara el inicio de actuaciones que pudieran afectar a la validez del acto de concesión, 
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la finalización del procedimiento de control financiero de subvenciones se producirá 
mediante resolución de la Intervención General de la Administración del Estado en la que se 
declarará la improcedencia de continuar las actuaciones de control, sin perjuicio de que, una 
vez recaída en resolución declarando la validez total o parcial del acto de concesión, 
pudieran volver a iniciarse las actuaciones.

7. Las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades 
colaboradoras, deberán concluir en el plazo máximo de 12 meses a contar desde la fecha de 
notificación a aquéllos del inicio de las mismas. Dicho plazo podrá ampliarse hasta en 12 
meses más, cuando en las actuaciones concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de actuaciones que revistan especial complejidad.
b) Cuando en el transcurso de las actuaciones se descubra que el beneficiario o entidad 

colaboradora han ocultado información o documentación esencial para un adecuado 
desarrollo del control.

8. A los efectos del plazo previsto en el apartado anterior, no se computarán las 
dilaciones imputables al beneficiario o entidad colaboradora, en su caso, ni los períodos de 
interrupción justificada que se especifiquen reglamentariamente.

9. Con el fin de impulsar adecuadamente las actuaciones de control financiero de 
subvenciones, los órganos de control podrán exigir la comparecencia del beneficiario, de la 
entidad colaboradora o de cuantos estén sometidos al deber de colaboración, en su domicilio 
o en las oficinas públicas que se designen al efecto.

Artículo 50.  Documentación de las actuaciones de control financiero.
1. Las actuaciones de control financiero se documentarán en diligencias, para reflejar 

hechos relevantes que se pongan de manifiesto en el ejercicio del mismo, y en informes, que 
tendrán el contenido y estructura y cumplirán los requisitos que se determinen 
reglamentariamente.

2. Los informes se notificarán a los beneficiarios o entidades colaboradoras que hayan 
sido objeto de control. Una copia del informe se remitirá al órgano gestor que concedió la 
subvención señalando en su caso la necesidad de iniciar expedientes de reintegro y 
sancionador.

3. Tanto las diligencias como los informes tendrán naturaleza de documentos públicos y 
harán prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

Artículo 51.  Efectos de los informes de control financiero.
1. Cuando en el informe emitido por la Intervención General de la Administración del 

Estado se recoja la procedencia de reintegrar la totalidad o parte de la subvención, el órgano 
gestor deberá acordar, con base en el referido informe y en el plazo de dos meses, el inicio 
del expediente de reintegro, notificándolo así al beneficiario o entidad colaboradora, que 
dispondrá de 15 días para alegar cuanto considere conveniente en su defensa.

2. El órgano gestor deberá comunicar a la Intervención General de la Administración del 
Estado en el plazo de dos meses a partir de la recepción del informe de control financiero la 
incoación del expediente de reintegro o la discrepancia con su incoación, que deberá ser 
motivada. En este último caso, la Intervención General de la Administración del Estado podrá 
emitir informe de actuación dirigido al titular del departamento del que dependa o esté 
adscrito el órgano gestor de la subvención, del que dará traslado asimismo al órgano gestor.

El titular del departamento, una vez recibido dicho informe, manifestará a la Intervención 
General de la Administración del Estado, en el plazo máximo de dos meses, su conformidad 
o disconformidad con el contenido del mismo. La conformidad con el informe de actuación 
vinculará al órgano gestor para la incoación del expediente de reintegro.

En caso de disconformidad, la Intervención General de la Administración del Estado 
podrá elevar, a través del Ministro de Hacienda, el referido informe a la consideración de:

a) El Consejo de Ministros, cuando la disconformidad se refiera a un importe superior a 
12 millones de euros.

b) La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en el resto de los 
casos.
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La decisión adoptada por cualquiera de estos órganos resolverá la discrepancia.

3. Una vez iniciado el expediente de reintegro y a la vista de las alegaciones presentadas 
o, en cualquier caso, transcurrido el plazo otorgado para ello, el órgano gestor deberá 
trasladarlas, junto con su parecer, a la Intervención General de la Administración del Estado, 
que emitirá informe en el plazo de un mes.

La resolución del procedimiento de reintegro no podrá separarse del criterio recogido en 
el informe de la Intervención General de la Administración del Estado. Cuando el órgano 
gestor no acepte este criterio, con carácter previo a la propuesta de resolución, planteará 
discrepancia que será resuelta de acuerdo con el procedimiento previsto en la Ley General 
Presupuestaria en materia de gastos, y en el tercer párrafo del apartado anterior.

4. Una vez recaída resolución, y simultáneamente a su notificación, el órgano gestor 
dará traslado de la misma a la Intervención General de la Administración del Estado.

5. La formulación de la resolución del procedimiento de reintegro con omisión del trámite 
previsto en el apartado 3 dará lugar a la anulabilidad de dicha resolución, que podrá ser 
convalidada mediante acuerdo del Consejo de Ministros, que será también competente para 
su revisión de oficio.

A los referidos efectos, la Intervención General de la Administración del Estado elevará 
al Consejo de Ministros, a través del Ministro de Hacienda, informe relativo a las 
resoluciones de reintegro incursas en la citada causa de anulabilidad de que tuviera 
conocimiento.

TÍTULO IV
Infracciones y sanciones administrativas en materia de subvenciones

CAPÍTULO I
De las infracciones administrativas

Artículo 52.  Concepto de infracción.
Constituyen infracciones administrativas en materia de subvenciones las acciones y 

omisiones tipificadas en esta ley y serán sancionables incluso a título de simple negligencia.

Artículo 53.  Responsables.
Serán responsables de las infracciones administrativas en materia de subvenciones las 

personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como los entes sin personalidad a los 
que se refiere el apartado 3 del artículo 11 de esta ley, que por acción u omisión incurran en 
los supuestos tipificados como infracciones en esta ley y, en particular, las siguientes:

a) Los beneficiarios de subvenciones, así como los miembros de las personas o 
entidades contempladas en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artículo 11 de 
esta ley, en relación con las actividades subvencionadas que se hubieran comprometido a 
realizar.

b) Las entidades colaboradoras.
c) El representante legal de los beneficiarios de subvenciones que carezcan de 

capacidad de obrar.
d) Las personas o entidades relacionadas con el objeto de la subvención o su 

justificación, obligadas a prestar colaboración y facilitar cuanta documentación sea requerida 
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 46 de esta ley.

Artículo 54.  Supuestos de exención de responsabilidad.
Las acciones u omisiones tipificadas en esta ley no darán lugar a responsabilidad por 

infracción administrativa en materia de subvenciones en los siguientes supuestos:

a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capacidad de obrar.
b) Cuando concurra fuerza mayor.
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c) Cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado su voto o no 
hubieran asistido a la reunión en que se tomó aquélla.

Artículo 55.  Concurrencia de actuaciones con el orden jurisdiccional penal.
1. En los supuestos en que la conducta pudiera ser constitutiva de delito, la 

Administración pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de seguir 
el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, tenga 
lugar el sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la devolución del 
expediente por el Ministerio Fiscal.

2. La pena impuesta por la autoridad judicial excluirá la imposición de sanción 
administrativa.

3. De no haberse estimado la existencia de delito, la Administración iniciará o continuará 
el expediente sancionador con base en los hechos que los tribunales hayan considerado 
probados.

Artículo 56.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves los incumplimientos de las obligaciones recogidas en esta 

ley y en las bases reguladoras de subvenciones cuando no constituyan infracciones graves o 
muy graves y no operen como elemento de graduación de la sanción. En particular, 
constituyen infracciones leves las siguientes conductas:

a) La presentación fuera de plazo de las cuentas justificativas de la aplicación dada a los 
fondos percibidos.

b) La presentación de cuentas justificativas inexactas o incompletas.
c) El incumplimiento de las obligaciones formales que, no estando previstas de forma 

expresa en el resto de párrafos de este artículo, sean asumidas como consecuencia de la 
concesión de la subvención, en los términos establecidos reglamentariamente.

d) El incumplimiento de obligaciones de índole contable o registral, en particular:

1.º La inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad y registros 
legalmente exigidos.

2.º El incumplimiento de la obligación de llevar o conservar la contabilidad, los registros 
legalmente establecidos, los programas y archivos informáticos que les sirvan de soporte y 
los sistemas de codificación utilizados.

3.º La llevanza de contabilidades diversas que, referidas a una misma actividad y 
ejercicio económico, no permitan conocer la verdadera situación de la entidad.

4.º La utilización de cuentas con significado distinto del que les corresponde, según su 
naturaleza, que dificulte la comprobación de la realidad de las actividades subvencionadas.

e) El incumplimiento de las obligaciones de conservación de justificantes o documentos 
equivalentes.

f) El incumplimiento por parte de las entidades colaboradoras de las obligaciones 
establecidas en el artículo 15 de esta ley que no se prevean de forma expresa en el resto de 
apartados de este artículo.

g) La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de control financiero.

Se entiende que existen estas circunstancias cuando el responsable de las infracciones 
administrativas en materia de subvenciones, debidamente notificado al efecto, haya 
realizado actuaciones tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones de los 
funcionarios de la Intervención General de la Administración del Estado o de las 
comunidades autónomas en el ejercicio de las funciones de control financiero.

Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, excusa o negativa las siguientes 
conductas:

1.ª No aportar o no facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, libros, 
registros, ficheros, justificantes, asientos de contabilidad, programas y archivos informáticos, 
sistemas operativos y de control y cualquier otro dato objeto de comprobación.

2.ª No atender algún requerimiento.
3.ª La incomparecencia, salvo causa justificada, en el lugar y tiempo señalado.
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4.ª Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en locales de negocio y 
demás establecimientos o lugares en que existan indicios probatorios para la correcta 
justificación de los fondos recibidos por el beneficiario o la entidad colaboradora o de la 
realidad y regularidad de la actividad subvencionada.

5.ª Las coacciones al personal controlador que realice el control financiero.

h) El incumplimiento de la obligación de colaboración por parte de las personas o 
entidades a que se refiere el artículo 46 de esta ley, cuando de ello se derive la imposibilidad 
de contrastar la información facilitada por el beneficiario o la entidad colaboradora.

i) Las demás conductas tipificadas como infracciones leves en la normativa de la Unión 
Europea en materia de subvenciones.

Artículo 57.  Infracciones graves.
Constituyen infracciones graves las siguientes conductas:

a) El incumplimiento de la obligación de comunicar al órgano concedente o a la entidad 
colaboradora la obtención de subvenciones, ayudas públicas, ingresos o recursos para la 
misma finalidad, a que se refiere el párrafo d) del apartado 1 del artículo 14 de esta ley.

b) El incumplimiento de las condiciones establecidas alterando sustancialmente los fines 
para los que la subvención fue concedida.

c) La falta de justificación del empleo dado a los fondos recibidos una vez transcurrido el 
plazo establecido para su presentación.

d) La obtención de la condición de entidad colaboradora falseando los requisitos 
requeridos en las bases reguladoras de la subvención u ocultando los que la hubiesen 
impedido.

e) El incumplimiento por parte de la entidad colaboradora de la obligación de verificar, en 
su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos determinantes para el 
otorgamiento de las subvenciones, cuando de ello se derive la obligación de reintegro.

f) La falta de suministro de información por parte de las administraciones, organismos y 
demás entidades obligados a suministrar información a la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones.

g) Las demás conductas tipificadas como infracciones graves en la normativa de la 
Unión Europea en materia de subvenciones.

Artículo 58.  Infracciones muy graves.
Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas:

a) La obtención de una subvención falseando las condiciones requeridas para su 
concesión u ocultando las que la hubiesen impedido o limitado.

b) La no aplicación, en todo o en parte, de las cantidades recibidas a los fines para los 
que la subvención fue concedida.

c) La resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de control previstas, 
respectivamente, en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 14 y en el párrafo d) del 
apartado 1 del artículo 15 de esta ley, cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar el 
empleo dado a los fondos percibidos, o el cumplimiento de la finalidad y de la realidad y 
regularidad de las actividades subvencionadas, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones 
o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos 
internacionales.

d) La falta de entrega, por parte de las entidades colaboradoras, cuando así se 
establezca, a los beneficiarios de los fondos recibidos de acuerdo con los criterios previstos 
en las bases reguladoras de la subvención.

e) Las demás conductas tipificadas como infracciones muy graves en la normativa de la 
Unión Europea en materia de subvenciones.
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CAPÍTULO II
De las sanciones

Artículo 59.  Clases de sanciones.
1. Las infracciones en materia de subvenciones se sancionarán mediante la imposición 

de sanciones pecuniarias y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias.
2. Las sanciones pecuniarias podrán consistir en multa fija o proporcional. La sanción 

pecuniaria proporcional se aplicará sobre la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no 
justificada.

La multa fija estará comprendida entre 75 y 6.000 euros y la multa proporcional puede ir 
del tanto al triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el 
caso de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

La multa pecuniaria será independiente de la obligación de reintegro contemplada en el 
artículo 40 de esta ley y para su cobro resultará igualmente de aplicación el régimen jurídico 
previsto para los ingresos de derecho público en la Ley General Presupuestaria o en las 
normas presupuestarias de las restantes Administraciones públicas.

3. Las sanciones no pecuniarias, que se podrán imponer en caso de infracciones graves 
o muy graves, podrán consistir en:

a) Pérdida durante un plazo de hasta cinco años de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de las Administraciones públicas u otros entes 
públicos.

b) Pérdida durante un plazo de hasta cinco años de la posibilidad de actuar como 
entidad colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

c) Prohibición durante un plazo de hasta cinco años para contratar con las 
Administraciones públicas.

Artículo 60.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones por las infracciones a que se refiere este capítulo se graduarán 

atendiendo en cada caso concreto a:

a) La comisión repetida de infracciones en materia de subvenciones.
Se entenderá producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor haya sido 

sancionado por una infracción de la misma naturaleza, ya sea grave o muy grave, en virtud 
de resolución firme en vía administrativa dentro de los cuatro años anteriores a la comisión 
de la infracción.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, 
el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

b) La resistencia, negativa u obstrucción a las actuaciones de control recogidas en el 
párrafo c) del apartado 1 del artículo 14 y en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de 
esta ley. Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy 
grave, el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

c) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de infracciones en materia de 
subvenciones.

A estos efectos, se considerarán principalmente medios fraudulentos los siguientes:

1.º Las anomalías sustanciales en la contabilidad y en los registros legalmente 
establecidos.

2.º El empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados.
3.º La utilización de personas o entidades interpuestas que dificulten la comprobación de 

la realidad de la actividad subvencionada.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, 
el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 20 y 100 puntos.

d) La ocultación a la Administración, mediante la falta de presentación de la 
documentación justificativa o la presentación de documentación incompleta o inexacta, de 
los datos necesarios para la verificación de la aplicación dada a la subvención recibida. 
Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, el 
porcentaje de la sanción se incrementará entre 10 y 50 puntos.
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e) El retraso en el cumplimiento de las obligaciones formales.

2. Los criterios de graduación son aplicables simultáneamente. El criterio establecido en 
el párrafo e) se empleará exclusivamente para la graduación de las sanciones por 
infracciones leves.

3. Los criterios de graduación recogidos en los apartados anteriores no podrán utilizarse 
para agravar la infracción cuando estén contenidos en la descripción de la conducta 
infractora o formen parte del propio ilícito administrativo.

4. El importe de las sanciones leves impuestas a un mismo infractor por cada subvención 
no excederá en su conjunto del importe de la subvención inicialmente concedida.

5. El importe de las sanciones graves y muy graves impuestas a un mismo infractor por 
cada subvención no excederá en su conjunto del triple del importe de la cantidad 
indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso de entidades colaboradoras, 
de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

Artículo 61.  Sanciones por infracciones leves.
1. Cada infracción leve será sancionada con multa de 75 a 900 euros, salvo lo dispuesto 

en el apartado siguiente.
2. Serán sancionadas en cada caso con multa de 150 a 6.000 euros las siguientes 

infracciones:

a) La inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad y registros 
legalmente exigidos.

b) El incumplimiento de la obligación de la llevanza de contabilidad o de los registros 
legalmente establecidos.

c) La llevanza de contabilidades diversas que, referidas a una misma actividad, no 
permita conocer la verdadera situación de la entidad.

d) La utilización de cuentas con significado distinto del que les corresponde, según su 
naturaleza, que dificulte la comprobación de la realidad de las actividades subvencionadas.

e) La falta de aportación de pruebas y documentos requeridos por los órganos de control 
o la negativa a su exhibición.

f) El incumplimiento por parte de las entidades colaboradoras de las obligaciones 
establecidas en el artículo 15 de esta ley.

g) El incumplimiento por parte de las personas o entidades sujetas a la obligación de 
colaboración y de facilitar la documentación a que se refiere el artículo 46 de esta ley, 
cuando de ello se derive la imposibilidad de contrastar la información facilitada por el 
beneficiario o la entidad colaboradora.

Artículo 62.  Sanciones por infracciones graves.
1. Las infracciones graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional del 

tanto al doble de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso 
de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

2. Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción grave 
represente más del 50 por ciento de la subvención concedida o de las cantidades recibidas 
por las entidades colaboradoras, y excediera de 30.000 euros, concurriendo alguna de las 
circunstancias previstas en los párrafos b) y c) del apartado 1 del artículo 60 de esta ley, los 
infractores podrán ser sancionados, además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta tres años, para celebrar contratos con la 
Administración u otros entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de la posibilidad de actuar como entidad 
colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

3. Cuando las administraciones, organismos o entidades contemplados en el apartado 
20.3(*) no cumplan con la obligación de suministro de información, se impondrá una multa, 
previo apercibimiento, de 3000 euros, que podrá reiterarse mensualmente hasta que se 
cumpla con la obligación.
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En caso de que el incumplimiento se produzca en un órgano de la Administración 
General del Estado, será de aplicación el régimen sancionador para infracciones graves 
previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, correspondiendo la instrucción del procedimiento sancionador al 
órgano competente del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

(*) La referencia debe entenderse hecha al apartado 4 del art. 20.

Téngase en cuenta que se declara que no es inconstitucional el apartado 3, interpretado en 
los términos del fundamento jurídico 12.b), en el sentido de que las multas coercitivas a que se 
refiere no pueden imponerse a las Comunidades Autónomas, por Sentencia del TC 33/2018, de 
12 de abril. Ref. BOE-A-2018-6825

Artículo 63.  Sanciones por infracciones muy graves.
1. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional del 

doble al triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso 
de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

No obstante, no se sancionarán las infracciones recogidas en los párrafos b) y d) del 
artículo 58 cuando los infractores hubieran reintegrado las cantidades y los correspondientes 
intereses de demora sin previo requerimiento.

2. Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción muy grave 
exceda de 30.000 euros, concurriendo alguna de las circunstancias previstas en los párrafos 
b) y c) del apartado 1 del artículo 60 de esta ley, los infractores podrán ser sancionados, 
además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta cinco años, para celebrar contratos con la 
Administración u otros entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de actuar como 
entidad colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

3. El órgano competente para imponer estas sanciones podrá acordar su publicidad en la 
Base de Datos Nacional de Subvenciones.

Artículo 64.  Desarrollo reglamentario del régimen de infracciones y sanciones.
Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o 

graduaciones al cuadro de las infracciones o sanciones establecidas legalmente que, sin 
constituir nuevas infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que la ley 
contempla, contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa 
determinación de las sanciones correspondientes.

Artículo 65.  Prescripción de infracciones y sanciones.
1. Las infracciones prescribirán en el plazo de cuatro años a contar desde el día en que 

la infracción se hubiera cometido.
2. Las sanciones prescribirán en el plazo de cuatro años a contar desde el día siguiente 

a aquel en que hubiera adquirido firmeza la resolución por la que se impuso la sanción.
3. El plazo de prescripción se interrumpirá conforme a lo establecido en el artículo 132 

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de la Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La prescripción se aplicará de oficio, sin perjuicio de que pueda ser solicitada su 
declaración por el interesado.
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Artículo 66.  Competencia para la imposición de sanciones.
1. Las sanciones en materia de subvenciones serán acordadas e impuestas por los 

ministros o los secretarios de Estado de los departamentos ministeriales concedentes. En el 
caso de subvenciones concedidas por las demás entidades concedentes, las sanciones 
serán acordadas e impuestas por los titulares de los ministerios a los que estuvieran 
adscritas.

No obstante, cuando la sanción consista en la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de Estado, en la prohibición para celebrar contratos 
con el Estado u otros entes públicos o en la pérdida de la posibilidad de actuar como entidad 
colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley, la competencia 
corresponderá al Ministro de Hacienda.

2. El ministro designará al instructor del procedimiento sancionador cuando dicha función 
no esté previamente atribuida a ningún órgano administrativo.

3. La competencia para imponer sanciones en las corporaciones locales corresponde a 
los órganos de gobierno que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen 
local.

4. El expediente sancionador por incumplimiento de la obligación de suministro de 
información a la Base de Datos Nacional de Subvenciones contemplado en el apartado 3 del 
artículo 62 será iniciado por acuerdo del Interventor General de la Administración del Estado 
y la resolución será competencia del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. No 
obstante, cuando el responsable de la infracción sea un órgano de la Administración General 
del Estado, los órganos competentes serán los establecidos en el artículo 31 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, correspondiendo la instrucción al órgano competente del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

Téngase en cuenta que se declara que no es inconstitucional el apartado 4, interpretado en 
los términos del fundamento jurídico 12.b), en el sentido de que las multas coercitivas a que se 
refiere no pueden imponerse a las Comunidades Autónomas, por Sentencia del TC 33/2018, de 
12 de abril. Ref. BOE-A-2018-6825

Artículo 67.  Procedimiento sancionador.
1. La imposición de las sanciones en materia de subvenciones se efectuará mediante 

expediente administrativo en el que, en todo caso, se dará audiencia al interesado antes de 
dictarse el acuerdo correspondiente y que será tramitado conforme a lo dispuesto en el 
capítulo II del título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. El procedimiento se iniciará de oficio, como consecuencia, de la actuación de 
comprobación desarrollada por el órgano concedente o por la entidad colaboradora, así 
como de las actuaciones de control financiero previstas en esta ley.

3. Los acuerdos de imposición de sanciones pondrán fin a la vía administrativa.

Artículo 68.  Extinción de la responsabilidad derivada de la comisión de infracciones.
La responsabilidad derivada de las infracciones se extingue por el pago o cumplimiento 

de la sanción o por prescripción o por fallecimiento.

Artículo 69.  Responsabilidades.
1. Responderán solidariamente de la sanción pecuniaria los miembros, partícipes o 

cotitulares de las entidades a que se refiere el apartado 3 del artículo 11 en proporción a sus 
respectivas participaciones, cuando se trate de comunidades de bienes o cualquier otro tipo 
de unidad económica o patrimonio separado.

2. Responderán subsidiariamente de la sanción pecuniaria los administradores de las 
sociedades mercantiles, o aquellos que ostenten la representación legal de otras personas 
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jurídicas, de acuerdo con las disposiciones legales o estatutarias que les resulten de 
aplicación, que no realicen los actos necesarios que sean de su incumbencia para el 
cumplimiento de las obligaciones infringidas, adopten acuerdos que hagan posibles los 
incumplimientos o consientan el de quienes de ellos dependan.

3. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas en las que la ley limita la 
responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las sanciones pendientes 
se transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente hasta el límite del valor de la 
cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado o se les hubiera debido adjudicar.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas en las que la ley no limita 
la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las sanciones 
pendientes se transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente a su 
cumplimiento.

Disposición adicional primera.  Información y coordinación con el Tribunal de Cuentas.
Anualmente, la Intervención General de la Administración del Estado remitirá al Tribunal 

de Cuentas informe sobre el seguimiento de los expedientes de reintegro y sancionadores 
derivados del ejercicio del control financiero.

El régimen de responsabilidad contable en materia de subvenciones se regulará de 
acuerdo con la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, y la Ley 
7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

Disposición adicional segunda.  Colaboración de la Intervención General de la 
Administración del Estado con otras Administraciones públicas, en las actuaciones de control 
financiero de subvenciones.

1. La Intervención General de la Administración del Estado, en coordinación con los 
órganos de control de ámbito nacional y autonómico, elaborará un Plan anual de control del 
FEOGA-Garantía en el que se incluirán los controles a realizar por la propia Intervención 
General, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y por los órganos de control 
interno de las comunidades autónomas.

La Intervención General de la Administración del Estado coordinará con los órganos de 
control interno de las Administraciones de las comunidades autónomas la elaboración del 
Plan de control de fondos estructurales y de cohesión que anualmente deban acometer 
dentro de su ámbito de competencia. Con la finalidad de su remisión a la Comisión de la 
Unión Europea, formando parte del Plan de control de fondos estructurales y cohesión del 
Estado miembro, dichos planes serán remitidos a la Intervención General de la 
Administración del Estado antes del 1 de diciembre del año anterior al que se refieran.

2. Las corporaciones locales podrán solicitar de la Intervención General de la 
Administración del Estado la realización de los controles financieros sobre beneficiarios de 
subvenciones concedidas por estos entes, sujetándose el procedimiento de control, reintegro 
y el régimen de infracciones y sanciones a lo previsto en esta ley.

3. La Intervención General de la Administración del Estado, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 45.1, suscribirá con los órganos de la Comisión Europea los 
acuerdos administrativos de cooperación previstos en la normativa comunitaria en materia 
de control financiero de ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente con cargo a 
fondos comunitarios.

Disposición adicional tercera.  Control financiero de subvenciones de la Intervención 
General de la Seguridad Social.

El control financiero sobre las subvenciones concedidas por las entidades gestoras y 
servicios comunes de la Seguridad Social será ejercido por la Intervención General de la 
Seguridad Social en los términos previstos en esta ley.
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Disposición adicional cuarta.  Contratación de la colaboración para la realización de 
controles financieros de subvenciones con auditores privados.

1. La Intervención General de la Administración del Estado podrá recabar la colaboración 
de empresas privadas de auditoría para la realización de controles financieros de 
subvenciones en los términos previstos en la Ley General Presupuestaria.

2. En cualquier caso, corresponderá a la Intervención General de la Administración del 
Estado la realización de aquellas actuaciones que supongan el ejercicio de potestades 
administrativas.

3. La misma colaboración podrán recabar las corporaciones locales para el control 
financiero de las subvenciones que concedan, quedando también reservadas a sus propios 
órganos de control las actuaciones que supongan el ejercicio de las potestades 
administrativas.

Disposición adicional quinta.  Ayudas en especie.
1. Las entregas a título gratuito de bienes y derechos se regirán por la legislación 

patrimonial.
2. No obstante lo anterior, se aplicará esta ley, en los términos que se desarrollen 

reglamentariamente, cuando la ayuda consista en la entrega de bienes, derechos o servicios 
cuya adquisición se realice con la finalidad exclusiva de entregarlos a un tercero.

3. En todo caso, la adquisición se someterá a la normativa sobre contratación de las 
Administraciones públicas.

Disposición adicional sexta.  Créditos concedidos por la Administración a particulares sin 
interés, o con interés inferior al de mercado.

Los créditos sin interés, o con interés inferior al de mercado, concedidos por los entes 
contemplados en el artículo 3 de esta ley a particulares se regirán por su normativa 
específica y, en su defecto, por las prescripciones de esta ley que resulten adecuadas a la 
naturaleza de estas operaciones, en particular, los principios generales, requisitos y 
obligaciones de beneficiarios y entidades colaboradoras, y procedimiento de concesión.

Disposición adicional séptima.  Entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad 
Social.

A las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social que integran el 
sistema de la Seguridad Social les serán de aplicación las previsiones de esta ley en los 
mismos términos que a los organismos autónomos.

Disposición adicional octava.  Subvenciones que integran el programa de cooperación 
económica del Estado a las inversiones de las entidades locales.

Las subvenciones que integran el Programa de cooperación económica del Estado a las 
inversiones de las entidades locales, de la misma forma que las subvenciones que integran 
planes o instrumentos similares que tengan por objeto llevar a cabo funciones de asistencia 
y cooperación municipal se regirán por su normativa específica, resultando de aplicación 
supletoria las disposiciones de esta Ley.

Disposición adicional novena.  Incentivos regionales, ayudas a la minería y ayudas del 
Plan PYME.

1. Los incentivos regionales se regularán por la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, de 
incentivos regionales para la corrección de desequilibrios económicos interterritoriales, 
excepto en lo referido al régimen de control financiero y a las infracciones y sanciones 
administrativas en materia de subvenciones que se regirán, respectivamente, por lo 
establecido en los títulos III y IV de esta ley.

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos competentes en materia de incentivos regionales, 
una vez emitido el informe de control financiero por la Intervención General de la 
Administración del Estado, podrán ejercer en todo caso las competencias que el Reglamento 
de desarrollo de la Ley 50/1985, aprobado por el Real Decreto 1535/1987, de 11 de 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 52



diciembre, les atribuye para acordar de oficio la concesión de prórrogas para la completa 
ejecución del proyecto o para incoar procedimiento de modificación del proyecto inicial.

En cualquier caso, esta ley se aplicará con carácter supletorio.
2. En la gestión de las ayudas que corresponde al Instituto para la Reestructuración de la 

Minería del Carbón y Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras en ejecución de la 
política de reestructuración que tiene encomendada en ejercicio de sus funciones, el plazo 
máximo para resolver y notificar será de seis meses a partir del cierre de la convocatoria. En 
estos casos, el plazo figurará expresamente en la norma que regule la concesión de las 
subvenciones.

3. En el régimen de ayudas y gestión del Plan de consolidación y competitividad de la 
pequeña y mediana empresa, cuando el beneficiario pueda, de acuerdo con la normativa 
reguladora, concertar con terceros la ejecución total o parcial de la actividad subvencionada, 
la subcontratación estará sujeta, en su caso, y sin necesidad de autorización de la entidad 
concedente, a que se aporte al expediente de solicitud una relación de contratos celebrados, 
y cuando se trate de personas o entidades vinculadas se presente con la solicitud de la 
ayuda una declaración de vinculación con terceros.

Disposición adicional décima.  Premios educativos, culturales, científicos o de cualquier 
otra naturaleza.

Reglamentariamente se establecerá el régimen especial aplicable al otorgamiento de los 
premios educativos, culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza, que deberá 
ajustarse al contenido de esta ley, salvo en aquellos aspectos en los que, por la especial 
naturaleza de las subvenciones, no resulte aplicable.

Disposición adicional undécima.  Procedimiento de reintegro de subvenciones concedidas 
por el Instituto Nacional de Empleo.

No obstante lo establecido en el apartado 5 del artículo 42 de esta ley, las resoluciones 
de los procedimientos de reintegro dictadas por el Instituto Nacional de Empleo no pondrán 
fin a la vía administrativa, y podrá interponerse contra las mismas recurso de alzada en los 
términos recogidos en el título VII de la Ley 20/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la 
redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Disposición adicional duodécima.  Planes de aislamiento acústico.
Las ayudas que se establezcan en las declaraciones de impacto ambiental se aplicarán 

conforme a los requisitos, exigencias y condiciones que se establezcan en dicha declaración, 
de acuerdo con su propia normativa.

Disposición adicional decimotercera.  Planes y programas sectoriales.
Los planes y programas relativos a políticas públicas sectoriales que estén previstos en 

normas legales o reglamentarias, tendrán la consideración de planes estratégicos de 
subvenciones de los regulados en el apartado 1 del artículo 8 de esta ley, siempre que 
recojan el contenido previsto en el citado apartado.

Disposición adicional decimocuarta.  Entidades locales.
Los procedimientos regulados en esta ley se adaptarán reglamentariamente a las 

condiciones de organización y funcionamiento de las corporaciones locales.
La competencia para ejercer el control financiero de las subvenciones concedidas por las 

corporaciones locales y los organismos públicos de ellas dependientes corresponderá a los 
órganos o funcionarios que tengan atribuido el control financiero de la gestión económica de 
dichas corporaciones a que se refieren los artículos 194 y siguientes de la Ley 39/1988, de 
28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales.

Lo establecido en el título III de esta ley sobre el objeto del control financiero, la 
obligación de colaboración de los beneficiarios, las entidades colaboradoras y los terceros 
relacionados con el objeto de la subvención o justificación, así como las facultades y deberes 
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del personal controlador, será de aplicación al control financiero de las subvenciones de las 
Administraciones locales.

Disposición adicional decimoquinta.  Justificación de subvenciones por entidades 
públicas estatales.

Reglamentariamente se establecerá el régimen simplificado de justificación, 
comprobación y control de las subvenciones percibidas por organismos y entes del sector 
público estatal que, de acuerdo con la normativa presupuestaria, se encuentren sujetos a 
control financiero permanente de la Intervención General de la Administración del Estado, sin 
que puedan exigirse otras auditorías o controles adicionales.

Disposición adicional decimosexta.  Fundaciones del sector público.
1. Las fundaciones del sector público únicamente podrán conceder subvenciones cuando 

así se autorice a la correspondiente fundación de forma expresa mediante acuerdo del 
Ministerio de adscripción u órgano equivalente de la Administración a la que la fundación 
esté adscrita y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10.2.

La aprobación de las bases reguladoras, la autorización previa de la concesión, las 
funciones derivadas de la exigencia del reintegro y de la imposición de sanciones, así como 
las funciones de control y demás que comporten el ejercicio de potestades administrativas, 
serán ejercidas por los órganos de la Administración que financien en mayor proporción la 
subvención correspondiente; en caso de que no sea posible identificar tal Administración, las 
funciones serán ejercidas por los órganos de la Administración que ejerza el Protectorado de 
la fundación.

2. A los efectos de esta ley, se consideran fundaciones del sector público aquellas 
fundaciones en las que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de las 
Administraciones públicas, sus organismos públicos o demás entidades del sector público.

b) Que su patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté formado en más 
de un 50 por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades.

Disposición adicional decimoséptima.  Control y evaluación de objetivos.
El control y evaluación de resultados derivados de la aplicación de los planes 

estratégicos a que se hace referencia en el artículo 8 de esta ley será realizado por la 
Intervención General de la Administración del Estado, y sin perjuicio de las competencias 
que atribuye la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, a los departamentos ministeriales, organismos y demás 
entes públicos.

Disposición adicional decimoctava.  Subvenciones de cooperación internacional.
1. El Gobierno aprobará por real decreto, a propuesta conjunta de los Ministerios de 

Asuntos Exteriores y de Hacienda, las normas especiales reguladoras de las subvenciones 
de cooperación internacional.

2. Dicha regulación se adecuará con carácter general a lo establecido en esta ley salvo 
que deban exceptuarse los principios de publicidad o concurrencia u otros aspectos del 
régimen de control, reintegros o sanciones, en la medida en que las subvenciones sean 
desarrollo de la política exterior del Gobierno y resulten incompatibles con la naturaleza o los 
destinatarios de las mismas.

Disposición adicional decimonovena.  Régimen aplicable al Banco de España.
El Banco de España se regirá en la materia objeto de regulación de esta ley por la 

normativa vigente con anterioridad a su entrada en vigor.
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Disposición adicional vigésima.  Actualización de las cuantías previstas en esta ley.
Se autoriza al Consejo de Ministros para que pueda actualizar, mediante real decreto, las 

cuantías que se indican en esta ley, dando audiencia a las comunidades autónomas cuando 
la actualización afecte a un precepto de carácter básico.

Disposición adicional vigésima primera.  Régimen foral de Navarra.
En virtud de su régimen foral, la aplicación a la Comunidad Foral de Navarra de lo 

dispuesto en esta ley se llevará a cabo con respeto a la Ley Orgánica de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

Disposición adicional vigésima segunda.  Régimen foral del País Vasco.
En virtud de su régimen foral la aplicación de esta ley a la Comunidad Autónoma del 

País Vasco se realizará con respeto a lo establecido en su Estatuto de Autonomía y en la 
disposición adicional segunda de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local.

Disposición adicional vigésima tercera.  Colaboración de la Intervención General de la 
Administración del Estado con la Agencia Estatal de Administración Tributaria para la lucha 
contra el fraude fiscal.

Con la finalidad de colaborar con la Agencia Estatal de Administración Tributaria en la 
lucha contra el fraude fiscal se autoriza la cesión de datos de naturaleza tributaria o 
subvencional por parte de la Intervención General de la Administración del Estado. Los datos 
cedidos tienen carácter reservado y sólo podrán ser utilizados para la efectiva aplicación de 
los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada y para la imposición de las 
sanciones que procedan. La información deberá ser suministrada preferentemente mediante 
la utilización de medios informáticos o telemáticos y estará protegida por los mismos 
requerimientos de acceso y cesión que los exigidos en cada uno de los sistemas de origen.

Disposición adicional vigésima cuarta.  Colaboración del Ministerio de Justicia con la 
Intervención General de la Administración del Estado.

El Ministerio de Justicia proporcionará a la Base de Datos Nacional de Subvenciones, 
estableciendo las medidas de seguridad oportunas, la información referida a las penas y 
medidas de prohibición de acceso a subvenciones contenida en el Registro Central de 
Penados y en el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No 
Firmes, sin que para ello sea preciso requerir la autorización de los interesados. A partir de 
su puesta en marcha, la obligación impuesta a los Tribunales en el artículo 20.4 será 
instrumentada a través de esta medida.

Disposición adicional vigésima quinta.  Servicio Nacional de Coordinación Antifraude para 
la protección de los intereses financieros de la Unión Europea.

1. El Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, integrado en la Intervención General 
de la Administración del Estado, coordinará las acciones encaminadas a proteger los 
intereses financieros de la Unión Europea contra el fraude y dar cumplimiento al artículo 325 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y al artículo 3.4 del Reglamento (UE, 
Euratom) n.° 883/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a las investigaciones 
efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF).

2. Corresponde al Servicio Nacional de Coordinación Antifraude:

a) Dirigir la creación y puesta en marcha de las estrategias nacionales y promover los 
cambios legislativos y administrativos necesarios para proteger los intereses financieros de 
la Unión Europea.

b) Identificar las posibles deficiencias de los sistemas nacionales para la gestión de 
fondos de la Unión Europea.

c) Establecer los cauces de coordinación e información sobre irregularidades y 
sospechas de fraude entre las diferentes instituciones nacionales y la OLAF.

d) Promover la formación para la prevención y lucha contra el fraude.
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3. El Servicio Nacional de Coordinación Antifraude ejercerá sus competencias con plena 
independencia y deberá ser dotado con los medios adecuados para atender los contenidos y 
requerimientos establecidos por la OLAF.

4. El Servicio Nacional de Coordinación Antifraude estará asistido por un Consejo Asesor 
presidido por el Interventor General de la Administración del Estado e integrado por 
representantes de los ministerios, organismos y demás instituciones nacionales que tengan 
competencias en la gestión, control, prevención y lucha contra el fraude en relación con los 
intereses financieros de la Unión Europea. Su composición y funcionamiento se 
determinarán por Real Decreto.

5. Las autoridades, los titulares de los órganos del Estado, de las Comunidades 
Autónomas y de las Entidades Locales, así como los jefes o directores de oficinas públicas, 
organismos y otros entes públicos y quienes, en general, ejerzan funciones públicas o 
desarrollen su trabajo en dichas entidades deberán prestar la debida colaboración y apoyo al 
Servicio. El Servicio tendrá las mismas facultades que la OLAF para acceder a la 
información pertinente en relación con los hechos que se estén investigando.

6. El Servicio podrá concertar convenios con la OLAF para la transmisión de la 
información y para la realización de investigaciones.

Disposición adicional vigésima sexta.  Subvenciones y otras ayudas concedidas por las 
entidades de derecho público del sector público estatal que se rijan por el derecho privado.

1. Las entregas dinerarias sin contraprestación que otorguen las entidades de derecho 
público del sector público estatal que se rijan por el derecho privado, tendrán siempre la 
consideración de subvenciones. Su concesión y demás actuaciones contempladas en esta 
Ley constituirán el ejercicio de potestades administrativas a los efectos previstos en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, quedando sometidas al mismo régimen jurídico establecido para las 
subvenciones concedidas por las Administraciones Públicas.

2. De acuerdo con lo previsto en la disposición adicional cuarta de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, las siguientes ayudas preservarán sus 
actuales especialidades:

a) Los préstamos concedidos por el Centro para el Desarrollo Tecnológico Industrial 
(CDTI) con una parte no reembolsable de hasta un tercio del importe del crédito, que 
seguirán el régimen previsto en la disposición adicional sexta de esta Ley.

b) Las ayudas concedidas por ICEX España Exportación e Inversiones dirigidas a 
impulsar la participación agrupada de empresas en ferias internacionales, misiones directas, 
jornadas técnicas, seminarios, congresos, convenciones o actividades análogas, en tanto no 
se opongan a la normativa comunitaria.

En todo caso, les serán de aplicación los principios generales y de información a que 
hacen referencia los artículos 8, 18 y 20 de esta Ley.

Los préstamos y ayudas concedidas por el Centro para el Desarrollo Tecnológico 
Industrial y por ICEX España Exportación e Inversiones no previstos en las letras a) y b) de 
este apartado, se someterán al régimen general contemplado en esta Ley.

Disposición adicional vigésima séptima.  Centros Tecnológicos.
En el supuesto de beneficiarios de las subvenciones que formen parte de los órganos de 

gobierno de los Centros Tecnológicos de ámbito estatal, inscritos en el registro de Centros 
Tecnológicos y Centros de apoyo a la innovación y de centros tecnológicos de ámbito 
autonómico inscritos en sus correspondientes registros, y que reúnan los requisitos que 
establezca el Ministerio de Ciencia e Innovación, no será de aplicación lo previsto en el 
artículo 29, 3, letra b), en el artículo 29,7,d) y en el artículo 31,3 de la presente Ley General 
de Subvenciones.
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Disposición transitoria primera.  Adaptación de la normativa reguladora.
1. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta ley se procederá a la 

adecuación de la normativa reguladora de las subvenciones al régimen jurídico establecido 
en la misma.

2. Si en el plazo señalado en el apartado anterior no se procediera a la adecuación de la 
normativa reguladora de las subvenciones, esta ley será de aplicación directa.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de los procedimientos.
1. A los procedimientos de concesión de subvenciones ya iniciados a la entrada en vigor 

de esta ley les será de aplicación la normativa vigente en el momento de su inicio.
2. Los procedimientos iniciados durante el plazo de adecuación contemplado en la 

disposición transitoria primera se regirán por lo dispuesto en la normativa anterior que les 
sea de aplicación, salvo que haya entrado en vigor la normativa de adecuación 
correspondiente.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, los procedimientos de control 
financiero, reintegro y revisión de actos previstos en esta ley resultarán de aplicación desde 
su entrada en vigor.

4. El régimen sancionador previsto en esta ley será de aplicación a los beneficiarios y a 
las entidades colaboradoras, en los supuestos previstos en esta disposición, siempre que el 
régimen jurídico sea más favorable al previsto en la legislación anterior.

Disposición transitoria tercera.  Convocatorias iniciadas y subvenciones concedidas con 
anterioridad a la entrada en vigor de la modificación de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones incluida en la disposición final séptima de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Las subvenciones públicas que se concedan en régimen de concurrencia competitiva 
cuya convocatoria se hubiera aprobado con anterioridad a la entrada en vigor de la 
modificación del artículo 10 de la Ley General de Subvenciones, se regirán por la normativa 
anterior.

Disposición transitoria cuarta.  Establecimiento de los requisitos que deberán cumplir los 
Centros Tecnológicos mencionados en la disposición adicional vigésima séptima.

Los requisitos mencionados en la disposición adicional vigésima séptima se establecerán 
mediante orden ministerial, que se deberá dictar en el plazo de tres meses desde su entrada 
en vigor.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o 

se opongan a lo dispuesto en esta ley.
2. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones:

a) Del Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley General Presupuestaria, los artículos 81 y 82.

b) El Decreto 2784/1964, de 27 de julio, sobre justificación de las subvenciones 
concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado y de las entidades estatales 
autónomas, en cuanto se oponga a lo establecido en esta ley.

c) El Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento 
de procedimiento para la concesión de subvenciones públicas, en cuanto se oponga a lo 
establecido en esta ley.

d) Del Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen 
de control interno ejercido por la Intervención General de la Administración del Estado, el 
segundo párrafo del apartado 1 del artículo 34, el apartado 6 del artículo 36, el párrafo b) del 
apartado 1 del artículo 37, el apartado 3 del artículo 38 bis y los artículos 43, 44 y 45.
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Disposición final primera.  Habilitación competencial y carácter de legislación básica.
1. Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª, 14.ª y 18.ª de la 

Constitución, constituyendo legislación básica del Estado, los siguientes preceptos:

En el título preliminar, el capítulo I y el capítulo II excepto, el párrafo d) del apartado 4 del 
artículo 9, el artículo 10, el apartado 2 y los párrafos d), e), f), g), h), i), j), k) y l) del apartado 
3 del artículo 16, los apartados 1, 2, y los párrafos c), f), h), i), j), k), l), m) y n) del apartado 3 
del artículo 17 y el artículo 21.

En el título I, el capítulo I y el capítulo IV, excepto los artículos 32 y 33.
En el título II, los artículos 36, 37 y el apartado 1 del artículo 40.
En el título III, los artículos 45 y 46.
En el título IV, el capítulo I y los artículos 59, 65, 67, 68 y 69 del capítulo II.
El apartado 1 de la disposición adicional segunda y la disposición adicional decimosexta.

2. Las restantes disposiciones de esta ley resultarán únicamente de aplicación en el 
ámbito de la Administración General del Estado, de las entidades que integran la 
Administración local y de los organismos y demás entidades de derecho público con 
personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de las mismas.

No obstante, cuando las comunidades autónomas hubieran asumido competencias en 
materia de régimen local, la ley se aplicará a las entidades que integran la Administración 
local en el ámbito territorial de las referidas comunidades autónomas, de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 1 de esta disposición.

Disposición final segunda.  Carácter básico de las normas de desarrollo.
Las normas que en desarrollo de esta ley apruebe la Administración General del Estado 

tendrán carácter básico cuando constituyan el complemento necesario respecto a las 
normas que tengan atribuida tal naturaleza conforme a la disposición final primera.

Disposición final tercera.  Desarrollo y entrada en vigor de esta ley.
1. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta ley se aprobará un 

reglamento general para su aplicación.
2. La presente ley entrará en vigor tres meses después de su publicación en el "Boletín 

Oficial del Estado".

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta ley.

Madrid, 17 de noviembre de 2003.

JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

INFORMACIÓN RELACIONADA:
-  Sobre interpretación conforme a la Constitución de varios preceptos legales puede 

consultar las siguientes sentencias:
Sentencia del TC 130/2013, de 4 de junio. Ref. BOE-A-2013-7206.
Sentencia del TC 135/2013, de 6 de junio. Ref. BOE-A-2013-7211.

Este texto consolidado no tiene valor jurídico.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
LEGISLACIÓN CONSOLIDADA

Página 58

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2013-7206
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2013-7211

	Ley 45/2015, de 14 de octubre, de Voluntariado.
	[Preámbulo]
	TÍTULO PRELIMINAR. Objeto y ámbito de aplicación
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Ámbito de aplicación.

	TÍTULO I. Del voluntariado
	Artículo 3. Concepto de voluntariado.
	Artículo 4. Límites a la acción voluntaria.
	Artículo 5. Valores, principios y dimensiones de la acción voluntaria.
	Artículo 6. Ámbitos de actuación del voluntariado.
	Artículo 7. De los programas de voluntariado.

	TÍTULO II. De los voluntarios
	Artículo 8. De los voluntarios.
	Artículo 9. Compatibilidad de la acción voluntaria.
	Artículo 10. Derechos de los voluntarios.
	Artículo 11. Deberes de los voluntarios.
	Artículo 12. De las relaciones entre los voluntarios y la entidad de voluntariado.

	TÍTULO III. De las entidades de voluntariado
	Artículo 13. De las entidades de voluntariado.
	Artículo 14. Régimen jurídico de las entidades de voluntariado.

	TÍTULO IV. De las personas destinatarias de la acción voluntaria
	Artículo 15. De las personas destinatarias de la acción voluntaria.
	Artículo 16. Derechos y deberes de las personas destinatarias de la acción voluntaria.

	TÍTULO V. De las Administraciones públicas
	Artículo 17. De las Administraciones públicas.
	Artículo 18. Funciones de la Administración General del Estado.
	Artículo 19. Colaboración de las entidades locales.

	TÍTULO VI. Del fomento y reconocimiento de la acción voluntaria
	Artículo 20. Medidas de fomento del voluntariado.
	Artículo 21. De la promoción del voluntariado desde las empresas.
	Artículo 22. De la promoción del voluntariado desde las universidades.
	Artículo 23. Medidas de reconocimiento y valoración social del voluntariado.
	Artículo 24. Acreditación y reconocimiento de las actuaciones de voluntariado.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Voluntariado en el ámbito de la protección civil.
	Disposición adicional segunda. Comisión Interministerial de Voluntariado y Observatorio Estatal de Voluntariado.
	Disposición adicional tercera. Participación de personal del Sistema Nacional de Salud en emergencias humanitarias.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria única. Adaptación de las entidades de voluntariado.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Modificación del artículo 31.4 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud en cuanto concierne a la homogeneidad de baremos de méritos.
	Disposición final segunda. Respeto al ámbito competencial de las comunidades autónomas.
	Disposición final tercera. Alcance de la remisión del Real Decreto-ley 7/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes de naturaleza tributaria, presupuestaria y de fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación a las actividades de interés general a la normativa de voluntariado.
	Disposición final cuarta. Título competencial.
	Disposición final quinta. No incremento del gasto público.
	Disposición final sexta. Habilitación para el desarrollo reglamentario.
	Disposición final séptima. Entrada en vigor.

	[Firma]

	Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación.
	[Preámbulo]
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.
	Artículo 2. Contenido y principios.
	Artículo 3. Capacidad.
	Artículo 4. Relaciones con la Administración.

	CAPÍTULO II. Constitución de las asociaciones
	Artículo 5. Acuerdo de constitución.
	Artículo 6. Acta fundacional.
	Artículo 7. Estatutos.
	Artículo 8. Denominación.
	Artículo 9. Domicilio.
	Artículo 10. Inscripción en el Registro.

	CAPÍTULO III. Funcionamiento de las asociaciones
	Artículo 11. Régimen de las asociaciones.
	Artículo 12. Régimen interno.
	Artículo 13. Régimen de actividades.
	Artículo 14. Obligaciones documentales y contables.
	Artículo 15. Responsabilidad de las asociaciones inscritas.
	Artículo 16. Modificación de los Estatutos.
	Artículo 17. Disolución.
	Artículo 18. Liquidación de la asociación.

	CAPÍTULO IV. Asociados
	Artículo 19. Derecho a asociarse.
	Artículo 20. Sucesión en la condición de asociado.
	Artículo 21. Derechos de los asociados.
	Artículo 22. Deberes de los asociados.
	Artículo 23. Separación voluntaria.

	CAPÍTULO V. Registros de Asociaciones
	Artículo 24. Derecho de inscripción.
	Artículo 25. Registro Nacional de Asociaciones.
	Artículo 26. Registros Autonómicos de Asociaciones.
	Artículo 27. Cooperación y colaboración entre Registros.
	Artículo 28. Actos inscribibles y depósito de documentación.
	Artículo 29. Publicidad.
	Artículo 30. Régimen jurídico de la inscripción.

	CAPÍTULO VI. Medidas de fomento
	Artículo 31. Medidas de fomento.
	Artículo 32. Asociaciones de utilidad pública.
	Artículo 33. Derechos de las asociaciones de utilidad pública.
	Artículo 34. Obligaciones de las asociaciones de utilidad pública.
	Artículo 35. Procedimiento de declaración de utilidad pública.
	Artículo 36. Otros beneficios.

	CAPÍTULO VII. Garantías jurisdiccionales
	Artículo 37. Tutela judicial.
	Artículo 38. Suspensión y disolución judicial.
	Artículo 39. Orden jurisdiccional contencioso-administrativo.
	Artículo 40. Orden jurisdiccional civil.
	Artículo 41. Comunicaciones.

	CAPÍTULO VIII. Consejos Sectoriales de Asociaciones
	Artículo 42. Consejos Sectoriales de Asociaciones.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Declaración de utilidad pública de asociaciones.
	Disposición adicional segunda. Procedimientos de inscripción.
	Disposición adicional tercera. Resolución extrajudicial de conflictos.
	Disposición adicional cuarta. Cuestaciones y suscripciones públicas.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Asociaciones inscritas.
	Disposición transitoria segunda. Asociaciones declaradas de utilidad pública.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria única.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Carácter de la Ley.
	Disposición final segunda. Carácter supletorio.
	Disposición final tercera. Desarrollo.
	Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

	[Firma]
	Información relacionada

	Ley 43/2015, de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social.
	[Preámbulo]
	CAPÍTULO I. Disposiciones generales
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Concepto.
	Artículo 3. Ámbito de aplicación.

	CAPÍTULO II. Principios rectores
	Artículo 4. Principios rectores.

	CAPÍTULO III. Participación
	Artículo 5. Participación.

	CAPÍTULO IV. Acción de fomento
	Artículo 6. Medidas de fomento de las entidades del Tercer Sector de Acción Social de ámbito estatal.
	Artículo 7. Programa de impulso de las entidades del Tercer Sector de Acción Social.

	CAPÍTULO V. Órganos de participación
	Artículo 8. Consejo Estatal de Organizaciones no Gubernamentales de Acción Social.
	Artículo 9. Comisión para el Diálogo Civil con la Plataforma del Tercer Sector.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Garantía del respeto al reparto de competencias constitucional y estatutariamente vigente.
	Disposición adicional segunda. Inventario de entidades del Tercer Sector de Acción Social e información estadística.
	Disposición adicional tercera. Informe del Gobierno.
	Disposición adicional cuarta. No incremento de gasto público.
	Disposición adicional quinta. Actuaciones finalistas a través de la colaboración con el Tercer Sector de Acción Social.
	Disposición adicional sexta. Pago de las obligaciones pendientes de las comunidades autónomas y entidades locales.
	Disposición adicional séptima. Ayudas y subvenciones públicas a las entidades del Tercer Sector de Acción Social.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria única. Subvenciones de concesión directa a entidades del Tercer Sector de Acción Social.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Legislación aplicable a las Entidades del Tercer Sector de Acción Social.
	Disposición final segunda. Título competencial.
	Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.
	Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

	[Firma]

	Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
	[Preámbulo]
	TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales
	CAPÍTULO I. Del ámbito de aplicación de la ley
	Artículo 1. Objeto.
	Artículo 2. Concepto de subvención.
	Artículo 3. Ámbito de aplicación subjetivo.
	Artículo 4. Exclusiones del ámbito de aplicación de la ley.
	Artículo 5. Régimen jurídico de las subvenciones.
	Artículo 6. Régimen jurídico de las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea.
	Artículo 7. Responsabilidad financiera derivada de la gestión de fondos procedentes de la Unión Europea.

	CAPÍTULO II. Disposiciones comunes a las subvenciones públicas
	Artículo 8. Principios generales.
	Artículo 9. Requisitos para el otorgamiento de las subvenciones.
	Artículo 10. Órganos competentes para la concesión de subvenciones.
	Artículo 11. Beneficiarios.
	Artículo 12. Entidades colaboradoras.
	Artículo 13. Requisitos para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora.
	Artículo 14. Obligaciones de los beneficiarios.
	Artículo 15. Obligaciones de las entidades colaboradoras.
	Artículo 16. Convenios y contratos con Entidades Colaboradoras.
	Artículo 17. Bases reguladoras de la concesión de las subvenciones.
	Artículo 18. Publicidad de las subvenciones.
	Artículo 19. Financiación de las actividades subvencionadas.
	Artículo 20. Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS).
	Artículo 21. Régimen de garantías.

	TÍTULO I. Procedimientos de concesión y gestión de las subvenciones
	CAPÍTULO I. Del procedimiento de concesión
	Artículo 22. Procedimientos de concesión.

	CAPÍTULO II. Del procedimiento de concesión en régimen de concurrencia competitiva
	Artículo 23. Iniciación.
	Artículo 24. Instrucción.
	Artículo 25. Resolución.
	Artículo 26. Notificación de la resolución.
	Artículo 27. Reformulación de las solicitudes.

	CAPÍTULO III. Del procedimiento de concesión directa
	Artículo 28. Concesión directa.

	CAPÍTULO IV. Del procedimiento de gestión y justificación de la subvención pública
	Artículo 29. Subcontratación de las actividades subvencionadas por los beneficiarios.
	Artículo 30. Justificación de las subvenciones públicas.
	Artículo 31. Gastos subvencionables.
	Artículo 32. Comprobación de subvenciones.
	Artículo 33. Comprobación de valores.

	CAPÍTULO V. Del procedimiento de gestión presupuestaria
	Artículo 34. Procedimiento de aprobación del gasto y pago.
	Artículo 35. Retención de pagos.

	TÍTULO II. Del reintegro de subvenciones
	CAPÍTULO I. Del reintegro
	Artículo 36. Invalidez de la resolución de concesión.
	Artículo 37. Causas de reintegro.
	Artículo 38. Naturaleza de los créditos a reintegrar y de los procedimientos para su exigencia.
	Artículo 39. Prescripción.
	Artículo 40. Obligados al reintegro.

	CAPÍTULO II. Del procedimiento de reintegro
	Artículo 41. Competencia para la resolución del procedimiento de reintegro.
	Artículo 42. Procedimiento de reintegro.
	Artículo 43. Coordinación de actuaciones.

	TÍTULO III. Del control financiero de subvenciones
	Artículo 44. Objeto y competencia para el ejercicio del control financiero de subvenciones.
	Artículo 45. Control financiero de ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente con cargo a fondos comunitarios.
	Artículo 46. Obligación de colaboración.
	Artículo 47. Facultades del personal controlador.
	Artículo 48. Deberes del personal controlador.
	Artículo 49. Del procedimiento de control financiero.
	Artículo 50. Documentación de las actuaciones de control financiero.
	Artículo 51. Efectos de los informes de control financiero.

	TÍTULO IV. Infracciones y sanciones administrativas en materia de subvenciones
	CAPÍTULO I. De las infracciones administrativas
	Artículo 52. Concepto de infracción.
	Artículo 53. Responsables.
	Artículo 54. Supuestos de exención de responsabilidad.
	Artículo 55. Concurrencia de actuaciones con el orden jurisdiccional penal.
	Artículo 56. Infracciones leves.
	Artículo 57. Infracciones graves.
	Artículo 58. Infracciones muy graves.

	CAPÍTULO II. De las sanciones
	Artículo 59. Clases de sanciones.
	Artículo 60. Graduación de las sanciones.
	Artículo 61. Sanciones por infracciones leves.
	Artículo 62. Sanciones por infracciones graves.
	Artículo 63. Sanciones por infracciones muy graves.
	Artículo 64. Desarrollo reglamentario del régimen de infracciones y sanciones.
	Artículo 65. Prescripción de infracciones y sanciones.
	Artículo 66. Competencia para la imposición de sanciones.
	Artículo 67. Procedimiento sancionador.
	Artículo 68. Extinción de la responsabilidad derivada de la comisión de infracciones.
	Artículo 69. Responsabilidades.

	[Disposiciones adicionales]
	Disposición adicional primera. Información y coordinación con el Tribunal de Cuentas.
	Disposición adicional segunda. Colaboración de la Intervención General de la Administración del Estado con otras Administraciones públicas, en las actuaciones de control financiero de subvenciones.
	Disposición adicional tercera. Control financiero de subvenciones de la Intervención General de la Seguridad Social.
	Disposición adicional cuarta. Contratación de la colaboración para la realización de controles financieros de subvenciones con auditores privados.
	Disposición adicional quinta. Ayudas en especie.
	Disposición adicional sexta. Créditos concedidos por la Administración a particulares sin interés, o con interés inferior al de mercado.
	Disposición adicional séptima. Entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social.
	Disposición adicional octava. Subvenciones que integran el programa de cooperación económica del Estado a las inversiones de las entidades locales.
	Disposición adicional novena. Incentivos regionales, ayudas a la minería y ayudas del Plan PYME.
	Disposición adicional décima. Premios educativos, culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza.
	Disposición adicional undécima. Procedimiento de reintegro de subvenciones concedidas por el Instituto Nacional de Empleo.
	Disposición adicional duodécima. Planes de aislamiento acústico.
	Disposición adicional decimotercera. Planes y programas sectoriales.
	Disposición adicional decimocuarta. Entidades locales.
	Disposición adicional decimoquinta. Justificación de subvenciones por entidades públicas estatales.
	Disposición adicional decimosexta. Fundaciones del sector público.
	Disposición adicional decimoséptima. Control y evaluación de objetivos.
	Disposición adicional decimoctava. Subvenciones de cooperación internacional.
	Disposición adicional decimonovena. Régimen aplicable al Banco de España.
	Disposición adicional vigésima. Actualización de las cuantías previstas en esta ley.
	Disposición adicional vigésima primera. Régimen foral de Navarra.
	Disposición adicional vigésima segunda. Régimen foral del País Vasco.
	Disposición adicional vigésima tercera. Colaboración de la Intervención General de la Administración del Estado con la Agencia Estatal de Administración Tributaria para la lucha contra el fraude fiscal.
	Disposición adicional vigésima cuarta. Colaboración del Ministerio de Justicia con la Intervención General de la Administración del Estado.
	Disposición adicional vigésima quinta. Servicio Nacional de Coordinación Antifraude para la protección de los intereses financieros de la Unión Europea.
	Disposición adicional vigésima sexta. Subvenciones y otras ayudas concedidas por las entidades de derecho público del sector público estatal que se rijan por el derecho privado.
	Disposición adicional vigésima séptima. Centros Tecnológicos.

	[Disposiciones transitorias]
	Disposición transitoria primera. Adaptación de la normativa reguladora.
	Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de los procedimientos.
	Disposición transitoria tercera. Convocatorias iniciadas y subvenciones concedidas con anterioridad a la entrada en vigor de la modificación de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones incluida en la disposición final séptima de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
	Disposición transitoria cuarta. Establecimiento de los requisitos que deberán cumplir los Centros Tecnológicos mencionados en la disposición adicional vigésima séptima.

	[Disposiciones derogatorias]
	Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

	[Disposiciones finales]
	Disposición final primera. Habilitación competencial y carácter de legislación básica.
	Disposición final segunda. Carácter básico de las normas de desarrollo.
	Disposición final tercera. Desarrollo y entrada en vigor de esta ley.

	[Firma]
	INFORMACIÓN RELACIONADA:


